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1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 10 de junto de 1994. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ordi- 
naria, el próximo martes 14, a la hora 16, a fin de informarse de 
los asuntos entrados y considerar el siguiente 
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25) 


35 


ORDEN DEL DIA 


Elección de miembros de la Comisión Permanente (Ar- 
tículo 127 de la Constitución). 


Exposición de cuarenta y cinco minutos del señor sena- 
dor Carlos Julio Pereyra sobre la situación del Comple- 


jo Pesquero ASTRA. 
(Carp. N*” 1484/94.) 


Continúa la discusión general y particular del proyecto 
de ley por el que se sustituyen disposiciones que regu- 
lan el impuesto a los vehículos gasoleros, 


(Carp. N” 1319/93 - Rep. N” 806/94.) 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos de 


ley: 


4) 
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7”) 


8”) 


9% 


Por el que se designa con el nombre “Maestro Otto 
Niemann” la Escuela N” 204 del departamento de Ca- 


nelones. 
(Carp. N” 1337/93 - Rep. N” 801/94.) 


Por el que se designa con el nombre “Inspector Henry 
Ruiz Sartorio” la Escuela N” 135 de la ciudad de Melo, 
departamento de Cerro Largo. 


(Carp. N” 1359/93 - Rep. N” 802/94.) 


Por el que se designa con el nombre “República de 
Venezuela” la Escuela N” 75 de ler. Grado, del paraje 
Arroyo Sauzal, departamento de Rivera. 


(Carp. N” 1222/93 - Rep. N” 799/94.) 


Por el que se designa con el nombre “Presidente Oscar 
D. Gestido” los Talleres Protegidos para Jóvenes Disca- 
pacitados que funcionan anexos a la Escuela N? 280 del 
departamento de Montevideo. 


(Carp. N” 1148/93 - Rep. N” 798/94.) 


Por el que se designa con el nombre “Plácido Laguna” 
la Escuela N” 92 de lera. Categoría de Carmelo, depar- 
tamento de Colonia. 


(Carp. N” 981/92 - Rep. N” 797/94.) 


Por el que se aprueba el Convenio entre la República 
Oriental del Uruguay y la República de Chile para evi- 
tar la doble tributación, por los ingresos que perciben 
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las empresas de navegación aérea de Uruguay y Chile 
que operen en ambos países, suscrito en Montevideo, el 
23 de marzo de 1992, 


(Carp. N” 1263/93 - Rep. N” 790/94.) 


Por el que se aprueba la Convención sobre Prohibicio- ' 
nes o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Con- 
vencionales que Puedan Considerarse Excesivamente 
Nocivas o de Efecto Indiscriminado. 


(Carp. N” 1259/93 - Rep. N” 809/94.) 


Por el que se aprueba el Convenio de Cooperación Cul- 
tural suscrito entre la República Oriental del Uruguay y 
la República de Bolivia. 


(Carp. N” 1264/88 - Rep. N” 810/94.) 


Por el que se aprueban las enmiendas a los artículos 24 
y 25 de la Constitución de la Organización Mundial de 
la Salud. 


(Carp. N” 1240/93 - Rep. N” 811/94.) 


Por el que se aprueba el Convenio de Cooperación en 
Matería de Salud entre el Gobierno de Ja República 
Oriental del Uruguay y el gobierno de la República 
Argentina, suscrito el día 8 de julio de 1991. 


(Carp. N” 1082/93 - Rep. N” 813/94.) 


Por el que se aprueba el Convenio de Cooperación Ju- 
dicial en Materia Civil, Comercial, Laboral y Adminis- 
trativa entre la República Oriental del Uruguay y la 
República Federativa del Brasil. 


(Carp. N* 1119/93 - Rep. N* 814/94.) 


Por el que se aprueba el Convenio de Cooperación Re- 
gional para la Creación y Funcionamiento del Centro de 
Cooperación Regional para la Educación de Adultos en 
América Latina y el Caribe (CREFAL). 


(Carp. N* 1183/93 - Rep. N* 815/94.) 


Por el que se aprueba el Acuerdo entre la República 
Oriental del Uruguay y la República Federativa del Bra- 
sil sobre Cooperación en Materia Ambiental. 


(Carp. N” 1026/93 - Rep. N* 816/94.) 


Por el que se declaran beneficiarios del Fondo de Ayu- 
da Social creado por el artículo 277 de la ley N* 13.892, 
de 19 de octubre de 1970, a quienes revistieran la cali- 
dad de funcionarios del Banco de Previsión Social entre 
el 19 de octubre de 1970 y el 22 de octubre de 197901 
sus Causahabientes. 


(Carp. N” 1466/94 - Rep. N* 820/94.) 
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18) Por el que se crean los Consejos Asesores y Consultivos 
de los Institutos Oficiales de Formación de Docentes. 


(Carp. N' 699/91 - Rep. N* 821/94.) 


19) Discusión particular del proyecto de resolución por el 
que se crea el Grupo de Amistad Parlamentaria, entre 
legisladores de Sudáfrica y Uruguay. 


(Carp. N” 1460/94 - Rep. N* 812/94.) 


20) Informe de la Comisión de Defensa Nacional relaciona- 
do con la solicitud de venia del Poder Ejecutivo para 
designar al general en situación de retiro Dardo E. Grossi 
como integrante del Supremo Tribunal Militar. 


(Carp. N' 1443/94 - Rep. N' 817/94.) 


Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con las solicitudes de venia del Poder Eje- 
cutivo para exonerar de sus cargos a: 


21 


— 


- un funcionario del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social (Plazo constitucional vence el 23 de junio de 
1994). (Carp. N” 1442/94 - Rep. N” 804/94,) 


- un funcionario del Ministerio de Educación y Cultura 
(Plazo constitucional vence el 28 de junio de 1994). 
(Carp. N* 1451/94 - Rep, N” 796/94.) 


LOS SECRETARIOS.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Ache, Alonso Tellechea, 
Astori, Batalla, Besozzi, Bianchi, Bouza, Bouzas, Bruera, Cas- 
sina, Elso Goñi, Gamarra, Gargano, González Modernell, 
Grenno, Irurtia, Librán Bonino, Olascoaga, Pereyra, Pérez, 
Pozzolo, Priore, Ramírez, Ricaldoni, Silveira Zavala, Urioste 
y Zumarán. 


FALTAN: en ejercicio de la Presidencia de la República, el 
señor presidente del Senado, doctor Aguirre Ramírez; con li- 
cencia, los señores senadores Amorín Larrañaga, Belvisi, Blan- 
co, Jude y Korzeniak; con aviso, el señor senador Millor y sin 
aviso el señor senador Hackenbruch. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 15 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes:) 
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“Montevideo, 14 de junio de 1994. 


La Presidencia de la Asamblea General destina un 
Mensaje del Poder Ejecutivo, al que acompaña un pro- 
yecto de ley, por el que se autoriza al Poder Ejecutivo 
a poner a disposición de la Corte Electoral la cantidad 
de $ 30:000.000, a los efectos de solventar los gastos e 
inversiones que demande la celebración del plebiscito 
constitucional así como se introducen modificaciones a la 
lev N” 7.812, de 16 de enero de 1925, en la redacción 
dada por la ley N* 16.017, de 20 de enero de 1989. 


-A la Comisión de Constitución y Legislación. 


La Presidencia de la Asamblea General remite varios 
Mensajes del Poder Ejecutivo comunicando que ha dicta- 
do Resoluciones por las que se dispuso el pago de las 
contribuciones adeudas por la República al Acuerdo Sud- 
americano sobre Estupefacientes y Psicotrópicos, a la 
Unión Postal de las Américas, España y Portugal y a la 
Asociación Latinoamericana de Integración. 


-Ténganse presente. 


La Presidencia de la Asamblea General remite varias 
notas del Tribunal de Cuentas de la República comuni- 
cando las resoluciones adoptadas en los siguientes expe- 
dientes: 


De la Administración Nacional de Telecomunica- 
ciones: relacionada con la Licitación Pública N” 910 
para la contratación de obras de ampliación y renova- 
ción de redes en la periferia de Montevideo y adya- 
cencias; y, 


De la Administración Nacional de Combustibles, 
Alcohol y Portland: relacionada con el Estado de 
Ejecución Presupuestal al 31 de diciembre de 1992. 


-Ténganse presente. 


El Poder Ejecutivo remite varios Mensajes por los 
que solicita venia para designar: 


Presidente de la Administración Nacional de Usinas y 
Trasmisiónes Eléctricas al ingeniero Ruperto Enzo 
Long Garat; y, 


Miembro integrante del Directorio de la Administra- 
ción Nacional de Puertos al doctor José Luis Arecha- 
valeta Rovira. 


-A la Comisión de Asuntos Administrativos. Por dis- 
posición reglamentaria se efectuó el reparto. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y medio Ambiente remite la información solicitada por 
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los señores senadores Pérez, Bouzas, Korzeniak, Astori, 
Gargano y Bruera relacionada con el préstamo acordado 
por el Banco Interamericano de Desarrollo destinado a la 
ejecución de viviendas. 


-Oportunamente les fue entregado a los mencionados 
señores senadores. 


La Cámara de Representantes remite, con destino a la 
Comisión de Salud Pública del Senado, copias de las 
versiones taquigráficas de las palabras pronunciadas por 
los señores representantes: 


Marcelo Antonaccio, relacionadas con el incumpli- 
miento de normas que establecen la prohibición de 
fumar, y, 


Francisco Rodríguez Camusso, por las que solicita 
que la Comisión de Salud Pública informe a la breve- 
dad el proyecto de ley por el que se establecen nor- 
mas para el control del hábito de fumar. 


-A la Comisión de Salud Pública, 


La Cámara de Representantes remite nota comuni- 
cando que ha designado para integrar la Comisión Admi- 
nistrativa del Poder Legislativo que actuará durante el 
Quinto Período de la XLITI Legislatura a los señores re- 
presentantes Daniel H. Delgado Sicco y Jorge Conde Mon- 
tes de Oca. : 


-Téngase presente. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva infor- 
mados varios proyectos de ley por los que se aprueban 
los siguientes instrumentos internacionales; 


Convenio de Cooperación en materia de salud con 
Paraguay; 


(Carp. N” 1294/93) 


Convenio de Cooperación Técnica y Científica con la 
República Popular China; 


(Carp. N* 1260/93) 


y Convenio Constitutivo de la Organización Marítima 
Internacional; | 


(Carp. N” 1184/93) 


-Repártanse e inclúyanse en el orden del día de la 
sesión de mañana. 


Los señores senadores Mariano Arana, Danilo Astori, 
Carlos Bouzas, Leopoldo Bruera, Reinaldo Gargano, Jor- 
ge Gamarra y Jaime Pérez, de conformidad con lo esta- 
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blecido en el artículo 118 de la Constitución, solicitan se 
curse un pedido de informes a los Ministerios de Trans- 
porte y Obras Públicas y de Economía y Finanzas y al 
Banco de la República Oriental del Uruguay relacionado 
con el fondo de garantía de renovación de la flota de 
autobuses. 


- Oportunamente fue tramitado.” 


4) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de un asunto relativo 
a la integración del Cuerpo. 


(Se da del siguiente:) 

-En virtud de que el señor presidente del Senado está ocu- 
pando la Presidencia de la República, corresponde convocar al 
suplente respectivo del señor senador Santoro. 

Se va a dar cuenta de varias notas de desistimiento. 

(Se da de las siguientes:) 

“El señor Arturo Heber Fiilgraff remite nota comunicando 
que por esta vez no acepta la convocatoria que se le ha formula- 
do para integrar el Cuerpo”. 

-Léase. 

(Se lee:) 

“Montevideo, 13 de junio de 1994, 

Señor presidente de la 

Cámara de Senadores 

Dr. Walter R. Santoro 

Presente.- 

De mi mayor consideración: 

Por la presente me dirijo a Ud. para comunicarle que 
por esta vez, no acepto la convocatoria que se me ha 


formulado para integrar el Cuerpo que Ud. preside. 


Sin otro particular, saludo a Ud. con mi consideración 
más distinguida. 


Arturo Heber Fiilgraff. Representante Nacional” 
“El señor Agustín de Uturbey remite nota comunicando que 
por esta única vez renuncia a la convocatoria que se le ha efec- 
tuado””. 


-Léase. 


(Se lee:) 


14 de Junio de 1994 
“Montevideo, 9 de junio de 1994. 


Señor presidente de la 
Asamblea del Senado 
Dr. Walter R. Santoro 
Presente.- 


De mi consideración: 


Por la presente renuncio por esta única vez a la con- 
vocatoria que ese Alto Cuerpo me dirigiera en el día de 
hoy para integrarlo. 


Sin otro particular, saludo a Ud. con mi más distin- 
guida consideración. 


Agustín de Urtubey” 


“El señor Hugo Rodríguez Carrasco remite nota comunican- 
do que por esta única vez no acepta la convocatoria de que ha 


sido objeto"”. 
-Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 8 de junio de 1994. 


Sr. Presidente del Senado 
de la República Oriental del Uruguay 
Dr. Walter R. Santoro 


Por la presente comunico a Ud. que no acepto por 
esta única vez la convocatoria para ocupar una Banca en 


el Senado de la República. 


Saluda atte., 


Dr. Hugo Rodríguez Carrasco” 


«Corresponde convocar al señor Julián Olascoaga, quien ya 
ha prestado el juramento reglamentario, por lo que en caso de 


estar en la antesala, se le invita a pasar. 
(Ingresa a sala el señor senador Olascoaga) 


$) PROYECTOS PRESENTADOS 
“EXPOSICION DE MOTIVOS 


El presente proyecto de ley obedece al propósito de 
hacer posible la continuidad de las actividades de la em- 
presa ASTRA ubicada en La Paloma, departamento de 
Rocha. La mencionada empresa se ha dedicado a la cap- 
tura y procesamiento de pescado, fundamentalmente con 
destino a la exportación. Durante su actuación llegaron a 
trabajar una cantidad de personas que alcanzó a oscilar 
entre 1400 y 1500 y al cerrarse -disminuida ya su activi- 
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dad- alcanzaban a 900. Estas cifras muestran la impor- 
tancia que como fuente de trabajo constituía la empresa 
ASTRA en un departamento donde la absorción de mano 
de obra es escasa. Cada vez que, por decisión de la em- 
presa o los conflictos laborales, la actividad se detuvo, se 
observó un alto grado de desocupación con el consiguiente 
aumento de la pobreza y de paralización de otras activi- 
dades como el comercio y los servicios. En el momento 
actual la empresa ha sido -al parecer- definitivamente 
cerrada; sus principales accionistas, que son extranjeros 
no residentes, han dejado sus asuntos en manos de un 
estudio jurídico, el directorio no funciona, no se pagan 
las obligaciones al Estado ni lo que se adeuda a los traba- 
jadores. Quienes conocen en la materia, aseguran que la 
maquinaria se volverá inutilizable a breve plazo; los bar- 
cos se deterioran permanentemente mientras permanecen 
atracados a muelle inutilizando casi totalmente el puerto 
de La Paloma. 


La instalación de ASTRA en el mencionado puerto 
tiene caracteres muy particulares, además de constituir 
un privilegio concedido por el Estado uruguayo, en per- 
juicio de posibles competidores. En efecto la planta in- 
dustrial está construida en terreno fiscal, prácticamente 
sobre el muelle, al punto de poder afirmarse que el puer- 
to ha sido arreglado y dragado para uso exclusivo de 
ASTRA, con excepción del muelle viejo utilizado por 
pequeñas embarcaciones de turismo. El Estado autorizó 
todas estas ventajas con la única aceptable explicación de 
que allí existiera una importante absorción de trabajo para 
la zona. Por tal razón no puede permanecer en actitud 
pasiva cuando la empresa cierra, sus principales accionis- 
tas se desentienden de su funcionamiento, sin siquiera 
pagar sus obligaciones a los trabajadores y a nuestro Es- 
tado. 


Por este motivo es que se recurre a la comprensión de 
los legisladores para procurar una solución legislativa que 
mantenga una fuente de trabajo fundamental desde el 
punto de vista social para el departamento de Rocha y 
también de fuerte aporte económico para el país. Sobre la 
intervención de plantas industriales abandonadas o para- 
lizadas existen antecedentes, siendo el más similar a este 
caso el de la intervención que el Poder Ejecutivo dispuso, 
del frigorífico Swift, el 25 de abril de 1958. Las razones 
de interés económico y social que determinaron aquella 
medida son idénticas a las que hoy exponemos sobre la 
empresa ASTRA. 


Carlos Julio Pereyra. Senador. 
PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”.- Autorízase al Poder Ejecutivo a interve- 
nir la empresa ASTRA S.A. y el complejo industrial ubi- 
cado en La Paloma, con todas sus instalaciones y anexos, 
incluso los barcos de que dispone. 
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Art. 2”.- Encomiéndase a la Corporación Nacional 
para el Desarrollo, a poner en funcionamiento el mencio- 
nado complejo industrial y actividades conexas a él, en- 
comendándole su gestión industrial y comercial por el 
término de la intervención. 


Art. 3”.- De acuerdo con lo dispuesto en el Art. 17 de 
“la ley de creación de la Corporación Nacional para el 
Desarrollo el Banco Central del Uruguay, capitalizará a 
la Corporación Nacional para el Desarrollo en la cantidad 
de $ 15:000.000 (pesos uruguayos quince millones) en 
títulos de deuda pública nacional, bonos de tesoro, pro- 
veídos por dicha institución bancaria por cuenta y orden 
del Ministerio de Economía y Finanzas. Los fondos re- 
sultantes de Ja capitalización efectuada en virtud de la 
autorización legal sólo podrán destinarse a gastos de in- 
tervención y gestión de la planta. En caso de ser necesa- 
rio el Poder Ejecutivo podrá autorizar nuevas capitaliza- 
ciones con el fin exclusivo de atender lo dispuesto por 
esta ley. 


Art. 4”.- Cométese a la Corporación Nacional para el 
Desarrollo la realización de las gestiones y negociaciones 
tendientes a solucionar definitivamente el funcionamien- 
to y la gestión industrial y comercial en aplicación de las 
facultades e instrumentos que le conficre la ley N” 15,785 
del 4 de diciembre de 1985. 


Art. £”.- Los trabajadores que registraban actividad 
en ASTRA al 31 de diciembre de 1993, tendrán prioridad 
para ocupar los puestos de trabajo, de acuerdo al proceso 
de reactivación del complejo industrial y pesquero. 


Art. 6”.- Comuníquese, etc.. 


Carlos Julio Pereyra. Senador.” 


“EXPOSICION DE MOTIVOS 


Hasta resulta obvio destacar la importancia y trascen- 
dencia, que tienen los medios de telecomunicación para 
la vida de los pueblos en el presente fin de siglo. Cir- 
cunstancia que se incrementará en los próximos años, 
principalmente por la afluencia masiva de nuevas tecno- 
logías en este ramo de la actividad humana. Lo cual hace 
predecir con cierta certeza, que estamos asistiendo a una 
nueva revolución en los medios de comunicaciones oral, 
escrito y televisivos sin precedentes en la historia del 
hombre, lo que conlleva a una universalización de la 
cultura de los pueblos, no exenta de riesgos. 


Por otra parte, se debe destacar la que esa revolución 
en los medios de telecomunicación implica para los indi- 
viduos y el conjunto de la sociedad, en cuanto a sus 
valores, creencias, cultura y su libertad. 


Los medios de telecomunicación, desde un punto de 
vista sociológico representan un hecho característico de 
nuestro tiempo; con su poder de influencia y su capaci- 
dad de llegar a los rincones más apartados del mundo, 
inciden en forma preponderante en la formación de con- 
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ductas y opiniones de los ciudadanos. Capaz de moldear 
conductas y trastrocar valores que se entendían como 
incuestionables en plazos históricos imaginables. 


No obstante implicar un hecho sociológico de pecu- 
liares características, debe tenerse conciencia clara de su 
dimensión política. Ya que si bien son innegables las 
posibilidades creadoras y reproductoras del intelecto hu- 
mano, que posibilita la comunicación y acercamiento de 
diversas culturas y pueblos sin importar la distancia; tam- 
bién se debe tener presente que es incontestable el hecho 
que implica, el manejo y utilización de los medios de 
telecomunicación, el ejercicio de un poder cuyos límites 
son muy difusos. 


Por lo tanto debe ser una cuestión que interese a to- 
dos los sectores de la sociedad, porque se encuentran en 
juego no ya valores más o menos incuestionables, sino la 
libertad misma y la vida de los ciudadanos. 


Ninguna sociedad que se precie de democrática, o 
que persiga ese ideal, y no se contente con un contenido 
meramente formal de la misma, debe renunciar a asumir 
el control de los medios de telecomunicaciones, a fin de 
asegurar una utilización pluralista y democrática de di- 
chos medios. 


Nada más democrático que los legítimos representan- 
tes del pueblo a través de normas ampliamente debatidas 
en su creación, regulen o establezcan un marco jurídico 
adecuado a los fines señalados. 


Con esa intención se proyecta el presente articulado, 
teniendo como meta rectora establecer un marco jurídico 
básico que garantice los Principios de Libertad, Plurali- 
dad e Igualdad de todos los ciudadanos, al acceso y utiti- 
zación de los diferentes medios de telecomunicaciones, 
En definitiva, asegurar en armonía con lo establecido en 
la Constitución (Art. 29) la más amplia libertad de expre- 
sión de las diferentes corrientes del pensamiento que nu- 
tren la sociedad uruguaya, sin discriminación de índole 
política, ideológica, filosófica, cultural, sexual o racial. 


Jorge Gamarra, Reinaldo Gargano, Carlos 
Bouzas, Danilo Astori, Mariano Arana, Jai- 
me Pérez. Senadores. 


PROYECTO DE LEY 
Sobre Medios Audiovisuales de Comunicación 


Declárase que el espectro electro-magnético es un bien 
público y su utilización en beneficio de la sociedad uru- 
guaya constituye la base que debe orientar su funciona- 
miento y regulación. 


Artículo 1”. - Los Medios Audiovisuales de Teleco- 
municación podrán ser explotados por personas físicas o 
Jurídicas, públicas o privadas, en régimen de concesión o 
licencia otorgada por la Comisión Nacional de Medios 
Audiovisuales de Telecomunicación. 
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Art. 2”. - A los efectos de la presente ley se entiende 
por Telecomunicación toda transmisión, emisión o recep- 
ción de signos, señales, escritos, imágenes, sonidos O in- 
formaciones de cualquier naturaleza por hilo, radio-elec- 
tricidad, medios ópticos u otros sistemas electromagnéti- 
cos. 


Art. 3”. - El Estado asegurará a través de la Comisión 
Nacional de Medios Audiovisuales de Telecomunicación, 
la más amplia libertad en el establecimiento, explotación 
y utilización de los medios de comunicaciones. Esta li- 
bertad se ejercerá dentro de los límites establecidos por la 
Constitución y las leyes. 


Art. 4% - Se reconoce como principios fundamentales 
la igualdad de tratamiento y la pluralidad, de las diferen- 
tes corrientes de expresión del pensamiento que nutren la 
sociedad, en el acceso y utilización de los diversos me- 
dios de comunicaciones. 


Art. 5”, - Los ciudadanos tienen derecho a una comu- 
nicación radial o televisiva libre y pluralista, exenta de 
tergiversaciones o falsedades. 


La manipulación u ocultación de la información será 
considerada como delito y sujeta a una pena de dos a 
veinticuatro meses de prisión. La pena acarreará sanción 
de inhabilitación para ser concesionario en cualquier me- 
dio de información en un período de tiempo de 3 (tres) 
meses a 8 (ocho) años. 


Art. 6”. - La manipulación u ocultación de informa- 
ción de carácter delictual se configurará cuando con pre- 
meditación y conscientemente se distorsione, falsee u ocul- 
te una información de importancia para el normal desen- 
volvimiento de la vida del país y cuyas consecuencias 
sean: destruir o erosionar la imagen pública de una per- 
sona, grupo social, sector sindical o gremial, organiza- 
ción política o social. 


No se considerarán bajo ningún aspecto como mani- 
pulación las opiniones críticas o contrarias a las sustenta- 
das por otras personas, grupos, gremios, sindicatos, aso- 
ciaciones, representantes de órganos de gobierno o parti- 
dos o sectores de partidos políticos. La Justicia garantiza- 
rá la más plena libertad de expresión del pensamiento 
(Art. 29 de la Constitución). 


Art. 7%. - Ninguna persona física o jurídica podrá 
explotar o utilizar simultánea y concentradamente me- 
dios de telecomunicación de carácter radial, televisivo y 
audiovisual que conformen una red que configure un con- 
trol nacional, total o parcial, de la información, 


Queda prohibida toda forma de monopolio u oligopo- 
lio en el país, en la utilización o explotación de los me- 
dios audiovisuales de comunicación, 


La violación de la presente disposición aparejará el 
inmediato cese de la concesión, licencia o autorización 
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otorgada, sin perjuicio de las responsabilidades por daños 
y perjuicios causadas. 


Art. 8”. - La actividad de los medios audiovisuales de 
comunicación quedará sujeta a las siguientes reglas: 


a) objetividad, veracidad e imparcialidad de las infor- 
maciones que brinden; 


b) separarán en forma nítida qué es información y 
qué es opinión, con identificación de quién la emite; 


c) respetarán la libertad de expresión e información; 


d) darán acceso a las diferentes corrientes de opinión, 
con respecto al pluralismo filosófico, religioso, político, 
cultural y social; 


e) se respetará la libertad, honor, reputación, intimi- 
dad y privacidad de las personas, así como los demás 
derechos reconocidos por la Constitución, las leyes y tra- 
tados internacionales ratificados por el país. 


f) se dará el derecho de réplica a quien hubiese sido 
aludido, en un plazo no mayor a las cuarenta y ocho 
horas de emitida la información u opinión. 


Art. 9”. - Toda persona que hubiere sido aludida como 
autora de determinadas manifestaciones u Opiniones, O 
fuere sindicada como partícipe de hechos o actos públi- 
cos o privados susceptibles de menoscabar su honor, pres- 
tigio y buen nombre, tendrá el derecho a manifestar libre- 
mente su defensa. 


Para ello, podrá acceder al medio que difundió la 
noticia o información que lo involucra, en forma gratuita 
y dentro del plazo referido en el literal f) del artículo 
precedente, a fin de efectuar las aclaraciones y/o descar- 
gos que considere oportuno realizar. La difusión de la 
réplica se hará en los mismos espacios y horas en que se 
difundió la noticia que da mérito a la respuesta. 


Todo ello sin perjuicio de las acciones civiles y pena- 
les a que se tenga derecho. 


Art. 10. - El desconocimiento, o violación de las dis- 
posiciones previstas en los artículos 8? y 9”, sin perjuicio 
de sanciones mayores, serán objeto de multas que oscila- 
rán entre un mínimo de 100 U.R. y un máximo de 5000 
U.R., duplicándose en caso de reincidencias. 


Art. 11. - Todo grupo político con lema inscripto en 
la Corte Electoral y/o Juntas Electorales, tendrá derecho 
en el periodo previo a las Elecciones Nacionales o Muni- 
cipales, al uso en forma equitativa y gratuita de los espa- 
cios de radiodifusión y televisión. 


Art. 12, - A los fines previstos en el artículo anterior, 
el perfodo electoral quedará fijado en el plazo compren- 
dido dentro de los 60 días previos a las 48 horas inmedia- 
tas anteriores al acto comicial, 
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Art. 13. - El otorgamiento de los espacios de radio- 
difusión y televisión, será reglamentado por la Comi- 
sión Nacional de Medios Audiovisuales de Telecomuni- 
cación en base al criterio del porcentaje de sufragios 
obtenidos por el partido respectivo en las elecciones na- 
cionales y/o municipales, inmediatas anteriores. 


En el caso de partidos nuevos, creados con posteriorl- 
dad a los comicios referidos en el inciso anterior, tendrán 
derecho a un espacio mínimo que será igual al que acce- 
da el partido con menor porcentaje de votos obtenidos en 
dicho acto eleccionario. 


Art. 14. - En los tiempos comprendidos entre un 
acto electoral y el siguiente los partidos políticos con 
representación parlamentaria, dispondrán una vez cada 
tres meses, de un espacio de 15 minutos que será emiti- 
do en cadena por tados los medios audiovisuales, Se 
entenderá por partido político al lema respectivo. 


Art. 15. - Las asociaciones civiles o profesionales 
más representativas de los sectores de la población ten- 
drán derecho al uso en forma equitativa y gratuita de 
espacios de radiodifusión y televisión, de acuerdo a lo 
que establezca la reglamentación de la presente ley. 


Art. 16. - La negativa de los responsables de los 
medios de telecomunicaciones al cumplimiento de lo dis- 
puesto en los Arts. 11, 12 y 14 precedentes, dará lugar a 
las sanciones previstas en el Art. 5%. 


Art. 17. - Créase la Comisión Nacional de Medios 
Audiovisuales de Telecomunicación cuyo cometido esen- 
cial será asegurar el cumplimiento de la presente ley y en 
especial velar por el respeto de los principios en ella 
contenidos. 


Art. 18. - Todas las empresas autorizadas a explotar 
medios de comunicación audiovisuales que se dediquen a 
la emisión o difusión de avisos comerciales, música, cine, 
programas Culturales, infantiles, científicos, deportivos, 
etc., estarán obligadas a emitirlos y/o difundirlos, en idio- 
ma castellano al menos en un 75 por ciento de la progra- 
mación. Asegurarán, asimismo, que tanto la propaganda 
como la información, así como los programas culturales, 
musicales, sean protagonizados por profesionales nacio- 
nales al menos en un 50 por ciento, sea la emisión en 
vivo o grabada. 


Art. 19. - Todo profesional de la información o co- 
municación que ejerza su función en relación de de- 
pendencia y que ajuste su actuación a las disposicio- 
nes de esta ley, no podrá ser inducido a su incumpli- 


miento. 
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Toda represalia ejercida contra quien cumpla la ley 
será penada con las sanciones previstas en el Art. 5” de 
esta ley, 


Art. 20. - Además de dichos cometidos esenciales, 
compete a la Comisión Nacional de Medios Audiovisua- 
les de Telecomunicación: 


a) Autorizar la instalación, explotación y utilización 
de los Medios Audiovisuales de Telecomunicación, en 
régimen de concesión o licencia. 


b) Controlar el normal cumplimiento de las leyes re- 
ferentes a los medios audiovisuales; y en especial los 
contenidos de esta ley, por parte de las empresas autori- 
zadas para explotar servicios de telecomunicaciones. 


c) Administrar y defender el espectro de las ondas de 
los medios audiovisuales de telecomunicación. 


d) Ejercer la supervisión técnica y operativa de las 
emisiones radio-eléctricas y televisivas cualesquiera que 
fuere su modalidad. 


e) Realizar estudios y planes de desarrollo del sector, 
así como formular las políticas nacionales en la materia. 


f) Aprobar convenios con entidades extranjeras refe- 
rentes al establecimiento de telecomunicaciones relativas 
a medios audiovisuales. 


g) Otorgar autorizaciones precarias para: 
1) El funcionamiento de agencias noticiosas. 


2) La instalación y operación de estaciones radio- 
eléctricas excepto emisoras de radiodifusión. 


h) Asegurará la honestidad, independencia y pluralis- 
mo de la información. 


1) Contribuirá a satisfacer las necesidades contempo- 
ráneas en materia de educación, distracción y cultura de 
los diferentes sectores de la población, con miras al enri- 
quecimiento del conocimiento y desarrollo de la iniciati- 
va, y responsabilidad de los ciudadanos. 


j) Favorecer la comunicación social y en forma par- 
ticular la expresión, formación e información de los gru- 
pos culturales, sociales, profesionales, religiosos y filo- 
sóficos, propendiendo a su relacionamiento pacífico y 
a la erradicación de toda forma de violencia, 


k) Fomentará las acciones de investigación, crea- 
ción y desarrollo de las comunicaciones audiovisuales, 
teniendo en cuenta la evolución de la demanda de los 
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usuarios y las mutaciones introducidas por las nuevas 
tecnologías. 


I) Y demás cometidos que le fueran asignados por la 
reglamentación. 


Art. 21. - La Comisión Nacional de Medios Audio- 
visuales de Telecomunicación estará integrada por sie- 
te miembros, que serán designados por la Asamblea 
General, de acuerdo a la proporcionalidad de votos ob- 
tenidos en las últimas elecciones nacionales, por cada 
lema con representación parlamentaria. Las designa- 
ciones deberán recaer en personas de reconocida capa- 
cidad técnica profesional y solvencia moral. 


Los miembros designados en la forma prevista en el 
inciso anterior durarán en sus cargos durante todo el pe- 
ríodo que abarque la legislatura que los designó, salvo 
casos de renuncia, muerte o incapacidad, violación a los 
deberes del cargo o delito. 


Art. 22. - Integrada la Comisión Nacional de Medios 
Audiovisuales de Telecomunicación, elevará para su apro- 
bación a la Asamblea General, el Proyecto de Presupues- 
to para el quinquenio que se inicia. 


El Presupuesto que se apruebe no podrá superar el 
5% del Presupuesto adoptado para el Poder Legislativo. 


Art. 23. - Anualmente la Comisión Nacional de Me- 
dios Audiovisuales de Telecomunicación rendirá cuenta 
de su gestión ante la Asamblea General, la que se pro- 
nunciará por mayoría absoluta de sus integrantes sobre la 
misma, aprobando o reprobándola. 


Art. 24. - En un plazo máximo de seis meses de 
constituida, la Comisión Nacional de Telecomunicacio- 
nes, elaborará y elevará para su consideración legislativa, 
un proyecto de ley que establezca el Estatuto del Trabaja- 
dor de los medios de comunicaciones. 


Dicho Estatuto regulará también los derechos del 
artista nacional, en cuanto a la difusión y participación 
en las obras de su autoría, en los medios de comunica- 
ciones audiovisuales, sin perjuicio de la normativa vi- 
gente sobre derechos de «autor y de lo establecido en la 
presente ley. 


Art. 25. - En el plazo de 180 (ciento ochenta) días de 
promulgada la presente ley, el Poder Ejecutivo reglamen- 
tará la misma. 


Art. 26. - Deróganse todas las normas que se opon- 
gan a las disposiciones de esta ley. 


Jorge Gamarra, Reinaldo Gargano, Carlos 
Bouzas, Danilo Astori, Mariano Arana, Jaime 
Pérez. Senadores”. 
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6) COMISION INVESTIGADORA SOBRE DENUNCIAS 
DE PRESUNTAS IRREGULARIDADES EN EL AM- 
BITO DEL BANCO DE SEGUROS DEL ESTADO. Pró- 
rroga del plazo para expedirse. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Comisión Investigadora sobre 
denuncias de presuntas irregularidades en el ámbito del Banco 
de Seguros del Estado, solicita se prorrogue el plazo de que 
dispone para expedirse. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - La Comisión Investiga- 
dora solicita al Cuerpo se le prorrogue el plazo para expedirse 
hasta el miércoles 6 de julio, fecha correspondiente a la Za. 
sesión ordinaria del mes próximo, teniendo en cuenta que, como 
en las próximas dos semanas no habrá reuniones ordinarias del 
Senado, se podrá trabajar más intensamente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar si se otorga la prórroga del plazo solicitada. 


(Se vota:) 
-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


7) ESCUELA N* 9 DE PIRARAJA, DEPARTAMENTO 
DE LAVALLEJA 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra a la hora previa. 
Tiene la palabra el señor senador Bouzas. 


SEÑOR BOUZAS. - Señor presidente: en la localidad de 
Pirarajá, departamento de Lavalleja, funciona la Escuela N” 9 en 
un edificio bastante antiguo de dos plantas, donde concurren a 
clase 110 niños de la zona y de los alrededores. Por medio de un 
convenio que en su momento celebró la Comisión de Fomento 
de dicha Escuela con el Ministerio de Transporte y Obras Públi- 
cas y la Intendencia Municipal de Lavalleja, se procuró ampliar 
y techar un patio abierto a fin de hacer el comedor y un lugar de 
recreo para los días de mal tiempo, como el de hoy. Este conve- 
nio contaba con mano de obra suministrada por la Intendencia 
Municipal de Lavalleja y era solventado por el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas y por la Comisión de Fomento. En 
el momento que visité la Escuela se había suspendido la ejecu- 
ción de esta obra debido a que los trabajadores de la Intendencia 
Municipal de Lavalleja fueron destinados a finalizar la ejecución 
de otro convenio con la Universidad del Trabajo del Uruguay en 
la misma localidad, que consistía en la terminación de unos 
baños. En consecuencia, al día de hoy está suspendida la aplica- 
ción del convenio para la creación del comedor. 


Esta Escuela ganó un concurso realizado por una conocida 
marca de pinturas, obteniendo el material necesario para pintar- 
la. Sin embargo, han decidido guardarlo porque se ha generado 
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un nuevo problema. La azotea de la Escuela está muy vieja, se 
inunda cuando llueve y al taparse el caño del desagiie, el agua se 
esparce formando una laguna. Por esa razón, en los cinco días 
posteriores a una lluvia considerable existe una especie de cas- 
cada que prácticamente impide la entrada a los dos salones de 
clase que están en el piso superior, sin mojarse. 


Las autoridades de la Escuela y la Comisión de Fomento han 
intentando firmar un nuevo convenio con la Intendencia Munici- 
pal de Lavalleja para terminar con este problema y hacer un 
arreglo general de la azotea y los ocho retretes que no funcio- 
nan, a un costo total de U$S 3.000, La Intendencia Municipal de 
Lavalleja plantea que es demasiado dinero para sus posibilida- 
des, aunque promete colaboración. Por sú parte, la Escuela no 
está en condiciones de hacer un nuevo convenio con el Ministe- 
rio de Transporte y Obras Públicas dado que el anterior está 
suspendido por las razones expuestas. Lo cierto es que el funcio- 
namiento de la Escuela -la única que existe en Pirarajá- es anor- 
mal y lo sufre toda su población y, sobre todo, los 110 alumnos 
que concurren diariamente. Creo que se hace un poco pesado ir 
a la Escuela en esas condiciones y más aun si tenemos en cuenta 
que esto se soluciona con una suma ya estimada, por los técni- 
cos que ha consultado la Comisión de Fomento de la Escuela, en 
el orden de los U$S 3.000. 


Hice uso de la palabra en el día de hoy para poner en conoci- 
miento de esta situación a las autoridades del Consejo de Educa- 
ción Primaria de la Administración Nacional de Educación Pú- 
blica y del Ministerio de Transporte y Obras Públicas porque 
estimo que a través de la ampliación de un convenio o de un 
cambio en los gastos que efectúa el Consejo, sería posible resol- 
ver un problema muy sencillo y barato que afecta a una pobla- 
ción del departamento de Lavalleja donde viven 700 personas. 


Por estas razones, señor presidente, solicito que la versión 
taquigráfica de mis palabras sea enviada al Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas y a las autoridades del Consejo de Edu- 
cación Primaria de la Administración Nacional de Educación 
Pública. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción presenta- 
da. 


(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


8) ELECCION DE MIEMBROS DE LA COMISION PER- 
MANENTE 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra al orden del día 
con la consideración del asunto que figura en primer término: 
“Elección de miembros de la Comisión Permanente (artículo 
127 de la Constitución).” 


Aún no existe propuesta del Partido Nacional, por lo que 
habría que proceder a postergar la consideración de este tema. 
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SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - En nombre de la banca- 
da del Partido Nacional, solicito que se aplace el tratamiento de 
este asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar la moción presentada. 


(Se vota:) 
-17 en 19. Afirmativa. 
9) SITUACION DEL COMPLEJO PESQUERO ASTRA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el segundo 
punto del orden del día: “Exposición de cuarenta y cinco minu- 
tos del señor senador Carlos: Julio Pereyra sobre la situación del 
Complejo Pesquero ASTRA. (Carp. N” 1484/94)”. 


Tiene la palabra el señor senador Pereyra, 


SEÑOR PEREYRA, - Señor presidente: la Mesa ha dado 
entrada recientemente a un proyecto de ley que hemos presenta- 
do con el propósito de rehabilitar la actividad del complejo pes- 
quero ASTRA ubicado en el Puerto de La Paloma, departamen- 
to de Rocha. En él han llegado a trabajar alrededor de 1.400 
obreros y actualmente está prácticamente abandonado por sus 
propietarios, dejando a esta cantidad de personas sin la fuente de 
trabajo en un departamento donde escasea notoriamente y al 
mismo tiempo causando un perjuicio económico al país en vir- 
tud de que esta empresa se dedicaba exclusivamente a la expor- 
tación del pescado que procesaba. 


Cabe señalar que se trata de una empresa con características 
muy especiales porque tiene obligaciones ineludibles con el Es- 
tado. En tal sentido, destaco que podría decirse que lo único que 
es de la empresa son las paredes de la planta, pues el terreno es 
fiscal; se le cedió por diez años con absoluta gratuidad, teniendo 
en cuenta el rol social y económico que iba a desempeñar. 


Sin embargo, no es este el único privilegio. Quien haya visi- 
tado el Puerto de La Paloma habrá podido observar que la planta 
de ASTRA está situada a más de diez metros del muelle princi- 
pal. Por lo tanto, dicho puerto es casi exclusivamente para uso 
de esta empresa. Á su vez, debo decir que todos los años es 
necesario proceder a su dragado, lo que representa ingentes gas- 
tos al Estado. Todo esto, en beneficio de una empresa cuyos 
dueños en determinado momento se retiraron del país, cerrando 
la planta, dejando expuesta la maquinaria -que el tiempo destrui- 
rá- y por consiguiente, quedando sin trabajo miles de familias de 
las ciudades de Rocha, Castillos y alrededores de La Paloma. 


Por estas razones, creo que se trata de un tema de mucha 
entidad para el que hemos buscado una solución y que, además, 
ponemos sobre la mesa de discusión del Senado, a los efectos de 
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determinar si es posible reactivar la planta con los beneficios 
económicos y sociales que de ella derivan. 


Para ta mejor comprensión del problema digamos que el 16 
de noviembre de 1993, de acuerdo con el artículo 69 del Regla- 
mento del Senado, presentamos una exposición dirigida a los 
Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca, de Industria, Ener- 
gía y Minería, de Trabajo y Seguridad Social y de Transporte y 
Obras Públicas. Allí denunciamos irregularidades de variada ín- 
dole cometidas por esta empresa. Por ejemplo, en el orden labo- 
ral, advertimos sobre el desconocimiento del convenio firmado 
entre la empresa y los trabajadores con vigencia hasta abril de 
1995, el despido de obreros sin las indemnizaciones correspon- 
dientes; la suspensión del trabajo sin pasar el personal a los 
beneficios del Seguro de Paro; la disminución de las jornadas 
mensuales de trabajo que han llegado a ser sólo de cinco u ocho 
días; las irregularidades en los pagos al Banco de Previsión 
Social, al Banco de Seguros del Estado y a la Dirección de 
Hidrografía; el mal estado de la flota y Ja falta de ropa y mate- 
riales indispensables para el cumplimiento de las tareas del per- 
sonal embarcado y de planta; la no provisión de cargos funda- 


mentales para el normal funcionamiento de las tareas de captura. 


y buen funcionamiento comercial. Esta exposición culminaba de 
la siguiente manera: “Las precedentes y otras actitudes, permiten 
pensar que la fábrica va al cierre, con el perjuicio social corres- 
pondiente y pérdidas para el país ya que ASTRA exporta el 
100% de su producción. Por consecuencia, se pide la interven- 
ción de los mencionados Ministerios en el sentido de procurar 
evitar los males expuestos.” 


En este sentido, cabe señalar que solamente los Ministerios 
de Ganadería, Agricultura y Pesca y de Transporte y Obras Pú- 
blicas contestaron y que no recibimos ninguna respuesta de los 
Ministerios de Industria, Energía y Minería y de Trabajo y Se- 
guridad Social. 


Al respecto, la nota del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca expresa: “Vuelva al Ministerio de Ganadería, Agricultu- 
ra y Pesca haciendo presente que las expresiones que se señalan 
en la exposición escrita realizada por el senador Carlos Julio 
Pereyra, atañen en forma principal al ámbito laboral, excediendo 
la competencia de este Instituto. Ello sin perjuicio de señalar que 
el Instituto ha colaborado en todo momento con la empresa de 
referencia en el ejercicio de los contralores higiénicos, sanitarios 
y de calidad que le corresponden y que la flota de la misma se 
ha beneficiado con la reducción de las tasas por expedición de 
permisos de pesca oportunamente decretadas”. 


Quede claro, entonces, que no se refiere a lo esencial de la 
denuncia, que era procurar la acción del Estado -que tan genero- 
so había sido con la empresa- para que esta planta continuara 
trabajando. 


También tenemos un informe de la Dirección de Hidrografía 
del Ministerio de Transporte y Obras Públicas que señala lo 
siguiente: “Por resolución de la Presidencia de fecha 3 de octu- 
bre de 1979, en su numeral 3”, se concedió a ASTRA, Pesquería 
Uruguaya Sociedad Anónima, el derecho del uso privativo de un 
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predio de 16.132 metros cuadrados” -es decir, más de una hectá- 
rea y media- “en el Puerto de La Paloma”. Hay que tener en 
cuenta que es un puerto pequeño y que la planta está en el único 
muelle moderno que allí existe, “El predio está ubicado en la 
zona portuaria del Puerto de La Paloma y se cede con destino a 
la construcción de una planta industrial de pesca. El artículo 4" 
de dicha resolución del Poder Ejecutivo, y a pedido de la empre- 
sa ASTRA, otorgó una prórroga en la concesión por un plazo de 
diez años no gratuitos”. En primer término, se había dado por un 
plazo de diez años no gratuitos y, luego, se renovaba en idéntica 
forma y por igual plazo la cesión del predio sobre el que está 
asentada la empresa ASTRA,. 


Posteriormente figuran los antecedentes referentes a esta con- 
cesión, cuya lectura obviaré al Senado, porque han quedado 
claramente demostrados. 


Por otra parte, deseo señalar que esta empresa tuvo numero- 
sos conflictos laborales, habiendo intervenido como mediado- 
res en los tres últimos junto con el señor senador Korzeniak y 
la señora representante Beramendi. Luego de un arduo trabajo 
-que en algunos casos abarcó cuatro meses- logramos conci- 
liar los intereses de la empresa con los de los trabajadores, 
por lo que se continuó con las tareas. Sin embargo, en ocasión 
del último convenio, cuya vigencia se extiende hasta el año 
1995 -lamento que el señor senador Korzeniak esté ausente por 
licencia, ya que podría corroborar mis expresiones- pudimos 
constatar que no había mayor interés por parte de la empresa 
para continuar con las actividades. Inmediatamente después de 
acordado ese convenio, se produce un cambio de Directorio. En 
el diario “El Observador Económico” del 3 de octubre de 1993 
se publica un llamado a asamblea de asociados, Al respecto, uno 
de los accionistas que estudia el problema nos comunica las 
condiciones en que se convoca a dicha asamblea. En tal sentido, 
esta persona expresa: ““a) no se ha designado el cargo vacante de 
gerente de Flota e incluso se ha despedido a la persona que lo 
seguía en orden de jerarquía en el sector, 


Es muy claro que el sector captura es absolutamente funda- 
mental para la empresa, pues es el que suministra la materia 
prima para la planta de proceso. 


b) Tampoco se ha designado el cargo de gerente de Marke- 
ting luego de la renuncia del anterior: 


Teniendo en cuenta que ASTRÁ exporta prácticamente el 
100% de lo que produce, es evidente la importancia del cargo de 
la persona encargada de las ventas de la empresa”. 


De lo expuesto surge, evidentemente, que en ese momento 
ya existía el propósito de abandonar la planta. 


A continuación, el informe del accionista de la empresa dice: 
“c) Es muy considerable la disminución de las personas que 
trabajan en la planta de proceso, habiéndose reducido en alrede- 
dor de 400, su personal. 


d) ASTRA le solicitó a su personal la no aplicación del 
convenio laboral -que significa en la práctica una rebaja en su 
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retribución salarial a la que tenían derecho- a los efectos de 

conservar su fuente de trabajo, hecho sin precedentes en la ern- 

presa, en el sector y de carácter extremadamente excepcional en 
la industria en general en el país. 

e) Se han atrasado los pagos al Banco de Previsión Social y 
se está gestionando un convenio especial, para no verter los 
aportes correspondientes a varios meses. Asimismo se gestionó 
ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social la autorización 
para postergar el pago en este año del salario vacacional y licen- 
cia, generados en el año 1992, 


f) No se ha pagado el canon anual fijado por la Dirección de 
Hidrografía por el uso del terreno en donde se encuentra la 
planta de procesamiento”. 


Luego se siguen enumerando las irregularidades y más ade- 
lante se expresa: “En el año 1992 se concretó una reestructura 
de la empresa; un aspecto de especial relevancia para superar 
los problemas cooperativos era que se le debía de suministrar 
capital de giro a la empresa. Los actuales responsables de 
ASTRA -que a su vez son sus principales accionistas y sus 
principales acreedores- no le han resuelto este problema.” -soli- 
cito a los señores senadores que presten atención a este aspecto- 
“Considerando que son instituciones internacionales de gran en- 
vergadura, como la Corporación Financiera Internacional -perte- 
neciente al Banco Mundial- el TFU -perteneciente al Estado de 
Dinamarca- bancos como el ING y el Banco Pan de Azúcar o 
empresas multinacionales -Atlas del Grupo Lauritzen- no se en- 
tiende cómo no le han resuelto este problema a la empresa, si es 
que existe interés en continuar su actividad”. 


Como es obvio, no se recurrió a estos poderosos capitales de 
los accionistas, 


Además, este documento expresa que al renovarse-al Direz- 
torio, su mayoría queda constituida por el personal de uri estudio 
de abogados que actuaban y actúan corno tales, resperndiendo a 
los intereses de los acreedores de la compañía que, reitero, a su 
vez, son los principales accionistas. Estos profesionales no de- 
muestran ninguna intención de cambiar la situación de fa empre- 
sa y notoriamente privilegian los intereses de su clientes, que 
son los acreedores. 


Ante la presión de la población rochense para que se defien- 
da a los trabajadores, la enípresa solicita un préstamo al Banco 
de la República. Como es obvio, dicha Institución le exige las 
garantías correspondientes, a lo que estos accionistas vinculados 
a la empresa presentan avales absolutamente insuficientes, por 
lo que no se les concede el crédito. Sin embargo, a los efectos de 
que puedan continuar trabajando, el Directorio del Banco de la 
República les ofrece financiar todos aquellos negocios que la 
firma demuestre que ha concertado. Esto significa que ante la 
demostración de que se ha acordado determinado negocio, la 
Institución adelanta el dinero para que se pueda realizar la ope- 
ración de captura y procesamiento de pescado. Cabe aclarar que 
la empresa no aceptó en estas condiciones el ofrecimiento del 
Banco de la República. 
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Por otra parte, es necesario mencionar que los principales 
accionistas de ASTRA se han ido del país, que el Directorio no 
actúa y que los intereses de la empresa han quedado librados a 
un conocido estudio jurídico de la ciudad. Asimismo, la planta 
está abandonada y los barcos que están en el muelle se deterio- 
ran, así como la maquinaria. Las personas que conocen en la 
materia han manifestado que en pocos meses la maquinaria exis- 
tente en la planta quedará absolutamente inservible. Con respec- 
to a los barcos inactivos, se ha expresado que aquéllos que están 
atracados en el muelle principal de La Paloma, en algún tiempo más 
comenzarán a deteriorarse -como ocurre con otros que se encuen- 
tran en situación parecida- y obstaculizarán la acción portuaria, 


En resumen, nos encontramos ante una empresa paralizada, 
cuyos trabajadores han recurrido a la Junta Departamental de 
Rocha. Coma elemento a tener en cuenta por los señores sena- 
dores, deseo comunicar que el 13 de octubre de 1993 dicha 
Junta Departamental cursó una nota que, al igual que quien 
habla, quizá la hayan recibido otros colegas. En ella se expresa: 
“Tengo el agrado de dirigirme a usted -por así haberlo dispuesto 
esta Corporación- para remitirle el informe adjunto, elaborado 
por la Comisión de Asuntos Laborales de esta Junta Departa- 
mental, referido a la actual situación laboral que están padecien- 
do los trabajadores de la Empresa ASTRA en nuestro departa- 
mento.”. 


A continuación, se adjunta el informe realizado por la men- 
cionada Comisión, que dice lo siguiente: “Esta Comisión recibió 
a un grupo de obreros de la Empresa ASTRA, que plantearon 
una serie de inquietudes que daremos a conocer: 


1) Los que concurrieron se encuentran parados, no cobran 
seguro de paro, no los llaman a trabajar y no les dan despido, 


Al presentarse ante el Jefe de Personal solicitando que les 
pagara despido, se les manifestó que si querían siguieran la vía 
judicial, pero se atuvieran a las consecuencias. 


2) Se reduce el personal de la Planta en forma apreciable. 
Por ejemplo, en el turno de la noche de 180 obreros, quedan 80, 
Se está realizando el trabajo habitual con mucho menos perso- 
nal, lo que recarga el esfuerzo de cada uno sin tener mayor 
remuneración. 


3) Bay cambios compulsivos en la categoría de trabajo. 
4) Hay mujeres que desempeñan tareas de hombres. 


5) No tienen vestimenta adecuada para realizar sus tareas. 
Falta ropa para frío, botas, trajes, delantales, etcétera, así como 
medicamentos para posibles lesiones en el trabajo. 


6) No hay enfermero en el turno de la noche y si sucede 
algún accidente en horas de trabajo, se les lleva a policlínica y 
luego se les descuenta el combustible gastado”, La enumeración 
continúa y al final de la misma aparecen las firmas de los miem- 
bros de la Comisión de Asuntos Laborales de la Junta Departa- 
mental de Rocha. 
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Luego de escuchar la lectura del material que he traído al 
Cuerpo, podemos constatar ese proceso que ha terminado con el 
abandono de la planta -actualmente carece de personal- y que 
nominalmente está a cargo de los responsables de un estudio 
jurídico ubicado en Montevideo. Allí, los barcos están amarra- 
dos al muelle y la gente, después de haber pasado por el seguro 
de paro, continúa reclamando el pago de jornales atrasados, del 
salario vacacional y de los despidos. En síntesis, se trata de una 
situación que angustia a más de mil trabajadores de la ciudad de 
Rocha. Además, debemos tener en cuenta las consecuencias que 
en las zonas del interior genera una paralización de los trabajos 
de esta magnitud, Por estos motivos, la población del departa- 
mento se ha movilizado en torno a la posibilidad de poner en 
marcha la planta. 


A continuación, vamos a analizar las razones que pueden 
haber llevado al Estado uruguayo a ceder un predio fiscal para 
levantar un complejo pesquero con 20 años de gracia para el 
pago de los cánones correspondientes. ¿Por qué se construyó un 
nuevo muelle al lado de la empresa? ¿Por qué se draga constan- 
temente el puerto para favorecer exclusivamente la operatividad 
de los barcos de la empresa? ¿Por qué las embarcaciones de 
turismo -que son las que constantemente llegan a La Paloma- se 
amarran al viejo muelle de madera que existe en el lugar? ¿Por 
qué se observa este privilegio? Seguramente, porque los gober- 
nantes de la época pensaron que, de esta forma, se facilitaba la 
explotación de esa riqueza ictícola que tenemos los uruguayos y 
que hasta el día de hoy no hemos sabido aprovechar exitosa- 
mente, mientras que los barcos que vienen de todas partes del 
mundo sí lo hacen. También pensamos que se actuó de esta 
manera, fundamentalmente, con el fin de dotar a la zona de una 
fuente importante de trabajo. Reitero que la planta llegó a absor- 
ber alrededor de 1.400 y 1.500 empleados. 


Señor presidente: en virtud de lo expuesto, creemos que el 
Estado debe hacer algo para poner en marcha este complejo 
industrial, a fin de contemplar la situación dramática que viven 
los trabajadores, las familias y los comercios de La Paloma, 
Rocha y Castillos, que es de donde provenían los obreros de la 
empresa. 


Por estos motivos, hemos ingresado a la discusión del Sena- 
do un proyecto de ley que autoriza la intervención de la empresa 
por parte del Poder Ejecutivo. De aprobarse esta iniciativa, di- 
cho Poder entregaría la mencionada intervención a la Corpora- 
ción Nacional para el Desarrollo, que debería ser reforzada en su 
capital -según lo establece la ley de su creación, aspecto que aún 
no se ha llevado a la práctica- a los efectos de que pueda atender 
las necesidades urgentes, tales como el pago de los salarios y los 
gastos que deberían efectuarse para poner en funcionamiento la 
planta. De esta forma, se la podría reactivar integralmente. 


Por otro lado, debo acotar que existen antecedentes en la 
materia en nuestro país; me refiero a las intervenciones decreta- 
das por el Poder Ejecutivo. Me viene a la memoria -en virtud de 
la significación social y económica que tuvo- la intervención 
que se dispuso en 1969 de “Establecimientos Figoríficos del 
Cerro S.A. (EFCSA)”. En el numeral tercero del Resultando del 
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decreto 544/969 se dice: “Que, según lo dispuesto en el decreto 
350/969, la empresa ha declarado una importante deuda con los 
proveedores de ganado y con Bancos que han financiado su 
giro, además de sus adeudos con los Institutos de Previsión 
Social”. 


Luego, en uno de sus considerandos se expresa: “que la 
situación de EFCSA tiene, además, indudables repercusiones 
nacionales por cuanto compromete la subsistencia de más de 
3.000 trabajadores, la estabilidad económica de los productores 
ganaderos que no han cobrado sus haciendas y los ingresos de 
los organismos de Previsión Social de los que esa empresa es 
atributaria”; en otro, se señala: “que la reseñada importancia de 
la empresa le impone al Poder Ejecutivo la adopción de medi- 
das conducentes a su reestructuración y normalización”. Como 
consecuéncia de lo expuesto, el Poder Ejecutivo decreta, en 
su artículo 1”, la intervención de “Establecimientos Frigorífi- 
cos del Cerro S.A.” y, posteriormente, hace referencia a la Co- 
misión Interventora. 


Quiere decir que existen antecedentes en la materia -actaro 
que luego de esta intervención existieron otras- y éste es el caso 
más notorio, ya que estuvo motivado en razones económicas y 
sociales, que llevaron a que el Poder Ejecutivo interviniera im- 
portantes empresas y las hiciera funcionar a los efectos de con- 
templar los intereses que estaban en juego. 


Entonces, creemos que no estamos proponiendo nada que 
antes no se haya realizado en el país. Pensamos que estamos 
procurando atenuar la situación de angustia que viven miles de 
trabajadores del departamento de Rocha. Consideramos que, de 
esta forma, estamos facilitándole al país la continuación de la 
explotación de la riqueza ictícola que actualmente no es aprove- 
chada en la zona. 


Por estas razones, señor presidente, hemos presentado el pro- 
yecto de ley que pretendemos ampliar a través de esta exposi- 
ción, el que intenta dar mayor conocimiento a los señores sena- 
dores que no han tenido un suficiente contacto con el problema. 
Obviamente, se trata de un asunto que requiere urgencia en su 
solución. En este momento, estamos en invierno y los trabajado- 
res de la zona no pueden esperar por las changas que llevan a 
cabo en la época de turismo. Entonces, reitero, debemos actuar 
en forma urgente y, si no existe otra vía que la legislativa, noso- 
tros tenemos que ocuparnos del problema, a fin de que la empre- 
sa entre nuevamente en actividad, se salve -para beneficio de la 
economía nacional- una planta pesquera que efectuaba un proce- 
so muy refinado, elaborando y preparando productos de muy 
alta calidad, que fácilmente se comercializaban en el mundo 
entero, y se reanude la relevante obra de repercusión social que 
ASTRA cumplía. 


Era cuanto quería manifestar. 
SEÑOR PEREZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
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SEÑOR PEREZ. - Señor presidente: creo que el tema que 
trajo a colación el señor senador Pereyra es de extraordinaria 
importancia, En primer término, lo es para los trabajadores de la 
empresa ASTRA que desde hace meses están esperando el reini- 
cio del trabajo y que, a su vez, se les paguen sus adeudos, que 
aproximadamente llegan a U$S 2:000.000. 


En segundo lugar, la empresa es de vital importancia para el 
departamento de Rocha, que ha tenido a lo largo del tiempo 
varias empresas procesadoras de pescado, que se habían forma- 
.do y luego desaparecieron. En realidad, la única empresa indus- 
trial de envergadura en la zoná es ASTRA. No obstante, existen 
otros centros que tienen que ver con la producción agrícola, tal 
como la del arroz. 


Como se ha dicho, esta empresa tuvo en su momento de 
auge alrededor de.1.400 trabajadores distribuidos entre la fábri- 
ca procesadora de pescado y la flotilla de pescadores y tripulan- 
tes de sus naves, 


En la Comisión de Asuntos Laborales del Senado y en la de 
Legislación del Trabajo de la Cámara de Representantes se cele- 
braron dos sesiones con una distancia en el tiempo de quince 
días entre una y otra. En la primera de ellas se hicieron presentes 
los integrantes de la Comisión de Asuntos Laborales de la Junta 
Departamental de Rocha, quienes estaban preocupados por este 
problema. Asimismo, concurrieron a esa reunión los tripulantes 
de las navés de ASTRA, con inquietudes similares. Posterior- 
mente, se celebró una reunión de ambas Comisiones parlamen- 
tarias a la que también asistieron representantes de la Junta De- 
partamental de Rocha, así como delegados de los trabajadores 
de la planta procesadora, los tripulantes y el asesor jurídico de la 
organización sindical. 


En un principio, me resultó extraño el hecho de que se dijera 
que los principales capitales de esta planta pertenecían al Banco 
Mundial y a la Corporación Danesa. Posteriormente, tuve opor- 
tunidad de confirmar esta información. Por lo que conozco, sólo 
en dos empresas de la República se ha dado una situación seme- 
jante: en ASTRA y en una empresa muy importante de Paysan- 
dú, cuyo nombre no creo que sea necesario mencionar, No obs- 
tante, resultaba en cierto modo sorprendente que se hubiera pro- 
ducido un retiro abrupto de los accionistas, dejando práctica- 
mente clausurada la empresa, con todo lo que ello significa para 
los trabajadores, para el departamento de Rocha y, en última 
instancia, para la economía del país, 


No sé si los señores senadores recuerdan que hace aproxima- 
damente quince días hablé de este asunto en la hora previa, 
haciendo referencia a que había mantenido contacto con quien 
aparentemente era el último presidente en ejercicio de ASTRA. 
Se trata de uno de los abogados del Estudio Ferrer-Lamaison, 
con quien tuve una conversación telefónica, en la que me infor- 
mó que ¡ban a cancelar sus adeudos con el personal que, como 
ya dije, aproximadamente alcanza la suma de U$S 2:000.000. 
Sin embargo, más adelante pude saber que esta persona había 
dicho que no tenían compromisos de ningún tipo y, por lo tanto, 
no procederían en el sentido que me había indicado. Posterior- 
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mente, pude informarme más sobre el asunto y por ello desearía 
que el Senado conociera las conclusiones a las que llegué, ya 
que ello forma parte de un esfuerzo por tratar un tema vinculado 
a un departamento importante, así como a una empresa que se 
puede considerar la más relevante de todo el complejo pesquero 
uruguayo que, dicho sea de paso, ha tenido una suerte siniestra 
porque prácticamente las empresas que lo componen han cerra- 
do. En este sentido, creo que las consecuencias de esta situación 
se están sintiendo con más repercusión en el Banco de la Repú- 
blica, ya que las deudas que tiene ese sector con el Estado 
alcanzan una suma aproximada a los U$S 150:000.000, Sin em- 
bargo, cabe destacar que la única empresa que no mantiene 
deudas con el Banco de la República es, precisamente, ASTRA. 
Asimismo, tengo entendido que al Banco de Previsión Social le 
debe una suma prácticamente insignificante, si la comparamos 
con el resto de la industria nacional, ya que registra un atraso en 
sus pagos de apenas unos meses. En realidad, el gran problema 
radica en el hecho de que en este momento no hay quien pague 
porque todo ha desaparecido. 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR PEREZ. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - No deseaba interrumpir al señor sena- 
dor Pérez, pero quiero aportar un dato. Es cierto que ASTRA no 
tiene deudas con el Banco de la República pero, en cambio, le 
debe al Banco Central en virtud de que se realizó un traslado de 
Carteras, así como al Banco de Seguros del Estado, al Pan de 
Azúcar y a otras instituciones bancarias, tal como ya mencioné. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Pérez. 


SEÑOR PEREZ. - Agradezco al señor senador Pereyra su 
información porque con ella incorpora un elemento que ayu- 
da a comprender un poco este misterio que se llama ASTRA 
que, a mi juicio, serviría como argumento de una película de 
suspenso. Como se sabe, ha habido importantísimas inversio- 
nes -U$S 25:000.000, por ejemplo- para lo que es nuestro 
medio. Aparentemente, entraron y salieron capitales; se pescó, 
se vendió y finalmente todo desapareció. 


Hasta donde pude saber, aparenternente, el último presidente 
en ejercicio fue el doctor Ferrer. Ahora bien; surgió el problema 
de que además de los capitales extranjeros, existen inversores 
nacionales que, según manifestaron, en cierto modo fueron des- 
pojados, lo cual habría que investigar. Tan es así que han recu- 
rido a la Justicia planteando el problema de que en un principio 
la mayoría de las acciones de la sociedad pertenecen a empresas 
o instituciones del exterior, tales como el Banco Mundial, IFU y 
Lauritzen, que a su vez eran acreedores de ASTRA., Por su 
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parte, los accionistas uruguayos tenían el 33% de las acciones de 
la sociedad. Su Directorio estaba compuesto por cuatro repre- 
sentantes de los accionistas locales, cuatro de los acreedores 
extranjeros y uno de una empresa pesquera canadiense. De esta 
forma, ningún grupo contaba de antemano con la mayoría de 
miembros del Directorio. 


Desde 1982 la administración y gerencia de la empresa han 
estado siempre en manos de la firma Lauritzen, compañía priva- 
da danesa, por imposición de los accionistas acreedores extran- 
jeros. Esta situación fue establecida en un contrato de adminis- 
tración de fecha setiembre de 1982 y también está en los propios 
estatutos de ASTRA. Como consecuencia, en la práctica, Laurit- 
zen ejerció la gestión operativa de la compañía a través de la 
figura del gerente general que, hasta 1990, fue de nacionalidad 
danesa. 


Durante un lapso de 10 años, esta administración produjo 
pérdidas de alrededor de U$S 25:000.000, razón por la cual los 
accionistas uruguayos exigieron su oportunidad para acceder a 
administrar la empresa. En este sentido, se logró un acuerdo con 
los accionistas acreedores extranjeros, que se firmó el 31 de 
julio de 1992. Fue entonces cuando incluso algunos señores 
senadores participaron en la búsqueda de una solución al proble- 
ma. 


De acuerdo con estos convenios firmados, los socios locales 
tendrían derecho a asumir la responsabilidad en la administra- 
ción de la empresa, ASTRA pagaría una fuerte suma a los acree- 
dores extranjeros y éstos, a su vez, debían capitalizar a la com- 
pañía; al referirme a los acreedores extranjeros, estoy hablando 
del Banco Mundial y de Lauritzen. 


Si bien ASTRA pagó, a finales de 1992, más de U$S 4:500.000 
a los accionistas acreedores extranjeros -no se trata de una pe- 
queña suma- éstos fueron dilatando la capitalización de la com- 
pañía y, más tarde, en julio de 1993, removieron del Directorio a 
los accionistas locales. Estas actitudes determinaron que los so- 
cios locales iniciaran juicios por incumplimiento de contrato a 
los socios extranjeros. Actualmente, esto está en manos de la 
justicia y sigue su curso. 


Es importante destacar que desde su fundación hasta la fecha 
en que fueron desplazados totalmente de la empresa, los accio- 
nistas uruguayos nunca retiraron un solo peso -esto es lo que 
dicen ellos- sino que, por el contrario, hicieron importantes aportes 
de capital que fueron dilapidados -también según su versión- por 
la administración Lauritzen, a la que se le está reclamando judi- 
cialmente su responsabilidad. ” 


Por otra parte, resulta claro que los accionistas del exterior 
siempre priorizaron su condición de acreedores al interés de la 


empresa. 


Cabe destacar que a julio de 1993 -fecha en que fueron 
removidos los Directores locales- ASTRA estaba operando con 
normalidad, se encontraba al día en el pago de sus obligaciones 
laborales para con su personal, así como en aquellos aportes al 
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Banco de Previsión Social y no tenía ninguna deuda con el 
Banco de la República. Quiere decir que hasta ese momento la 
situación era normal y de trabajo pleno. 


A partir de julio de 1993, los accionistas acreedores, todos 
ellos representados por el estudio del doctor Daniel Ferrere, 
tomaron total control de la compañía. 


En el mes de diciembre, la empresa paralizó sus actividades 
y dejó impagas obligaciones salariales que tenía con su personal 
y también con el Banco de Previsión Social. Asimismo, incum- 
plió contratos con clientes del exterior y con proveedores loca- 
les. 


Durante los meses de diciembre a marzo -es decir ya en 
1994- la Presidencia del Directorio dijo que se buscaban dife- 
rentes alternativas para el reinicio de las actividades de la em- 
presa, 


Cuando reunimos todos los elementos relativos a este tema 
nos encontramos con que la posición del entonces ministro de 
Industria, Energía y Minería -hoy senador Ache, presente en 
sala- era la de buscar una salida de la que participaran todas las 
partes involucradas, es decir, trabajadores, accionistas acreedo- 
res extranjeros y accionistas locales. Fue así que los accionistas 
locales propusieron la reactivación de ASTRA, pero la idea fue 
rechazada por el doctor Ferrere, esgrimiendo el argumento de 
que los extranjeros iban a poner en funcionamiento la empresa 
por sí mismos. 


Más tarde, al fracasar una gestión de crédito con el Banco de 
la República, los accionistas acreedores del exterior resolvieron 
la quiebra judicial de ASTRA. 


Llama la atención -y así ha sido desde el principio- que 
instituciones como el Banco Mundial, el IFU -perteneciente al 
gobierno danés- y, en especial, la empresa multinacional Laurit- 
zen, requieran de un préstamo del Banco de la República para la 
puesta en marcha de ASTRA. Con respecto a este punto mantu- 
vimos una conversación con el ingeniero Cat -presidente del 
Banco de la República- y él nos manifestó que la institución 
estaría dispuesta a conceder un préstamo con la condición de 
que los inversores extranjeros aportaran la cantidad equivalente, 
lo que le significaría una forma de garantía. Sin embargo, al no 
plantearse ninguna posibilidad semejante, representaba un ries- 
go otorgar U$S 2:000.000 o U$S 4:000.000 contra la simple 
firma de un abogado, sin ningún otro respaldo que el de su 
título, De esta forma, la actitud es totalmente justificada, ya que 
el Banco de la República ni siquiera procede en tal sentido con 
empresas que poseen capitales que las respaldan. 


En consecuencia, no se puede responsabilizar al Banco de la 
República ni a los accionistas locales -los que auténticamente lo 
eran- del cierre de la empresa. 


Ahora bien; por un lado, creo que la empresa Lauritzen 
debe responder por los adeudos al personal, que ascienden a 
U$S 2:000.000, Y, por otro, tal vez sería conveniente designar 
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una Comisión Investigadora para analizar las razones por las 
cuales una firma que hasta mediados de 1993 estuvo funcionan- 
do en las mejores condiciones, sorpresivamente entró en crisis, 
generándose una situación de incertidumbre. 


El señor senador Pereyra mencionó la existencia de un pro- 
yecto de ley; estimo que sería bueno tratarlo con urgencia. Pro- 
bablemente, la solución del problema no sea fácil de encontrar, 
pero pienso que si aunamos el interés de todas las partes, ello 
sería posible. En esas condiciones, es decir, con garantías para el 
Banco de la República, entonces sí se podría poner nuevamente 
en funcionamiento la planta, sobre la base de un mar territorial 
que, de acuerdo con la experiencia recogida, provee de abun- 
dantes cantidades de peces como para que lleguen a él flotas 
pesqueras del mundo entero. 


Estas flotas pagan un ligero canon, quedan habilitadas y mien- 
tras tanto nuestras plantas pesqueras van cerrando, aun cuando 
la pesca del producto y su procesamiento pueden contar con 
buenos contratos europeos o de otras partes del mundo, generan- 
do una industria que en su momento tuvo una exportación im- 
portante de varias decenas de nullones de dólares. Hay que tener 
en cuenta que este es un elemento altamente positivo para el 
desarrollo de nuestra economía. 


Por esa razón, desde un principio manifesté que consideraba 
muy oportuno que el señor senador Pereyra trajera este tema al 
Senado -y no para analizarlo en la hora previa, como ya lo hice 
días pasados- ya que, a nuestro juicio, es de gran envergadura. 


SEÑOR RICAL.DONL - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor presidente: coincido total- 
mente con lo señalado por los señores senadores Pereyra y Pé- 
rez, pues considero que este tema es realmente importante. Aun- 
que este no es el único caso de crisis en una industria del país, el 
tema no deja de preocuparnos. Hoy esta situación está ocurrien- 
do en un departamento, en una zona, en la que, en su momento, 
ASTRA fue una fuente de trabajo muy importante, no sólo por 
lo que significaban los salarios que la empresa pagaba, sino por 
lo que representaba como referencia para otras industrias que 
estaban en su zona geográfica de influencia. 


En un momento determinado se habló de algo más de mil 
trabajadores de ASTRA. Pero también sus familias, los comer- 
ciantes, los prestadores de servicios locales y otras personas, 
están siguiendo la suerte de esa empresa. Cabe acotar, que en 
otras regiones del país está ocurriendo exactamente lo mismo. 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


"SEÑOR RICALDON!L. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 
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SEÑOR PEREYRA. - Precisamente, be estado analizando 
las soluciones que se están manejando para Juan Lacaze. Al 
respecto, ha tomado cartas en el asunto la Corporación Nacional 
para el Desarrollo y ha conseguido -el señor senador se va a 
sorprender- un aporte importante, al parecer, del Ministerio de 
Economía y Finanzas, a los efectos de obtener los medios nece- 
sarios. Se trataba de que Jos distintos compartimentos de una 
gran empresa pudieran ocupar mano de obra importante. 


Quería señalar cómo algunos de los temas que el señor sena- 
dor ha señalado que se repiten en el país están en vías de soln- 
cionarse. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONT. - Le respondo al señor senador Pereyra 
que, por supuesto, estoy sorprendido por la solución que acaba 
de mencionar y mi deseo es que se concrete en hechos. 


Recibí al personal de ASTRA y he percibido en sus rostros 
el drama por el que están atravesando; he escuchado con aten- 
ción lo que se me ha señalado y creo que el problema es tremen- 
do, desde el punto de vista social. Este tipo de frustraciones 
hacen que la gente piense, en definitiva, que se ha levantado un 
muro delante de su camino y que poco menos que se ha queda- 
do sin destino, 


Sin duda, no conozco el tema como los señores senadores 
Pérez y Pereyra, porque no asisto a las Comisiones que ellos 
integran, ni tampoco estoy familiarizado, como los señores se- 
nadores Pereyra y Korzentak, con lo que ocurre en La Paloma, 
pero pienso que debe llamarnos a reflexión, tratando de buscar 
algún tipo de solución. Es posible que sea una señal importante 
para el país que demostremos nuestra sensibilidad y preocupa- 
ción por el asunto aunque, reitero, no es un caso único. Lamen- 
tablemente, hay otras actividades -y no hago de agorero- que en 
un horizonte cercano, en cualquier momento, pueden hacer cri- 
sis en otras regiones del país. Nos encontramos en un período en 
el que sentimos que la descentralización del país pasa también 
por actividades sanas que funcionen adecuadamente, por indus- 
trias que estén trabajando como deben, en función de que se 
sustenten en base a materias primas que son las que constituyen 
nuestra riqueza, tal como lo señalaba el señor senador Pereyra. 
No existe un mar territorial grande, como se ha dicho, porque 
actualmente el derecho internacional ha convertido a nuestras 
200 millas en una zona económica. De todas formas, ese tema es 
más económico que jurídico. Nuestros derechos sobre las espe- 
cies que están en esa zona económica nos aseguran, naturalmen- 
te, la posibilidad de capturar y controlar ta pesca ajena, hecho 
que debemos mantener e incentivar a toda costa. 


No obstante ello, señor presidente, debemos tomar precau- 
ciones en cuanto a la señal que el Senado trasmita, no sólo al 
ámbito interno del país, sino al ámbito internacional. Con todo 
respeto y consideración por las distintas opiniones que se han 
venido planteando, no me atrevo a suscribir “a priori” descalifi- 
caciones sobre conductas de determinados accionistas, sobre todo 
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invocando su carácter de extranjeros. Si mal no recuerdo, los 
accionistas extranjeros que se han mencionado en sala, en su 
momento, vinieron a reflotar a ASTRA, que se encontraba en 
problemas. No hay que olvidar tampoco que los que tenían el 
control de esa empresa antes eran accionistas nacionales y los 
extranjeros vinieron y pusieron capital, adquirieron acciones y 
establecieron líneas de crédito para salvarla. Por eso, sin conocer 
el tema en detalle, me puedo imaginar, repito, que pueda haber 
coexistido en ellos la doble condición de accionistas y acreedo- 
res. No es nada anormal en la vida de cualquier sociedad comer- 
cial, dentro y fuera del país, que el accionista, para evitar la 
pérdida del capital y la disolución de dicha sociedad, le preste 
dinero. Á veces, cancela luego ese crédito, en parte o totalmente, 
no a través de la recuperación del dinero, sino por la vía de la 
integración de acciones adicionales. 


Todo etlo en sí mismo no es ni malo ni bueno, porque depende 
de otros factores que desconozco. Pero, á priori, en modo algu- 
no me atrevería a decir que ni el Banco Mundial o una empresa 
dinamarquesa, ni ningún otro accionista extranjero, han actuado 

- mal porque, repito, quizás los problemas vienen de mucho antes. 


Hace un rato el señor senador Pereyra recordaba -a través de 
una interrupción que le solicitó el señor senador Pérez- que el 
pasivo antiguo de ASTRA forma parte de la llamada “cartera 
pesada” del Banco Central. No sé a cuánto asciende su monto, 
pero esto nos demuestra que la empresa venía arrastrando una 
serie de problemas que, sin duda, en buena medida deben tener 
su origen en manejos equivocados, así como también en factores 
externos o exógenos -si se me permite la expresión- a ella. En 
ese sentido, pueden haber habido en nuestro país errores relati- 
vos a la industria pesquera. Personalmente recuerdo que en el 
período de facto se impusieron exigencias descabelladas respec- 
to a las características que debían tener los barcos de pesca 
nacionales. Muchas empresas se vieron en la obligación de aceptar 
dichas exigencias para poder operar dentro de nuestra zona eco- 
nómica. Más adelante vino el quiebre de la “tablita” y las deudas 
contraídas se convirtieron prácticamente en impagables. De esta 
manera, ASTRA y muchas otras empresas fueron quedando por 
el camino, mientras que algunas continuaron funcionando en 
agonía, en un estado casi de enfermedad terminal. 


Asimismo, existen otros problemas que hacen difícil la solu- 
ción de las gravísimas dificultades de ASTRA. No quiero abrir 
una polémica en el Senado pero debo expresar que nuestra in- 
dustria pesquera depende exclusivamente del mercado de expor- 
tación, y mientras haya un atraso cambiario como el que existe 
actualmente, ni ASTRA, ni ninguna otra empresa que esté vol- 
cada al mercado exterior, podrá sobrevivir, intervenga quien 
intervenga, en lo que tiene que ver con su recuperación econó- 
mico-financiera. Es otra de las cosas que debemos tener en cuenta 
y que, seguramente, está desalentando algunas soluciones que se 
han venido barajando. 


Entiendo, señor presidente, que debemos hacer algo y no nos 
podemos quedar de brazos cruzados ni en éste, ni en otros temas 
industriales, agroindustriales, o agropecuarios, que no solamente 
están afectando el aparato productivo del país, sino también la 
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tranquilidad y la paz social. Debemos ser conscientes de nues- 
tras responsabilidades, no fomentar esperanzas basadas méra- 
mente en ejercicios de voluntarismo, pero sí agotar nuestra ima- 
ginación para buscar una solución a fin de devolverle a la zona 
de La Paloma y al departamento de Rocha una fuente de trabajo 
que fue ejemplo para todo el país. 


Repito que este problema no comenzó con los “extranjeros” 
que invirtieron en La Paloma, sino que viene de antes. Al res- 
pecto, no sé que suerte corrieron los créditos que existían contra 
ASTRÁ y en qué medida respondieron quienes los garantizaron. 
Todo esto data de muchos años, pero debo decir que aquí lo que 
fundamentalmente interesa no es que los funcionarios de la em- 
presa cobren una indemnización por despido, o por salarios im- 
pagos, sino que recuperen su fuente de trabajo, porque lo necesi- 
tan ellos, la zona y el país. A su vez, debemos intentar encontrar 


algún tipo de solución a las dificultades que hoy tiene el aparato 


productivo del país para exportar y que no dependen ni de las 
anteriores ni de las actuales autoridades de ASTRA, sino de una 
política económica que impone tremendas dificultades -ya no 
para reconvertirse, ni para la llamada excelencia del producto 
que se somete a consideración del consumidor- sino para limi- 
tarse a sobrevivir. 


No solamente, deberíamos realizar este tipo de declaracio- 
nes, que reflejan también la preocupación de mi sector político a 
través de nuestra gente de Rocha que continuamente nos llama 
para decirnos que el Poder Legislativo debe interesarse en el 
tema, sino hacer algo, sin invadir competencias ajenas, pero 
cooperando para que se adopten soluciones por parte de quienes 
tienen que tomarlas. Para ello, repito, habría que tener en cuenta 
especialmente el tema al que se refirió el señor senador Pereyra 
en cuanto a la fuente de trabajo, la recuperación que ello tiene 
en la economía de la región y la pérdida de bienes materiales no 
sólo de los barcos, sino también de todas las instalaciones de lo 
que fue en un momento una industria en marcha. Asimismo, 
insisto en que debemos ser conscientes de que ASTRA -como 
tantas otras industrias que no son pesqueras- no puede salir ade- 
lante por el hecho de ser adqutrida por nuevos accionistas, por- 
que ello no alcanza para que desaparezcan sus dificultades. El 
hecho de que el dólar tenga el retraso cambiario que tiene, va a 
significar que a igualdad de dólares cobrados, en términos rea- 
les, se perciba de un 60% a un 90% menos que hace cuatro años, 
según los cálculos que se hagan. Este problema lo padecen tanto 
los productores agropecuarios como los industriales y agroin- 
dustriales. A raíz de ello se originan los desconciertos que tene- 
mos, tanto más cuando nos hemos educado. oyendo que las in- 
dustrias sanas, prácticamente insumergibles eran aquellas que 
elaboraban su producto final a través de lo obtenido de nuestra 
tierra o de nuestro mar. 


Muchas gracias. 
(Ocupa la Presidencia el señor senador Mariano Arana) 


SEÑOR ACHE. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ACHE. - Pensamos que en esta primer sesión no 
íbamos a tener que referirnos al tema industrial, pero creo que es 
oportuno a raíz de las palabras del señor senador Pereyra. Noso- 
tros lo escuchamos ' muy atentamente cuando se refirió a un 
pedido de informes que. desde el Ministerio no respondimos en 
los papeles. Dado que el señor senador Pérez manifestó cuáles 
eran las iniciativas que se estuvieron tomando con respecto a 
este tema, nosotros queremos hacer algunos comentarios. 


Cuando el año pasado comenzamos a visualizar el problema, 
tomamos contacto con todos los participantes e involucrados en 
el mismo. Es así que a fines del año pasado y principios de éste 
mantuvimos reuniones en el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería con el ministro de Trabajo y Seguridad Social, con 
todos los accionistas de la empresa y con sus trabajadores. A 
través de ellas intentamos lograr una solución que estuvo a pun- 
to de cristalizarse. 


Creo que es nuestra obligación hacer un comentario al res- 
pecto, porque en esa solución se hicieron muchas concesiones. 
Deseo hacer especial hincapié en la actitud de los trabajadores, 
ya que en esa fórmula que se estuvo manejando, se incluía la 
formación de una empresa nueva, en la que se iba a partir con 
un pasivo de cero y, además, los capitalistas extranjeros estaban 
dispuestos a capitalizar todas las pérdidas y a asumir los créditos 
que, tal como lo ha señalado el señor senador Pérez, ascendían 
aproximadamente a U$S 25:000.000 o U$S 30:000.000. Lo im- 
portante a destacar es que el sector de los trabajadores, asumien- 
do la realidad, es decir, la dimensión social que tenía este pro- 
blema, estuvieron dispuestos a reducir sus salarios en casi un 
30%, procurando que la empresa pudiera comenzar su actividad. 
La contrapartida de ello en la fórmula que se estaba manejando, 
consistía en que dicho sector pasaría a integrar el capital accio- 
nario de la empresa. 


De este modo, los trabajadores hacían una concesión, o sea 
un sacrificio pero, reitero que integrarían el capital accionario de 
_ ASTRA, 


Hemos hecho este comentario porque muchas veces noso- 
tros mismos señalamos que algunas empresas se cerraron como 
consecuencia de actitudes intransigentes del sector obrero. Pre- 
cisamente, este fue el caso inverso, ya que Jos empleados, inten- 
tando defender los puestos de trabajo, demostraron su madurez, 
comprendieron que la situación estaba cambiando y estaban dis- 
puestos a hacer un sacrificio en aras de lograr ese objetivo. 


Cuando ocupaba el cargo de ministro, habíamos logrado reunir 
a todos los accionistas. No somos los más indicados para decir 
quiénes tienen la razón y quiénes no la poseen. Muchas veces, 
excediéndonos en el límite de la tarea que debíamos cumplir en 
la gestión de gobierno, intentamos negociar para que las empre- 
sas siguieran funcionando, aunque los Ministerios no son los 
lugares apropiados para ello. Pero aun reconociendo esto, en 
aras de la dimensión social que tenía el problema, realizamos 
más de una negociación en el propio Ministerio de Industria, 
Energía y Minería. 
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Hemos querido dejar esto en claro porque el mensaje que 
dimos a los capitalistas fue que, de acuerdo con nuestro pensa- 
miento, detrás de un fin de lucro siempre hay una concepción 
social. Considerábamos que era una obligación moral y ética de 
todos los accionistas -independientemente de quiénes tenían la 
razón y quiénes no la poseían- ponerse de acuerdo para iniciar 
una nueva empresa, máxime cuando los trabajadores estaban 
dando ese ejemplo de madurez y ponderación. 


No estoy en condiciones de decir por qué esa negociación 
interna de los accionistas no cristalizó. Sí podemos manifestar 
que nos dio una profunda tristeza ver que en una situación como 
ésta -donde el sector de los trabajadores hizo un tremendo es- 
fuerzo y sacrificio- no existió esa contrapartida. 


Hemos querido hacer esta puntualización porque pensamos 
que es un acto de estricta justicia. Aclaro que lo que estamos 
expresando se lo dijimos a los accionistas delante de los trabaja- 
dores y también en privado. En realidad, nunca creímos que 
íbamos a manifestarlo pero, reitero, que era nuestra obligación 
hacerlo. 


Tal como ha señalado el señor senador Ricaldoni, el tema de 
ASTRA es más profundo. Creo que los problemas estructurales 
que atraviesa el sector pesquero -no sólo en nuestro país sino a 
nivel mundial- son por todos conocidos. Sabemos los efectos 
que ha tenido sobre dicho sector, en primer lugar, el hecho de 
que la flota pesquera de los países del este actualmente esté 
pescando, prácticamente sin costos, en todo el mundo. También 
somos conscientes del efecto que ha tenido la política de la 
Comunidad Económica Europea con respecto a su industria del 
hierro que, de alguna manera, subsidiaron los barcos, por lo cual 
ahora sobran. Prueba de ello es el acuerdo que hizo Argentina 
con la Comunidad Económica Europea. Como consecuencia, 
todas las flotas del mundo están viendo dónde se pesca, lo que 
muestra la importancia de preservar nuestras riquezas. Además 
de estos problemas externos, hay otros internos que tienen que 
ver con nuestro país que es imperioso resolver. 


Cuando nos preguntamos qué podemos hacer al respecto 
desde el Parlamento, respondería que debemos abordar algunos 
temas coyunturales y también otros estructurales muy profun- 
dos. Sin embargo, en este caso sólo nos queremos referir a uno 
de ellos -no porque sea el único- que es el relacionado con el 
impuesto al trabajo. Creo que no hay ningún país ni sector in- 
dustrial -sin desconocer lo que señalaba el señor senador Rical- 
doni con respecto al tipo de cambio- que piense que sus proble- 
mas se solucionan modificando las variables nominales, sino 
atacando la cuestión de fondo. El problema de fondo que debe 
enfrentar el sector industrial en nuestro país radica en que, cuan- 
to más valor agregado se le impone a nuestros productos, mayor 
es la incidencia en el impuesto al trabajo, No creo que pueda 
existir un absurdo más grande para una nación cuya principal 
riqueza es su gente, que se continúe cobrando impuestos a los 
empresarios cuando tienen que contratar personal. 


Estimo que es imperativo resolver este tema, aunque no sea 
posible en un corto plazo, No hay un tributo más regresivo en el 
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Uruguay que el impuesto al trabajo. Aun antes de asumir en el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, señalábamos que 
actualmente nuestro país aplica el Impuesto a la Renta solamen- 
te a los trabajadores que perciben un salario. Pienso que éste es 
uno de los males o distorsiones que tiene nuestro país y es 
mucho más importante, sin desconocer los problemas relaciona- 
dos con el tipo de cambio y el aumento de los costos en dólares. 


Quería hacer estas reflexiones porque, a nuestro juicio, éste 
es un tema muy sensible y fue una de las frustraciones más 
importantes que tuvimos en el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería, porque somos de Rocha. Recuerdo que cuando mi abuelo 
llegó a Uruguay, se estableció en Rocha y gracias a ello es que 
podemos ocupar hoy esta banca. Asimismo, considero que el 
tema relativo a las fuentes de trabajo en este departamento, no 
sólo se circunscribe a la situación de esta industria, que es muy 
importante y se debe preservar porque es la única. Sin perjuicio 
de ello, debemos recordar los problemas que enfrenta el turismo 
en Rocha y, en ese sentido, sabemos que si este sector se maneja 
bien, puede generar muchas fuentes de trabajo. Este es un aspec- 
to que debemos mencionar cada vez que hablamos de la situa- 
ción laboral ya que se trata de un departamento que increíble- 
mente, teniendo 400 kilómetros de costas, en los últimos 10 
años no ha incrementado el número de camas disponibles para 
los turistas. AJf hay un problema serio. 


Entendemos las dificultades que implica equilibrar el desa- 
rrollo turístico con la ecología y toda la discusión que existió 
sobre el puente que uniría Maldonado y Rocha. Somos cons- 
cientes de que Rocha, además de ASTRA, tiene otras fuentes de 
trabajo que deberá desarrollar en el futuro. 


Es cuanto deseaba manifestar. 
SEÑOR BRUERA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR BRUERA. - Desearía que el señor senador Pereyra 
me aclarara su propuesta luego de su interesante exposición en 
el Senado y de esta atractiva discusión. 


Los senadores integrantes de algunas bancadas hemos habla- 
do sobre los problemas gravitantes en Rocha, incluyendo los 
que tienen que ver con la desocupación y la perspectiva de la 
industria. Asimismo, se ha analizado en forma global las dificul- 
tades de fondo que tiene nuestro país. Algunas de ellas, son 
“imposibles de analizar en este momento si es que deseamos 
lograr consenso. j 


A mi entender, la propuesta del señor senador Pereyra persi- 
gue, en definitiva, una solución para el problema de la empresa 
con el fin de recomenzar el trabajo rápidamente. Esta es la esen- 
cia, a mi juicio, del planteamiento del señor senador Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA. - Eso está contemplado en el proyecto 
de ley. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.- 357 


SEÑOR BRUERA. - De acuerdo, señor senador. 


Hago mías las palabras del señor senador Pérez, en el senti- 
do de fijar una fecha a fin de analizar el resultado que surja de la 
Comisión que tenga a su cargo analizar el proyecto de ley pre- 
sentado por el señor senador Pereyra, 


Dicho proyecto tiene que ser estudiado por la Comisión de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, pero soy partidario de ponerle 
una fecha concreta para solucionar este asunto, máxime cuando 
todos estamos de acuerdo en que se trata de un drama social y 
humano. Por lo tanto, como todos nos hemos unificado en esta 
materia, propongo un plazo de tres semanas y consulto al señor 
senador Pereyra si está de acuerdo con ello. 


SEÑOR PEREYRA. - ¡Apoyado! 


SEÑOR BRUERA. - Entonces, mociono para que este asun- 
to se incluya en el orden del día de la primera sesión ordinaria 
del mes de julio, con o sin informe. 


SEÑOR LIBRAN BONINO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR LIBRAN BONINO. - Al igual que los señores sena- 
dores Pereyra, Alonso Tellechea y otros que están aquí presen- 
tes, quien habla forma parte de la Comisión de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca del Senado. 


Considero que debemos ser muy cautos en cuanto a la fija- 
ción de fechas, para de esa forma evitar la frustración de buenas 
intenciones y poder aportar algo a la solución de este problema. 
De todos modos vale la pena hacer hincapié en los pasos que a 
mi juicio deberá seguir la Comisión. En primer lugar, será nece- 
sario entrevistarse con el ministro del ramo, el doctor Pedro 
Saravia. En segundo término, debemos escuchar la opinión del 
Banco Central con respecto a la cartera de la empresa ASTRA 
para verificar en qué situación se encuentra. También será nece- 
sario consultar la postura de la Cámara de la Industria Pesquera 
del Uruguay e incluso la del señor ministro de Industria, Energía 
y Minería. Esto nos insumirá, por lo menos, tres sesiones porque 
tendremos que recibir varias delegaciones. Posteriormente ten- 
dremos que elaborar un resumen de todo esto para volcarlo en el 
proyecto que se ha presentado. 


En consecuencia, si se establece un plazo muy rígido, quizás 
no podamos cumplir en la fecha propuesta por el señor senador 
Bruera. No sé cuál es la opinión de los demás integrantes de la 
Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca y quizás ellos tie- 
nen más autoridad para referirse al asunto. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 
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SEÑOR PEREYRA. - Es correcto lo que acaba de afirmar el 
señor senador Librán Bonino en el sentido de que nuestra Comi- 


sión tiene unos cuantos proyectos incluidos en su agenda. Sin 


embargo, también es cierto que con este proyecto no innovamos 
nada y simplemente seguimos el camino que distintos gobiernos 
han recorrido en situaciones similares, es decir, facultar al Poder 
Ejecutivo para que intervenga la empresa, entregándola al orga- 
nismo que puede ponerla en marcha, que es la Corporación 
Nacional para el Desarrollo. Dicha empresa cuenta con poco 
capital, pero como el Estado en el momento de su creación no le 
ha aportado todo el que debería, también se establece en el 
proyecto que ese aporte se le entregue en títulos de deuda, bonos 
del Tesoro, etcétera. 


Pienso, entonces, que no se trata de nada extraño ni com- 
plejo, sino de seguir, repito, el camino que en otras circuns- 
tancias -ello ha ocurrido también en gobiernos anteriores- se ha 
tomado ante la paralización de alguna empresa con las conse- 
cuencias económicas y sociales que ello ocasiona. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Voy a ser muy breve porque en lo 
sustancial concuerdo con lo expresado por los señores senadores 
Pereyra, Pérez y Ricaldoni. 


En primer lugar, y sin perjuicio de que este tema sea estudia- 
do a nivel de la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
sería bueno que todos los señores senadores fueran conociendo 
el proyecto, por lo que solicito que se distribuya el mismo inme- 
diatamente. Esto nos permitirá, repito, ir formando opinión, re- 
quiriendo información y asesoramiento. 


En segundo término, deseo destacar -esto también lo sabe el 
señor senador Pérez porque integra la Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social y está actuando allí en calidad de 
presidente- la enorme preocupación que existe en el departa- 
mento y que nos han trasmitido además de los trabajadores, los 
miembros de todos jos sectores políticos de la Junta Departa- 
mental, no sólo por el cierre de una planta industrial de estas 
características sino, además, por la repercusión que ese hecho 
tiene en la vida económica del departamento. La misma ha sufri- 
do un impacto que todos podemos medir sin mayor esfuerzo, en 
tanto toda la actividad de la empresa se ha paralizado, y no sólo 
son los salarios los que han dejado de volcarse al medio inmovi- 
lizando Ja actividad comercial, sino que además ello ha afectado 
a todas las actividades anexas o que tienen algún grado de vin- 
culación directa o indirecta. 


A través de las versiones que recogí -incluso de los propios 
trabajadores de los buques y los de la planta- en las dos sesiones 
que la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del 
Senado junto con la de Legislación del Trabajo de la Cámara de 
Representantes dedicaron al tema, tengo la impresión de que las 
soluciones definitivas, de largo plazo, no son fáciles aunque ello 
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no debe ser obstáculo para encontrar salidas que permitan ir 
salvando la situación mientras se encaran medidas permanentes. 


Personalmente me tocó participar, en nombre de la Comisión 
de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado, en la ela- 
boración de una solución muy “sui generis” que es la que permi- 
tió dar una salida a la paralización de la empresa La Aurora. En 
definitiva ésta fue asumida como una cooperativa de los propios 
trabajadores que han hecho -y aún siguen haciéndolo- importan- 
tes sacrificios económicos para que la empresa pueda sobrevivir 
y adquiera el impulso necesario para lograr luego una estabili- 
dad definitiva. 


Por atro lado, hemos recibido otra información de parte del 
señor senador Pereyra que nos ha alegrado muchísimo, en rela- 
ción con la situación de Campomar y Soulas, Allí se ha produci- 
do una intervención del Ministerio de Economía y Finanzas que 
parece un verdadero milagro, quizás de esos que se producen 
sólo en épocas preelectorales; de todas formas, bienvenido sea. 


Creo que en el caso de la empresa ASTRA tenemos que 
buscar algún tipo de solución que permita que los trabajadores 
no sólo perciban Jo que se les debe -digo esto tomando en cuen- 
ta lo que señalaba el señor senador Ache en cuanto al sacrificio 
que los trabajadores están dispuestos a hacer en relación con sus 
créditos- sino, además, lograr el restablecimiento de una activi- 
dad que es fundamental en el departamento. 


Por nuestra parte, en la medida en que nos compete, vamos a 
trabajar en el proyecto de ley del señor senador Pereyra con la 
diligencia del caso. La solución a que arribemos será la que él 
propone u otra que encontremos en acuerdo con los sectores 
interesados y el Poder Ejecutivo. En definitiva, el tema se centra 
en buscar una solución que por lo menos permita que esta em- 
presa pueda seguir desarrollando su actividad mientras encontra- 
mos la salida definitiva. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Informa- 
mos al señor senador Cassina que su solicitud en el sentido de 
que se reparta el proyecto de ley del señor senador Pereyra se 
hará efectiva por parte de Secretaría. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arg. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. S 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Señor presidente: no que- 
remos dejar pasar la referencia hecha por el señor senador Cassi- 
na en su última intervención, referida a los supuestos milagros 
que pueden aparecer en los años electorales. 


Creo que si se tratara de un milagro que soluciona el proble- 
ma de trabajadores uruguayos y de una cantidad -de gente que 
necesita encontrar una vía de salida, el hecho de haber logrado 
un paliativo a esta situación en un año electoral puede ser o no 
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una coincidencia. Lo que no está en tela de juicio -y pienso que 
a nadie pueden caber dudas al respecto- es que la forma de 
actuar del gobierno ha tenido una consecuencia dramática. Esta 
ha dado lugar a críticas de muchos de los sectores políticos en 


forma cast permanente, que en más de una ocasión han reclama- - 


do soluciones de este tipo. En este caso parecería que es palos 
porque bogas. Por lo tanto, entendemos que si hay una solución 
y si el gobierno, como en muchas ctreunstanctas, ha atendido las 
necesidades de determinados sectores de nuestra actividad eco- 
nómica, esta es una buena oportunidad para aplaudirlo. 


Es cuanto deseaba señalar. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra para contestar una alu- 
sión, 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: no está en mi ánimo 
entablar una polémica. De mis palabras debió haberse entendido 
claramente que de la decisión que habría tomado el señor minis- 


tro de Economía y Finanzas, según nos trasmitió el señor sena- ' 


dor Pereyra, me alegró. No estoy haciendo una crítica. Por con- 
siguiente, no se trata de palos porque bogas y porque no bogas 
palos; en todo caso sería palos cuando no bogas, pero como 
ahora bogas, bienvenido. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Correspon- 
de pasar a votar la moción de orden presentada por el señor 
senador Bruera, en el sentido de que el proyecto de ley presenta- 
do por el señor senador Pereyra -que habrá de ser repartido en 
Torma inmediata- se trate en la primera sesión ordinaria del mes 


de julio. 
(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


10) LEY N* 16.226 DE 29 DE OCTUBRE DE 1991. Modifi- 
cación del artículo 499. Proyecto de ley. 


SEÑORA PRIORE. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra la señora senadora. 


SEÑORA PRIORE. - Señor presidente: formulo moción para 
que se reparta de inmediato la Carpeta N” 1106, referida a los 
préstamos concedidos por el Banco Hipotecario del Uruguay, y 
se declare urgente el proyecto de ley respectivo, a los efectos de 
poder considerarlo en esta sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - No sé si 
algún señor senador podría suptirme en el ejercicio de la Presi- 
dencia, porque desearía referirme a este tema. 
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SEÑOR ASTORI. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Formulo moción para que el Cuerpo 
autorice al señor presidente a hacer uso de la palabra desde la 
Mesa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Se va a 
votar la moción que acaba de ser presentada. 


(Se vota:) 
-19 en 20. Afirmativa. 
Agradezco la gentileza del Senado. 


En la reunión que en el día de hoy celebró la Comisión de 
Vivienda y Ordenamiento Territorial, quienes la integramos acor- 
damos apoyar la moción que hace unos momentos formuló la 
señora senadora Priore. Como es sabido, hemos recibido una 
gran cantidad de llamadas telefónicas, telegramas y notas para 
que la situación angustiosa referida a este proyecto de ley pudie- 
ra ser considerada a la brevedad. No obstante, también ahora se 
han puesto en contacto con nosotros gente interesada e integran- 
tes de conjuntos habitacionales para plantear la postergación de 
la consideración de este punto, habida cuenta de que habrán de 
ser recibidos en la reunión que el martes próximo realizará la 
Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial. En atención 
a que este proyecto de ley ha sufrido una larga demora, entende- 

_mos que es conveniente escuchar la opinión de quienes están 
directamente interesados en la problemática vinculada a los deu- 
dores del Banco Hipotecario del Uruguay. Adelantamos que, en 
lo personal, así actuaremos. 


Por lo expuesto, preferimos que esta iniciativa no se conside- 
re en el día de hoy, tal como habíamos pensado hacerlo y de 
acuerdo con la postura que sustentamos en el seno de la Comi- 
sión. Insistimos en que creemos conveniente postergarlo hasta 
que sean oídos los involucrados en todo lo que refiere a los 
préstamos concedidos por el Banco Hipotecario del Uruguay. 


SEÑORA PRIORE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana). - Tiene la 
palabra la señora senadora. 


SEÑORA PRIORE. - Señor presidente: quiero hacer hinca- 
pié en lo siguiente, 


Creo que todos somos conscientes de los problemas que 
tienen los deudores del Banco Hipotecario. Por otra parte, esta- 
mos hablando de un proyecto de ley que fue aprobado por una- 
nimidad en la Cámara de Representantes del 4 de mayo de 1993, 

* Quiere decir, pues, que hace algo más de un año que esta inicia- 
tiva -que, repito, cuenta con la aprobación de la Cámara de 
Representantes- está a estudio. 
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Hoy, como bien lo dijo quien está presidiendo el Senado, en 
la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial, por unani- 
midad, resolvimos traerlo a consideración del Cuerpo con el 
propósito de que se aprobara. Sabemos que ésta no es la solu- 
ción ideal; pero también somos conscientes de que es la solución 
más rápida y que, seguramente, aliviará la situación por la que 
atraviesan los deudores del Banco Hipotecario. 


Este proyecto consta de un único artículo por el cual se 
agregan al artículo 499 de la tey N” 16.226 -estamos hablando 
de la Ley de Rendición de Cuentas de 1991- tres incisos. Á 
nuestro juicio, el más importante es el inciso primero, en donde 
se establece que los plazos de los créditos hipotecarios pueden 
extenderse a cuarenta y cinco años. Entendemos que con esta 
extensión del plazo, que dará lugar a una refinanciación, podrán 
aliviarse, de modo muy importante, las cuotas que en este mo- 
mento están pagando los deudores de esa institución. 


Como se ha señalado, la Comisión ha recibido un sinnúmero 
de cartas, llamadas y telegramas para que se aprobara este pro- 
yecto de ley. También, a quien habla, recientemente le fue plan- 
teada la solicitud de que se aplazara el tratamiento de esta inicia- 
tiva en la sesión del día de hoy; pero, repito, todos debemos ser 
conscientes de que si el Senado to aprueba en el correr de esta 
tarde, inmediatamente será promulgado por el Poder Ejecutivo 
y, en consecuencia, estará en vigencia una ley que aliviará la 
situación que viven los deudores del Banco Hipotecario. 


Insisto, pues, en que se trate hoy, puesto que al menos esta- 
ríamos demostrando sensibilidad frente a un problema por todos 
conocido. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Santoro) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar el repartido del pro- 
yecto a que ha hecho alusión la señora senadora Priore. 


(Se vota:) 

-17 en 23, Afirmativa. 

SEÑOR CASSINA. - Pido la pila 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: en la tarde de hoy, 
en la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Se- 
nado, los señores senadores que estábamos presentes votamos 
recomendar al Cuerpo la aprobación de este proyecto de ley, 
con salvedades por parte de algunos miembros. No creo del caso 
exponer esas salvedades en este momento, teniendo en cuenta lo 
que deseo manifestar. 


Para mi sorpresa, hace unos minutos, una de las entidades de 
deudores del Banco Hipotecario que más se ha preocupado por 
la aprobación de esta solución legal, nos ha pedido dilatar la 
sanción de esta iniciativa en razón de que, al parecer, desean 
hacernos algunos planteamientos con relación a la misma. Es 
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más; en el día de hoy se dio entrada en la Comisión a una nota 
de CODECOHA en la que solicitan ser recibidos la semana 
próxima. 


Declaro que, por lo menos, me gustaría saber cuáles son las 
observaciones que esta entidad ha hecho a este proyecto, por- 
que, precisamente, los titulares de CODECOHA, varias veces 
me han hablado en favor de esta iniciativa y ahora, de pronto, a 
través de mi Secretaría me han hecho llegar el pedido de poster- 
gación de la consideración del tema. 


SEÑORA PRIORE. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR CASSINA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir la señora sena- 
dora. 


SEÑORA PRIORE. - Pienso que las inquietudes de los inte- 
grantes de CODECOHA, que pueden ser atendibles, nos lleva- 
rían, sin duda, a tener que elaborar un nuevo proyecto de ley o 
modificar el que hoy está a consideración del Senado. Eso deter- 
minaría que la iniciativa volviera a la Cámara de Representantes 
y que allí fuera sancionada o no con las modificaciones introdu- 
cidas en el Senado. Entonces, a mi juicio, estaríamos dilatando 
una solución que, en este momento, aliviaría la situación exis- 
tente, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Precisamente, iba a proponer -y con 
ello no estoy entrando en el fondo del asunto- que una vez 
declarada urgente la consideración del asunto, que el proyecto 
pasara al orden del día de la sesión de mañana. De ese modo, 
tendremos tiempo de tomar contacto con la entidad de que se 
trata y saber si las objeciones refieren a este texto, en cuyo caso 
habría que examinarlo, o si, simplemente, se lo debería comple- 
mentar. En este último caso, tendría razón la señora senadora 
Priore: valdría la pena aprobar el proyecto tal como está y consi- 
derar los complementos en forma separada en la Comisión res- 
pectiva, a los efectos de ver si podemos encauzar las preocupa- 
ciones o aspiraciones planteadas a través de una nueva ley. Sin 
embargo, insisto en que deberíamos darnos un mínimo de tiem- 
po, ya que lo que me sorprende es que quienes nos están pidien- 
do esta dilación, forman parte de una de las entidades que, hasta 
ahora, nos ha estado solicitando la aprobación de la iniciativa. 


Por todo ello, simplemente propongo que el asunto pase a 
integrar el orden del día de la sesión de mañana; no estoy propo- 
niendo una dilación mayor. 


Por otra parte, conozco el interés que la señora senadora 
Priore tiene en relación con este tema y realmente deseo que ella 


pueda participar de este debate. 


SEÑOR PRESIDENTE. - A continuación, corresponde votar 
la urgencia solicitada por la señora senadora Priore. 
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(Se vota:) 
-18 en 25. Afirmativa. 
SEÑORA PRIORE. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra la señora senadora. 


SEÑORA PRIORE. - Brevemente, quiero decir que no al- 
canzo a darme cuenta qué ventajas tendríamos al prorrogar la 
votación de este proyecto hasta el día de mañana. Si escuchamos 
las observaciones que CODECOHA le hará al proyecto y quere- 
mos realmente recogerlas en esta iniciativa, estaríamos dilatando 
el beneficio que deseamos otorgarles hoy mismo. Digo esto por- 
que si vamos a recoger las observaciones, tendremos que modi- 
ficar este proyecto, que deberá volver a la Cámara de Represen- 
tantes. 


Por estas razones, reitero que no alcanzo a darme cuenta de 
qué es lo que ganaríamos no votando este proyecto en el día de 
hoy. Como bien lo señaló el señor senador Cassina, teniendo en 
cuenta las observaciones que nos trasmita CODECOHA, podre- 
mos luego estructurar otra iniciativa que deberá seguir el trámite 
correspondiente. Mientras tanto, tendríamos aprobada esta ley 
que beneficiaría la situación de muchas personas, 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra, 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - Declaro que votaré afirmativamente 
la moción de órden presentada por el señor senador Cassina y 
deseo fundamentar mi posición. 


Prácticamente, durante tres años, la bancada de gobierno ha 
impedido en forma empeñosa legislar sobre este tópico. Existen 
proyectos de ley que están afincados en la Asamblea General 
desde hace un año, debido a desacuerdos entre ambas Cámaras 
Parlamentarias en relación con franjas, topes, etcétera. El go- 
bierno y sus aliados del Partido Colorado se empeñaron en que 
esa legislación no fuera aprobada. Pues bien; resulta que ahora, 
de un día para otro, surge una urgencia excepcional, cuando 
dada la gravedad del tema, los deudores afectados se han entre- 
vistado con casi todos los legisladores durante cuatro años plan- 
teando la angustiosa situación en la que se encontraban. Perso- 
nalmente, no creo que un día o una semana cambie esa situación 
en forma espectacular. 


Sin embargo, tengo la convicción de que aquí hay un hecho 


político nuevo. Concretamente, pienso que existe una voluntad 


política del gobierno en el sentido de que, por lo menos, se fije 
un tope del 26%, extendiéndose los plazos a 45 años. Realmen- 
te, desearía tener tiempo para discutir acerca de este tema con 
mi bancada y asesorarme con respecto a qué sucederá con la ley 
N” 14.105, que tiene franjas y topes y que nunca fue aplicada 
por el anterior gobierno, ni por éste. 
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Entonces, tomemos un tiempo mínimo, por el momento de 
24 horas; de pronto mañana planteamos la necesidad de que se 
extienda por una o dos semanas. Asimismo tenemos la posibili- 
dad de sesionar en forma extraordinaria antes de fin de mes y de 
que los deudores del Banco Hipotecario deban pagar una nueva 
cuota, quienes ya llevan muchos años viviendo esta situación 
angustiante. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Señor presidente: el go- 
bierno ha estado tan preocupado por este tema desde el primer 
momento, como lo está en el día de hoy. Tan es ello así que 
quien habia, cuando integraba la Comisión de Vivienda y Orde- 
namiento Territorial del Senado -que en este momento no inte- 
gra, pero sí lo hace la señora senadora Priore- en la oportunidad 
en que se procesaron las diferencias entre la Cámara de Repre- 
sentantes y el Senado, en virtud de lo que planteaba el proyecto 
original en torno a la suspensión de los reajustes trimestrales y 
cuatrimestrales del Banco Hipotecario, para cuya resolución ha- 
bía surgido esta posibilidad de aumentar el plazo de las hipote- 
cas, se encargó de conectarse con la Presidencia del Banco para 
solicitar una redacción que, justamente, contemplara las dificul- 
tades que los deudores estaban teniendo, pero que esa solución 
no tmplicara el desfinanciamiento del Banco, tal como se propo- 
nía por medio del régimen anterior. Esta solución surgió en la 
Comisión respectiva a instancia de los contactos llevados ade- 
lante por un integrante de la bancada del partido de gobierno. En 
definitiva, pedimos que se apruebe el mismo proyecto de ley 
que desde hace más de un año dejó de considerarse por desinte- 
ligencias entre las dos Cámaras y por no haberse logrado un 
acuerdo. Si se necesitan 24 horas para poder procesar consultas, 
tal como se había propuesto, a los efectos de verificar sí esta 
solución sirve o no, nos parece que no podemos negarnos a 
hacerlo. Sí entendemos inconveniente que, por tratar de buscar 
soluciones mayores, terminásemos por no dar ninguna, como ha 
sucedido hasta el momento. Hasta el día de hoy y después de 
más de un año de tratarse este tema, los deudores del Banco 
Hipotecario del Uruguay no han tenido respuesta a sus dificulta- 
des, ni del sistema político ni del Parlamento, por no haber 
podido procesar las soluciones que hoy el gobierno reclama, que 
son las mismas que oportunamente habíamos propuesto, 


Concretamente, a los efectos de poder contemplar el tope del 
26% de los ingresos del grupo familiar con respecto a la cuota 
establecida por el Banco, intentamos la posibilidad de procesar 
un aumento que tenga en cuenta el término del plazo de la 
hipoteca. Sabemos que ésta no es la solución ideal y que a los 
deudores les va a originar una deuda mayor, porque al poster- 
garla en el tiempo, se verá acrecentada. Sin embargo, en lo que 
se verán aliviados es en el compromiso mensual de estar apor- 
tando en función de sus ingresos, 


Aquella solución que en nombre del gobierno procesamos 
hace más de un año, hoy es la misma que estamos sustentando a 
través de la solicitud de aprobación de este proyecto de ley. 


362 -C.S. 
SEÑOR BOUZAS. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BOUZAS. - Señor presidente: adelanto que voy a 
acompañar la propuesta formulada por el señor senador Cassina, 


Escuché atentamente los argumentos expuestos por la señora 
senadora Priore con referencia a las dificultades que se crearían 
si mañana, luego de oír a los interesados, que fueron los princi- 
“pales impulsores para encontrar una solución a este problema, 
hubiera que cambiar el rumbo y el proyecto de ley tuviera que 
volver a la Cámara de Representantes y, eventualmente, termi- 
nar en la Asamblea General. Esto es lo que podría ocurrir, aun- 
que de pronto no sucede nada de ello, como bien lo explicaba el 
señor senador Cassina. De repente, atendidos los interesados, 
que fueron los principales impulsores para que se encontrara una 
solución, llegamos a la conclusión de que el beneficio que da 
este proyecto de ley con el texto actual no justifica el sacrificio 
de hacerlo volver a la Cámara de Representantes. También pue- 
de darse la situación de que concluyamos en que, volviendo esta 
iniciativa a la Cámara de Representantes y, eventualmente, a la 
Asamblea General, exista un beneficio justificado porque puede 
haber algún aspecto que, en su momento, la Comisión de Vj- 
vienda y Ordenamiento Territorial no haya tenido en cuenta. 


Aun a riesgo de que el nuevo “stopper” de la bancada del 
partido de gobierno se vuelva a anotar para hacer uso de la 
palabra, puedo decir que la Comisión de Vivienda de la Asam- 
blea General dispuso de mucho tiempo para tratar un proyecto 
de ley que es notoriamente mejor que el que hoy se propone. 
Lamentablemente, habida cuenta de que a esa Comisión sola- 
mente concurrían los representantes del Frente Amplio y del 
Partido por el Gobierno del Pueblo, nunca hubo número para 
poder tratar el asunto y, en consecuencia, esta iniciativa está 
durmiendo desde hace bastante tiempo en el seno de dicha Co- 
misión. 


Actualmente estamos considerando un proyecto que, en rea- 
lidad, no nos satisface demasiado, pero si en el día de mañana, 
de acuerdo con la información que recabemos y con la conver- 
sación que tengamos con los principales impulsores de una solu- 
ción al problema que afecta a los deudores del Banco Hipoteca- 
rio, llegamos a la conclusión de que aunque no sea la mejor 
solución igualmente debernos votarla, así lo haremos. 


Destaco, adernás, que estamos planteando una prórroga de 
24 horas cuando debido a la ornisión de asistencia a la Comisión 
de Vivienda, en los hechos, se dio una prórroga de más de un 
año. En consecuencia, comparando una prórroga con la otra, nos 
parece que sería saludable que el Senado en el día de hoy vote 
esta solicitud de aplazamiento por 24 horas y que tnañana trate 
este asunto como primer punto del día. 


SEÑOR ELSO GOÑL - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor señador. 
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SEÑOR ELSO GOÑI. - Señor presidente: desde ya adelanta- 
mos que, hasta por una cuestión de deferencia, con gusto vamos 
a votar la moción planteada por el señor senador Cassina, aun- 
que tenemos nuestras dudas de que una postergación de 24 ho- 
ras resuelva el problema. 


No obstante, considero que debe quedar bien claro cómo han 
ocurrido los hechos en la Comisión. Inclusive, esta información 
que hemos recibido hace un momento ha sido, sin lugar a dudas, 
una sorpresa para todos sus integrantes. Si no mé equivoco este 
es el único proyecto de ley que la Comisión del Senado tiene en 
su poder. Por lo tanto, es el que debe considerarse. 


Por otra parte, en la reunión de la Comisión de la semana 
anterior, junto con la señora senadora Priore, pedimos el trata- 
miento de este tema. Algunos señores senadores manifestaron 
sus dudas ante el hecho de no saber qué iba a pasar en la Asam- 
blea General con una Comisión que costó mucho constituirse y 
que no trató el tema que nos ocupa. En esa sesión se dispuso que 
algún miembro de la Comisión conversara con integrantes de la 
Comisión homóloga de la Asamblea General a los efectos de ver 
si existía la posibilidad de que sesionara, ya que todos compren- 
díamos que el proyecto radicado en ese ámbito, que no sabemos 
si cuenta con los votos, implica una solución mucho más com- 
pleta que la que se plantea ahora. 


En el día de hoy, en la sesión de la Comisión respectiva, se 
dio cuenta en los asuntos entrados de una serie de telegramas y 
cartas -incluyendo una de la institución que después solicitara al 
señor senador Cassina que el tema no fuera tratado hoy- pidicn- 
do que este tema fuera considerado en el día de hoy. Así se hizo 
y por unanimidad se resolvió que la señora senadora Priore 
formulara la solicitud de que fuera declarado de urgente consi- 
deración y que realizara un informe “in voce”. No he recibido 
ninguna información de mi Secretaría, pero confieso que los 
integrantes de la Comisión somos los más sorprendidos de ese 
aparente cambio de posición -en realidad no sabemos cuál es su 
postura- de esa institución. 


Reitero que en el día de hoy se dio cuenta en la Comisión 
respectiva de una nota de la mistna institución por la que solici- 
taba ser atendida, entre otras razones, por la aprobación del 
proyecto de ley que estamos considerando, cuya urgencia fue 
pedida por la señora senadora Priore, 


Creía necesario relatar cómo se fueron sucediendo los he- 
chos en relación a este proyecto de ley, respecto del cual votare- 
mos la moción formulada por el señor senador Cassina en el 
sentido de que este asunto se incluya en primer término del 
orden del día de la sesión de mañana. 


SEÑOR RICALDONL - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
SEÑOR RICALDONI. - Señor presidente: adelanto que va- 


mos a votar afirmativamente la moción formulada por el señor 
senador Cassina en el sentido antes indicado. 
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Sin perjuicio de ello, advierto que me quedan algunas in- 
terrogantes respecto al asunto, aunque seguramente no es el 
momento oportuno para formulárselas a la señora miembro 
informante. Digo esto. porque, por un lado, tengo el Distribuido 
N* 35/93, Carpeta N” 48/92, en el que figura un texto de la 
Cámara de Representantes y, por otro, obra en mi poder uno 
sustitutivo presentado por el señor senador Blanco el 25 de 
abril de 1994 que, básicamente, establece la modificación del 
artículo ]”, según resulta de una lectura algo superficial que he 
efectuado de ambos. 


Deseo señalar que, en definitiva, mi sector político va a votar 
una solución a este tema en el día de mañana, aun a sabiendas de 
que los verdaderos problemas no empiezan y terminan con la 
extensión de los plazos de las hipotecas, sino que estos son la 
consecuencia inevitable de situaciones generadas por un mane- 
jo, a nuestro juicio, muy equivocado de la política de vivienda. 
De todos modos, cuando se trate el problema de fondo -lo que 
ocurrirá, seguramente, en el día de mañana- lo habremos de 
precisar, Asimismo, queremos que quede claro que este asunto 
no es para echar las campanas al vuelo, tal como lo ha hecho el 
señor senador Alonso Tellechea en la tarde de hoy al referirse, 
en primer término, a lo que estaría por ocurrir en la localidad de 
Juan Lacaze y, posteriormente, al manifestarse respecto a esta 
iniciativa, a su juicio, tan estimulante que nos ha enviado el 
Poder Ejecutivo. 


No obstante ello, deseo señalar muy cordialmente al señor 
senador Alonso Tellechea, que aun comprendiendo lo que es la 
disciplina dentro de un sector político, así como la necesidad de 
acompasar el discurso de las máximas jerarquías herreristas con 
la de sus legisladores -lo que me parece bien, pues todos practi- 
camos, o debemos hacerlo, ese tipo de conductas- me parece 
una vez más injusto -comprendo las dificultades que él tiene 
para eludir el incurrir en esas injusticias- que desde el propio 
Cuerpo del Senado se culpe al Parlamento de problemas que se 
originan en políticas de este gobierno que definiría, muy elegan- 
temente, como equivocadas y que, en definitiva, nos convierten 
más en bomberos que en verdaderos legisladores. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra para una aclaración. 
SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR CASSINA. - Señor presidente: tal como lo manifes- 
té al formular la moción, aclaro que no tengo el meñor propósito 
de dilatar la consideración de este tema sino que, por el coñtra- 
rio, quiero ofr las objeciones que aparentemente plantearía una 
entidad que ha impulsado la aprobación de este proyecto de ley. 
Como ese es mi ánimo, tuve la iniciativa de comunicarme tele- 
fónicamente con uno de los principales dirigentes de esa enti- 
dad, solicitándole que en el día de mañana concurran a la Comi- 
sión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Senado, antes 
de la sesión ordinaria, a efectos de que ños expliquen en qué 
consisten sus observaciones o inquietudes para que posterior- 
mente estemos en condiciones de resolver sobre este asuñto. 
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SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra para con- 
testar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Señor presidente: antes 
que nada, deseo dejar en claro que no me gusta jugar de “stop- 
per”, ni me siento tal, sino que siempre fui “half” derecho o, en 
todo caso, lateral. 


Básicamente, quiero hacer referencia a lo que planteaba el 
señor senador Ricaldoni, pues deseo que se entienda bien lo que 
quise explicar respecto a lo prolongado del tratamiento de este 
tema en el Parlamento. Creo que no es el momento de cargar las 
tintas sobre la institución como tal, sino que no hemos sido 
hábiles -en lo que me incluyo, habiendo integrado una de las 
bancadas, que en su momento estuvo representada en la Comi- 
sión de Vivienda y Ordenamiento Territorial- en resolver este 
tema. Por lo tanto, pienso que todos debemos hacer un “mea 
culpa” y asimilar el golpe de que los deudores del Banco Hipo- 
tecario del Uruguay siguen sin ningún tipo de respuesta a su 
situación. Reitero que ninguno hemos tenido la habilidad de 
hacerlo, y lo podemos decir desde este ámbito con más derecho, 
quizás, que otros. Es verdad que la Comisión de Hacienda de la 
Asamblea General -que presido- no se pudo reunir en una oca- 
sión que fue convocada, en virtud de que faltaron integrantes de 
otras bancadas, que anteriormente fueron mencionadas por el 
señor senador Bouzas. 


De todas maneras, reitero, advierto que estamos dispuestos a 
aprobar la solución que se ha presentado a este problema, lo 
que, de ocurrir asf en el día de mañana y confirmarse que no 
existen objeciones a este planteo, serfa una buena señal, sobre 
todo, para los deudores del Banco Hipotecario del Uruguay, 
pues tienen dificultades y están esperando que el Parlamento dé 
respuesta á las mismas. Ínsisto en que no se trata de cargar las 
tintas al Parlamento, sino que todos somos responsables, en ma- 
yor o en menor medida, de no haber podido solucionar este 
asunto, No debemos olvidar que hasta la tarde de hoy todos 
estábamos de acuerdo en que esta solución, si bien no era la más 
completa, era la mejor que se había encontrado. Quizás haya 
alguien que plantee alguna más ambiciosa que mejore la que se 
ha presentado, pero este proyecto de ley con un artículo único 
que habilita a que los plazos de las hipotecas puedan tener una 
duración de 45 años, es una buena medida, Por lo tanto, des- 
cuento que en el día de mañana -sí no sucede algo extraordina- - 
rio- se habrá de proceder a votar el proyecto de ley que estamos 
analizando, que ño es iniciativa del Poder Ejecutivo de este 
gobierno, pero que sí lo apoya. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formulada 
por el sefior senador Cassina, en el sentido de que el asunto 
relativo a la modificación del artículo 499 de la ley N* 16,226 
del 29 de octubre de 1991, se incluya en primer término del 
orden del día de la sesión de mañana. 


(Se vota:) 


-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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SEÑORA PRIORE. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra la señora senado- 
ra. : 


SEÑORA PRIORE. - Señor presidente: simplemente, deseo 
manifestar mi pesar, porque asistía a esta sesión con la convic- 
ción de que este proyecto de ley sería aprobado en el día de hoy, 
con to que se lograría aliviar, en gran parte, la situación de los 
deudores del Banco Hipotecario del Uruguay. 


Asimismo, me disgusta que por la solicitud de una institu- 
ción llegada a último momento, no podamos aprobar dicho pro- 
yecto de ley en el día de hoy. 


Sin embargo, he votado afirmativamente la moción presenta- 
da por el señor senador Cassina, porque espero que este asunto 
sea aprobado en el día de mañana, después de ser escuchada 
CODECOHA. 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra para fundar el voto. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ARANA. - Señor presidente: en el mismo sentido 
de la señora senadora Priore, quiero decir que en el día de hoy 
podríamos emitir una señal, aunque sea muy pequeña, a efectos 
de atemperar las múltiples angustias que tienen muchos miles de 
familias uruguayas, no desde ahora, sino desde hace varios años, 
a causa de la forma en que las cuotas del Banco Hipotecario 
crecieron respecto de los ingresos familiares. 


Así, en una pequeña medida y en forma acotada, debo decir 
que esto no representa una solución para los deudores del Banco 
Hipotecario, sino que lo es apenas para una franja que, si bien 
puede ser significativa, pero es necesario tener en cuenta que, en 
una gran proporción, las situaciones críticas no se verán solucio- 
nadas por este proyecto de ley. De todas maneras, aunque ello 
signifique atemperar la situación crítica de sólo una franja relati- 
vamente reducida de deudores, vamos a acormpañar el proyecto 
con nuestro voto afirmativo, en la medida en que las informacio- 
nes que se nos brinden en el día de mañana no nos hagan cam- 
biar de parecer. Dado que el tiempo transcurrido ha sido muy 
prolongado, creo que veinticuatro horas más no causarán una 
angustia mayor que la que ya han sufrido dichas personas, 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra para fun- 
dar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Señor presidente: recojo 
con optimismo los planteos de los diferentes sectores, entendien- 
do que quizás en el día de mañana el Cuerpo pueda tomar una 
resolución con respecto a este tema. Sabemos que no es algo 
que vaya a solucionar en forma inmediata todos los problemas 
de los deudores del Banco Hipotecario, pero, al menos, repre- 
senta una aproximación al análisis de este asunto. Uno de los 
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temas que presentó dificultades en el momento de su estudio fue 
el del número de deudores del Banco Hipotecario que verdade- 
ramente tenían dificultades para cumplir con sus obligaciones. 


Respecto de ese problema, se manejaron las cifras de moro- 
sos, pero ello no permitió conocer, en forma directa, cuáles eran 
las causas de esa situación. 


En su momento pensamos -y lo confirmamos hoy- que de 
esta forma se podrá, a través de los propios servicios del Banco, 
comenzar a analizar la problemática desde adentro, procesando 
la información que los propios deudores presenten respecto de 
sus niveles de ingresos, así como de las dificultades que puedan 
plantearse para afrontar el pago de las cuotas, 


Esperamos que en el día de mañana podamos llegar a un 
acuerdo respecto de este proyecto. 


SEÑOR OLASCOAGA. - Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR OLASCOAGA. - Señor presidente: he votado la 
prórroga con la esperanza de que mañana se apruebe este pro- 
yecto. Ya se han señalado los males que pueden sobrevenir y 
conviene recordarlos- si mañana no convertimos en ley este 
proyecto que viene de la Cámara de Representantes. Todos sa- 
bemos que habrá un nuevo peregrinaje, otro transitar parlamen- 
tario, sin que tengamos la seguridad, en lo que se refiere al 
tiempo, de cuándo se podrá aprobar la nueva iniciativa. 


Por lo demás, es de hacer notar que la Comisión correspon- 
diente del Senado aconsejó esta tarde, con carácter de urgente, la 
consideración del proyecto. Distinguidos señores senadores -la 
señora senadora Priore entre otros- señalaron que la Comisión 
recibió una cantidad de solicitudes, cartas y telegramas que pe- 
dían su aprobación. También queremos decir que sólo una insti- 
tución, de las tantas que se preocuparon por la aprobación de 
este proyecto, ahora modifica su posición, sin siquiera haberse 
dirigido a la Comisión, ya que ha planteado su inquietud a tra- 
vés de algunos señores senadores. Frente a ello, no veo mal que 
el Senado postergue hasta mañana su tratamiento. Sin embargo, 
pienso que debemos tener en cuenta que se trata sólo de una de 
las instituciones interesadas en el punto, frente a la totalidad de 
los que han suscrito contratos con el Banco Hipotecario y están 
esperando la solución que, a través de este proyecto, pudiera 
plasmarse. 


En caso de que surjan iniciativas mejores que la presente, 
siempre habrá tiempo de elaborar un nuevo proyecto y proceder 
a su consideración, modificando el que ahora se apruebe. Pero, 
de no aprobar este proyecto, quedaremos nuevamente en agua 
de borrajas y así no habrá solución para nadie, lo cual sería 
lamentable. 


Nada más. 
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SEÑOR ARANA. - Pido la palabra para una aclaración. 
SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ARANA. - Quiero decir que la referida entidad, 
relativamente significativa en lo que atañe al tema que estamos 
tratando, en la medida en que está constituida por los represen- 
tantes de los conjuntos habitacionales deudores del Banco, soli- 
citó para la semana entrante -y así se convino- una entrevista 
con los miembros de la Comisión de Vivienda y Ordenamiento 
Territorial. Pienso que sus integrantes, informados de que el 
tema sería tratado con carácter urgente en el día de hoy. se 
adelantaron a emitir una opinión, probablemente discrepante con 
el proyecto. 


Es la aclaración que quería realizar. 


11) RECURSOS A LA CORTE ELECTORAL PARA SOL- 
VENTAR EL PLEBISCITO DE REFORMA CONSTI- 
TUCIONAL. Proyecto de ley. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor presidente: se ha efectuado el 
repartido de un proyecto relativo a la actividad de la Conte Elec- 
toral en lo que tiene que ver con los recursos necesarios para la 
organización del plebiscito y a otras disposiciones complemen- 
tarias sobre el acto electoral. 


En virtud de que ya se ha decidido tratar en primer término 
del orden del día de mañana el proyecto sugerido por la señora 
senadora Priore, solicito que este proyecto figure en segundo 
término de la referida sesión. Digo esto porque me parece im- 
portante su rápida aprobación, no sólo por todo lo que se reftere 
a la constitución de las mesas y a los deberes de quienes inte- 
gren las Comisiones Receptoras, sino porque en el artículo 1? se 
dispone la entrega a la Corte Electoral de los recursos necesarios 
para la organización del plebiscito constitucional, lo que sí creo 
es urgente. 


En tal sentido, hago moción para que este proyecto se trate 
en segundo término del orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El señor senador mociona en el 
sentido de que se incorpore el proyecto relativo al otorgamiento 
de recursos a la Corte Electoral para atender los requerimientos 

. del plebiscito constitucional, como segundo punto del orden del 
día de la sesión de mañana. 


SEÑOR RICALDON!. - Quisiera saber si este proyecto está 
acompañado o no, de una exposición de motivos, porque mi 
repartido -y el de los señores senadores que me rodean- no la 
contiene. 
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Digo esto porque advertimos -me lo señalaba recién el señor 
senador Cassina- que el mismo contiene algunas normas que 
van más allá del mero hecho de solventar ciertos gastos de la 
Corte Electoral, ya que contiene disposiciones de carácter mate- 
rial vinculadas con el tema electoral propiamente dicho. Debo 
decir que ninguno de los señores senadores que me rodean tenía 
información previa sobre estas modificaciones, de las que nos 
gustaría conocer las razones. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tal vez se haya manejado el texto, 
pero debo expresarle que el proyecto de ley cuenta con Mensaje. 


SEÑOR RICALDONI. - Creo que sería importante que se 
repartiera dicha exposición de motivos a todos los señores sena- 
dores, aunque no sé si se podría hacer en este momento. De no 
ser así, se podría seguir el procedimiento habitual de hacérnosla 
llegar entre la noche de hoy y mañana; pero no podemos dejar 
de analizarla porque todos estos ternas tienen suma trascenden- 
cia. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Lo que ocurrió fue que se manejó 
una versión no ofictal y la oficial recién se está integrando, a 
propuesta del señor senador Pereyra. Lo que se manejaba ante- 
riormente no era específicamente el proyecto. 


SEÑOR RICALDONT. - Esto viene con membrete. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Sí, porque se copió una sola parte. 
Es una edición “trucha”. 


(Hilaridad) 


-Se va a votar si se incorpora el proyecto relativo al otorga- 
miento de recursos a la Corte Electoral para atender los gastos 
del plebiscito como segundo punto del orden del día de la sesión 
de mañana. 


(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR CASSINA,. - Pido la palabra para fundar el voto. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Hemos votado por la afirmativa el 
tratamiento urgente de este proyecto de ley en la sesión de ma- 
ñana, en el entendido de que lo que refiere a recursos para la 
Corte Electoral a efectos de hacer frente al plebiscito de reforma 
constitucional, las disposiciones relativas a la estructura de Jas 
mesas receptoras de votos y las obligaciones de los funcionarios 
públicos son, ciertamente, de urgente consideración. Sin embar- 
go, también hay normas que modifican aspectos de la legista- 
ción electoral con carácter permanente y, en lo personal, no 
estoy en condiciones de decir si mañana podré votarlas. Pienso 
que son poco trascendentes, pero formulo esa advertencia por- 
que se trata de dos aspectos que quizás se puedan diferenciar. 
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Por otro lado, ya que ha llegado una iniciativa del Poder 
Ejecutivo para atender los gastos generados por el plebiscito de 
reforma constitucional, consideramos que dicho Poder, junto con 
el Parlamento, debería acordar, a través de los distintos sectores, 
el envío de un Mensaje referidu al aporte que el Estado hará a 
los partidos políticos para la organización de las próximas elec- 
ciones. Sé que este tema no tiene nada que ver con el anterior, o 
que guarda sólo alguna relación, pero estimo que no sería bueno 
que esto se dilatara hasta finalizar la campaña electoral. Por el 
contrario, sería conveniente que conociéramos, en el menor tiem- 
po posible, el monto de los recursos de que los partidos políticos 
van a disponer como contribución del Estado para las próximas 
elecciones. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para una aclaración. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Quiero aclarar que lo que motivó mi 
planteo de considerar este punto en forma urgente fue, funda- 
mentalmente, lo referido a la entrega de fondos a la Corte Elec- 
toral. Obviamente, tal como dice el señor senador Cassina, las 
otras disposiciones no tienen la importancia de lo que está esta- 
bléecido en el artículo 1%. Quiere decir que sí mañana hay alguna 
discusión de fondo al respecto, no habría inconveniente en pos- 
tergar su tratamiento. Pero en lo que tiene que ver can los recur- 
. sos, debemos tener en cuenta, además, la situación especial en 
que se encuentran los trabajadores de la Corte Electoral, y con 
esto, quizá, se pueda contribuir, por ejemplo, al pago de horas 
extras, y a la normalización del trabajo en ese Organismo. 


SEÑOR CASSINA. - Apoyado. 


12) SESION EXTRAORDINARIA 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR RICALDON!. - En nombre de la Comisión de Cons- 
titución y Legislación, deseo solicitar la realización de una se- 
sión extraordinaria, el próximo miércoles 22 a las 16 horas, a los 
efectos de elevar al Cuerpo nuestro informe sobre el proyecto de 
ley vinculado con la declaración de interés nacional de la zona 
de Melilla y sus alrededores. Heros considerado del caso efec- 
tuar algunos análisis, que no hemos podido culminar en el día de 
hoy ni tampoco podremos hacerlo para mañana. Además, esti- 
mamos conveniente recibir a alguno de los interesados en que se 
sancione este proyecto de ley, a fin de conocer con mayor pro- 
fundidad los argumentos que esgrimen. 


Por otra parte, también solicitamos que para esa sesión ex- 
traordinaria -reitero que proponemos que sea el miércoles de la 
semana próxima- figure como segundo punto del orden del día 
el tema relativo a la rebaja de la edad mediante la cual se ad- 
quiere la mayoría de edad, es decir, reducirla de 21 a 18 años. 
Cabe aclarar que hemos avanzado en el estudio de este proyecto 
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de ley más allá de algunas discrepancias que tenemos en torno a 
tema puntuales, Á nuestro juicio, esté no es un asunto menor, y 
la Comisión mencionada estima que en dicha ocasión estará en 
condiciones de formular al Cuerpo una propuesta, que podrá 
coincidir o no con la media sanción que ha merecido este asunto 
por parte de la Cámara de Representantes. Formulo moción en 
ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción presenta- 
da por el señor senador Ricaldoni, en nombre de la Comisión de 
Constitución y Legislación, a efectos de realizar una sesión ex- 
traordinaria el día 22 de junio a la hora 16 para tratar el tema 
relativo a la declaración de interés nacional de la zona'de Melilla 
y sus alrededores y el referido a la fijación de la mayoría de 
edad en 18 años. 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ALONSO TELLECHEA. - Quisiera aclarar que la 
Comisión Investigadora sobre denuncias por presuntas irregula- 
ridades en el Banco de Seguros del Estado ha pedido una pró- 
rroga hasta la segunda sesión ordinaria del mes próximo, con la 
esperanza de poder trabajar todos los días de la semana que 
viene. Pienso que quizá esta sesión del Senado que acabamos de 
votar, dificulte un poco -aunque supongo que no en demasía- la 
tarea por nosotros prevista. Por ello, quería dejar la constancia 
de que el pedido fue hecho en virtud de que pensábamos que la 
semana próxima podríamos trabajar todos los días. 


13) IMPUESTO A LOS VEHICULOS A GAS OIL. Se sus- 
tituyen disposiciones que lo regulan. Proyecto de ley. 


SEÑOR ELSO GOÑ|L - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ELSO GOÑI. - Formulamos moción en el sentido 
de que el tercer punto del orden del día de la sesión de hoy, por 
el que se sustituyen algunas disposiciones que regulan el im- 
puesto a los vehículos gasoleros, pase para el día de mañana, 
también como tercer punto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción presenta- 
da por el señor senador Elso Goñi, a los:efectos de que el pro- 
yecto de ley relativo a la sustitución de disposiciones que regu-- 
lan el impuesto a los vehículos gasoleros figure en tercer lugar 
del orden del día de la sesión de mañana. 


(Se vota:) 


-21 en 23. Afirmativa. 
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14) INSTITUTOS OFICIALES DE FORMACION DOCEN- 
TE, Se crean Consejos Asesores y Consultivos. Proyecto 
de ley. 


SEÑOR BOUZAS. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BOUZAS. - Voy a solicitar la alteración del orden 
del día, a los efectos de que el Senado pase a considerar ahora el 
punto que figura en decimoctavo término, por el que se crean 
los Consejos Asesores y Consultivos de los Institutos Oficiales 
de Formación de Docentes (Carp. N” 699/91 - Rep, N* 821/94). 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción de orden 
del señor senador Bouzas, a los efectos de que se modifique el 
orden del día y se pase a considerar el asunto que figura en 
decimoctavo lugar, por el cual se crean los Consejos Asesores y 
Consultivos de los Institutos Oficiales de Formación de Docen- 
tes, 


(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en decimoctavo 
término del orden del día: “Proyecto de ley por el que se crean 
los Consejos Asesores y Consultivos de los Institutos Oficiales 
de Formación de Docentes. (Carp. N” 699/91 - Rep. N* 821/94), 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 699/91 
Rep. N” 821/94 


CAMARA DE REPRESENTANTES 
Comisión de 
Instrucción Pública 


INFORME 
Señores representantes: 


La Comisión de Instrucción Pública aconseja al Cuer- 
po la aprobación del presente proyecto de ley, por el que 
se institucionaliza la participación de estudiantes y do- 
centes en los centros de formación de educadores de Mon- 
tevideo y del interior del país. Fue originado en una ini- 
ciativa que modificaba la Ley de Emergencia para la 
Educación N” 15.739, presentada en 1988 por el enton- 
ces diputado Walter R. Santoro, que a su vez recogía 
algunas aspiraciones formalizadas por la Asociación de 
Estudiantes del Instituto de Profesores Artigas y las ob- 
servaciones que ellas merecieron al análisis del Cuerpo 
de Directores y Supervisores del Instituto Nacional de 
Docencia. 
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"El 4 de abril de 1990 los señores representantes Aga- 
po Luis Palomeque y Nicolás Storace Montes tomaron 
dicho texto como base, y presentaron un nuevo proyecto 
de ley, que fue reelaborado en aspectos no sustanciales 
por esta Comisión, después de haber recibido los infor- 
mes que prevé el artículo 202 de la Constitución, así 
como asesoramientos de las entidades gremiales estudian- 
tiles y de técnicos docentes convocados al efecto. 


Este proyecto, como se expresa en la exposición de 
motivos, está inspirado en la idea de que “lós Consejos 
Asesores y Consultivos puedan llegar a constituir un efi- 
caz intermediario entre las necesidades del servicio edu- 
cacional con las que están íntimamente familiarizados, y 
los poderes de administración de los órganos y agentes 
públicos, a menudo abrumados por las exigencias de la 
tarea burocrática moderna”. 


A su vez, según la misma fundamentación, “Ja multi- 
plicidad de Consejos Asesores y Consultivos responde a 
la necesidad de contemplar los intereses de los Institutos 
de Formación de Docentes del interior, que -bueno es 
destacarlo- cumplen una importantísima función de irra- 
diación cultural, habida cuenta de la distorsión que en ese 
aspecto y en otros, ha venido produciendo la macrocefa- 
lia capitalina de nuestro país”. 


La tarea de los Directores se ha vuelto particularmen- 
te compleja en el interior, entre Otras causas por la hete- 
rogeneidad del alumnado que el sistema admite: prepara- 
ción teórico-práctica de estudiantes de magisterio, de pro- 
fesorado, de ayudante preparador y de adscripción; y re- 
cictamiento de profesores y maestros técnicos en servi- 
cio. Esa heterogeneidad hará especialmente enriquecedor 
el aporte del orden estudiantil, a la vez que permitirá al 
orden docente robustecer su experiencia en las interac- 
ciones recíprocas que el mecanismo propuesto pondrá en 
juego. 


La estructura más estrictamente especializada de los 
centros de formación de docentes de Montevideo (INET, 
IPA, IINN e IMS, destinados respectivamente a la for- 
mación de maestros técnicos, de profesores de educación 
media, de maestros de educación primaria y de directo- 
res, supervisores y docentes especializados) y el mayor 
alumnado que absorben, permitirá otro tipo de ventajas, 
relacionadas en todos los casos con una profundización 
en el conocimiento de los intereses e inquietudes de los 
educandos, en función de cuya formación perfectiva se 
organiza, en definitiva, la estructura educacional. 


Se debe enfatizar que los Consejos creados tienen 
funciones de mero asesoramiento, que no coliden, como 
es obvio, con los poderes de decisión de los directores 
(quienes han realizado su carrera docente y han accedido 
a dichos cargos por -los procedimientos reglamentarios), 
por lo que no se patrocina con este proyecto, ningún tipo 
de retaceo de potestades ni de responsabilidades a ese 
respecto. 
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La minuciosa enumeración de asuntos sobre los que 
los Consejos asesorarán a las Direcciones referidas, sea a 
pedido expreso de ellas o por propia iniciativa, intenta 
circunscribir a la esfera local del establecimiento, y su 
entorno, el ámbito de su actividad. 


Queda reservado a las Asambleas Técnico-Docentes 
estatuidas por la ley N* 15.739 , de 23 de marzo de 1985, 
un orden de asesoramientos de nivel macro, de proyec- 
ción más amplia y abarcadora y que incluye, entre otros, 
aspectos de orden presupuestal general. 


Se ha previsto -como corolario obvio del funciona- 
miento democrático del sistema- que la elección de los 
órdenes se realice con las garantías constitucionales: voto 
secreto y obligatorio, representación proporcional, y con- 
trol de órganos electorales, reservando al Consejo Direc- 
tivo Central, jerarca del sistema, y por la autonomía de 
que goza el ente respectivo, las reglamentaciones perti- 
nentes. 


Sala de la Comisión, 9 de octubre de 1991. 


Agapo Luis Palomeque (Miembro informante), Eber 
Da Rosa Vázquez, Hugo Ferrari, Alba E. Osores 
de Lanza, Heber Rodríguez, Rafael Sanseviero. 
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La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%. - Créanse los Consejos Asesores y Con- 
sultivos de los Institutos Oficiales de Formación de Do- 
centes que se integrarán: 


A) En cada instituto de formación de docentes de la 
capital con cuatro representantes del cuerpo do- 
cente, el primero de los cuales lo presidirá, tres 
representantes de los alumnos y dos representan- 
tes de los egresados. 


B) En cada instituto de formación de docentes del 
interior con tres representantes del cuerpo docen- 
te, el primero de los cuales lo presidirá, dos repre- 
sentantes de los alurnnos y un representante de los 
egresados. 


Art. 2”. - Los representantes a que alude el artículo 
anterior serán electos por los respectivos órdenes con 
las garantías que establecen los numerales 2”) y 3%) del 
artículo 77 de la Constitución de la República, durarán 
dos años en sus funciones y para ser reelectos se requeri- 
rá que hayan transcurrido dos años desde la fecha de su 
cese. 
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Los actos y procedimientos electorales serán contro- 
lados por dependencias de la Corte Electoral. 


Los representantes de los docentes y de los estudian- 
tes cesarán al dejar los primeros de pertenecer al cuerpo 
docente del instituto respectivo de la Administración Na- 
cional de Educación Pública y los segundos, cesarán al 
dejar de poseer la calidad de reglamentados o al no haber 
aprobado al menos una asignatura por.el lapso de doce 
meses. 


Art, 3”. - Sin perjuicio de las facultades decisorias en 
todo cuanto concierna a lo técnico-docente y administra- . 
ción que poseen las direcciones de los institutos oficiales 
de formación de docentes, serán atribuciones de los Con- 
sejos Asesores y Consultivos, exclusivamente en relación 
al centro docente al que pertenecen: 


1?) Establecer su régimen de funcionamiento en cuanto 
a periodicidad de sesiones, quórum y registro de 
actividades. 


2”) Asesorar por propia iniciativa a la Dirección del 
instituto sobre: 


A) Necesidades presupuestales del instituto. 
B) Aplicación de planes y programas de estudio. 


C) Regímenes de horarios, evaluación y pasaje de 
grado, 


D) Bienestar estudiantil y becas de estudio y per- 
feccionamiento. 


E) Edificación y equipamiento didáctico. 
F) Integración de tribunales examinadores. 
G) Práctica docente. 


H) Actividades culturales de apoyo a las estricta- 
mente curriculares o que contribuyan al desa- 
rrollo de la educación permanente. 


D Bibliotecas y técnicas de irradiación educacio- 
nal a distancia. 


3) Toda otra circunstancia que afecte la regulari- 
dad o eficacia del proceso enseñanza-aprendi- 
zaje o el cumplimiento de los objetivos consti- 
tucionales y legales del sistema educacional en 
el centro respectivo. 


37) Proponer a la Dirección del instituto, previo diag- 
nóstico, las medidas técnico-docentes que estimen 
útiles o necesarias para el mismo. 
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4”) Designar de entre sus miembros docentes, si lo 
entendieren necesario, un observador para los tri- 
bunales de concursos. 


Art. 4”. - La Dirección de cada instituto de formación 
de docentes podrá formular consultas concretas al Conse- 
jo Asesor y Consultivo respectivo sobre las materias refe- 
ridas en el artículo 3”, en cuyo caso aquél deberá expedir- 
se por escrito; podrá también asistir a sus sesiones, con 
vOZ pero sin voto, : 


Art. 5”. - El Consejo Directivo Central de la Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública reglamentará 
en un plazo de sesenta días a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley: 


A) Las condiciones de asiduidad y demás formalida- 
des requeridas para que los estudiantes puedan 
tener la calidad de electores, 


B) Los plazos y demás formalidades para la presen- 
tación de listas, acto del sufragio, escrutinios y 
proclamación de resultados. 


Art. 6”. - Las convocatorias para la realización de 
elecciones en cada instituto de formación de docentes tas 
realizará el Consejo Directivo Central de la Administra- 
ción Nacional de Educación Pública y se llevarán a cabo 
dentro de los treinta días a contar de la fecha en que 
queden confeccionados los registros de electores respec- 
tivos, 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 20 de noviembre de 1991. 


Juan Adolfo Singer 
Horacio D. Catalurda Presidente 


Secretario”, 
SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 

(Se lee) 

SEÑOR PRESIDENTE. - En discusión general. 

SEÑOR ARANA. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 

SEÑOR ARANA. - Este proyecto fue considerado y resuel- 
to por una amplísima mayoría en la Cámara de Representantes 
-creo que por 56 votos en 57- lo que implica que no ha tenido 
objeciones de ningún tipo, 

Este texto prevé la formación de Consejos Asesores y Con- 
sultivos para tratar diversos aspectos didácticos e iniciativas como 


apoyo a todo lo que significa la formación docente, tanto en la 
capital como en el interior del país, en los distintos ámbitos de la 
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enseñanza pública. En dicho proyecto se expresa que los Conse- 
jos de cada Instituto de formación de docentes de la capital 
estarán integrados por cuatro representantes del cuerpo docente, 
tres por parte de los alumnos y dos delegados de los egresados, 
mientras que en el interior tendrán tres representantes del cuerpo 
docente, dos delegados por los alumnos y uno por los egresados. 


Asimismo, este proyecto de ley cuenta con el apoyo de los 
docentes y de las autoridades. Al respecto, nos han venido a ver 
prestigiosos profesores -algunos de ellos están dirigiendo estos 
institutos actualmente- que entienden que ésta sería una de las 
maneras de impulsar la creatividad y las nuevas ideas en materia 
de la transformación y la superación que eventualmente pueda 
tener la enseñanza en este país, 


Reitero que se trata de una iniciativa que ha tenido el apoyo 
casi unánime de la Cámara de Representantes, por lo que creo 


- que correspondería, a la brevedad posible, darle una sanción en: 


el Senado a fin de que se transforme efectivamente en ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra se 
va a votar en general el proyecto de ley por el que se crean los 
Consejos Asesores y Consultivos de los Institutos Oficiales de 
Formación de Docentes. 


(Se vota:) 

-17 en 18. Afirmativa. 

En discusión particular. 

SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR CASSINA. - Salvo que algún señor senador desee 
hacer uso de la palabra, y habida cuenta de la información pro- 
porcionada por el señor senador Arana y de la que resulta del 
informe de la Comisión respectiva de la Cámara de Represen- 
tantes, formularía moción para que se suprima la lectura de 
todos los artículos en la discusión particular, y el texto del arti- 
culado se vote en bloque. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción del señor 
senador Cassina, en el sentido de que se suprima la lectura de 
todos los artículos y se vote en bloque el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-16 en 13. Afirmativa. 
En consideración. 


(El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO 1*. - Créanse los Consejos Asesores y 
Consultivos de los Institutos Oficiales de Formación de 
_Docentes que se integrarán: 
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A) En cada instituto de formación de docentes de la 
capital con cuatro representantes del cuerpo do- 
cente, el primero de los cuales lo presidirá, tres 
representantes de los alumnos y dos representan- 
tes de los egresados. 


B) En cada instituto de formación de docentes del 
interior con tres representantes del cuerpo docen- 
te, el primero de los cuales lo presidirá, dos repre- 
sentantes de los alumnos y un representante de los 
egresados. 


ARTICULO 2*, - Los representantes a que alude el 
artículo anterior serán electos por los respectivos órdenes 
con las garantías que establecen los numerales 2%) y 3%) 
del artículo 77 de la Constitución de la República, dura- 
rán dos años en sus funciones y para ser reelectos se 
requerirá que hayan transcurrido dos años desde la fecha 
de su cese. 


Los actos y procedimientos electorales serán contro- 
lados por dependencias de la Corte Electoral. 


Los representantes de los docentes y de los estudian- 
tes cesarán al dejar los primeros de pertenecer al cuerpo 
docente del instituto respectivo de la Administración Na- 
cional de Educación Pública y los segundos, cesarán al 
dejar de poseer la calidad de reglamentados o al no haber 
aprobado al menos una asignatura por el lapso de doce 
meses. 


ARTICULO 2". - Sin perjuicio de las facultades deci- 
sorias en todo cuanto concierna a lo técnico-docente y 
administración que poseen las direcciones de los institu- 
tos oficiales de formación de docentes, serán atribuciones 
de los Consejos Asesores y Consultivos, exclusivamente 
en relación al centro docente al que pertenecen: 


1%) Establecer su régimen de funcionamiento en cuanto 
a periodicidad de sesiones, quórum y registro de 


actividades. 


2%) Asesorar por propia iniciativa a la Dirección del 
instituto sobre: 


A) Necesidades presupuestales del instituto. 
B) Aplicación de planes y programas de estudio. 


C) Regímenes de horarios, evaluación y pasaje de 
grado. 


D) Bienestar estudiantil y becas de estudio y per- 
feccionamiento. 


E) Edificación y equipamiento didáctico. 


F) Integración de tribunales examinadores. 
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G) Práctica docente. 


H) Actividades culturales de apoyo a las estricta- 
mente curriculares o que contribuyan al desa- 
rrollo de la educación permanente. 


D Bibliotecas y técnicas de irradiación educacio- 
nal a distancia. 


J) Toda otra circunstancia que afecte la regulari- 
dad o eficacia del proceso enseñanza-aprendi- 
zaje o el cumplimiento de los objetivos consti- 
tucionales y legales del sistema educacional en 
el centro respectivo. 


3”) Proponer a la Dirección del instituto, previo diag- 
nóstico, las medidas técnico-docentes que estimen 
útiles o necesarias para el mismo, 


4”) Designar de entre sus miembros docentes, si lo 
entendieren necesario, un observador para los tri- 
bunales de concursos. 


ARTICULO 4”. - La Dirección de cada instituto de 
formación de docentes podrá formular consultas concre- 
tas al Consejo Asesor y Consultivo respectivo sobre las 
materias referidas en el artículo 3%, en cuyo caso aquél 
deberá expedirse por escrito; podrá también asistir a sus 
sesiones, con VOZ pero sin voto. 


ARTICULO $5”, - El Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación Pública reglamen- 
tará en un plazo de sesenta días a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley: 


A) Las condiciones de asiduidad y demás formalida- 
des requeridas para que los estudiantes puedan 
tener la calidad de electores. 


B) Los plazos y demás formalidades para la presen- 
tación de listas, acto del sufragio, escrutinios y 
proclamación de resultados, 


ARTICULO €”. - Las convocatorias para la realiza- 
ción de elecciones en cada instituto de formación de do- 
centes las realizará el Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación Pública y se lle- 
varán a cabo dentro de los treinta días a contar de la 
fecha en que queden confeccionados los registros de elec- 
tores respectivos”.) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar en bloque el articulado. 


(Se vota:) 


-17 en 18. Afirmativa. 
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Queda sancionado el proyecto de ley que se comunicará al 
Poder Ejecutivo para su promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por ser 
igual al considerado) 


15) MAESTRO OTTO NIEMAN)N. Se designa con este nom- 
bre a la Escuela N* 204 del departamento de Canelones, 
dependiente del Consejo de Educación Primaria (Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública). Proyecto de 
ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar cl asunto que 
figura en 4? lugar del orden del día: “Proyecto de ley por el que 
se designa con el nombre “Maestro Otto Niemann” la Escuela 
N* 204 del departamento de Canelones. (Carp. N* 1337/93 - 

Rep. N* 801/94)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1337/93 
Rep. N* 801/94 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Educación y Cultura 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Educación y Cultura aconseja la 
aprobación del proyecto de ley sancionado por la Cámara 
de Representantes, por el que se designa con el nombre 
de “Maestro Otto Niemann”, a la Escuela N” 204, del 
departamento de Canelones, dependiente del Consejo de 
Educación Primaria (Administración Nacional de Educa- 
ción Pública). 


Asimismo comparte y hace suyos los conceptos for- 
mulados en la exposición de motivos. 


Sala de la Comisión, 27 de abril de 1994. 


Alberto Zumarán (Miembro Informante), Ma- 
ríano Arana, Carlos Bouzas, Tabaré Hacken- 
bruch, Pablo Miltor, Carlos Julio Pereyra, Juan 
Andrés Ramírez. Senadores. 
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La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único. - Desígnase con el nombre “Maestro 
Otto Niemann” a la Escuela N” 204, del departamento de 


Canelones, dependiente del Consejo de Educación Pri- 
maria (Administración Nacional de Educación Pública). 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 24 de noviembre de 1993. 


Luis A. Heber 


Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


La Escuela N” 204, hoy dirigida por la maestra direc- 
tora Walkiria Concepción Carboni, a quien acompaña 
como subdirectora Mirtha Ana Balbiani de Saibene, y 
como encargada de la educación de adultos Alicia Sare- 
do Arrechea, cuenta con unos seiscientos alumnos que 
atiende en dos turnos un equipo de veintiún maestros, en 
un local inaugurado en 1975 que se encuentra ubicado 
sobre la Ruta 3, dentro del perímetro urbano de la locali- 
dad de Progreso. 


La actual comisión de fomento, integrada por los se- 
ñores Héctor De los Santos (presidente), Raquel Hawryltuk 
(secretaria), Walkiria C. Carboni (tesorera), Ramón Vi- 
dal, Heber Quercini, Mario Cipero, Nancy Mainero, Ma- 
rio Cáceres, Roberto Giordano, Waldemar Davery, Laura 
Rivero y Catalina Cáceres (vocales), han ratificado ex- 
presamente la decisión de la comisión de fomento de 
fecha 20 de noviembre de 1991 y anteriormente del cuer- 
po de maestros de fecha 23 de octubre de 1991, en el 
sentido de que se denominara dicho centro educacional 
con el nombre de Otto Niemann. 


La escuela de referencia había sido fundada el 5 de 
julio de 1899 como Escuela Rural N” 11, que funcionó 
en paraje Puente del Colorado, regida por la directora 
María Brunengo de Díaz, En 1906 se trasladó a Progreso 
por falta de alumnado. Años después, con fecha 18 de 
setiembre de 1924, accedió al cargo de director de dicha 
escuela, por concurso de oposición, el maestro Otto Nie- 
mann, permaneciendo en la escuela hasta 1942. 


Allí a partit de 1924 complementó la labor educativa 
creando tareas manuales. Enseñó a cultivar la tierra, prac- 
ticó la avicultura y la apicultura. 


En 1925 la escuela recibió la caracterización oficial 
de “Escuela de Experimentación Libre”. 


Una comisión de fomento local lo apoyó activamen- 
te, proporcionándole los recursos materiales que el inno- 
vador Niemann utilizó con inteligencia. De esa manera la 
comunidad educativa se afianzó en Progreso. Todo el 
pueblo participará de las “excursiones de estudio”, de las 
“fiestas del trabajo”, aparecerán los talleres escolares, el 
teatro infantil y ta cría del gusano de seda. 
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La experiencia motivó la visita de autoridades, maes- 
tros y estudiantes de toda la República. Niemann, enton- 
ces, marcó uno de los caminos de Jas escuelas experi- 
mentales uruguayas. 


El genio del maestro no descansa. Adquirió herra- 
mientas agrícolas y de taller -entre ellas una impresora 
Minerva- que imprimirá el primer periódico escolar ofi- 
cial: “El Hornero” (1931). 


Pero ya antes, el 1” de marzo de 1928, había fundado 
el periódico escolar “La Colmena”, cuya lectura nos dio 
una idea cabal del vuelo pedagógico del insigne maestro. 


Con fecha 19 de julio ppdo., la Dirección, personal y 
comisión de fomento de la Escuela N* 204, planteó for- 
malmente al firmante una petición para que patrocinara 
el proyecto respectivo, haciéndole entrega de un curricu- 
lum vitae que, a los efectos de un mejor conocimiento de 
la Cámara, se adjunta. 


Montevideo, 13 de agosto de 1992, 
Agapo Luis Palomeque. 
Datos biográficos del maestro Otto Niemann 


1888 - - Nace el 24 de diciembre en Barracas al 
Sur -Buenos AÁires- Argentina. 


1902 al 1908  - Obrero tipógrafo en Buenos Aires - Ar- 


gentina. 

1909 - Obrero linotipista en Montevideo. 

1910 - Publica revista “Infancia” (Extensión 
Internacional de ta Escuela Moderna de 
Barcelona). 

- 1914 - Edita revista de los niños en Montevi- 
deo. 

1915 - Obrero linotipista en Montevideo. 

1917 - Estudia Magisterio. 

1918 - Abandona la imprenta y recibe el título 
de maestro. 

1919 - Dirige ensayo pedagógico en la Escue- 
la Agrícola Rural de Flores. 

1922 - Escribe en Anales de Educación Pri- 
maria y trabaja en la Escuela de Varo- 
nes de Las Piedras. 

1923 - Trabaja en la Escuela Nocturna de Ca- 
nelones. 
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1924 - Recibe por concurso de oposición la Di- 
rección de la Escuela Rural N” 11 de 
Progreso - Canelones. 


1925 - Por ley la Escuela Rural N” 11 eleva su 
categoría a Escuela de Experimentación 
Libre de Progreso de la que es director, 


1927 - Participa en la Reunión Internacional 
del Magisterio de América que se reali- 
za en Chile. 


192841942  -Es director del ensayo pedagógico del 
método Decroly, en la Escuela Experi- 
mental de Progreso. 


1933 - Actúa en el Primer Congreso Nacional 
de Maestros en Montevideo. 


1939 - Integra Comisión de Asuntos Pedagó- 
gicos y Culturales de la Federación Uru- 
guaya del Magisterio en Montevideo. 


1942 - Profesor de cursos de temporada de ve- 
rano en Chile. 


- Es miembro fundador de la “Sociedad 
Amigos de la Nueva Educación” 
(SANE) Uruguay. 


- Escribe sobre la función de la escuela 
rural en el Uruguay. 


1943 - Preside el Cuarto Congreso Americano 
del Magisterio en Chile. 


- Participa en el Primer Congreso Inter- 
nacional de Maestros Rurales en el Uru- 


guay. 


- Escribe con el tema “Libertad en la Es- 
cuela” en el periódico “Nueva Era” de 


Quito. 


1944 - Redactor responsable de CUSEA, Con- 
federación Uruguaya de Solidaridad 
a Educadores Americanos”. 


1945 - Integra la Comisión Honoraria de Edi- 
ficación (Uruguay). 
- Articulista en el diario “El Día” de Mon- 
tevideo. 
1946 - Organiza y preside el Quinto Congreso 


Americano de Maestros en México. 


- Fundador de APEL “Asociación para 
la Educación Laica” en Uruguay. 
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1947 


1948 


1949 


1950 


1951 


1952 


1953 


1954 


1955 


1956 
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- Delegado por la Federación Uruguaya 
de Magisterio Federación Uruguaya de 
Magisterio al homenaje que se ofrece 
al insigne maestro argentino Pedro B. 
Franco. 


- Organiza y desarrolla programas radia- 
les de la FUM en Uruguay. 


- Integra el Comité Fundación Amigos 
de los Niños del Campo, Uruguay. 


- Secretario Cultural de la Federación 
Uruguaya de Magisterio. 


- Integrante de la Corporación de Prote- 
sores de Las Piedras. 


- Organiza y desarrolla espacios radiales 
de la Asociación para la Educación La- 
ca. 


- Organiza jornada laica en Uruguay y es 
representante de Federación Uruguaya 
de Magisterio en da primera jornada lai- 
ca. 


- Secretario Coordinador al Seminario In- 
ternacional Americano de Educadores, 
UNESCO Uruguay. 


- Participa en jornadas laicas en Salto - 
Uruguay. 


- Vicepresidente del Comité Ejecutivo del 
Congreso Internacional de Laicismo 
Uruguay. 


- Integrante al “Comité Unificador del 
Magisterio Americano” (COMA), 


- Presidente de CALA “Confederación 
Acción Laica Americana”. 


- Secretario de Relaciones Exteriores de 
la Fedefación Uruguaya de Magisterio. 


- Articulista en “Defensa de la Laicidad 
y la Democracia”. 


- Integra la mesa redonda que estudia la 
reglamentación del artículo 68 de la 
Constitución vigente y es contralor de 
la Educación Privada - Uruguay. 


- Es articulista por la reglamentación del 
artículo 68 de la Constitución. 


1957 - Redactor responsable del Boletín Infor- 
mático de la Asociación para la Educa- 
ción Laica Uruguay. 


- Participa en el Décimo Congreso Ame- 
ricano de Maestros - Uruguay, 


1958 - Es articulista en defensa de la laicidad 
y por la democracia. 


- Fallece el 27 de agosto””. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 

-En discusión general. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 


SEÑOR ZUMARAN. - Formulo moción a los efectos de que 
se suprima la lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se suprime la 
lectura. , 


(Se vota:) 
-l6 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo único. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO UNICO. - Desígnase con el nombre “Maestro 
Otto Niemann' a la Escuela N” 204, del departamento de Cane- 
lones, dependiente del Consejo de Educación Primaria (Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública)”). 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
único del proyecto. 


(Se vota:) 
-15 en 16. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo para su promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por ser 
igual al considerado). ; 
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16) INSPECTOR HENRY RUIZ SARTORIO. Se designa 
con este nombre a la Escuela N” 135 de la ciudad de 
Melo, departamento de Cerro Largo, dependiente del 
Consejo de Educación Primaria (Administración Nacio- 
nal de Educación Pública). Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto que 
figura en 5? lugar del orden del día: “Proyecto de ley por el que 
se designa con el nombre *Inspector Henry Ruiz Sartorio" la 
Escuela N* 135 de la ciudad de Melo, departamento de Cerro 
Largo. (Carp. N” 1359/93 - Rep. N” 802/94)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 1359/93 
Rep. N” 802/94 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Desígnase con el nombre “Inspec- 
tor Henry Ruiz Sartorio” a la Escuela N* 135 de la ciudad 
de Melo, departamento de Cerro Largo, dependiente del 
Consejo de Educación Primaria (Administración Nacio- 
nal de Educación Pública). 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 24 de noviembre de 1993. 


Luis A. Heber 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


Los firmantes representantes nacionales por Cerro Lar- 
go, dan curso a la aspiración del magisterio departamen- 
tal y a los sentimientos de un pueblo agradecido y a sus 
personales convicciones proponiendo el adjunto proyecto 
de ley, por el que se le da el nombre de “Inspector Henry 
Ruiz” a la escuela N” 135 del Barrio Ruiz de la ciudad de 
Melo. 


Henry Ruiz Sartorio nació el 14 de julio de 1935 en 
Cerro Largo, Melo, fue a la escuela primaria, al liceo 
departamental y egresó como maestro del Instituto Nor- 
mal de Melo. 


En 1958 cursa en Venezuela un año de Educación 
Agrícola; en 1961-62 lo hace en extensión agrícola en el 
Instituto Interamericano de Ciencias Agrícolas en San 
Ramón (Canelones). 


En 1968 en el Instituto Magisterial Superior completa 
su formación con el curso de inspector. En 1955-56, es 
maestro director de la Escuela Granja N* 14 Estación 
Vargas. 


De marzo de 1956 a setiembre de 1961 trabajó como 
maestro director de la Escuela Central del Núcleo Expe- 
rimental de la Mina. Posteriormente fue consultor del 
“Proyecto para el Desarrollo de la Educación Rural”, aus- 
piciado por la OEA. 


De 1980 a 1986 actuó en Ecuador como Experto en 
Capacitación de los Recursos Humanos, y en el proyecto 
“Fortalecimiento de la Nuclearización Educativa para el 
Desarrollo Rural” de la UNESCO. 


En 1986 y 1987 integró el Departamento de Educa- 
ción Rural y fue secretario técnico y organizador del Ta- 
ller Nacional sobre “Políticas y Estrategias para el Mejo- 
ramiento de la Educación en el Area Rural”, y redactó el 
informe final de este Taller. 


En 1987 estuvo a su cargo la Consultoría en Guate- 
mala del proyecto de la UNESCO en el área de Investi- 
gación Educativa y Talleres. 


Por concurso de méritos y oposición asume como 
inspector departamental efectivo en Cerro Largo, cargo 
en el que cesa por jubilación. 


Esta cronología constituye la historia personal y pro- 
fesional del maestro, cuyo nombre, queremos para una 


. escuela de Melo, la N” 135 de Barrio Ruiz, zona de la 


ciudad de antigua vinculación familiar como lo indica su 
denominación. 


Su vida se extinguió trágicamente, anonadado su es- 
píritu por la discordancia invencible, en él, entre la preca- 
riedad de las cosas humanas y su concepción solidaria 
del mundo. 


Con los términos de Renán, aunque la poseía, en Henry 
Ruiz Sartorio la sagacidad filosófica era de menor enjun- 
dia que el amor a la verdad, el respeto por la razón y la 
seriedad de la vida. 


Los ensueños y las aspiraciones del educador difícil- 
mente logran encarnar plenamente en la realidad, a ello 
no se resignó Henry Ruiz aniquilado por la propia tortura 
del ideal inalcanzado. 


Queda testimoniado con el nombre proyectado, que 
el alma de Cerro Largo se mantiene abierta a su memo- 
ria, para incrustar en el espíritu del niño como un símbo- 
lo, como salvadora obsesión, el ejemplo de quien demos- 
tró que es necesario evitar la frivolidad, las luchas estéri- 
les, impregnando su vida de virtud, de honrosos desvelos 
y de un estilo tiérno y austero y de perdurable dignidad. 


Montevideo, 7 de julio de 1992. 
Luis Eduardo Mallo, Jorge Coronel Nieto. 
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CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Educación y Cultura 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Educación y Cultura aconseja la 
aprobación del proyecto de ley sancionado por la Cámara 
de Representantes, por el que se designa con el nombre: 
“Inspector Henry Ruiz Sartorio”, a la Escuela N* 135, de 
la ciudad de Melo, departamento de Cerro Largo, depen- 
diente del Consejo de Educación Primaria (Administra- 
ción Nacional de Educación Pública). 


Asimismo comparte y hace suyos los conceptos for- 
mulados en la exposición de motivos. 


Sala de la Comisión, 27 de abril de 1994, 


Pablo Millor (Miembro Informante), Mariano 
Arana, Carlos Bouzas, Tabaré Hackenbruch, 
Carlos Julio Pereyra, Juan Andrés Ramírez, 
Alberto Zumarán. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general el 
proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA,. - Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - No quise hacer uso de la 
palabra anteriormente, porque este proyecto de ley tiene un ex- 
celente informe de sus autores, que fueron dos representantes 
del departamento de Cerro Largo: el doctor Luis Eduardo Mallo 
y el señor Jorge Coronel. Simplemente, deseo agregar que com- 
parto íntegramente todos y cada uno de los conceptos vertidos 
en dicho informe y, por lo tanto, voto con verdadera emoción 
este proyecto, por el cual se designa a una Escuela de mi depar- 
tamento con el nombre “Inspector Henry Ruiz Sartorio”. quien 
fuera un amigo desde mi niñez. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En discusión particular. 


Léase el artículo único. 


CAMARA DE SENADORES 


ES.- 375 


(Se lee:) 


“ARTICULO UNICO. - Desígnase con el nombre “Inspector 
Henry Ruiz Sartorio” a la Escuela N” 135 de la ciudad de Melo, 
departamento de Cerro Largo, dependiente del Consejo de Edu- 
cación Primaria (Administración Nacional de Educación Públi- 
ca)”. 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en t6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo para su promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por ser 
igual al considerado) 


17) REPUBLICA DE VENEZUELA. Se designa con este 
nombre a la Escuela N” 75 de Primer Grado (categoría 
rural) del paraje Arroyo Sauzal, departamento de Rive- 
ra, dependiente del Consejo de Educación Primaria (Ad- 
ministración Nacional de Educación Pública). Proyecto 
de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto que 
figura en sexto término del orden del día: “Proyecto de ley por 
el que se designa con el nombre “República de Venezuela” la 
Escuela N* 75 de ler. Grado, del paraje Arroyo Sauzal, departa- 
mento de Rivera (Carp. N” 1222/93 - Rep. N” 799/94)”, 


(Antecedentes:) 


“Carp. N” 1222/93 
Rep. N* 799/94 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único. - Desígnase con el nombre de “RE- 
PUBLICA DE VENEZUELA” la Escuela N* 75 de ler. 
Grado (Categoría Rural) del paraje Arroyo Sauzal, depar- 
tamento de Rivera, dependiente de la Administración Na- 
cional de Educación Pública (Consejo de Educación Pri- 
maria). 


Dante Irurtia, Walter Riesgo. Senadores. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 

La Escuela N* 75 de ler. Grado, se encuentra ubicada 

en el Barrio Santa Teresa en el paraje Arroyo Sauzal, en 


la 3era. Sección Polictal del departamento de Rivera. 


Fue fundada el 21 de abril de 1950 y cuenta en la 
actualidad con más de 100 alumnos asistidos por 7 maes- 
tros y 1 director. 
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Actualmente no existe en el departamento de Rivera 
ninguna escuela que rinda homenaje con su nombre al 
hermano país de Venezuela. 


Por iniciativa de la Junta Departamental de Rivera el 
día 7 de agosto de 1993 fue instalada una placa recorda- 
toria en la Plaza Internacional que une las ciudades de 
Rivera y Sant' Ana do Livramento como recordatorio del 
ideal integracionista de Simón Bolívar en el 210 aniver- 
sario de su nacimiento. 


Los miembros de la Junta Departamental riverense se 
mostraron motivados por el anheto de integración que 
consagró con su vida Simón Bolívar, muy por encima de 
los aspectos económicos de los Países y referido funda- 
mentalmente a la integración humana de los pueblos. 


Referencia que conjuga la convivencia tradicional) en- 
tre dos poblaciones hermandadas en el tiempo. 


La propuesta de los ediles de Rivera de radicalizar el 
pensamiento bolivariano surge en la concreta instalación 
de la placa a Simón Bolívar. 


Dentro de este marco y también a instancia de la 
población del departamento surge la aspiración de desig- 
nar con el nombre de “REPUBLICA DE VENEZUELA” 
la Escuela N” 75 del paraje Arroyo Sauzal en la 3era. 
Sección Policial del departamento de Rivera. 


Dante Irurtia, Walter Riesgo. Senadores. 
CAMARA DE SENADORES 


Comisión de 
Educación y Cultura 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión compartiendo los conceptos for- 
mulados en la exposición de motivos por los señores 
senadores proponentes aconseja la aprobación del siguien- 
te: 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 


Artículo único. - Desígnase con el nombre de “Re- 
pública de Venezuela” la Escuela N” 75 de ler. Grado 
(Categoría Rural) del paraje Arroyo Sauzal, departamen- 
to de Rivera, dependiente del Consejo de Educación Pri- 
maria (Administración Nacional de Educación Pública). 


Sala de la Comisión, 6 de abril de 1994, 


Pablo Millor (Miembro Informante), Mariano 
Arana, Carlos Bouzas, Tabaré Hackenbruch, 
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Carlos Julio Pereyra, Juan Andrés Ramírez, 
Alberto Zumarán. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 

(Se lee) 

-En discusión general. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-16 en 18, Afirmativa. 

En discusión particular, 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

“ARTICULO UNICO. - Desígnase con el nombre de “Repú- 
blica de Venezuela” la Escuela N” 75 de ler. Grado (Categoría 
Rural) del paraje Arroyo Sauzal, departamento de Rivera, de- 
pendiente de la Administración Nacional de Educación Pública 
(Consejo de Educación Primaria).” 

-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por ser 
igual al considerado) 


18) PRESIDENTE OSCAR D. GESTIDO. Se designan con 
este nombre los Talleres Protegidos para Jóvenes Disca- 
pacitados, que funcionan anexos a la Escuela N” 280 del 
departamento de Montevideo, dependiente del Consejo 
de Educación Primaria (Administración Nacional de 
Educación Pública). Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto que 
figura en séptimo término del orden dei día: “Proyecto de ley 
por el que se designa con el nombre “Presidente Oscar D. Gesti- 
do' los Talleres Protegidos para Jóvenes Discapacitados que fun- 
cionan anexos a la Escuela N” 280 del departamento de Monte- 
video. (Carp. N” 1148/93 - Rep. N” 798/94).” 


(Antecedentes: ) 
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“Carp. N* 1148/93 
Rep. N” 798/94 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Educación y Cultura 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Educación y Cultura aconseja la 
aprobación del proyecto de ley sancionado por la Cámara 
de Representantes, designando con el nombre de “Presi- 
dente Oscar D. Gestido”, a los Talleres Protegidos para 
Jóvenes Discapacitados que funcionan anexos a la Es- 
cuela N” 280, del departamento de Montevideo, depen- 
diente del Consejo de Educación Primaria (Administra- 
ción Nacional de Educación Pública). 


Asimismo comparte y hace suyos los conceptos for- 
mulados en la exposición de motivos, 


Sala de la Comisión 27 de abril de 1994. 


Tabaré Hackenbruch (Miembro Informante), 
Mariano Arana, Carlos Bouzas, Pablo Millor, 
Carlos Julio Pereyra, Juan Andrés Ramírez, 
Alberto Zumarán. Senadores. 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Desígnase con el nombre *“Presi- 

" dente Oscar D. Gestido” a los Talleres Protegidos para 

Jóvenes Discapacitados que funcionan anexos a la Es- 

cuela N” 280 del departamento de Montevideo, depen- 

diente del Consejo de Educación Primaria (Administra- 
ción Nacional de Educación Pública). 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 1? de junio de 1993. 


Luis A. Heber 


Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


En la casa que lleva el N* 2962 de la calle Gabriel 
A. Pereira de la ciudad de Montevideo, funcionan des- 
de hace más de diez años, Talleres Protegidos para 
Jóvenes Discapacitados Intelectuales, como anexo a la 
Escuela N” 280. 
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Esos Talleres son conocidos en el ámbito ciudadano y 
en la propia Administración Nacional de Educación Pú- 
blica, por el nombre “Hogar Gestido” ya que esa residen- 
cia fue propiedad del general (R) Oscar D, Gestido Pose, 
quien vivió muchos años en ella, incluso siendo presi- 
dente de la República, cargo que asumió el 1? de marzo 
de 1967. 


Posteriormente a su fallecimiento, ocurrido el 6 de 
diciembre de 1967, sus familiares iniciaron gestiones para 
que su residencia pasara al ámbito de la Administración 
Nacional de Educación Pública y se instalara un hogar 
transitorio para discapacitados intelectuales -necesidad 
imperiosa que aún no se ha cubierto en nuestro medio- y 
que finalmente se tradujeron en la instalación de los Ta- 
lleres Protegidos. 


Oscar D. Gestido, nacido en Montevideo el 28 de 
noviembre de 1901, hijo de españoles de Pontevedra, fue 
un claro ejemplo de que en Uruguay la educación y el 
esfuerzo son factores determinantes en la movilidad so- 
cial, ya que habiendo nacido en un hogar muy modesto 
-su padre era pescador- llegó a ejercer la máxima magis- 
tratura del país. 


Excelente estudiante durante toda su carrera en la Es- 
cuela Militar de Aviación, continuó destacándose en sus 
actividades profesionales, y fue así que a los veintitrés 
años de edad recibía el brevet de piloto aviador, conti- 
nuando su carrera llegando a ocupar los cargos de direc- 
tor jefe de la Escuela Militar de Aviación y director ge- 
neral de Aeronáutica Militar a inspector general del Ejér- 
cito. Participó en numerosas misiones técnicas, mistones 
en el extranjero y fue agregado aeronáutico de la Emba- 
jada uruguaya en Francia. 


A solicitud del Poder Ejecutivo fue interventor de la 
Compañía Aérea PLUNA y años más tarde de AFE, sien- 
do además nombrado presidente de la Comisión General 
de Ayuda a los Damnificados por las Inundaciones de 
1959. 


Ya en situación de retiro, decidió participar en la acti- 
vidad política, para colaborar en la construcción de ese 
país que soñaba justo, solidario, respetuoso de los dere- 
chos humanos y profundamente ético, cualidades que for- 
maban parte de su propia personalidad y que le llevaron 
a dejar su impronta de hombre recto, austero, honesto y 
de una moralidad intachable en todas las actividades que 
desempeñó. Fue electo consejero nacional de gobierno, 
cargo que asumió por la minoría del Partido Colorado el 
1” de marzo de 1963 y presidente de la República por el 
período 1967-1972, cargo que lamentablemente llegó a 
ejercer sólo nueve meses. 


Consideramos que la trayectoria de vida del general 
Oscar D. Gestido, estuvo marcada por valores fundamen- 
tales, dignos de ser trasmitidos a las jóvenes generacio- 


CS. 37 


378 -C.S. CAMARA DE SENADORES 14 de Junio de 1994 


Escuela N* 92 de lera. Categoría de Carmelo, departamento de 
Colonia. (Carp. N* 981/92 - Rep. N” 797/94).” 


nes como ejemplo; por ese motivo, en un todo de acuer- 
do con la Comisión de Amigos del Taller Protegido, sen- 


timos que, oficializar mediante este proyecto de ley un 
hecho que la propia sociedad ya ha sancionado a través 
de la costumbre, será un acto de estricta justicia. 


Montevideo, 28 de octubre de 1992. 


Alba E. Osores de Lanza.” 
SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 


(Se lee) 

-En discusión general. 

Si no se hace uso de la palabra. se va a votar. 

(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

“ARTICULO UNICO. - Desígnase con el nombre "Presiden- 
te Oscar D. Gestido' a los Talleres Protegidos para Jóvenes 
Discapacitados que funcionan anexos a la Escuela N” 280 del 


departamento de Montevideo, dependiente del Consejo de Edu- 
cación Primaria (Administración Nacional de Educación Públi- 


” 


ca)”. 
-En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por ser 
igual al considerado) 


19) PLACIDO LAGUNA. Se designa con este nombre a la 
Escuela N” 92 de Primera Categoría de la ciudad de 
Carmelo, departamento de Colonia, dependiente del Con- 
sejo de Educación Primaria (Administración Nacional 
de Educación Pública). Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto 
que figura en octavo término del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se designa con el nombre "Plácido Laguna” la 


(Antecedentes:) 


“Carp. N” 981/92 
Rep. N* 797/04 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único. - Desígnase con el nombre de “Pláci- 
do Laguna” la Escuela N” 92 de lera. categoría de Car- 
melo, departamento de Colonia, dependiente de la Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública (Consejo de 
Educación Primaria). 


Pablo Millor, Dante Irurtia, Senadores. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


La Escuela N” 92 de lera. categoría, se encuentra 
ubicada en la intersección de las calles Uruguay e Itu- 
zaingó de la ciudad de Carmelo. Fundada el 7 de marzo 
de 1927 cuenta hoy con 12 salones donde se dictan 
clases a aproximadamente 700 alumnos. 


Plácido Laguna, nació en las proximidades del pue- 
blo de Belén en el año 1809, Hijo del general artiguista 
Julián Laguna y de Clara Martínez de Laguna, se afincó 
junto a su familia en lo que había sido el casco de la 
estancia conocida como “Calera de las Huérfanas”, próxi- 
ma a Carmelo, en el año 1829. 


De relevante inteligencia, es distinguido como uno de 
los jóvenes orientales sobresalientes y en tal carácter ob- 
tiene una beca para cursar estudios en el Colegio San 
Carlos de Buenos Aires (hoy Colegio Nacional), donde 
adquiere importantes conocimientos en ciencias jurídi- 
cas, literarias y filosóficas. 


A lo largo de su vida tuvo destacada actuación ocu- 
pando diversos cargos en organismos públicos: alcalde 
ordinario de Colonia en 1851; diputado por el departa- 
mento de Colonia en 1852; jefe político del departamento 
en 1853 y luego desde 1856 a 1858; ministro de Hacien- 
da durante breve lapso en el gobierno de Bernardo Berro 
en 1862. 


Participó como soldado del brigadier general Manuel 
Oribe en la Guerra Grande y terminada la misma, al ver 
el atraso en que había quedado Carmelo, se dirigió al 
gobierno de la República solicitando una serie de medi- 


* das tendientes al fomento y desarrollo de ese pueblo. En 


efecto, mediante Petición y Memoria del 20 de setiembre 
de 1852, en su calidad de ciudadano natural de la Repú- 
blica y vecino del pueblo de Carmelo solicita: 


“... La creación de una comisión compuesta del pá- 
rroco, del juez y de tres vecinos, que siendo un remedo 
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de las municipalidades, supliese allí a la Junta Económi- 
co Administrativa que reside en la Colonia «cabeza del 
departamento, y cuya comisión bajo la dependencia de 
aquella junta, fuese la encargada de cumplir lo que resol- 
viese ahora y más adelante, así como de proponer mejo- 
ras y adelantos para el pueblo”. 


El Poder Ejecutivo accede a tal petitorio, encomen- 
dándole a la Junta Económico Administrativa de Colonia 
la creación del nuevo organismo de gobierno local, para 
lo cual le indica que tenga en cuenta las normas propues- 
tas por Laguna. Esta “Comisión Auxiliar de la Junta Eco- 
nómico Administrativa” se instala en Carmelo el 22 de 
noviembre de 1852, señalándose por destacados historia- 
dores como la primera Comisión creada en el país. Esta 
forma de gobierno local fue evolucionando sin variar en 
su escencia con los nombres de: Comisiones Auxiliares 
de las Juntas Económico Administrativas, Concejos Auxi- 
liares, Concejos Locales, Juntas Locales, Juntas Locales 
Autónomas. 


Durante su actuación como diputado presentó sus pro- 
yectos de “Reglamento de Pastoreo” é “Igualdad de dere- 
chos del Puerto de Colonia con el de Montevideo”. El 
“Reglamento de Pastoreo” constituyó un valioso antece- 
dente del Código Rural, propuesto veinte años antes de 
redactarse este código y cuando casi ningún país del mun- 
do lo tenía. En tal sentido, cabe señalar que la comisión 
parlamentaria que redactó el Código Rural expresó que 
se había servido, junto a otros valiosos trabajos, del pro- 
yecto que el señor representante D. Plácido Laguna pro- 
puso a la Cámara durante años anteriores. 


Integrante de la sociedad montevideana Población y 
Fomento, promueve la creación en Carmelo de una so- 
ciedad similar, cuyos trabajos dan origen el 4 de julio de 
1853 al simbólico nacimiento de la agricultura, antes siem- 
pre muy escasa y en ese momento desaparecida por la 
guerra. 


Preocupado por el país y anticipado a su tiempo, en 
1856 eleva al Sr. Presidente de la República un valioso 


estudio sobre puertos francos, primer anticipo teórico en 


la materia. 


Profundamente inmerso en la filosofía Artiguista, pro- 
curó llevarla a la práctica a través de sus propuestas en 
un período en que todavía tenía vigencia la leyenda negra 
fomentada por el centralismo porteño en contra de los 
ideales de nuestro prócer. 


Distinguido por su hombría de bien, en 1856 más de 
cuatrocientos vecinos propietarios lo reclamaron como 
jefe político del departamento señalándolo como “hom- 
bre del departamento con honrosos antecedentes, ¡lustra- 
do, que sabe respetar a los ciudadanos; que cuenta ya con 
bien merecido crédito y no ha de faltarle la cooperación 
del vecindario”. 
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Plácido Laguna constituyó su familia en Carmelo ca- 
sándose con Matea González Rodríguez, sobreviviendo 
del matrimonio sólo un hijo, Plácido María, quien será 
para el padre motivo constante de desvelos y esperanzas. 


En el año 1865, sumido en la soledad y la pobreza 
escribe a su familia recordando la casi nula “escuela” que 
ha podido darle a su hijo y pide a la madre le haga copiar 
de libros todos los días hasta que pueda reunírseles y 
continuar las lecciones interrumpidas a causa de la gue- 
rra. Hermosa pero vana esperanza. La “hidropesia” que 
intensamente había comenzado a padecer hace crisis y 
fallece el 17 de octubre de 1865. 


En virtud de lo expuesto entendemos de justicia la 
aprobación del presente proyecto de ley a los efectos de 
designar con el nombre de Plácido Laguna la Escuela N? 
92 de la ciudad de Carmelo. 


Pablo MiHor, Dante Irurtia. Senadores. 
CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Educación y Cultura 
INFORME 

Al Senado: 

Vuestra Comisión compartiendo los conceptos for- 
mulados en la exposición de motivos por los señores 
senadores proponentes aconseja la aprobación del siguien- 
te: 

PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 

Artículo único. - Desígnase con el nombre de “PLA- 
CIDO LAGUNA” la Escuela N” 92 de Ira. Categoría de 
la ciudad de Carmelo, departamento de Colonia, depen- 
diente del Consejo de Educación Primaria (Administra- 
ción Nacional de Educación Pública). 

Sala de la Comisión, 6 de abril de 1994. 

Pablo Millor (Miembro Informante), Mariano 
Arana, Carlos Bouzas, Tabaré Hackenbruch, 
Carlos Julio Pereyra, Juan Andrés Ramírez, 
Alberto Zumarán. Senadores”. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 

(Se lee) 

-En discusión general. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
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-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 


“ARTICULO UNICO. - Desígnase con el nombre de “Pláci- 
do Laguna' la Escuela N” 92 de lera. Categoría de Carmelo, 
departamento de Colonia, dependiente de la Administración Na- 
cional de Educación Pública (Consejo de Educación Primaria)”. 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 17. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por ser 
igual al considerado) 


20) CONVENIO CON LA REPUBLICA DE CHILE PARA 
EVITAR LA DOBLE TRIBUTACION POR LOS IN- 
GRESOS QUE PERCIBEN LAS EMPRESAS DE NA- 
VEGACION AEREA DE AMBOS PAISES. Aproba- 
ción. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto que 
figura en noveno término del orden del día: “Proyecto de ley por 
el que se aprueba el Convenio entre la República Oriental del 
Uruguay y la República de Chile para evitar la doble tributación, 
por los ingresos que perciben las empresas de navegación aérea 
de Uruguay y Chile que operen en ambos países, suscrito en 
Montevideo, el 23 de marzo de 1992. (Carp. N” 1263/93 - Rep. 
N* 790/94)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N' 1263/93 
Rep. N' 790/94 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único. - Apruébase el Convenio entre la 
República Oriental del Uruguay y la República de Chile 
para evitar la doble tributación por los ingresos que per- 
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ciben las empresas de navegación aérea de Uruguay y 
Chile que operen en ambos países, suscrito en Montevi- 
deo, el 23 de marzo de 1992, 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 9 de setiembre de 1993. 


Luis A. Heber 
Martín García Nin Presidente 
Secretario 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Economía y Finanzas 
Ministerio de 
Defensa Nacional E 


Montevideo, 23 de junio de 1992, 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
alto Cuerpo, de conformidad con lo dispuesto en los artí- 
culos 168, numeral 20 y 85, numeral 7 de la Constitución 
de la República, a fin de someter a su consideración el 
Convenio entre la República Oriental del Uruguay y la 
República de Chile para evitar la doble tributación por 
los ingresos que perciben las empresas de navegación 
aérea de Uruguay y Chile que operen en ambos países. 


El Convenio fue suscrito en Montevideo, el 23 de 
marzo de 1992, por los señores ministros de Relaciones 
Exteriores de la República y de la República de Chile, 
Dr. Héctor Gros Espiell y Sr. Enrique Silva Cimma res- 
pectivamente, en presencia de los señores presidentes Dr. 
Luis Alberto Lacalle y don Patricio Aylwin Azócar, en 
oportunidad de la visita oficial que el presidente chileno 
realizara a nuestro país del 21 al 24 de marzo del presen- 
te año. 


El propósito fundamental del Convenio es el de esta- 
blecer las normas que regularán, en base al principio de 
reciprocidad, el pago de los impuestos por parte de las 
empresas de navegación aérea domiciliadas en alguno de 
estos países y que operen en el otro. Así pues, en el 
artículo 1 se establece que las empresas de transporte 
aéreo domiciliadas en Chile que operen en Uruguay, pa- 
garán exclusivamente al gobierno de Chile todo impuesto 
directo que grave la renta o las utilidades y el capital o el 
patrimonio, o que sea complementario o adicional de im- 
puestos que graven la renta o las utilidades y el capital o 
el patrimonio. Esta norma se aplicará igualmente a los 
impuestos patrimoniales que graven a las aeronaves y los 
bienes muebles puestos a su servicio, De igual modo, en 
el artículo II, se establecen las mismas disposiciones para 
las empresas de transporte aéreo domiciliadas en Uru- 
guay que operen en Chile. 
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El artículo 1] indica que el Convenio se aplica a los 
siguientes impuestos: 


a) en la República de Chile, al impuesto sobre la 
renta, contenido en el artículo 1 del decreto-ley N* 824, 
de 1974; 


b) en ta República, al impuesto a las rentas -de la 
industria y comercio (1.R.1.C.), al impuesto a las comisio- 
nes y al impuesto al patrimonio. 


En el mismo artículo se prevé que este Convenio se 
aplicará asimismo a los impuestos de naturaleza análoga 
que se establezcan con posterioridad a la fecha de la 
firma del mismo, y que se añadan a los actuales o los 
sustituyan. 


El artículo IV establece que el Convenio se aplicará 
exclusivamente a los beneficios, ingresos, rentas o utili- 
dades obtenidas dentro del giro propio de las empresas 
aéreas o de sus actividades vinculadas y al capital o patri- 
monio aplicados al mismo giro o actividades. 


El artículo Y define que se entenderán comprendidos 
en él, en cuanto sean titulares de las empresas a que se 
refieren los artículos 1 y II, las personas naturales o físi- 
cas residentes en uno de los Estados Contratantes y las 
sociedades o entidades que se hayan constituido en uno 
de esos Estados y tengan en el mismo su sede de admi- 
nistración efectiva. 


Cuando una persona resulte domiciliada en más de un 
Estado, el caso se resolverá del siguiente modo: 


a) la persona natural o física será considerada domici- 
liada en el Estado Contratante donde tenga una vivienda 
permanente, y si la tiene en más de un Estado, se consi- 
derará domiciliada en el estado en el que mantenga rela- 
ciones más estrechas (centro de intereses vitales); 


b) si no pudiera determinarse el Estado en que dicha 
persona mantiene relaciones más estrechas, o si no tuvie- 
ra vivienda permanente en ninguno, se considerará domi- 
ciliada en el Estado donde reside de manera habitual; 


c) si residiera de manera habitual en más de un Esta- 
do Contratante o no lo hiciera en ninguno de-los Estados 
Contratantes, las autoridades competentes de tos Estados 
Contratantes resolverán el caso de común acuerdo. 


Por su parte el artículo VI establece que las autorida- 
des competentes de ambos Estados podrán realizar con- 
sultas cuando lo estimen conveniente, con el fin de ase- 
gurar la recíproca aplicación y cumplimiento de los prin- 
cipios y disposiciones de este Convenio. Asimismo po- 
drán intercambiar la información que consideren necesa- 
ría para la aplicación del presente Convenio, 
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El artículo VIT define que el Convenio estará sujeto a 
aprobación conforme a las respectivas disposiciones in- 
ternas de los Estados Contratantes y entrará en vigor el 
día que se realice el canje de los instrumentos de ratifica- 
ción; mientras que para los efectos de lo dispuesto en los 
artículos 1, II, III y 1V, el presente Convenio se aplicará a 
partir del primero de enero del año siguiente al de la 
fecha de canje de los instrumentos de ratificación. 


El artículo VIII fija la duración indefinida del Conve- 
nio y el mecanismo de denuncia: con seis meses de ante- 
lación al término del año calendario, y en tal caso el 
Convenio dejará de surtir efecto a partir del 1” de enero 
del año calendario siguiente a aquel en que la denuncia 
haya tenido lugar, y con relación a los impuestos de re- 
tención de la fuente, al mes siguiente, cuando el caso 
proceda, de acuerdo con lo previsto en las disposiciones 
pertinentes en la legislación de cada uno de los Estados 
Contratantes. 


La importancia del presente Convenio se revela tanto 
a través del tema que regula, como por las consecuencias 
que puede tener en la facilitación de las actividades y 
comunicaciones, y por ende del relacionamiento con un 
país tan cercano como Chile. En efecto, la seguridad que 
se ofrecerá a inversionistas y empresas que operen en el 
área de la navegación aérea, favorecerá y estimulará el 
desarrollo de la misma, lo cual propenderá a un mayor 
flujo e intercambio comercial, cultural y turístico entre 
Chile y nuestro país. 


Teniendo en cuenta los beneficios que se estima que 
este Convenio puede aportar, es que el Poder Ejecutivo 
se permite recomendar la aprobación del instrumento in- 
ternacional que se reseña. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDENTE 
DE LA REPUBLICA, Héctor Gros Espiell, Ma- 
ríano Brito, Ignacio de Posadas Montero. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Apruébase el Convenio entre la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y la República de Chile para 
evitar la doble tributación por los ingresos que perciben 
las empresas de navegación aérea de Uruguay y Chile 
que operen en ambos países, suscrito en Montevideo, el 
23 de marzo de 1992. 


Art. 2", - Comuníquese, etc. 


Héctor Gros Espiell, Mariano Brito, Ignacio 
de Posadas Montero. 
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CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL 
GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE CHILE PARA 
EVITAR LA DOBLE TRIBUTACION POR LOS 
INGRESOS QUE PERCIBAN LAS EMPRESAS DE 
NAVEGACION AEREA DE URUGUAY Y CHILE 
QUE OPEREN EN AMBOS PAISES 


El gobierno de la República Oriental del Uruguay y 
el gobierno de la República de Chile, 


Animados del deseo de establecer las normas que re- 
gulen, en base al principio de reciprocidad, el pago de los 
impuestos por parte de las empresas de navegación aérea, 
domiciliadas en alguno de estos países y que operen en el 
otro, han celebrado el siguiente 


CONVENIO 
ARTICULO I 


Las empresas de transporte aéreo domiciliadas en Chile 
que operen en Uruguay, pagarán exclusivamente al go- 
bierno de Chile, todo impuesto directo que grave la renta 
o las utilidades y el capital o el patrimonio, o que sea 
complementario o adicional de impuestos que graven la 
renta o las utilidades y el capital o patrimonio. Esta nor- 
ma se aplicará igualmente a los impuestos patrimoniales 
que graven a las aeronaves y Jos bienes muebles puestos 
a su servicio, 


ARTICULO U 


Las empresas de transporte aéreo domiciliadas en Uru- 
guay que operen en Chile, pagarán exclusivamente al 
gobierno de Uruguay, todo impuesto directo que grave la 
renta o las utilidades y el capital o el patrimonio, o que 
sea complementario o adicional de impuestos que graven 
la renta O las utilidades y el capital o patrimonio. Esta 
norma se aplicará igualmente a los impuestos patrimo- 
niales que graven a las aeronaves y los bienes muebles 
puestos a su servicio. 


ARTICULO IH 


El presente Convenió se aplica a los siguientes im- 
puestos: 


A) En la República de Chile 


- Impuesto sobre la Renta, contenido en el artículo 1 
del decreto-ley N” 824, de 1974, 


B) En la República Oriental del Uruguay 
- Impuesto a las Rentas de la Industria y Comercio. 


- Impuesto a las Comisiones. 


CAMARA DE SENADORES 


- Impuesto al Patrimonio. 


El presente Convenio se aplicará también a los im- 
puestos de naturaleza idéntica o análoga que se establez- 
can con posterioridad a la fecha de la firma del mismo, y 
que se añadan a los actuales o los sustituyan. 


ARTICULO IV 


Este Convenio se aplicará exclusivamente a los bene- 
ficios, ingresos, rentas o utilidades obtenidas dentro del 
giro propio de las empresas aéreas o de sus actividades 
vinculadas y al capital o patrimonio aplicados al mismo 
giro o actividades. 


ARTICULO V 


Para los fines del presente Convenio, se entenderán 
comprendidas en él, en cuanto sean titulares de las em- 
presas a que se refieren los artículos 1 y II, las personas 
naturales o físicas residentes en uno de los Estados Con- 
tratantes y las sociedades o entidades que se hayan cons- 
tituido en uno de esos Estados y tengan en el mismo su 
sede de administración efectiva. 


Para estos efectos, el término “residente de un Estado 
Contratante” comprenderá, cualquier persona que tenga 
su domicilio, residencia o lugar de estadía habitual en 
dicho Estado. 


Cuando en virtud de esta disposición una persona 
resulte domiciliada en más de un Estado, el caso se resol- 
verá según las siguientes reglas: 


a) La persona natural o física será considerada domi- 
ciliada en el Estado Contratante donde tenga una vivien- 
da permanente. Si tuviera una vivienda permanente en 
más de un Estado, se considerará domiciliada en el Esta- 
do en el que mantenga relaciones más estrechas (centro 
de intereses vitales); 


b) Si no pudiera determinarse el Estado en el que 
dicha persona mantiene relaciones más estrechas o si no 
tuviera vivienda permanente en ninguno, se considerará 
domiciliada en el Estado donde reside de manera habi- 
tual; 


c) Si residiera de manera habitual en más de un Esta- 
do Contratante o no lo hiciera en ninguno de los Estados 
Contratantes, las autoridades competentes de los Estados 
Contratantes resolverán el caso de común acuerdo. 


ARTICULO VI 


Las autoridades competentes de ambos Estados po. 
drán realizar consultas cuando lo estimen conveniente, 
con el fin de asegurar la recíproca aplicación y cumpli- 
miento de los principios y disposiciones de este Convenio. 
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Tales consultas tendrán lugar dentro de los sesenta 
(60) días contados a partir de la fecha de la solicitud de 
dicha consulta por la autoridad competente de un Estado 
Contratante a la autoridad competente del otro Estado 
Contratante y a través de los canales diplomáticos. 


Las autoridades competentes de los Estados Contra- 
tantes podrán intercambiar, en cualquier tiempo, la infor- 
mación que consideren necesaria para la aplicación del 
presente Convenio. 


ARTICULO VI 


Este Convenio estará sujeto a aprobación conforme a 
las respectivas disposiciones internas de los Estados Con- 
tratantes y entrará en vigor el día que se realice el canje 
de los instrumentos de ratificación. 


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos pri- 
mero, segundo, tercero y cuarto, el presente Convenio se 
aplicará a partir del primero de enero del año siguiente al 
de la fecha de canje de los instrumentos de ratificación. 


ARTICULO VII 


El presente Convenio tendrá duración indefinida. No 
obstante, cualquiera de los Estados Contratantes podrá 
denunciarlo mediante notificación escrita, a través de los 
canales diplomáticos, con seis meses de antelación al tér- 
mino del año calendario, y en tal caso; el Convenio deja- 
rá de surtir efecto a partir del primero de enero del año 
calendario siguiente a aquel en que la denuncia haya 
tenido lugar, y con relación a los impuestos de retención 
en la fuente, al mes siguiente, cuando el caso proceda, de 
acuerdo con lo previsto en las disposiciones pertinentes 
en la legislación de cada uno de los Estados Contratantes. 


HECHO en la ciudad de Montevideo, a los 23 días 
del mes de marzo del año mil novecientos noventa y dos, 
en dos ejemplares originales igualmente auténticos. 


POR EL GOBIERNO DE LA POR EL GOBIERNO DE LA 
REPUBLICA ORIENTAL REPUBLICA DE CHILE 
DEL URUGUAY 
CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Asuntos Internacionales 
INFORME 


Al Senado: 


La Comisión de Asuntos Internacionales recomienda 
la aprobación del Convenio para evitar la doble tributa- 
ción entre el gobierno de la República Oriental del Uru- 
guay y el gobierno de la República de Chile cuyo infor- 
me se transcribe a continuación: 
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CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL 
GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE CHILE PARA 
EVITAR LA DOBLE TRIBUTACION POR LOS 
INGRESOS QUE PERCIBAN LAS EMPRESAS DE 
NAVEGACION AEREA DE URUGUAY Y CHILE 
QUE OPEREN EN AMBOS PAISES 


El propósito del Convenio es establecer las normas 
que regularán, en base al principio de reciprocidad, el 
pago de los impuestos por parte de las empresas de nave- 
gación aérea domiciliada en uno de estos países y que 
operen en el otro, 


El presente Convenio es importante, no sólo por el 
tema sino también por las consecuencias que puede tener 
en el relacionamiento con Chile, ofreciendo seguridad a 
los inversionistas, favoreciendo y estimulando el desarro- 
llo de la navegación aérea, el flujo comercial y el inter- 
cambio cultural y turístico entre Chile y nuestro país. 


EL ARTICULADO 


El artículo 1! establece que “las empresas de transpor- 
te aéreo domiciliadas en Chile y que operen en Uru- 
guay”, pagarán sólo a Chile los impuestos sobre la renta, 
utilidades, capital o patrimonio, aplicándose esto también 
a los impuestos patrimoniales sobre “las aeronaves y los 
bienes muebles puestos a su servicio”, 


El artículo 2 es igual que el anterior pero para el caso 


de “las empresas de transporte aéreo domiciliadas en Uru- 


guay que operen en Chile”. 


El artículo 3 consagra los impuestos a aplicarse en el 
presente convenio, que son: 


a) “En la República de Chile: - Impuesto sobre la 
renta, artículo 1 del decreto-tey N* 824 de 1974”. 


b) “En la República Oriental del Uruguay: 


- Impuesto a las Rentas de Industria y Comer- 
cio, 

- Impuesto a las Comistones. 

- — Impuesto al Patrimonio”. 


En el mismo artículo se prevé que este Convenio se 
aplicará asimismo a los “impuestos de naturaleza análoga 
que se establezcan con posterioridad a la fecha de la 
firma del mismo, y que se añadan a los actuales o los 
sustituyan”. 


El artículo 4 establece que “el Convenio se aplicará 
exclusivamente a los beneficios, ingresos, rentas o utili- 
dades obtenidas y vinculadas al capital o patrimonio apli- 
cados al mismo giro o-actividades”., 
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El artículo 5 se refiere a que estarán comprendidas 
por el presente Convenio, “las personas naturales o físi- 
cas residentes en uno de los Estados Contratantes, y las 
entidades que se hayan constituido en uno de los dos 
Estados” y tengan su sede de administración efectiva en 
el mismo. Se establece también que el término “residente 
de un Estado Contratante”, se refiere a cualquier persona 
que posea su “domicilio, residencia, o lugar de estadía 
habitual en dicho Estado”. 


Cuando una persona resulte domiciliada en uno de 
los Estados se seguirán las siguientes reglas para estable- 
cer esta disposición: 


a) La persona será considerada domiciliada en el Es- 
tado en donde tenga su residencia permanente, y 
en caso de que dicha residencia sea en más de un 
Estado será considerada ésta en el Estado con el 
que mantenga relaciones más estrechas. 


b) A falta de los requerimientos establecidos en el 
literal a), se considerará domiciliada en el Estado 
en donde reside en forma habitual. 


c) En caso de no tener residencia habitual en ningún 
Estado Contratante o, de lo contrario, en más de 
un Estado Contratante a la vez, las Autoridades 
Competentes de los Estados Contratantes resolve- 
rán el caso de común acuerdo. 


El artículo 6 establece que los Estados podrán reali- 
zar consultas con la finalidad de asegurar la aplicación 
y el cumplimiento del Convenio. Dichas consultas se 
realizarán por canales Diplomáticos y dentro de los 
sesenta (60) días a partir de la fecha de la solicitud de 
consulta hecha por la autoridad competente de un Esta- 
do Contratante, a la autoridad competente del otro, pu- 
diéndose intercambiar entre ellas la información que 
consideren necesaria. 


En el artículo 7 se refiere a la entrada en vigor del 
Convenio y se establece que se hará mediante el canje 
de los instrumentos de ratificación, y el Convenio se 
aplicará “a partir del primero de enero del año siguiente 
al de la fecha de canje.de los instrumentos de ratifica- 
ción”. 


Finalmente en el artículo $ se consagra que el Conve- 
nio tendrá una duración indefinida, pero establece la po- 
sibilidad de denunciarlo por cualquiera de las Partes me- 
diante notificación escrita con seis meses de anticipación 
al fin del año calendario, “y con relación.a los impuestos 
de retención en la fuente, al mes siguiente, cuando el 
caso proceda de acuerdo con to previsto en las disposi- 
ciones pertinentes en la legislación de cada uno de los 
Estados Contratantes”. 
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Esta Comisión entiende que las características de este 
Acuerdo son beneficiosas para nuestro país por lo que 
aconseja su aprobación. 


Sala de la Comisión, 12 de mayo de 1994, 


Américo Ricaldoni (Miembro Informante), Al- 
varo Alonso Tellechea, Hugo Batalla, Juan Car- 
los Blanco, Leopoldo Bruera, Reinaldo Garga- 

no, Julio C. Grenno, Alberto Zumarán. Sena- 
dores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 

(Se lee) 

-En discusión general. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular, 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

“ARTICULO UNICO. - Apruébase el Convenio entre la Re- 
pública Orienta! del Uruguay y la República de Chile para evitar 
la doble tributación por los ingresos que perciben las empresas 


de navegación aérea de Uruguay y Chile que operen en ambos 
países, suscrito en Montevideo, el 23 de marzo de 1992”, 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo para su promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por ser 
igual al considerado) 


21) CONVENCION SOBRE PROHIBICIONES DEL EM- 
PLEO DE ARMAS CONVENCIONALES. Aprobación. 
Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto que 
figura en décimo término del orden del día: “Proyecto de ley por 
el que se aprueba la Convención sobre Prohibiciones o Restric- 
ciones del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que Pue- 
dan Considerarse Excesivamente Nocivas o de Efecto Indiscri- 
minado. (Carp. N” 1259/93 - Rep. N” 809/94)”. 
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(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1259/93 
Rep. N* 809/94 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy. ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único. - Apruébase la Convención sobre Pro- 
hibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas 
Convencionales que Puedan Considerarse Excesivamen- 
te Nocivas o de Efecto Indiscriminado, concluida en Gi- 
nebra el 10 de octubre de 1980. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 9 de setiembre de 1993. 


Luis A. Heber 
Martín García Nin Presidente 
Secretario 
PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 


Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 
Ministerio de 
Defensa Nacional 
Ministerio de 
Salud Pública 


Montevideo, 1* de junio de 1993. 
Señor presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la 
Asamblea General para solicitarle la autorización consti- 
tucionalmente requerida para la adhesión a la Conven- 
ción sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de 
Ciertas Armas Convencionales que Puedan Considerarse 
Excesivamente Nocivas o de Efecto Indiscriminado (en 
adelante, “Convención sobre Armas Inhumanas”), con- 
cluida en Ginebra el 10 de octubre de 1980, y a sus 
Protocolos anexos. 


Esta convención, en vigencia desde el 2 de diciembre 
de 1983, forma parte de la rama especializada del Dere- 
cho Internacional, que es el Derecho Humanitario, y vie- 
ne a complementar el régimen normativo consuetudina- 
rio y convencional, aplicable a la conducción de dos con- 
flictos armados. 


El texto fue negociado y adoptado en la Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre Prohibiciones o Restriccio- 
nes del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que 
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Pueden Considerarse Excesivamente Nocivas o de Efec- 
tos Indiscriminados, convocada por la Asamblea General 
de la Organización, a pedido del Comité Interguberna- 
mental de la Cruz Roja, tras una serie de reuniones a 
nivel de expertos y representantes gubernamentales, cuyo 
punto de partida podría situarse en la XXII Conferencia 
Internacional de la Cruz Roja celebrada en Teherán en el 
año 1973 y la primera serie de sesiones, en 1974, de la 
Conferencia Diplomática sobre Reafirmación y Desarro- 
llo det Derecho Humanitario Aplicable en los Conflictos 
Armados. 


La convocatoria de la conferencia se formalizó du- 
rante el Trigésimo Segundo Período de Sesiones de la 
Asamblea General, por resolución 32/152 de 19 de di- 


“ciembre de 1977, recogiendo la recomendación que la 


Conferencia Diplomática de referencia formulara por su 
resolución 22 (1V) de 7 de junto de 1977, 


El mandato otorgado por la Asamblea General fue el 
de llegar a la conclusión de acuerdos relativos a este tipo 
de armas convencionales, que tuvieran en cuenta consi- 
deraciones de índole humanitaria y militar, así como es- 
tablecer un sistema para el examen periódico de la cues- 
tión. La Asamblea General, en sus resoluciones 32/152 y 
33770, puntualizó que los trabajos debían basarse en las 
esferas de interés común ya identificadas, incluir nuevas, 
y procurar el acuerdo más amplio posible, Para coadyu- 
var a esto último, lanzó un llamamiento a todos los Esta- 
dos a fin de que contribuyeran al examen de determina- 
das categorías de armas, y los invitó a participar, en for- 
ma activa, a nivel militar, jurídico y médico. 


En su Trigésimo Quinto Período de Sesiones, la Asam- 
blea General, por resolución 35/153 del 12 de diciembre 
de 1980, celebró la “conclusión feliz de la conferencia” 
y, con miras a lograr la adhesión numérica más amplia 
posible a los instrumentos por ella adoptados, recomendó 
a todos los Estados: a) la Convención proptamente dicha; 
b) el Protocolo 1 sobre Fragmentos No Localizables; c) el 
Protocolo II sobre Prohibiciones o Restricciones del Em- 
pleo de Minas, Armas Trampas y Otros Artefactos; y d) 
el Protocolo II sobre Prohibiciones o Restricciones del 
Empleo de Armas Incendiarias. 


Desde un punto de vista format, la Convención cons- 
tituye un tratado-marco general, abierto a todos los Esta- 
dos (Arts. 1,3 y 8 (2a.)). 


Presenta la particularidad de que su parte dispositiva 
sólo se refiere a cuestiones de procedimiento, que siguen 
los lineamientos propios a los instrumentos internaciona- 
les multilaterales, vinculadas a la aceptación y aplicación 
del texto. 


El objeto y fin de la convención, su ratio legis y la 
enunciación de las obligaciones ratione materiae, reciben 
expresión en el preámbulo y en los tres anexos. 
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Los, hasta el momento, cuatro instrumentos que esta- 
blecen el régimen para la utilización de ciertas armas, 
conforman una unidad y como tal deben ser interpreta- 
dos, según el artículo 31 de la Convención de Viena 
sobre el Derecho de los Tratados: del 23 de mayo de 
1969. 


La Convención, en aplicación de su artículo 3, quedó 
abierta a la firma de todos los Estados durante un período 
de doce meses a partir del 1() de abril de 1981, 49 de los 
Estados Parte hicieron uso de esta opción. 


A partir del 10 de abril de 1982, el consentimiento de 
los Estados en obligarse se manifiesta a través de alguno 
de los siguientes procedimientos: ratificación, aceptación, 


aprobación o adhesión (Art. 4). La Convención de Viena * 


de 1969 (Art. 14 (2)) otorga a los términos “aceptación” 


y “aprobación” una equivalencia total con el de “ratifica- 


ción”. El artículo 15 establece, en forma indirecta, una 
distinción entre estos actos jurídicos y la adhesión, de la 
que surge que los tres primeros son de aplicación para los 
Estados que participaron en cl proceso de elaboración y/ 
O autenticación del texto, que no hubieran hecho uso de 
la opción de suscribirlo durante el período señalado a 
esos efectos. La adhesión. en cambio, opera para los Es- 
tados que pretenden incorporarse 4 un régimen preexis- 
tente, a cuya elaboración no concurrieron. 


La Convención sobre Armas Inhumanas recoge esta 
interpretación en el numeral 1 de su artículo 4. El nume- 
ral 3, por su parte, confiere a los Estados la opción de 
obligarse por cualquiera de los Protocolos anexos, Ello 
no obstante, se requiere el consentimiento en obligarse 
por, al menos, dos de esos protocolos. 


Además de estas modalidades tradicionales, existe un 
procedimiento especial para obligarse, aplicable a los con- 
flictos armados -incluidas Jas guerras de liberación nacio- 
nal- según el cual, el contendiente que no sea parte de la 
Convención o que no esté obligado por los mismos Pro- 
tocolos que su adversario o, en su caso, un movimiento 
de liberación nacional. pueden obligarse por la duración 
del conflicto, aceptando y aplicando los instrumentos per- 
tinentes. 


La Convención y sus tres Protocolos anexos entraron 
en vigor el 2 de diciembre de 1983, al notificarse al 
depositario la vigésima manifestación del consentimiento 
en obligarse por sus disposiciones (Art. 5). Desde esa 
fecha, la Convención y los Protocolos que sean acepta- 
dos, ratificados, aprobados o a los que adhiera un Estado, 
entrarán en vigor para éste a los seis meses contados a 
partir del depósito dei instrumento correspondiente. El 
depositario, por su parte, deberá informar a todos los 
Estados sobre estos actos jurídicos. 


Para la determinación de su ámbito espacial, temporal 
y material de aplicación, la Convención se remite: 1) a lo 
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dispuesto por el artículo 2 común a los Convenios de 
Ginebra de 1949, Conforme a ello, la Convención sobre 
Armas Inhumanas tendrá aplicación en caso de guerra 
declarada o de cualquier conflicto armado entre las Par- 
tes contratantes, aun cuando el estado de guerra no haya 
sido reconocido por alguna de ellas. También se aplicará 
en los casos de ocupación, total o parcial, del territorio de 
una Parte, aun si no encontrara resistencia militar; y 2) al 
artículo 1 (4) del Protocolo Adicional Y a los Convenios 
de Ginebra, por lo que también será de aplicación en los 
“conflictos armados en que los pueblos luchan contra la 
dominación colonial y la ocupación extranjera y contra 
los regímenes racistas, en el ejercicio del derecho de los 
pueblos a la libre determinación, consagrado en la Carta 
de las Naciones Unidas y en la declaración sobre princi- 
pios de Derecho Internacional referentes a las relaciones 
de amistad y a la cooperación entre los Estados de con- 
formidad con la Carta de las Naciones Unidas”. 


En resumen, las partes estarán obligadas por las dis- 
posiciones de la Convención en todos los casos de uso de 
la fuerza en los que se vieran involucradas, ya sea que 
éste tenga lugar en aplicación o en contravención de los 
artículos 2 (4) y 42 a 51 de la Carta. 


La Convención establece un mecanismo complejo para 
su enmienda y revisión (Art. 3 (1 y 2), que requiere de la 
aquiescencia de 18 Partes contratantes para convocar a 
una conferencia que examine las propuestas presentadas, 
y de 20 para la entrada en vigor de los textos modifica- 
dos. 


El numeral 3, por su parte, entrará en juego una vez 
transcurridos diez años de la entrada en vigor de la Con- 
vención, es decir, a partir del 2 de diciembre de 1993, 
teniendo presente que no hubo convocatorias conforme a 
los numerales 1 y 2. En esta hipótesis, la convocatoria la 
efectúa el depositario, a pedido de cualquier Parte, con el 
objeto de examinar el funcionamiento y el ámbito de 
aplicación de la Convención, así como cualquier pro- 
puesta de enmienda. La adopción de enmiendas se ajus- 
tará al régimen previsto para la entrada en vigor de la 
Convención original. La conferencia podrá, también, con- 
siderar propuestas de Protocolos adicionales sobre otras 
categorías de armas convencionales no comprendidas por 
tos instrumentos existentes. 


La Convención prevé un mecanismo de denuncia que 
se extiende también a los Protocolos anexos por los que 
estuviera obligada la Parte denunciante. La denuncia sur- 
tirá efectos un año después de ser recibida la notificación 
por el depositario. No obstante, la desvinculación no se 
hará efectiva para la Parte denunciante que se encontrare 
en alguna de las situaciones previstas en el artículo 1 
hasta la finalización del conflicto armado o de la ocupa- 
ción. En todo caso, la Convención y los Protocolos de los 
que fuera parte, continuarán aplicándose para ella hasta 
la conclusión de las operaciones de liberación definitiva, 
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repatriación o reasentamiento de personas protegidas y, 
en su caso, hasta la terminación de las funciones de las 
eventuales misiones o fuerzas de las Naciones Unidas. 


Las restantes disposiciones, relativas al depositario y 
a la autenticidad de los textos, siguen los lineamientos 
comunes a los instrumentos multilaterales, 


Finalmente, es de destacar que las Partes se compro- 
meten a la más amplia difusión posible de la Convención 
y sus Protocolos (Art. 6) en sus respectivos países. 


Como se. expresara supra, los compromisos relativos 
a la prohibición y restricciones del empleo del tipo de 
armas Objeto de la Convención son enunciados exclusi- 
vamente en sus Protocolos anexos. 


Al igual que en otros instrumentos internacionales 
que procuran establecer normas de conducta aplicables 
en los casos de conflictos armados, la característica más 
saliente de esta Convención es la búsqueda de un com- 
promiso aceptable entre las necesidades de orden militar 
de los Estados y las exigencias de índole humanitaria 
para la preservación de la vida humana. 


En términos de Realpolitik, sólo será posible llegar a 
la aceptación de una prohibición o limitación del empleo 
de ciertas armas cuando ellas no signifiquen una dismi- 
nución de la capacidad bélica que los Estados estimen 
necesaria para la salvaguardia de su seguridad. 


En este sentido, la Convención recoge principios ge- 
nerales que ya fueron incluidos en el Protocolo Adicional 
Í de 1977 (Art. 35 (1)) del cual la República es Parte y 
que fue aprobado por ley N” 15.764 del 13 de setiembre 
de 1985, como el de la protección de las personas civiles 
contra los efectos de las hostilidades, el de que las partes 
en un conflicto armado no tienen un derecho ilimitado 
para elegir métodos y medios de guerra y el de que la 
utilidad militar no justifica su empleo si éste no se ajusta 
a los principios generales de derecho. 


A su vez, estos principios obligan a la adopción de 
determinadas reglas para, entre otras cosas, asegurar la 
distinción entre combatientes y personas civiles, la prohi- 
bición de dirigir ataques contra poblaciones o personas 
civiles, la prohibición de causar daños superfluos y la 
prohibición de la perfidia. 


Así, el Protocolo 1 prohíbe, sin admitir excepciones, 
el empleo de armas cuyo principal efecto sea el de pro- 
vocar lesiones mediante fragmentos indetectables por los 
rayos X en el cuerpo humano. Según los expertos, este 
tipo de armas no es fabricado masivamente y no forma 
parte de los arsenales modernos. Tampoco hay indicios 
que permitan presumir su utilización en el futuro. Posi- 
blemente sea a causa de esto que, por el momento, todos 
los Estados parte de la Convención lo sean también del 
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Protocolo l, que estaría así legislando para una situación 
que no existe. Esta particularidad, lejos de suponer la 
creación de una norma superflua, está en realidad ejer- 
ciendo una función preventiva de precaver una eventual 
producción de este tipo de armas. 


El Protocolo 11 instrumenta la aplicación, a ciertas 
armas específicas, de las normas generales sobre la pro- 
tección de las víctimas de los conflictos armados interna- 
cionales, estipuladas en el Protocolo I de 1977. 


En términos generales, éste codifica la práctica de los 
Estados en lo referente a la protección del personal mili- 
tar y de la población civil. La introducción de los con- 
ceptos de “empleo indiscriminado” y de “plan previo”, 
por su parte, puede constituir el punto de partida para un 
desarrollo progresivo del derecho aplicable a la materia. 


El ámbito material de aplicación del Protocolo II se 
define en su artículo 1 que to refiere al empleo -en tierra- 
de minas, armas trampa y otros artefactos (identificados 
en el artículo 2), incluidas las minas sembradas para im- 
pedir el acceso a playas y cruce de vías acuáticas o de 
ríos. Queda excluida de su ámbito de aplicación la utiti- 
zación de minas antibuques en el mar o en aguas interiores, 


Se establece una prohibición absoluta en cuanto al 
empleo de armas trampa concebidas para ocasionar da- 
ños superfluos o sufrimientos innecesarios (Art. 6 (2); 
así como las utilizadas de manera que pongan en peligro 
la protección debida a los heridos, enfermos, muertos, 
niños, bienes indispensables para la supervivencia de la 
población civil, bienes culturales y objetos religiosos (Art. 
6 (1b)); y las que tengan forma de objeto portátil inofen- 
sivo y estén especialmente concebidas para detonar. 


También es absoluta la prohibición del empleo de 
minas, armas trampa y artefactos que funcionen a control 
remoto o en forma automática mediante acción retarda- 
da, contra la población civil como tal o contra personas 
civiles. 


Se prohíbe, asimismo, el empleo indiscriminado de 
estas armas. No obstante, según la redacción del artículo 
3, quedaría permitido su emplazamiento en un objetivo 
militar o dirigido contra un objetivo militar: 1) cuando se 
empleen métodos y medios de lanzamiento de una preci- 
sión tal que asegure que las armas detonen contra un 
objetivo militar determinado; y 2) cuando no haya razo- 
nes para prever que causaría incidentalmente pérdidas de 
vidas, heridas a personas civiles y/o daños a bienes de 
carácter civil, excesivos en relación con la ventaja militar 
concreta y directa prevista. 


La definición de “empleo indiscriminado” recoge la 
del artículo 51, numerales 4 y 5 del Protocolo 1 de 1977, 
adecuándola a la guerra de minas. Esta definición podría, 
eventualmente, servir como base para llegar a una califi- 
cación de ¡legalidad con respecto a la guerra de minas 
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dado que, por la propia naturaleza de estas armas, que 
detonan al contacto o ante la proximidad de objetos o 
personas indiscriminadas, es difícil argumentar que están 
dirigidas “contra” algo. 


El principio de la proporcionalidad, a su vez, inspira 
las “medidas de precaución” descriptas en el numeral 4 
del artículo 3 y que son un resumen de las contenidas en 
el Capítulo IV del Protocolo 1 de 1977, Ambos instru- 
mentos definen la viabilidad (esto es, su aceptación y 
aplicación efectiva) de una precaución como aquella que 
sea factible o posible en la práctica. habida cuenta de 
todas las circunstancias, humanitarias y militares, del caso 
específico. 


Tanto las medidas de precaución, como la discrimina- 
ción del empleo de este tipo de armas, sólo podrían ser 
controlables en caso de su colocación manual, en zona 
generalmente de combate y bajo supervisión de las fuer- 
zas que las colocan. Pero aun así los riesgos para las 
personas civiles son grandes porque, si bien los jefes 
militares tienen interés en registrar el emplazamiento de 
este tipo de armas como forma de proteger a Sus tropas, 
el rápido desplazamiento de las zonas de combate torna 
muchas veces imposible su neutralización, 


Por otra parte, el desarrollo de las minas de fragmen- 
tación o lanzadas a distancia ha cambiado sustancialmen- 
te la conducción de la guerra de minas. Con los avances 
técnicos, las minas pueden ser lanzadas por piezas de 
artillería o aeronaves y colocarse detrás de las líneas ene- 
migas, con la consiguiente inexactitud de emplazamien- 
to, la escasa posibilidad de control por parte del jefe 
militar y el aumento de riesgo para los civiles. 


Así, además de quedar prohibido el empleo de armas 
trampa y minas que no sean lanzadas a distancia, en 
zonas pobladas (salvo que sean colocadas en o cerca de 
objetivos militares bajo control enemigo o que sean seña- 
lizadas para protección de la población civil), se prohíbe 
también su lanzamiento a distancia contra objetivos no 
militares, salvo que se pudiera registrar con precisión su 
emplazamiento o que estén provistas de un mecanismo 
eficaz de neutralización (Arts. 4 y 5). 


Asimismo, queda prohibido el empleo de armas tram- 
pa diseñadas y manufacturadas para tener apariencia in- 
ofensiva. No se prohíbe, sin embargo, la utilización de un 
objeto portátil ya existente pero su empleo en instalacio- 
nes civiles caería dentro de la interdicción de ataques 
indiscriminados a que se refiere el artículo 3. 


El artículo 7 establece la obligación de llevar un 
registro del emplazamiento de minas y zonas de empleo 
-en gran escala- de armas trampa, que se efectúen con 
arreglo a un plan previo; así como de todos los demás 
que hayan colocado o sembrado con independencia de 
dicho plan. Los detalles técnicos para el registro se con- 
signan en un anexo al Protocolo II, 


CAMARA DE SENADORES 


Finalmente, el Protocolo prevé la protección de las 
fuerzas y misiones de las Naciones Unidas que desempe- 
ñen funciones en cualquier zona vinculada al conflicto 
(Art. 8) y dispone la cooperación entre las partes involu- 
cradas en un conflicto, para el retiro o la desactivación de 
las minas y/o armas trampa emplazadas durante el curso 
de las hostilidades (Art. 9). 


El Protocolo III se refiere a las prohibiciones o res- 
tricciones del empleo de armas incendiarias, entendiendo 
por tales aquellas concebidas “primordialmente para in- 
cendiar objetos o causar quemaduras a las personas me- 
diante la acción de las llamas, del calor o de una combi- 
nación de ambos, producidos por reacción química de 
una sustancia que alcanza el blanco”. Se excluye expre- 
samente a las municiones que puedan tener efectos in- 
cendiarios fortuitos o incidentales, así como a las conce- 
bidas para combinar efectos de penetración, explosión o 
fragmentación, con un efecto incendiario adicional. 


El Protocolo establece la prohibición absoluta de em- 
plear armas incendiarias para atacar a poblaciones, perso- 
nas O bienes civiles, así corno contra objetivos militares 
ubicados dentro de una concentración de civiles. En este 
último caso, si el ataque fuera terrestre, podría ser admi- 
sible siempre que el objetivo militar estuviera claramente 
separado o que se hubieran tomado todas las precaucio- 
nes posibles para que la población y los bienes civiles no 
sufran sus efectos. 


Al igual que el Protocolo II, el Protocolo TI reitera 
conceptos recogidos por el de 1977, adaptándolos al tipo 
de armas sobre el que versa. Es así que, con la prohibi- 
ción de dirigir ataques contra objetivos no militares, rei- 
tera la contenida en el artículo 52 (2) del Protocolo 1 de 
1977 y que la prohibición genérica de los ataques indis- 
criminados Art. 51 (4 y 5) queda implícita en el Protoco- 
lo TIT, agregándose a la norma especial del Art. 2 (3). 


El desarrollo progresivo registrado por el régimen apli- 
cable a la conducción de los conflictos armados, con 
armas convencionales, ha recibido expresión a través de 
un gran tríptico de convenios de alcance general, com- 
puesto por los de Ginebra de 1949 y sus Protocolos adi- 
cionales, por la Convención sobre la Prohibición del De- 
sarrollo, Producción, Depósito, Empleo y Destrucción de 
Armas Químicas de París de 1993 y por la Convención 
objeto de este mensaje. 


La República, siguiendo su tradición pacifista y juri- 
dicista, ha adherido a eilas con la doble finalidad, de 
imponerse un estricto código de conducta para casos de 
conflicto armado, y de contribuir a la universalización de 
su ámbito de aplicación. 


Reiterando conceptos vertidos por el Poder Ejecutivo 
en oportunidad de solicitar la aprobación de ese Cuerpo 
Legislativo para los Protocolos adicionales a los Conve- 
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nios de Ginebra de 1949, se señala que la aceptación, por 
parte de la comunidad internacional, de instrumentos in- 
ternacionales de esta naturaleza, constituiría un importan- 
te apoyo a la labor que realiza el Comité Internacional de 
la Cruz Roja en aras de aliviar la suerte de las víctimas de 
los conflictos armados. : 


En virtud de lo expuesto, y considerando que la adhe- 
sión a la Convención sobre Armas Inhumanas vendría a 
seafirmar el prestigio internacional de la República, el 
Poder Ejecutivo solicita la correspondiente autorización 
para proceder al depósito del instrumento de adhestón, de 
conformidad con el artículo 4 de la Convención, 


El Poder Ejecutivo reitera al señor presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDENTE DE 
LA REPUBLICA, Sergio Abreu, Juan Andrés 
Ramírez, Guillermo García Costa, Mariano 
Brito. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Apruébese la Convención sobre Prohi- 
biciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas 
Convencionales que Puedan Considerarse Excesivamen- 
te Nocivas o de Efecto Indiscriminado, concluida en Gi- 
nebra el 10 de octubre de 1980; 


Art. 2”. - Comuníquese, etc. 


Sergio Abreu, Guillermo García Costa, Juan 
Andrés Ramírez, Mariano Brito. : 


CONVENCION SOBRE PROHIBICIONES O 
RESTRICCIONES DEL EMPLEO 
DE CIERTAS ARMAS CONVENCIONALES QUE 
PUEDAN CONSIDERARSE 
EXCESIVAMENTE NOCIVAS O DE EFECTOS 
INDISCRIMINADOS 


Las Altas Partes Contratantes, 


Recordando que, de conformidad con la Carta de las 
Naciones Unidas, todo Estado tiene el deber, en sus rela- 
ciones internacionales, de abstenerse de recurrir a la ame- 
naza o al uso de la fuerza contra la soberanía, la integri- 
dad territorial o la independencia política de cualquier 
Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los 
Propósitos de las Naciones Unidas, 


Recordando además el principio general de la pro- 
tección de la población civil contra los efectos de las 
hostilidades, 


Basándose en el principio de derecho internacional 
según el cual el derecho de las partes en un conflicto 
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armado a elegir los métodos o medios de hacer la guerra 
no es ilimitado, y en el principio que prohíbe el empleo, 
en los conflictos armados, de armas, proyectiles, materia- 
les y métodos de hacer la guerra de naturaleza tal que 
causen daños superfluos o sufrimientos innecesarios, 


Recordando además que está prohibido el empleo 
de métodos o medios de hacer la guerra que hayan sido 
concebidos para causar, o de los que quepa prever que 
causen daños extensos, duraderos y graves al medio am- 
biente natural, 


Confirmando su decisión de que, en los casos no 
previstos en la presente Convención, en sus Protocolos 
anexos O en otros acuerdos internacionales, la población 
civil y los combatientes permanecerán, en todo momen- 
to, bajo la protección y la autoridad de los principios de 
derecho internacional derivados de la costumbre, de los 
principios de humanidad y de los dictados de la concien- 
cia pública, 


Deseando contribuir a la distensión internacional, a 
la terminación de la carrera de armamentos y a la instau- 
ración de la confianza entre los Estados y, por consi- 
guiente, a la realización de la aspiración de todos los 
pueblos a vivir en paz, 


Reconociendo la importancia de hacer todo lo posi- 
ble para contribuir al logro de progresos conducentes al 
desarme general y completo bajo un control internacional 
estricto y eficaz, 


Reafirmando da necesidad de continuar la codifica- 
ción y el desarrollo progresivo de las normas de derecho 
internacional aplicables en los conflictos armados, 


Deseando prohibir o restringir aun más el empleo de 
ciertas armas convencionales y convencidos de que los 
resultados positivos que se logren en esta esfera podrán 
facilitar las conversaciones más importantes sobre desar- 
me destinadas a poner fin a la producción, el almacena- 
miento y la proliferación de tales armas convencionales, 


Poniendo de relieve la conveniencia de que todos los 
Estados se hagan partes en la presente Convención y sus 
Protocolos anexos, en particular los Estados militarmente 
importantes, 


Teniendo presente que la Asamblea General de las 
Naciones Unidas y la Comisión de Desarme de las Na- 
ciones Unidas pueden decidir examinar la cuestión de 
una posible ampliación del alcance de las prohibiciones y 
las restricciones contenidas en la presente Convención y 
sus Protocolos anexos, 


Teniendo presente que el Comité de Desarme puede 
decidir considerar la cuestión de adoptar nuevas medidas 
para prohibir o restringir el empleo de ciertas armas con- 
vencionales, 
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Han convenido en lo siguiente: 
Artículo 1 
Ambito de aplicación 


La presente Convención y sus Protocolos anexos se 
aplicarán a las situaciones a que se hace referencia en el 
artículo 2 común a los Convenios de Ginebra del 12 de 
agosto de 1949 relativos a la protección de las víctimas 
de la guerra, incluida cualquiera de tas situaciones descri- 
tas en el párrafo 4 del artículo 1 del Protocolo I adicional 
alos Convenios. 


Artículo 2 
Relaciones con otros acuerdos internacionales 


Ninguna disposición de la presente Convención ni de 
sus Protocolos anexos se interpretará de forma que me- 
noscabe otras obligaciones impuestas a las Altas Partes 
Contratantes por el derecho internacional humanitario apli- 
cable en los conflictos armados. 


Artículo 3 
Firma 


La presente Convención estará abierta a la firma de 
todos los Estados en la Sede de las Naciones Unidas, en 
Nueva York, durante un período de 12 meses a partir del 
10 de abril de 1981. 


Artículo 4 
Ratificación, aceptación, aprobación o adhesión 


1. La presente Convención estará sujeta a la ratifica- 
ción, aceptación o aprobación de los signatarios. 
Cualquier Estado que no haya firmado la presente 
Convención podrá adherirse a ella. 


2. Los instrumentos de ratificación, aceptación, apro- 
bación o adhesión serán depositados en poder del 
Depositario. 


3. La manifestación del consentimiento en obligar- 
se por cualquiera de los Protocolos anexos a la 
presente Convención será facultativa para cada 
Estado, a condición de que en el momento del 
depósito de su instrumento de ratificación, acep- 
tación o aprobación de la presente Convención 
o de adhesión a ella, ese Estado notifique al 
Depositario su consentimiento en obligarse por 
dos o más de esos Protocolos. 


4, En cualquier momento después del depósito de su 
instrumento de ratificación, aceptación o aproba- 
ción de la presente Convención o de adhesión a 
ella, un Estado podrá notificar al Depositario su 
consentimiento en obligarse por cualquier Proto- 
colo anexo por el que no esté ya obligado. 


5, Cualquier Protocolo por el que una Alta Parte Con- 
tratante esté obligada será para ella parte integran- 
te de la presente Convención. 


Artículo 5 
Entrada en vigor 


l. La presente Convención entrará en vigor seis me- 
ses después de la fecha de depósito del vigésimo 
instrumento de ratificación, aceptación, aprobación 
o adhesión. á 


2. Para cualquier Estado que deposite su instrumento 
de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión 
después de la fecha de depósito del vigésimo ins- 
trumento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión, la presente Convención entrará en vigor 
seis meses después de la fecha de depósito del 
correspondiente instrumento por ese Estado. 


3. Cada uno de los Protocolos anexos a la presente 
Convención entrará en vigor seis meses después 
de la fecha en que 20 Estados hubieren notificado 
al Depositario su consentimiento en obligarse por 

, él, de conformidad con los párrafos 3 ó 4 del 
artículo 4 de la presente Convención. 


4. Para cualquier Estado que notifique su consenti- 
miento en obligarse por un Protocolo anexo a la 
presente Convención después de la fecha en que 
20 Estados hubieren notificado su consentimiento 
en obligarse por él, el Protocolo entrará en vigor 
seis meses después de la fecha en que ese Estado 
haya notificado al Depositario su consentimiento 
en obligarse por dicho Protocolo. 


Artículo 6 
Difusión 


Las Altas Partes Contratantes se comprometen a dar 
la difusión más amplia posible en sus países respectivos, 
tanto en tiempo de paz como en período de conflicto 
armado, a la presente Convención y a sus Protocolos 
anexos por los que estén obligadas y, en particular, a 
incorporar el estudio de ellos en los programas de ins- 
trucción militar, de modo que estos instrurnmentos sean 
conocidos por sus fuerzas armadas. 
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Artículo 7 


Relaciones convencionales a partir de la entrada 
en vigor 
de la presente Convención 


1. Cuando una de las partes en un conflicto no esté 
obligada por un Protocolo anexo, las partes obli- 
gadas por la presente Convención y por ese Proto- 
colo anexo seguirán obligadas por ellos en sus 
relaciones mutuas. 


. Cualquier Alta Parte Contratante estará obligada 
por la presente Convención y por cualquiera de 
sus Protocolos anexos por el que ese Estado se 
haya obligado, en cualquier situación de las pre- 
vistas en el artículo 1 y con relación a cualquier 
Estado que no sea parte en la presente Conven- 
ción o que no esté obligado por el Protocolo de 
que se trate, si este último Estado acepta y aplica 
la presente Convención o el Protocolo anexo per- 
tinente y así to notifica al Depositario. 


. El Depositario informará inmediatamente a las Al- 
tas Partes Contratantes interesadas de las notifica- 
ciones recibidas en virtud del párrafo 2 del pre- 
sente artículo. E 


. La presente Convención y los Protocolos anexos 
por los que una Alta Parte Contratante esté obli- 
gada se aplicarán respecto de un conflicto armado 
contra esa Alta Parte Contratante, del tipo men- 
cionado en el párrafo 4 del artículo 1 del Protoco- 
lo Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 
de agosto de 1949 para la protección de las vícti- 
mas de la guerra: 


a) Cuando la Alta Parte Contratante sea también 
Parte en el Protocolo Adicional I y una autori- 
dad como la mencionada en el párrafo 3 del 
artículo 96 de ese Protocolo se haya compro- 
metido a aplicar los Convenios de Ginebra y 
el Protocolo 1 de conformidad con el párrafo 3 
del artículo 96 del mencionado Protocolo, y se 
comprometa a aplicar la presente Convención 
y los pertinentes Protocolos con relación a ese 
conflicto; o 


b) Cuando la Alta Parte Contratante no sea parte 
en el Protocolo Adicional 1 y una autoridad 


del tipo mencionado en el apartado a) supra . 


acepte y aplique las obligaciones establecidas 
en los Convenios de Ginebra y en la presente 
Convención y en los Protocolos anexos perti- 
nentes con relación a ese conflicto. Tal acepta- 
ción y aplicación surtirán los efectos siguien- 
tes con relación a tal conflicto: 
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1) los Convenios de Ginebra y la presente 
Convención y sus pertinentes Protocolos 
anexos entrarán en vigor respecto de las 
partes en el conflicto con efecto inme- 
diato; 


1) la mencionada autoridad asumirá los mis- 
mos derechos y las mismas obligaciones 
que una Alta Parte Contratante en los 
Convenios de Ginebra, en la presente 
Convención y en sus pertinentes Proto- 
colos anexos; y 


iii) dos Convenios de Ginebra, la presente 
Convención y sus pertinentes Protocolos 
anexos obligarán por igual a todas las 
partes en el conflicto. 


La Alta Parte Contratante y la autoridad también po- 
drán convenir en aceptar y aplicar las obligaciones esta- 
blecidas en el Protocolo Adicional I a los Convenios de 
Ginebra sobre una base recíproca. 


Artículo 8 
Examen y enmiendas 


1. a) En cualquier momento después de la entrada en 
vigor de la presente Convención, cualquier Alta 
Parte Contratante podrá proponer enmiendas a la 
presente Convención o a cualquier Protocolo anexo 
por el que ese Estado esté obligado. Toda pro- 
puesta de enmienda será comunicada al Deposita- 
rio, quien la notificará a todas Jas Altas Partes 
Contratantes y recabará su opinión sobre la con- 
veniencia de convocar una conferencia para con- 
siderar la propuesta. Si una mayoría, que no debe- 
rá ser menor de 18 de las Altas Partes Contratan- 
tes, conviniere en ello, el Depositario convocará 
sin demora una conferencia, a la que se invitará a 
todas las Altas Partes Contratantes. Los Estados 
no partes en la presente Convención serán invita- 
dos a la conferencia en calidad de observadores. 


b) Esa conferencia podrá aprobar enmiendas que se 
adoptarán y entrarán en vigor de la misma forma 
que la presente Convención y dos Protocolos 
anexos, si bien las enmiendas a la Convención 
sólo podrán ser adoptadas por las Altas Partes Con- 
tratantes y las enmiendas a un determinado Proto- 
colo anexo sólo podrán ser adoptadas por las Al- 
tas Partes Contratantes que estén obligadas por 
ese Protocolo. 


2. a) En cualquier momento después de la entrada en 
vigor de la presente Convención, cualquier Alta 
Parte Contratante podrá proponer protocolos adi- 
cionales sobre otras categorías de armas conven- 
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cionales no comprendidas en los Protocolos exis- 
tentes. Toda propuesta de protocolo adicional será 
comunicada al Depositario, quien la notificará a 
todas tas Altas Partes Contratantes de conformi- 
dad con el apartado | a) del presente artículo. Si 
una mayoría, que no deberá ser menor de 18 de 
las Altas Partes Contratantes, conviniere en ello, 
el Depositario convocará sin demora una confe- 
rencia, a la que se invitará a todos los Estados. 


b) Esa conferencia podrá, con la participación plena 


de todos los Estados representados en ella, apro- 
bar protocolos adicionales, que se adoptarán de la 
misma forma que la presente Convención, se 
anexarán a ella y entrarán en vigor de conformi- 
dad con los párrafos 3 y 4 del artículo $ de la 
presente Convención. 


a) Si, al cabo de un período de 10 años después de la 


entrada en vigor de la presente Convención no se 
hubiere convocado una conferencia de conformt- 
dad con' los apartados | a) o 2 a) del presente 
artículo, cualquier Alta Parte Contratante podrá 
pedir al Depositario que convoque una conferen- 


cia, a la que se invitará a todas las Altas Partes - 


Contratantes con objeto de examinar el ámbito y 
el funcionamiento de la presente Convención y de 
sus Protocolos anexos y de considerar cualquier 
propuesta de enmiendas a la Convención o a los 
Protocolos anexos existentes. Los Estados no par- 
tes en la Convención serán invitados a la confe- 
rencia en calidad de observadores. La conferencia 
podrá aprobar enmiendas que se adoptarán y en- 
trarán en vigor de conformidad con el apartado 1 
b) supra. 


b) Esa conferencia podrá asimismo considerar cual- 


quier propuesta de protocolos adicionales sobre 
otras categorías de armas convencionales no com- 
prendidas en los Protocolos anexos existentes. 
Todos los Estados representados en la conferen- 
cia podrán participar plenamente en la conside- 
ración de tales propuestas. Cualquier protocolo 
adicional será adoptado de la misma forma que 
la presente Convención, se anexará a ella y en- 
trará en vigor de conformidad con los párrafos 3 
y 4 del artículo 5. j 


c) Esa conferencia podrá considerar si deben adop- 


tarse disposiciones respecto de la convocación de 
otra conferencia a petición de cualquier Alta Parte 
Contratante si, al cabo de un período similar al 
mencionado en el apartado 3 a) del presente ar- 
tículo, no se ha convocado una conferencia de 
conformidad con los apartados 1 a) o 2 a) del 
presente artículo. 
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Artículo 9 
Denuncia 


Cualquier Alta Parte Contratante podrá denunciar 
la presente Convención o cualquiera de sus Proto- 
colos anexos, notificándolo así al Depositario. 


Cualquier denuncia de esta índole sólo surtirá efec- 
to un año después de la recepción de la notifica- 
ción por el Depositario. No obstante, si al expirar 
ese plazo la Alta Parte Contratante denunciante se 
halla en una de las situaciones previstas en el 
artículo 1, esa Parte continuará obligada por la 
presente Convención y dos Protocolos anexos per- 
tinentes hasta el fin del conflicto armado o de la 
ocupación y, en cualquier caso, hasta la termina- 
ción de las operaciones de liberación definitiva, 
repatriación o reasentamiento de las personas pro- 
tegidas por las normas de derecho internacional 
aplicable en los conflictos armados; y, en el caso 
de cualquier Protocolo anexo que contenga dispo- 
siciones relativas a situaciones en las que fuerzas 
o misiones de las Naciones Unidas desempeñen 
funciones de mantenimiento de la paz, observa- 
ción u otras similares en la zona de que se trate, 
hasta la terminación de tales funciones. 


Cualquier denuncia de la presente Convención se 
considerará que se extiende a todos los Protocolos 
anexos por los que la Alta Parte Contratante esté 
obligada. 


Cualquier denuncia sólo surtirá efecto respecto de 
la Alta Parte Contratante que la formule. 


Ninguna denuncia afectará las obligaciones ya con- 
traídas por tal Alta Parte Contratante denunciante, 
como consecuencia de un conflicto armado y en 
virtud de la presente Convención y de sus Proto- 
colos anexos, en relación con cualquier acto co- 
metido antes de que su denuncia resulte efectiva. 


Artículo 10 

Depositario 
El secretario general de las Nactones Unidas será 
el Depositario de la presente Convención y de sus 


Protocolos anexos. 


Además de sus funciones habituales, el Deposita- 
rio informará a todos los Estados acerca de: 


a) las firmas de la presente Convención, confor- 
me al artículo 3; 
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b) el depósito de los instrumentos de ratificación. 
aceptación o aprobación de la presente Con- 
vención o de adhesión a ella, conforme al 
artículo 4; 


e) las notificaciones del consentimiento en obli- 
garse por los Protocolos anexos, conforme al 
artículo 4; 


d) las fechas de entrada en vigor de la presente 
Convención y de cada uno de sus Protocolos 
anexos, conforme al artículo 5; y 


e) las notificaciones de denuncia recibidas con- 
forme al artículo 9, y las fechas en que éstas 
comiencen a surtir efecto, 


Artículo 11 
Textos auténticos 


El original de la presente Convención con los Proto- 
colos anexos, cuyos textos en árabe, chino, español, fran- 
cés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será deposi- 
tado en poder del Depositario, el cual transmitirá coptas 
certificadas conformes del mismo a todos los Estados. 


PROTOCOLO SOBRE FRAGMENTOS NO 
LOCALIZABLES 


(PROTOCOLO 1) 


Se prohíbe emplear cualquier arma cuyo efecto prin- 
cipal sea lesionar mediante fragmentos que no puedan 
localizarse por rayos X en el cuerpo humano. 


PROTOCOLO SOBRE PROHIBICIONES O 
RESTRICCIONES DEL EMPLEO DE MINAS, 
ARMAS TRAMPA Y OTROS ARTEFACTOS 
(PROTOCOLO ID 
Artículo 1 


Ambito material de aplicación 


El presente Protocolo se refiere al empleo en tierra de 
las minas, armas trampa y otros artefactos definidos en 
él, incluidas las minas sembradas para impedir el acceso 
a playas, el cruce de vías acuáticas o el cruce de ríos, 
pero no se aplica al empleo de minas antibuques en el 
mar o en vías acuáticas interiores. 


Artículo 2 
Definiciones 


A los efectos del presente Protocolo: 
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Se entiende por “mina” toda munición colocada 
debajo, sobre o cerca de la superficie del terreno u 
otra superficie cualquiera y concebida para deto- 
nar o explotar por la presencia, la proximidad o el 
contacto de una persona o de un vehículo, y se 
entiende por “mina lanzada a distancia” toda mina, 
tal como ha sido definida previamente, lanzada 
por artillería, cohetes, morteros u otros medios 
similares, así como las arrojadas desde aeronaves. 


Se entiende por “arma trampa” todo artefacto o 
material concebido, construido O adaptado para 
matar o herir y que funcione inesperadamente 
cuando una persona toque un objeto aparentemen- 
te inofensivo o se aproxime a él, o realice un acto 
que aparentemente no entrañe riesgo alguno. 


Se entiende por “otros artefactos” las municiones 
y artefactos colocados manualmente que estén con- 
cebidos para matar, herir o causar daños y que 
funcionen por control remoto o en forma automá- 
tica mediante acción retardada. 


Se entiende por “objetivo militar”, en lo que res- 
pecta a los bienes, aquellos que por su naturaleza, 
ubicación, finalidad o utilización contribuyan efi- 
cazmente a la acción militar o cuya destrucción 
total o parcial, captura o neutralización ofrezca en 
las circunstancias del caso una ventaja militar de- 
finida. 


Se entiende por “bienes de carácter civil” todos 
los bienes que no son objetivos militares tal como 
están definidos en el párrafo 4. 


. El “registro” es una operación de carácter mate- 
8 


rial, administrativo y técnico cuyo objeto es. re- 
unir, a los efectos de su inclusión en registros 
oficiales, toda la información de que se disponga 
y que facilite la localización de campos de minas, 
minas y armas trampa. 


Artículo 3 


Restricciones generales del empleo de minas, 
armas trampa y otros artefactos 


. El presente artículo se aplica: 


a) alas minas; 
b) alas armas trampa; y 


c) aotros artefactos. 


. Queda prohibido en todas las circunstancias em- 


plear las armas a las que se aplica el presente 
artículo, sea como medio de ataque, como medio 
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de defensa o a título de represalia, contra la pobla- 
ción civil como tal o contra personas civiles. 


Queda prohibido el empleo indiscriminado de las 
armas a las que se aplica el presente artículo. Se 
entiende por “empleo indiscriminado” cualquier 
emplazamiento de estas armas: 


a) que no sea un objetivo militar ni esté dirigido 
contra un objetivo militar; o 


b) en que se emplee un método o medio de lan- 
zamiento que no pueda ser dirigido contra un 
objetivo militar determinado; o 


c) que haya razones para prever que causará inci- 
dentalmente pérdidas de vidas de personas ci- 
viles, heridas a personas civiles, daños a bie- 
nes de carácter civil o una combinación de 
ellos, que serían excesivos en relación con la 
ventaja militar concreta y directa prevista. 


Se tomarán todas las precauciones viables para 
proteger a las personas civiles de los efectos de 
las armas a las que se aplica el presente artículo. 
Se entiende por “precauciones viables” aquellas 
que son factibles o posibles en la práctica, habida 
cuenta de todas las circunstancias del caso, inclu- 
so consideraciones humanitarias y militares. 


Artículo 4 


Restricciones del empleo de minas que no sean 


lanzadas a distancia, armas trampa y otros artefactos 


L 


en zonas pobladas 
El presente artículo se aplica: 
a) alas minas que no sean lanzadas a distancia; 
b) alas armas trampa; y 
c) aotros artefactos. 


Queda prohibido el empleo de las armas a que se 
refiere el presente artículo en ciudades, pueblos, 
aldeas u otras zonas en las que exista una concen- 
tración similar de personas civiles y donde no se 
estén librando combates entre fuerzas terrestres, O 
donde dichos combates no parezcan inminentes, a 
menos que: 


a) sean colocadas en objetivos militares que per- 
tenezcah a una parte adversa o estén bajo su 
control, o en las inmediaciones de dichos ob- 
jetivos; O 


b) se tomen medidas para proteger a la población 
civil de los efectos de dichos artefactos, por 
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ejemplo, instalando señales de peligro, colo- 
cando centinelas, formulando advertencias o 
instalando cercas. 


Artículo 5 


Restricciones del empleo de minas lanzadas a 
distancia 


Queda prohibido el empleo de minas lanzadas a 
distancia, a menos que sólo se empleen dentro de 
una zona que sea en sí un objetivo militar o que 
contenga objetivos militares, y a menos que: 


a) se pueda registrar con precisión su emplaza- 
miento de conformidad con el apartado a) del 
párrafo 1 del artículo 7; o 


b) en cada una de esas minas exista un mecanis- 
mo neutralizador eficaz, es decir, un mecanis- 
mo de funcionamiento automático destinado a 
desactivar la mina o a causar su autodestruc- 
ción-cuando se prevea que ya no responde a 
los fines militares para los que fue colocada, o 
un mecanismo controlado a distancia destina- 
do a desactivar la mina o a causar su autodes- 
trucción cuando ya no responda a los fines 
militares para los que fue colocada. 


A menos que las circunstancias no lo permitan, se 
formulará una advertencia previa y eficaz de todo 
lanzamiento o siembra de minas a distancia que 
pueda afectar a la población civil. 


Artículo 6 


Prohibición del empleo de determinadas armas 
trampa 


Sin perjuicio de las normas de derecho internacio- 
nal aplicables en los conflictos armados con res- 
pecto a la traición y la perfidia, se prohíbe en 
todas las circunstancias el empleo de: 


a) toda arma trampa que tenga forma de objeto 
portátil aparentemente inofensivo, que esté es- 
pecíficamente concebido y construido para con- 
tener material explosivo y detonar cuando al- 
guien lo toque, lo manipule o se aproxime a 
él; o 


b) armas trampa que estén de alguna forma uni- 
das o guarden relación con: 


1) señales, signos o emblemas protectores re- 
conocidos internacionalmente; 


11) personas enfermas, heridas o muertas; 
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iii) sepulturas, crematorios o cementerios; 


iv) instalaciones, equipos, suministros O trans- 
portes sanitarios; 


v) juguetes u otros objetos portátiles o pro- 
ductos destinados especialmente a la ali- 
mentación, la salud, la higiene, el vestido 
o la educación de los niños; 


vi) alimentos o bebidas; 

vii) utensilios o aparatos de cocina, excepto 
en establecimientos militares, locales mi- 
litares o almacenes militares; 

viii) objetos de carácter claramente religioso; 

ix) monumentos históricos, obras de arte o 
lugares de culto que constituyan el patri- 
monio cultural o espiritual de los pue- 


blos; 


x) animales vivos o muertos. 


2. Queda prohibido en todas las circunstancias el em- 


pleo de cualquier arma trampa concebida para oca- 
sionar daños superfluos o sufrimientos innecesa- 
nos. 


Artículo 7 


Registro y publicación del emplazamiento de 
campos de minas, minas y armas trampa 


. Las partes en un conflicto llevarán un registro del 
emplazamiento: 


a) de todos los campos de minas que hayan sem- 
brado con arreglo a un plan previo; y 


b) de todas las zonas en que hayan empleado ar- 
mas trampa en gran escala y con arreglo a un 
plan previo. 


Las partes se esforzarán para asegurar que quede 
registrado el emplazamiento de todos los demás 
campos de minas, minas y armas trampa que ha- 
yan sembrado o colocado. - 


. Todos estos registros serán conservados por las 
. partes, quienes deberán: ...: 


a) inmediatamente después del cese de las hosti- 
lidades-activas: 


1) adoptar todas las medidas necesarias y 
adecuadas, comprendida la utilización de 
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esos registros, para proteger a la pobla- 
ción ctvil de los efectos de los campos 
de minas, minas y armas trampa; y 


1) en los casos en que las fuerzas de ningu- 
na de las partes se hallen en el territorio 
de una parte adversa, poner a disposi- 
ción de cada parte adversa y del secreta- 
rio general de las Naciones Unidas toda 
la información que tengan en su poder 
sobre el emplazamiento de los campos 
de minas, minas y armas trampa en el 
territorio de la parte adversa; o 


tii) una vez que se haya producido la retira- 
da completa de las fuerzas de las partes 
del territorio de la parte adversa, poner a 
disposición de esa parte adversa y del 
secretario general de las Naciones Uni- 
das toda la información que tengan en su 
poder sobre el emplazamiento de los cam- 
pos de minas, minas y armas trampa en 
el territorio de tal parte adversa; 


b) cuando una fuerza o misión de las Naciones 
Unidas desempeñe funciones en cualquier zona, 
poner a disposición de la autoridad menciona- 
da en el artículo 8 la información que dicho 
artículo requiere; 


c) siempre que sea posible, disponer de común 
acuerdo la difusión de información sobre el 
emplazamiento de los campos de minas, mi- 
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nas y armas trampa, especialmente en los acuer- , 


dos que rijan la cesación de las hostilidades. 
Artículo 8 


Protección de las fuerzas y misiones de las 
Naciones Unidas contra los efectos de campos de 
minas, minas y armas trampa 


Cuando una fuerza o misión de las Naciones Uni- 
das desempeñe funciones de mantenimiento de la 
paz, observación o funciones similares en cual- 
quier zona, cada parte en el conflicto deberá, si se 
lo solicita el jefe de la fuerza o misión de las 
Naciones Unidas en esa zona, y en la medida de 
sus posibilidades: 


a) retirar o desactivar todas las minas o armas 
trampa de esa Zona; 


b) adoptar las medidas que sean necesarias para 
proteger a la fuerza o misión de los efectos de 
los campos de minas, minas y armas trampa 
durante el desempeño de sus funciones; y 
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c) poner a disposición del jefe de la fuerza o mi- 
sión de las Naciones Unidas en esa zona toda 
la información que tenga en su poder acerca 
del emplazamiento de los campos de minas, 
minas y armas trampa en esa zona. 


2. Cuando una misión de las Naciones Unidas de 
determinación de hechos desempeñe funciones en 
una zona, todas las partes en el conflicto de que se 
trate le proporcionarán protección. En el caso de 
que el tamaño de esa misión les impida hacerlo en 
forma adecuada, pondrán a disposición del jefe de 
la misión la información que tengan en su poder 
acerca del emplazamiento de los campos de mi- 
has, minas y armas trampa en esa zona. 


Artículo 9 


Cooperación internacional en el retiro de campos 
de minas, minas y armas trampa 


Después del cese de las hostilidades activas, las partes 
se esforzarán por llegar a un acuerdo entre ellas y, cuan- 
do proceda, con otros Estados y con organizaciones in- 
ternacionales acerca del suministro de la información y la 
asistencia técnica y material, incluyendo, en las circuns- 
tancias adecuadas, las operaciones conjuntas necesarias 
para retirar o desactivar de otra manera los campos de 
minas, minas y armas trampa emplazados durante el con- 
flicto. 


Anexo técnico al Protocolo sobre Prohibiciones o Res- 
tricciones del Empleo de Minas, Armas Trampa y Otros 
Artefactos (Protocolo II) 


Directrices sobre el registro 


Cuando, conforme al Protocolo, surja una obligación 
de registro del emplazamiento de campos de minas, mi- 
nas y armas trampa, se deberán tener en cuenta las si- 
guientes directrices: 


1. Con respecto a los campos de minas sembrados 
con arreglo a un plan previo y al empleo en gran 
escala, y también con arreglo a un plan previo, de 
armas trampa: 


a) deben confeccionarse mapas, diagramas u otros 
registros de modo que en ellos se indique la 
extensión del campo de minas o de la zona en 
que se han colocado armas trampa; y 


b) el emplazamiento del campo de minas, o de la 
zona en que se han colocado armas trampa, 
debe especificarse en relación con las coorde- 
nadas de'un punto único de referencia, así como 
con las dimensiones estimadas de la zona que 
contiene minas y armas trampa en relación con 
ese único punto de referencia. 


2. Por lo que respecta a otros campos de minas, mi- 
nas y armas trampa sembradas o colocadas: 


En la medida de lo posible, la información pertinente 
especificada en el párrafo 1 supra debe quedar registrada 
con objeto de que se puedan identificar las zonas que 
contienen campos de minas, minas y armas trampa. 


PROTOCOLO SOBRE PROHIBICIONES O 
RESTRICCIONES DEL EMPLEO DE ARMAS 
INCENDIARIAS 


(PROTOCOLO UD 
Artículo 1 
Definiciones 
A los efectos del presente Protocolo: 


l. Se entiende por “arma incendiaria” toda arma o 
munición concebida primordialmente para incen- 
diar objetos o causar quemaduras a las personas 
mediante la acción de las llamas, del calor o de 
una combinación de ambos, producidos por reac- 
ción química de una sustancia que alcanza el blan- 
co. 


a) Las armas incendiarias pueden consistir, por 
ejemplo, en lanzallamas “fougasses”, proyec- 
tiles explosivos, cohetes, granadas, minas, bom- 
bas y otros contenedores de sustancias incen- 
diarias. 


b) Las armas incendiarias no incluyen: 


i) las municiones que puedan tener. efectos 
incendiarios incidentales, tales como mu- 
niciones iluminantes, trazadoras, produc- 
toras de humo o sistemas de señalamiento; 


11) las municiones concebidas para combinar 
efectos de penetración, explosión o frag- 
mentación con un efecto incendiario adi- 
cional, tales como los proyectiles perfo- 
rantes de blindaje, los proyectiles explo- 
sivos de fragmentación, las bombas ex- 
plosivas y otras municiones análogas de 
efectos combinados, en las que el efecto 
incendiario no esté especificamente con- 
cebido para causar quemaduras a las per- 
sonas, sino a ser utilizado contra objeti- 
vos militares tales como vehículos blin- 
dados, aeronaves e instalaciones o servicios. 


2. Se entiende por “concentración de personas civi- 
les” cualquier concentración de personas civiles, 
sea de carácter permanente o temporal, tales como 
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las que existen en las partes habitadas de las ciu- 
dades, los pueblos o las aldeas habitadas, o como 
en los campamentos o las columnas de refugiados 
o evacuados, o los grupos de nómadas. 


3., Se entiende por “objetivo militar”, en lo que res- 
pecta a los bienes, aquellos que por su naturaleza, 
ubicación, finalidad o utilización contribuyan efi- 
cazmente a la acción militar o cuya destrucción 
total o parcial, captura o neutralización ofrezca en 
las circunstancias del caso una ventaja militar de- 
finida. 


4. Se entiende por “bienes de carácter civil” todos 
los bienes que no son objetivos militares tal como 
están definidos en el párrafo 3. 


5. Se entiende por “precauciones viables” aquellas 
que son factibles o posibles en la práctica, habida 
cuenta de todas las circunstancias dei caso, inclu- 
so las consideraciones humanitarias y militares. 


Artículo 2 


Protección de las personas civiles y los bienes de 
carácter civil 


t. Queda prohibido en todas las circunstancias ata- 
car con armas incendiarias a la población civil 
como tal, a personas civiles o a bienes de carácter 
civil. 


2. Queda prohibido en todas las circunstancias ata- 
car con armas incendiarias lanzadas desde el aire 
cualquier objetivo militar ubicado dentro de una 
concentración de personas civiles. 


3. Queda asimismo prohibido atacar con armas in- 
cendiarias que no sean lanzadas desde el aire cual- 
quier objetivo militar ubicado dentro de una con- 
centración de personas civiles, salvo cuando ese 
objetivo militar esté claramente separado de la con- 
centración de personas civiles y se hayan adopta- 
do todas las precauciones viables para limitar los 
efectos incendiarios al objetivo militar y para evi- 
tar, y en cualquier caso reducir al mínimo, la muer- 
te incidental de personas civiles, las lesiones a 
personas civiles y los daños a bienes de carácter 
civil, 


4. Queda prohibido atacar con armas incendiarias los 
bosques u otros tipos de cubierta vegetal, salvo 
cuando esos elementos naturales se utilicen para 
cubrir, ocultar o camuflar a combatientes u otros 
objetivos militares, o sean en sí mismos objetivos 
militares. 


I hereby certify that the foregoing text is a true copy 
of the Convention on prohibitions or restrictions on the 
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use of certain conventional weapons which may be dee- 
med to be excessively injurious or to have indiscriminate 
effects, concluded at Geneva on 10 October 1980, the 
original of which is deposited with the Secretary-General 
of the United Nations. 


For the Secretary-General: 
The Legal Counsel 


United Nations, New York, 14 May 1981 


Je certifie que le texte qui précede est une copie con- 
forme de la Convention sur l'interdiction ou la limitation 
de l'emploi de certaines armes classigues qui peuvent 
étre considérées comme produisant des effets traumati- 
ques excessifs ou comme frappant sans discrimination, 
conclue á Genéve le 10 octobre 1980, dont l' original se 
trouve déposé aupres du Secrétaire général de 
Organisation des Nations Unies. 


Por la Secrétaire général: 
Le Conseiller juridique 


Organisation des Nations Unies, New York, le 14 mai 
1981 


INFORME 
Al Senado: 


CONVENCION SOBRE PROHIBICIONES O 
RESTRICCIONES DEL EMPLEO DE CIERTAS 
ARMAS CONVENCIONALES QUE PUEDAN 
CONSIDERARSE EXCESIVAMENTE NOCIVAS 
O DE EFECTOS INDISCRIMINADOS 


PLAN: 


1. Análisis de la Convención. 


2. Protocolo sobre fragmentos no localizables (Pro- 
tocolo 1). 


3. Protocolo sobre prohibiciones del empleo de mi- 
nas, armas trampa y otros artefactos (Protocolo I). 


4. Protocolo sobre prohibiciones o restricciones del 
empleo de armas incendiarias (Protocolo III). 


La Comisión de Asuntos Internacionales recomienda 
ta aprobación de la “Convención sobre Prohibiciones o 
Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Convencio- 
nales que Puedan Considerarse Excesivamente Nocivas o 
de Efectos Indiscriminados”, cuyo informe se transcribe 
a continuación: i 
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L Análisis de la Convención. 


Esta convención -que data de 1980- se encuentra vi- 
gente desde el 2 de diciembre de 1983, y forma parte de 
la rama especializada del derecho internacional, que es el 
derecho internacional humanitario; a su vez complemen- 
ta el régimen normativo consuetudinario y convencional, 
aplicable a la conducción de los conflictos armados. 


El texto fue negociado y adoptado en la Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre Prohibiciones o Restriccio- 
nes del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que 
Puedan Considerarse Excesivamente Nocivas o de Efec- 
tos indiscriminados, convocada por la Asamblea General 
de la Organización, a pedido del Comité Interguberna- 
mental de la Cruz Roja. 


En su Trigésimo Quinto Período de Sesiones, la Asam- 
blea General, por Resolución 35/153 del 12 de diciembre 
de 1980, celebró la “conclusión feliz de la conferencia” 
y, con miras a lograr la adhesión numérica más amplia 
posible a los instrumentos por ella adoptados, recomendó 
a todos los Estados su ratificación. 


Desde un punto de vista formal la Convención consti- 
tuye un tratado - marco general, abierto a todos los Esta- 
dos. 


El Art. 3 establece: “la presente Convención estará 
abierta a la firma de todos los Estados en la Sede de las 
Naciones Unidas, en Nueva York, durante un período de 
doce meses a partir del 10 de abril de 1981”. 


A partir del 10 de abril de 1982, el consentimiento de 
los Estados en obligarse se manifiesta a través de algunos 
de los siguientes procedimientos: ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión. A estos efectos, el Art, 4 de la 
Convención dispone: 

“1) La presente Convención estará sujeta a la ratifi- 
cación, aceptación o aprobación de los signata- 
rios. Cualquier Estado que no haya firmado la 
presente Convención podrá adherirse a ella, 


it) Los instrumentos de ratificación, aceptación, apro- 
bación o adhesión serán depositados en poder del 
Depositario. 


i1i) La manifestación del consentimiento en obligarse 
por cualquiera de los Protocolos anexos a la pre- 
sente Convención será facultativa para cada Esta- 
do, a condición de que en el momento dei depó- 
sito de su instrumento de ratificación, aceptación 
o aprobación de la presente Convención o de ad- 
hesión a ella, ese Estado notifique al Depositario 
su consentimiento en obligarse por dos o más de 
esos Protocolos. 


iv) En cualquier momento después del depósito de 
su instrumento de ratificación, aceptación o apro- 
bación de la presente Convención o de adhesión 
a ella, un Estado podrá notificar al Depositario su 
consentimiento en obligarse por cualquier Proto- 
colo anexo por el que no esté ya obligado. 


v) Cualquier Protocolo por el que una Alta Parte 
Contratante esté obligada será para ella parte in- 
tegrante de la presente Convención”. 


La Convención establece un mecanismo complejo para 
su enmienda y revisión, que requiere de la aquiescencia 
de dieciocho Partes contratantes para convocar a una con- 
ferencia que examine las propuestas presentadas, y de 
veinte para la entrada en vigor de los textos modificados 
(Art. 8 (1 y 2)). 


El numeral 3 del presente artículo entró a regir el 2 de 
diciembre de 1993 (al haber transcurrido diez años de la 
entrada en vigor de la Convención, teniendo presente que 
no existieron convocatorias conforme a los numerales 1 y 
2). Según el Art. 8.3, la convocatoria (para realizar una 
conferencia) la efectúa el Depositario, a pedido de cual- 
quier parte, con el objeto de examinar el funcionamiento 
y el ámbito de aplicación de la Convención, así como 
cualquier propuesta de enmienda. La adopción de en- 
miendas se ajustará al régimen previsto para la entrada en 
vigor de la Convención original. La conferencia, podrá 
también considerar propuestas de Protocolos adicionales 
sobre otras categorías de armas convencionales no com- 
prendidas por los instrumentos existentes. 


Con respecto al mecanismo de denuncia el Art. 9 
establece: 


*1) Cualquier Alta Parte Contratante podrá denunciar 
la presente Convención o cualquiera de sus Pro- 
tocolos anexos, notificándolo así al Depositario. 


li) Cualquier denuncia de esta índole solo surtirá efec- 
to un año después de la recepción de la notifica- 
ción por el Depositario. 


11) Cualquier denuncia de la presente Convención se 
considerará que se extiende a todos los Protaco- 
los anexos por los que la Alta Parte Contratante 
esté obligada. 


tv) Cualquier denuncia sólo surtirá efecto respecto a 
la Alta Parte Contratante que la formule. 


v) Ninguna denuncia afectará las obligaciones ya 
contraídas por tal Alta Parte Contratante denun- 
ciante, como consecuencia de un conflicto arma- 
do y en virtud de la presente Convención y de 
sus Protocolos anexos, en relación con cualquier 
acto cometido antes de que su denuncia resulte 
efectiva”. 
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Con referencia a la difusión de la Convención. y sus 
Protocolos, al Art. 6 estipula: 


“Las Altas Partes Contratantes se comprometen a dar 
la difusión más amplia posible, tanto en tiempo de paz 
como en período de conflicto armado, a la presente Con- 
vención y a sus Protocolos anexos por los que estén obli- 
gados y, en particular, a incorporar el estudio de ellos en 
los programas de instrucción militar, de modo que estos 
instrumentos sean conocidos por sus fuerzas armadas”. 


Al igual que otros: instrumentos internacionales que 
procuran establecer normas de conductas aplicables en 
los casos de conflictos armados, la característica más sa- 
liente de esta Convención es la búsqueda de un compro- 
miso aceptable entre las necesidades de orden militar de 
los Estados y las exigencias humanitarias para la preser- 
vación de la vida humana. 


La Convención recoge principios generales como el 
de la protección de las personas civiles contra los efectos 
de las hostilidades, el de que las partes en un conflicto 
armado no tienen un derecho ilimitado para elegir méto- 
dos y medios de guerra y el de que la utilidad militar no 
justifica su empleo si éste no se ajusta a los principios 
generales de derecho. A su vez, estos principios obligan a 
la adopción de determinadas reglas para, entre otras co- 
sas, asegurar la distinción entre combatientes y personas 
civiles, o prohibir el empleo de armas inhumanas. 


2. PROTOCOLO SOBRE FRAGMENTOS NO LO- 
CALIZABLES (PROTOCOLO 1) 


El presente Protocolo dispone que “se prohíbe em- 
plear cualquier arma cuyo efecto principal sea lesionar 
mediante fragmentos que no puedan localizarse por rayos 
X en el cuerpo humano”. 


Este tipo de armas, no es fabricado masivamente, no 
forma parte de Jos arsenales modernos y tampoco hay 
indicios que permitan presumir su utilización en el futu- 
ro. 


La importancia del Protocolo 1, radica en la precau- 
ción que de él emana, ante una eventual producción de 
este tipo de armas. 


3. PROTOCOLO SOBRE PROHIBICIONES DEL 
EMPLEO DE MINAS, ARMAS TRAMPA Y 
OTROS ARTEFACTOS (PROTOCOLO ID 


El ámbito material de aplicación del Protocolo II se 
define en su Art. 1 que refiere al empleo (en tierra) de 
minas, armas trampa y otros artefactos, incluidas las mi- 
nas sembradas para impedir el acceso a playas y cruce de 
vías acuáticas o de ríos. Queda excluida de su ámbito de 
aplicación la utilización de minas antibuques en el mar o 
en aguas interiores. 
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El Art. 2 define a los efectos del presente Protocolo, 
los siguientes conceptos: 


*“1) Se entiende por “mina'” toda munición colocada 
debajo, sobre o cerca de la superficie del terreno 
u otra superficie cualquiera y concebida para de- 
tonar o explotar por la presencia, la proximidad o 
el contacto de una persona o de un vehículo, se 
entiende por “mina lanzada a distancia'” toda 
mina, tal como ha sido definida previamente, lan- 
zada por artillería, cohetes, morteros u otros me- 
dios similares, así como las arrojadas desde aero- 
naves. 


11) Se entiende por “arma trampa”” todo artefacto o 
material concebido, construido o adaptado para 
matar o herir y que funcione inesperadamente 
cuando una persona toque un objeto aparente- 
mente inofensivo O se aproxime a él, o realice un 
acto que aparentemente no entrañe riesgo alguno. 


iii) Se entiende por “otros artefactos”' las municio- 
nes y artefactos colocados manualmente que es- 
tén concebidos para matar, herir o causar daños y 
que funcione con control remoto o en forma au- 
tomática mediante acción retardada”. 


Se establece una prohibición absoluta en cuanto al 
empleo de armas trampa concebidas para ocasionar da- 
ños superfluos o sufrimientos innecesarios (Art, 6 (2)); 
así como las que estén de alguna forma unidas o guarden 
relación con heridos, enfermos, niños, etc., poniendo en 
peligro su protección (Art. 6 (1.b)). También se prohíbe 
el empleo de toda arma trampa que tenga forma de obje- 
to portátil aparentemente inofensivo, que esté especifica- 
mente concebido y construido para contener material ex- 
plosivo y detonar cuando alguien lo toque, lo manipule o 
se aproxime a él (Art. 6 (1.a)). 


Ei Art. 3 prohíbe el empleo indiscriminado de las 
armas en cuestión en este Protocolo. No obstante, según 
la redacción del mencionado artículo quedaría permitido 
su emplazamiento en un objetivo militar o dirigido contra 
un objetivo militar: 


|) cuando se empleen métodos y medios de lanza- 
miento de una precisión tal que asegure que las 
armas detonen contra un objetivo militar determi- 
nado; y 


2) Cuando no hayan razones para prever que causa- 
ría incidentalmente pérdida de vidas, heridas a per- 
sonas civiles o daños a bienes de carácter civil, 
excesivos en relación con la ventaja militar con- 
creta. 


Los Arts, 4 y 5 estipulan que además de quedar pro- 
hibido el empleo de armas trampa y minas que no sean 
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lanzadas a distancia, en zonas pobladas (salvo que sean 
colocadas en o cerca de objetivos militares bajo control 
enemigo o que sean señalizadas para protección de la 
población civil), se prohíbe también su lanzamiento a 
distancia contra objetivos no militares, salvo que se pu- 
diera registrar con precisión su emplazamiento o que es- 
tén provistas de un mecanismo eficaz de neutralización. 


El Art. 7 establece la obligación de llevar un registro 
del emplazamiento de minas y zonas de empleo de armas 
trampa, mientras que el Art, 8 prevé la protección de las 
fuerzas y misiones de las Naciones Unidas que desempe- 
ñan funciones en cualquier zona vinculada al conflicto. 


Por último, el Art. 9 versa sobre la cooperación inter- 
nacional en el retiro de campos de minas, minas y armas 
trampa, estableciendo que: “Después del cese de las hos- 
tilidades activas, las partes se esforzarán por llegar a un 

- acuerdo entre ellas y, cuando proceda, con otros Estados 
y con organizaciones internacionales acerca del suminis- 
tro de la información y la asistencia técnica y material, 
incluyendo, en las circunstancias adecuadas, las opera- 
ciones conjuntas necesarias para retirar o desactivar de 
otra manera los campos de minas, minas y armas trampa 
emplazadas durante el conflicto”. 


4. PROTOCOLO SOBRE PROHIBICIONES O 
RESTRICCIONES DEL EMPLEO DE ARMAS 
INCENDIARIAS (PROTOCOLO III) 


El Protocolo HI se refiere a las prohibiciones O res- 
tricciones del empleo de armas incendiarias, entendiendo 
por tales aquellas concebidas “primordialmente para in- 
cendiar objetos o causar quemaduras a las personas me- 
diante la acción de las llamas, del calor o de una combi- 
nación de ambas, producidos por reacción química de 
una sustancia que alcanza el blanco” (Art. 1). Se excluye 
expresamente a las municiones que puedan tener efectos 
incendiarios fortuitos o incidentales, así como las conce- 
bidas para combinar efectos de penetración, explosión o 
fragmentación, con un efecto incendiario adicional. 


Este Protocoto establece en el Art. 2, la prohibición 
absoluta de emplear armas incendiarias para atacar po- 
blaciones, personas o bienes civiles, En este último caso, 
si el ataque fuera terrestre, podría ser admisible siempre 
que el objetivo militar estuviera claramente separado o 
que se hubieran tomado todas las precauciones posibles 
para que la población y los bienes civiles no sufran sus 
efectos. De igual forma, el artículo en cuestión prohíbe 
atacar con armas incendiarias los bosques u otros tipos de 
cubierta vegetal, salvo cuando esos elementos naturales 
se utilicen para cubrir, ocultar o camuflar a combatientes 
u otros objetivos militares, o sean en sí mismos objetivos 
militares. 


El desarrollo progresivo registrado por el régimen apli- 
cable a la conducción de los conflictos armados, con 
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armas convencionales, ha recibido expresión a través de 
un gran tríptico de convenios de alcance general, com- 
puesto por los de Ginebra de 1949 y sus Protocolos adi- 
cionales, por la Convención sobre la Prohibición del De- 
sarrollo, Producción, Depósito, Empleo y Destrucción de 
Armas Químicas de París de 1993 y por la Convención 
objeto de este informe. 

Teniendo en cuenta la vocación pacifista y juridicista 
que caracteriza a nuestra República, esta Comisión reco- 
mienda la aprobación de la presente Convención. 

Sala de la Comisión, 26 de mayo de 1994, 

Julio C. Grenno (Miembro Informante), Alvaro 
Alonso, Hugo Batalla, Juan Carlos Blanco, Leo- 
poldo Bruera, Reinaldo Gargano, Américo Ri- 
caldoni, Alberto Zumarán. Senadores”. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 

(Se lee) 

-En discusión general. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 


(Se lee:) 


“ARTICULO UNICO. - Apruébase la Convención sobre Pro- 


hibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Con- 
vencionales que Puedan Considerarse Excesivamente Nocivas o 
de Efecto Indiscriminado, concluida en Ginebra el 10 de octubre 
de 1980”. 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa, UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará al 


Poder Ejecutivo para su promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por ser 


igual al considerado) 
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22) CONVENIO DE COOPERACION CULTURAL CON 
LA REPUBLICA DE BOLIVIA. Aprobación. Proyecto 
de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto que 
figura en decimoprimer término del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se aprueba el Convenio de Cooperación Cultural 
suscrito entre la República Oriental del Uruguay y la República 
de Bolivia, (Carp. N” 1264/88 - Rep. N” 810/94)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N” 1264/88 
Rep. N? 810/94 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Educación y Cultura 


Montevideo, 15 setiembre 1992. 
Señor presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de reiterar el Mensaje de fecha 8 de no- 
viembre de 1988, que se transcribe, por el cual se solicita 
la aprobación del Convenio de Cooperación Cultural en- 
tre la República Oriental del Uruguay y la República de 
Bolivia, suscrito el 21 de diciembre de 1987, al permane- 
cer vigentes para los intereses de la República los mis- 
mos fundamentos que en su oportunidad ameritaron su 
envío, 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo con el fin de someter a su consideración el adjun- 
to. proyecto de ley, por el que se aprueba el Convenio de 
Cooperación Cultural suscrito entre la República y la Re- 
pública de Bolivia el 21 de diciembre de 1987. 


Por el mencionado Convenio se reafirma el propósito 
de promover los lazos de amistad y la mayor compren- 
sión entre ambos pueblos por medio de ja colaboración 
mutua en los campos de la cultura, la educación, las cien- 
cias, las artes y los medios de comunicación social. 


Para el logro de tales objetivos, cada Parte estimulará 
el conocimiento de la cultura del otro país, creando las 
facilidades necesarias tanto para el establecimiento como 
para la acción de las instituciones dedicadas a la difu- 
sión de los valores culturales de la otra Parte Contra- 
tante (artículos 1 a 2). 


A tales efectos, ambos países establecerán anualmen- 
te un programa de intercambio de profesores, intelectua- 
les, artistas y periodistas con la finalidad de dictar cursos 
y conferencias (artículo 3), 


Se propiciará la colaboración directa entre las Univer- 
sidades de ambos países (artículo 4) y se fomentará la 
mayor difusión de la historia, la geografía, literatura, ar- 
tes, ciencias, folklore y economía del otro país (artículo 6). 


Se estimulará, asimismo, el canje de publicaciones 
entre instituciones y bibliotecas (artículo 7) y el inter- 
cambio de libros, periódicos, revistas y publicaciones de 
carácter cultural, partituras musicales, películas, progra- 
mas radiofónicos y televisivos y material audiovisual (ar- 
tículo 8). 


Cada país favorecerá, dentro de sus posibilidades, be- 
cas para estudios regulares de especialización y perfec- 
cionamiento (artículo 5). 


Se auspiciará y facilitará la realización de exposicio- 
nes de arte, de libros y de artesanía popular así como de 
espectáculos musicales y artísticos auspiciados por la otra 
Parte (artículos 9 y 10), 


El artículo 11 establece igualmente que se protegerán 
los derechos de propiedad intelectual, artística y científi- 
ca de cada una de las Partes Contratantes. 


Ambos países protegerán, además, sus respectivos pa- 
trimonios nacionales culturales, artísticos, arqueológicos 
e históricas (artículo 12), así como estimularán la investi- 
gación, excavación, preservación y estudios de lugares y 
materiales arqueológicos entre científicos y estudiosos ca- 
lificados (artículo 13), 


Tanto la coordinación como la ejecución de las acti- 
vidades e intercambios previstos en el presente Convenio 
estarán a cargo de los organismos competentes de cada 
país (artículo 14). 


El Poder Ejecutivo considera que la ratificación de 
este Convenio permitirá llevar adelante una política de 
estrecha colaboración entre Uruguay y Bolivia en las áreas 
más diversas de la cultura, asegurando un acercamiento 
cada día mayor entre ambos pueblos, 


El Poder Ejecutivo reitera al señor presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera. PRESIDENTE 
DE LA REPUBLICA. Héctor Gros Espiell, An- 
tonio Mercader, 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”.- Apruébase el Convenio de Cooperación 
Cultural entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de la República de Bolivia, sus- 
crito en La Paz el 21 de diciembre de 1987. 
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Artículo 2”.- Comuníquese, etc.. 
Héctor Gros Espiell, Antonio Mercader 


CONVENIO DE COOPERACION CULTURAL 
SUSCRITO ENTRE LA REPUBLICA DE BOLIVIA Y 
LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUA Y 


El Gobierno de la República de Bolivia y el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay; 


Deseosos de consolidar las relaciones amistosas exis- 
tentes entre los países; 


Resueltos a fijar las bases para un intercambio cultu- 
ral que contribuya a establecer una vinculación más es- 
trecha entre sus pueblos mediante una acción dinámica y 
realista; 


Han convenido en lo siguiente: 


Artículo 1”. - Cada parte Contratante en su territorio, 
estimulará el conocimiento de la cultura del otro país, y 
procurará facilitar la acción que desarrollen las institucio- 
nes dedicadas a la difusión de los valores culturales del 
mismo. 


Art. 2%. - Las Partes Contratantes procurarán otorgar, 
en armonía con sus respectivos ordenamientos jurídicos, 
las facilidades necesarias para el establecimiento en su 
territorio de instituciones culturales creadas o auspiciadas 
por la Parte Contratante. 


Art. 3”. - Las Partes Contratantes por intermedio de 
sus Órganos competentes, establecerán anualmente un pro- 
grama de intercambio de profesores, intelectuales, artis- 
tas y periodistas, quienes visitarán el otro país en misión 
cultural para dictar cursos y conferencias. 


Art. 4”. - Las Partes Contratantes propiciarán la cola- 
boración directa entre las Universidades de ambos países, 
con el objeto de promover el intercambio de profesores y 
estudiantes así como otras formas de cooperación cultu- 
ral. Con este fin, concederán las facilidades cortespon- 
dientes, previstas en sus legislaciones nacionales, para el 
traslado de las personas que desarrollen misiones de in- 
tercambio cultural en el marco de este Convenio. 


Art. 5”. - Las Partes Contratantes favorecerán dentro 
de sus posibilidades y por los canales pertinentes, la 
concesión de becas para estudios regulares de especiali- 
zación y perfeccionamiento en sus respectivos centros de 
enseñanza. 


Art. 6%. - Cada Parte Contratante propiciará la reali- 
zación de cursos especiales en sus centros de enseñanza, 
o la ampliación de los ya existentes, para la mayor difu- 
sión de la historia, la geografía, la literatura, las artes, las 
ciencias, el folklore y la economía del otro país. 


Art. 7”. - Las Partes Contratantes tomarán las iniciati- 
vas pertinentes para estimular el canje de publicaciones 
entre instituciones y bibliotecas y promoverán las accio- 
nes necesarias para darle mayor difusión a la actividad 
editorial estatal. 


Art. 8”. - Las Partes Contratantes facilitarán el inter- 
cambio de fibros, periódicos, revistas y publicaciones de 
carácter cultural, partituras musicales, películas documen- 
tales, artísticas y educativas, programas radiofónicos y de 
televisión y dernás material audiovisual. 


Art. 9”. - Las Partes Contratantes auspiciarán y facili- 
tarán los trámites necesarios para la realización de expo- 
siciones de arte, de libros y de artesanía popular, como 
así también de cualquier otra manifestación del espíritu 
creador del otro país. 


Art. 10. - Cada Parte Contratante facilitará la actua- 
ción en su territorio de artistas, orquestas y conjuntos 
musicales, de ópera, danza y teatro, auspiciados por la 
otra Parte Contratante. 


Art. 11. - Las Partes Contratantes darán especial im- 
portancia al respeto del Derecho del Autor de cada una 
de las Partes, en los diferentes campos de la cultura. 


Art. 12. - Las Partes Contratantes colaborarán en la 
protección de sus respectivos patrimonios nacionales cul- 
turales, artísticos, arqueológicos e históricos. Con tal fin, 
a pedido de una de las Partes, la otra empleará fos medios 
legales a su disposición para recuperar y devolver los 
bienes arqueológicos, artísticos, históricos y culturales que 
integren el patrimonio de la otra Parte Contratante y hu- 
bieran salido de manera ilegal del territorio de ésta. 


Los pedidos por la recuperación y devolución de bie- 
nes culturales, artísticos, arqueológicos e históricos debe- 
rán formalizarse por los canales diplomáticos. 


Art. 13, - Las Partes Contratantes estimularán la ín- 
vestigación, escavación, preservación y estudios de luga- 
res y matertales arqueológicos entre científicos y estudio- 
sos calificados. 


Art. 14. - La coordinación y ejecución de las activi- 
dades previstas en el presente Convenio y los programas 
de intercambio que de él se deriven estarán a cargo de las 
autoridades competentes de cada país. 


Art. 15, - Otras modalidades de intercambio, así como 
los términos, condiciones, financiamiento y procedimien- 
to de ejecución de todo lo previsto en este Convenio, 
serán fijados de común acuerdo por vía diplomática. 


Art. 16. - Todas las actividades comprendidas en el 
presente Convenio deberán efectuarse respetando el or- 
denamiento jurídico interno de cada Parte Contratante y 
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preservando el acervo histórico y cultural de ambos pue- 
hlos. 


Art. 17. - Cada una de las Partes Contratantes notifi- 
cará a la otra el cumplimiento de las formalidades reque- 
ridas por su ordenamiento jurídico para la aprobación del 
presente Convenio, el cual entrará en vigor treinta días 
después del canje de los Instrumentos de Ratificación, 
que se efectuará en Montevideo y continuará en vigencia 
hasta seis meses después de la fecha en que fuere denun- 
ciado por cualquiera de las Partes Contratantes. El térmi- 
no señalado en el último párrafo no efectará el desarrollo de 
los proyectos y programas que se encuentren en ejecución. 


"Hecho en la ciudad de La Paz, capital de la República 
de Bolivia, a los veintiún días del mes de diciembre de 
mil novecientos ochenta y siete años, en dos ejemplares 
originales del mismo tenor, igualmente válidos. 


por el gobierno de la 
República Oriental del Uruguay 


por el gobierno de 
la República de Bolivia 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 


Al Senado: 


Esta Comisión recomienda la aprobación del Conve- 
nio de Cooperación Cultural entre la República Orien- 
tal del Uruguay y la República de Bolivia, suscrito el 
21 de diciembre de 1987, cuyo informe se transcribe a 
continuación: 


Por el presente Convenio se fijan las bases para un 
intercambio cultural entre las Partes, que establezca una 
vinculación más estrecha entre ambos pueblos, con el 
objeto de consolidar las relaciones amistosas existentes 
entre dichos países. * 


El artículo 1” establece que cada Parte estimulará el 
conocimiento de la cultura del otro país, procurando faci- 
litar la acción de las instituciones dedicadas a la difusión 
de los valores culturales de la otra Parte, así como otor- 
gando las facilidades necesarias para su establecimiento 
(Art. 25). 


Ambas partes establecerán anualmente un progra- 
ma de intercambio de profesores, intelectuales, artistas 
y periodistas, con el fin de dictar cursos y conferencias 
(Art. 39). 


Se propiciará, según el artículo 4%, la colaboración 
directa entre las Universidades de ambos países, promo- 
viendo el intercambio de profesores y estudiantes, y otras 
formas de cooperación cultural. 


El artículo 5% dispone que las Partes, dentro de sus 
posibilidades, favorecerán la concesión de becas para es- 
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tudios regulares de especialización y perfeccionamiento 
en sus respectivos centros de enseñanza. 


Las Partes fomentarán la mayor difusión de la histo- 
ria, la geografía, la literatura, las artes, las ciencias, el 
folklore y la economía del otro país, mediante cursos 
especiales o la ampliación de los existentes (Art. 6”, 


Según el artículo 7”, se tomarán acciones necesarias 
para difundir la actividad editorial estatal y estimular el 
canje de publicaciones entre instituciones y bibliotecas 


El artículo 8” determina que las Partes facilitarán el 
intercambio de libros, periódicos, revistas y publicacio- 
nes de carácter cultural, partituras musicales, películas 
documentales, artísticas y educativas, programas radiofó- 
nicos y de televisión y demás material audiovisual. 


Las Partes auspiciarán y facilitarán la realización de 
exposiciones de arte, de libros y de artesanía popular, así 
como la actuación de artistas, orquestas y conjuntos mu- 
sicales, de ópera, danza y teatro, auspiciados por la otra 
Parte (Arts. 9? y 10). 


El artículo 11 impone el respeto del Derecho de Au- 
tor de cada una de las Partes en los diferentes campos de 
la cultura. 


Ambas Partes colaborarán en la protección de sus 
respectivos patrimonios nacionales culturales, artísticos, 
arqueológicos e históricos, recuperando y devolviendo 
los bienes integrantes de dichos patrimonios que hubieran 
salido ilegalmente del territorio de la otra Parte (Art. 12). 


El artículo 13 dispone que las Partes estimularán la 
investigación, excavación, preservación y estudios de lu- 
gares y materiales arqueológicos por científicos y estu- 
diosos calificados. 


Las autoridades competentes de cada país estarán a 
cargo de la coordinación y ejecución de las actividades 
previstas en el Convenio, y de los programas de inter- 
cambio que de él se deriven (Art. 14). 


En el artículo. 15 prevé que otras modalidades de in- 
tercambio, así como la forma de ejecución de todo lo 
previsto en el Convenio, se fijará de común acuerdo por 
vía diplomática. 


El artículo 16 se establece que el respeto al ordena- 
miento jurídico interno de cada Parte y la preservación 
del acervo histórico y cultural de ambos pueblos, serán 
los principios rectores de las actividades comprendidas 
en el Convenio. 


Finalmente, el artículo 17 contiene las cláusulas de 
estilo sobre la entrada en vigor del Convenio, la posibili- 
dad de denunciarlo, y la no afectación por esta denuncia 
del desarrollo de los proyectos y programas en ejecución. 
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En virtud de considerar que las características de este 
Convenio son beneficiosas para el enriquecimiento cultu- 
ral de nuestro país, esta Comisión recomienda su aproba- 
ción. 


Sala de la Comisión, 26 de mayo de 1994. 
Julio C. Grenno (Miembro Informante). Alvaro 
Alonso, Hugo Batalla, Juan Carlos Blanco, Leo- 
poldo Bruera, Reinaldo Gargano, Américo Ri- 
caldoni, Alberto Zumarán. Senadores” 

SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 

(Se lee:) 

-En discusión general. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, 

(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

“Artículo único, - Apruébase el Convenio de Cooperación 
Cultural entre el gobierno de la República Oriental del Uruguay 
y el gobierno de la República de Bolivia, suscrito en La Paz el 
21 de diciembre de 1987”. 

-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará a la 
Cámara de Representantes, 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por ser 
igual al considerado) 


23) CONSTITUCION DE LA ORGANIZACION MUN- 
DIAL DE LA SALUD (0O.M.S.). Aprobación a las en- 
miendas de los artículos 24 y 25, Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto que 
figura en decimosegundo término del orden del día: “Proyecto 
de ley por el que se aprueban las enmiendas a los artículos 24 y 
25 de la Constitución de la Organización Mundial de la Salud 
(Carp. N* 1240/93 - Rep. N” 811/94)”. 


(Antecedentes:) 
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“Carp. N* 1240/93 
Rep. N? 811/94 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Salud Pública 


Montevideo, 10 de agosto de 1993, 
Señor presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración el adjunto 
proyecto de ley, por el cual se aprueban tas enmiendas a 
los Artículos 24 y 25 de la Constitución de la Organiza- 
ción Mundial de la Salud (OMS), adoptadas el 12 de 
mayo de 1986, en el marco de la 39* Asamblea Mundial 
de la Salud. 


Los referidos artículos, que integran al Capítulo VI de 
ia Constitución de la OMS, prevén el número de perso- 
nas que integran el Consejo Ejecutivo y la duración de su 
mandato. 


La reforma aprobada eleva el número de integrantes 
del Consejo de 31 a'32 personas (Artículo 24), designa- 
das por igual cantidad de miembros, tomando en cuenta 


- la equidad de la distribución geográfica de los mismos. 


Manteniendo la redacción anterior, se establece asimismo 
que deberán elegirse al menos tres miembros de cada 
organización regional. 


La duración de! mandato de dichas personas será de 
tres años (Artículo 25), salvo la del miembro adicional 
elegido en la primera Asamblea Mundial de la Salud 
celebrada luego de la entrada en vigor de las enmiendas 
propuestas, que podrá ser reducido en la medida necesa- 
ría para permitir la elección de al menos un miembro de 
cada organización regional por año. 


Para la entrada en vigor de las enmiendas, las mismas 
deberán ser aceptadas por las dos terceras partes de los 
Estados Miembros, de conformidad con sus respectivos 
procedimientos constitucionales. 


En el entendido que las enmiendas propuestas tienden 
a favorecer, en virtud del régimen de distribución geo- 
gráfica equitativa existente, una mejor representación de 
los continentes y de los distintos países, el Poder Ejecuti- 
vo considera conveniente la aceptación de las mismas, 
para lo cual se solicita la correspondiente aprobación par- 
lamentaria, 


El Poder Ejecutivo reitera al señor presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera, PRESIDENTE 
DE LA REPUBLICA, Sergio Abreu, Guiller- 
mo García Costa. 
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PROYECTO DE LEY 
Artículo 1”. - Apruébanse las enmiendas a los Artícu- 
los 24 y 25 de la Constitución de la Organización Mun- 
dial de la Salud (OMS), adoptadas el 12 de mayo de 
1986, en el marco de la 39* Asamblea Mundia] de la 
Salud. 
Art. 2”. - Comuníquese, etc. 


Sergio Abreu, Guillermo García Costa. 


5. ASUNTOS CONSTITUCIONALES Y JURIDICOS 
Por lo que se refiere a la legislación sanitaria y a la 
Política en materia de patente, véase el volumen Il, 
páginas 62 y 8l, respectivamente 
5.1 REFORMAS DE LA CONSTITUCION 


Véase también el Volumen IT. página 262. 


Artículos 24 y 25 (Número de miembros del 
Consejo Ejecutivo) 


EB75.R4 El Consejo Ejecutivo. 


Vistos el informe del Director Regional para el Pací- 


fico Occidental y la resolución WPR/RC35.R 10 adoptada 
por el Comité Regional en su 35* reunión; 


Reconociendo la necesidad de aumentar de tres a cua- 
tro el número de Miembros de la Región del Pacífico 
Occidental facultados para designar una persona que for- 
me parte del Consejo Ejecutivo, en vista del reciente au- 
mento del número de Miembros de la Región y del volu- 
men de su población, 


Recomienda a la 38* Asamblea Mundial de la Salud 
que, para atender esa necesidad, examine la conveniencia 
de aumentar de treinta y uno a treinta y dos el número de 
miembros del Consejo Ejecutivo. 


Enero 1985 
WHA38.* La 38* Asamblea Mundial de la Salud, 


Vistas la resolución EB75.R4 del Consejo Ejecutivo 
y la resolución WPR/RC35,R10 adoptada por el Comité 
Regional para el Pacífico Occidental en su 35* reunión; 


Reconociendo la necesidad de aumentar de tres a cua- 
tro el número de Miembros de la Región del Pacífico 
Occidental facultados para designar una persona que for- 
me parte del Consejo Ejecutivo, en vista del reciente au- 
mento del número de Miembros de la Región y del volu- 
men de su población, 


Pide al Director General que someta a la considera- 
ción de la 39* Asamblea Mundial de la Salud un proyecto 
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de reforma de la Constitución para aumentar de treinta y 
uno a treinta y dos el número de miembros del consejo 
Ejecutivo, a fin de aumentar a cuatro el número de Miem- 
bros de la Región del Pacífico Occidental facultados para 
designar una persona que forme parte del Consejo Ejecu- 
tivo, y que transmita ese proyecto de reforma a los Miem- 
bros por lo menos seis meses antes de su consideración, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 73 de la 
Constitución. 


Mayo 1985 


Véase el documento WHA38/1985/REC11- p. 104 
WHA39.6. La 39” Asamblea Mundial de la Salud, 


Vista la resolución WHA33.14 relativa al número de 
miembros del Consejo Ejecutivo; 


Considerando la coveniencia de aumentar de treinta y 
uno a treinta y dos el número de miembros del Consejo 
Ejecutivo para elevar a cuatro el número de Estados Miem- 
bros de la Región dei Pacífico Occidental facultados para 
designar una persona que forme parte del Consejo Ejecu- 
tivo, 


l. Adopta las siguientes reformas de los Artículos 24 
y 25 de la Constitución, quedando entendido que los tex- 
tos árabe, chino, español, francés, inglés y ruso serán 
igualmente auténticos: 


TEXTO ESPAÑOL 
Artículo 24: Sustitúyase por 
Artículo 24 


El Consejo estará integrado por treinta y dos perso- 
nas, designadas por igual número de Miembros. La Ásam- 
blea de la Salud, teniendo en cuenta una distribución 
geográfica equitativa, elegirá a los Miembros que tengan 
derecho a designar una persona para integrar el Consejo, 
quedando entendido que no podrá elegirse a menos de 
tres Miembros de cada una de las organizaciones regio- 
nales establecidas en cumplimiento del Artículo 44. Cada 
uno de los Miembros debe designar para el Consejo a 
una persona técnicamente capacitada en el campo de la 
salubridad, que podrá ser acompañada por suplentes y 
asesores. 


Artículo 25: Sustitúyase por 
Artículo 25 


Los Miembros serán elegidos por un período de tres 
años y podrán ser reelegidos, con la salvedad de que 
entre los Miembros elegidos en la primera reunión que 
celebre la Asamblea de la Salud después de entrar en 
vigor la presente reforma de la Constitución, que aumen- 
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ta de treinta y uno a treinta y dos el número de puestos 
del Consejo, la duración del mandato del Miembro suple- 
mentario se reducirá, si fuese menester, en la medida 
necesaria para facilitar la elección anual de un Miembro, 
por lo menos, de cada una de las organizaciones regio- 
nales. 


2. Decide que el Presidente de la 39* Asamblea Mun- 
dial de la Salud y el Director General de la Organización 
Mundial de la Salud refrenden con su firma dos ejempla- 
res de la presente resolución, de los que uno se transmiti- 
rá al Secretario General de las Naciones Unidas, deposi- 
tario de la Constitución, y otro se conservará en los archi- 
vos de la Organización Mundial de la Salud; 


3. Decide que la aceptación de estas reformas por los 
Miembros, de conformidad con lo dispuesto en el Artícu- 
lo 73 de la Constitución, se notifique depositando en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas el 
oportuno instrumento oficial, según lo establecido para 
la aceptación de la Constitución en el párrafo (b) del 
Artículo 79 de la Constitución. 


Mayo 1986. 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 


Al Senado: 


La Comisión de Asuntos Internacionales recomienda 
la aprobación de Jas enmiendas a los artículos 24 y 25 
de la Constitución de la Organización Mundial de la 
Salud (OMS), adoptadas el 12 de mayo de 1986, cuyo 
informe se transcribe a continuación: 


Las referidas enmiendas, que fueran aprobadas por la 
39” Asamblea Mundial de la Salud, tienen por objeto 
modificar la cantidad de miembros integrantes de la Jun- 
ta Ejecutiva y regular la duración de su mandato. 


Así, por el Art. 24 se establece que la Junta consistirá 
de treinta y dos personas, aumentando en uno su número 
de integrantes, que serán designadas por igual cantidad 
de miembros. Se tomará en cuenta al respecto, una distri- 
bución geográfica equitativa y se agrega que se deberán 
elegir al menos tres miembros de cada organización re- 
gional. El motivo de la nueva redacción del Art. 24, se- 
gún se establece en la propia resolución, es que el núme- 
ro de miembros de la región del Pacífico occidental, con 
derecho a designar una persona para integrar la Junta 
Ejecutiva, sea aumentado a cuatro. 
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El Art. 25 es relativo a la duración del mandato, esti- 
pulándose que éste será de tres años, con posibilidad de 
ser reelecto, no obstante lo cual se prevé que el mandato 
del miembro adicional, elegido en la Primera Asamblea 
Mundial de la Salud, celebrada luego de la entrada en 
vigor de las presentes enmiendas, pueda ser reducido “en 
la medida que fuere necesario... para facilitar la elección 
de por lo menos un miembro de cada Organización re- 
gional cada año”. 


Respecto a la entrada en vigor de las enmiendas, ésta 
se producirá al ser aceptadas por dos tercios de Jos Esta- 
dos miembros, de acuerdo a sus respectivos procedimien- 
tos constitucionales, los cuales deberán efectuar el depó- 
sito del instrumento formal de aceptación ante el Secreta- 
rio General de las Naciones Unidas, 


Por lo anteriormente expuesto, y por considerar con- 
venientes los cambios introducidos en la Constitución de 
la OMS en aras de una mayor equidad en la representa- 
ción geográfica de los miembros, esta Comisión reco- 
mienda la aprobación de las enmiendas a los Arts. 24 y 
25 de la Carta Constitutiva de la OMS. 


Sala de la Comisión, 26 de mayo de 1994, 


Alberto Zumarán (Miembro Informante). Al- 
varo Alonso, Hugo Batalla, Juan Carlos Blan- 
co, Leopoldo Bruera, Reinaldo Gargano, Ju- 
tio Grenno, Américo Ricaldoni. Senadores” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee:) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador Zu- 
marán. 


SEÑOR ZUMARAN. - Deseo expresar, muy brevemente, 
que por este proyecto se modifica el número de integrantes del 
Consejo, que pasa de 31 a 32, con la finalidad de habilitar el 
ingreso de otro país, manteniendo siempre la distribución geo- 
gráfica que se ha observado en este organismo internacional, y 
en otros. Reitero que el aumento en un miembro es solamente 
para dar cabida a nuevos Estados que han surgido en los últimos 
años. 


El resto de los artículos del proyecto de ley por el que nues- 
tro país adhirió a este importante organismo internacional, que- 


da tal como está. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar- 


(Se vota:) 
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-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 


“Artículo único.- Apruébanse las enmiendas a los artículos 
24 y 25 de la Constitución de la Organización Mundial de la 
Salud (OMS), adoptadas el 12 de mayo de 1986, en el marco de 
la 39” Asamblea Mundial de la Salud”. 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por ser 
igual al considerado) 


24) CONVENIO DE COOPERACION EN MATERIA DE 


SALUD CON EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA : 


ARGENTINA. Aprobación. Proyecto de ley, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto que 
figura en decimotercer término del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se aprueba el Convenio de Cooperación en Mate- 
ria de Salud entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de la República Argentina, suscrito el 
día 8 de julio de 1991. (Carp. N” 1082/93 - Rep. N* 813/94)” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N” 1082/93 
Rep. N” 813/94 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único. - Apruébase el Convenio de coopera- 
ción en Materia de Salud entre el gobierno de la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay y el gobierno de la República 
Argentina, suscrito el día 8 de julio de 1991. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 23 de marzo de 1993, 


Luis A. Heber 
Horacio D. Catalurda Presidente 


Secretario 
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PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Salud Pública 


Montevideo, 1” de octubre de 1991. 
Señor presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de remitir a su consideración el Convenio 
de Cooperación en Materia de Salud entre el gobierno de 
la República Oriental del Uruguay y el gobierno de la 
República Argentina, suscripto en la ciudad de Buenos 
Aires el día 8 de julio de 1991, 


Dicho Convenio tiene por objeto impulsar la coopera- 
ción entre los organismos de aplicación designados, el 
Ministerio de Salud Pública por Uruguay y el Ministerio 
de Salud y Acción Social por Argentina, en las siguientes 
áreas: 


a) Promoción, protección y rehabilitación de la sa- 
lud. 


Las Partes se comprometen a llevar a cabo programas 
conjuntos para prevenir determinadas enfermedades; de- 
sarrollar la concepción de la promoción de salud; inter- 
cambiar cooperación, conocimientos e información en 
materia de SIDA; coordinar políticas en relación a situa- 
ciones de emergencia a través de un Comité Operativo 
Bilateral y establecer programas tendientes a mejorar la 
calidad de vida de la mujer. 


b) Tecnología Médica, 


En el área de equipamiento se prevé la elaboración de 
especificaciones y catálogos comunes; la capacitación de 
recursos humanos en el tema; el favorecimiento de la 
complementación industrial en la fabricación de equipos, 
así como su posible compra conjunta y el intercambio de 
información técnica sobre los mismos. 


En lo que refiere. a los medicamentos, las Partes prto- 
rizan la cooperación en lo que respecta al intercambio de 
información bilateral sobre tecnologías, normas técnico- 
administrativas, producción de insumos, precios, etc.; al 
desarrollo de la capacitación en control de calidad; al 
intercambio de hemoderivados y los diversos temas rela- 
cionados con los mismos, así como la complementación 
en el campo de la producción de vacunas y sueros. 


e) Recursos Humanos. 
Las Partes establecen normas para el intercambio de 


especialistas y la formación y adiestramiento de personal 
en el campo de la salud. 
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d) Salud de poblaciones fronterizas. 


Cada país se compromete a formular programas espe- 
cíficos, priorizando en ellos la cooperación particular para 
las áreas de frontera, sobre todo en lo que respecta a la 
acción conjunta en casos de emergencia. 


Para la instrumentación del Convenio, se prevé la crea- 
ción de un comité Conjunto de Coordinación, integrado 
con no menos de tres miembros por cada Parte, designa- 
dos por los organismos de aplicación del convenio, y 
celebrará sus sesiones por lo menos una vez al año, alter- 
nativamente en uno y otro país. 


El mismo contará también con una Secretaría Ejecu- 
tiva Bilateral, integrada por un representante de cada 


Parte. 


Por otra parte, se podrán crear Grupos de Trabajo a 
Nivel Central, previéndose también la formación de 
Subgrupos de Salud en los Comités de Frontera, con dos 
delegados para cada Parte. 


La participación de organizaciones internacionales, re- 
gionales o bien privadas, de los Estados contratantes o de 
un tercer país, serán reguladas de común acuerdo por las 
Partes. 


La importancia que reviste para la República la co- 
operación en un área prioritaria como la de la salud, 
unida al fortalecimiento de los tradicionales lazos de amis- 
tad con la República Argentina que implicaría, confieren 
capital importancia a ta entrada en vigor del Convenio a 
estudio, para lo cual se solicita la correspondiente apro- 
bación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera. PRESIDENTE 
DE LA REPUBLICA. Eduardo Mezzera, Julio 
César Leivas. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único.- Apruébase el Convenio de Coopera- 
ción en Materia de Salud entre el gobierno de la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay y el gobierno de la República 
Argentina, suscripto el día 8 de julio de 1991. 


Eduardo Mezzera, Julio César Leivas. 
TEXTO DEL CONVENIO 


El gobierno de la República Oriental del Uruguay y 
el gobierno de la República Argentina (en adelante “las 
Partes””); 


Decididos a consolidar las bases existentes para la 
mutua colaboración en aspectos vinculados a la salud, 
como factor fundamental de contribución al desarrollo y 
el bienestar de sus pueblos; y 


Teniendo en cuenta los instrumentos internacionales 
sobre la materia que se hallan vigentes entre ambos paí- 
ses, así como la recomendación de la Segunda Reunión 
de los Ministros de Salud del Cono Sur de actualizar los 
convenios bilaterales existentes para la solución conjunta 
de los problemas comunes, 


Han convenido to siguiente: 
ARTICULO I 


Las Partes acuerdan impulsar la cooperación entre el 
Ministerio de Salud Pública de la República Oriental del 
Uruguay y el Ministerio de Salud y Acción Social de la 
República Argentina, los cuales serán los organismos de 
aplicación del presente Convenio. 


Las áreas prioritarias a ser desarrolladas en salud se- 
rán: 


I. Promoción, protección, recuperación y rehabilita- 
ción de la salud. 


2. Tecnología Médica. 

3. Recursos Humanos. 

4. Salud de las Poblaciones Fronterizas. 
ARTICULO II 


Las actividades en el área de promoción, protección. 
recuperación y rehabilitación de la salud se efectuarán 
mediante la ejecución de programas conjuntos limitados a: 


1. Perfeccionar la vigilancia epidemiológica, preven- 
ción y control del paludismo, dengue, fiebre ama- 
rilla, otras arbovirosis, rabia, tripanosomiasis ame- 
ricana, equistosomiasis, leishmaniasis, enferme- 
dades de transmisión sexual y SIDA, lepra, hidati- 
dosis, enfermedades prevenibles por vacunación, 
meningitis meningocóccica, cólera y otras enfer- 
medades de transmisión hídrica e intoxicación pa- 
ralítica por moluscos. 


2. Insertar la problemática de la Salud del Adulto, 
revalorizando la concepción de la promoción de 
la salud como modificadora y orientadora de la 
sociedad de la temática. 


0. 


Establecer, en el marco de la vigilancia epidemio- 
lógica, prevención y control de las enfermedades 
detalladas en el punto 1 del presente artículo, me- 
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canismos especiales destinados a canalizar la co- 
operación en materia de SIDA a los efectos de 
intercambiar en forma oportuna y fluida la infor- 
mación necesaria para los sistemas nacionales de 
vigilancia epidemiológica de dicha enfermedad, 
compartir servicios de laboratorio e intercambiar 
información sobre políticas y experiencias refe- 
rentes al control de calidad en el uso de la sangre 
y sus derivados. El intercambio de información se 
efectuará en base a las definiciones y criterios es- 
tablecidos por la OMS, previa definición por am- 
bos países respecto a la conveniencia de una acep- 
tación directa o su adecuación a las condiciones 
bilaterales. 


Acordar el diseño y la aplicación de una metodo- 
logía común para llevar a cabo el análisis de ries- 
go y vulnerabilidad en ambos países en relación a 
situaciones de emergencia y calamidad pública, 
así como organizar un Comité Operativo Bilateral 
para emergencias sanitarias que coordine un rápi- 
do, adecuado y útil apoyo entre ambos países. 


Elaborar programas de acción conjunta para am- 
bos países, vinculados al compromiso de mejorar 
la calidad de vida de la mujer, de acuerdo a las 
previsiones de la Segunda Reunión de Ministros 
de Salud del Cono Sur, y de conformidad con las 
prioridades fijadas de: maternidad sin riesgo, si- 
tuación laboral de la mujer en los servicios de 
salud y mujer de edad mediana y avanzada. 


ARTICULO 1l1 
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1.4 Tender al desarrollo de la producción median- 
te la participación de la industria de cada país 
con criterio de complementación. Orientar el 
aumento de la producción a un mercado bila- 
teral, e incluso a un posible comercio conjunto 
para la importación y compra a otros países. 


1.5 Desarrollar una red de información técnica 
entre ambos países para difundir los conoci- 
mientos sobre eficacia y eficiencia de los equi- 
pos y de tecnologías de proceso, sobre méto- 
dos de selección para evitar la incorporación 
acrítica de equipos, seguridad y uso apropiado 
de los mismos, precios de referencia interna- 
cionales y sobre facturación, investigaciones 
en curso y centros de referencias, mediante la 
utilización de los centros nactonales y con el 
fin de integrarse a un nivel subregional. 


2. Medicamentos y productos biológicos 


2.1 Crear una red de información bilateral, como 
parte de una subregional y latinoamericana so- 
bre: 


- Normas técnico-administrativas sobre re- 
gistro y autorización de productos, así 
como la legislación y normas vigentes en 
cada país. 


- — Sistemas de abastecimiento, distribución, 
control de consumo y estudios estadísti- 
cos comparativos. 
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Las actividades en el área de Tecnología Médica se - Laboratorios de excelencia y centros de 
efectuarán mediante la ejecución, entre los organismos referencia sobre control de calidad y fár- 
de aplicación designados en el artículo 1, de programas maco-vigilancia, 
conjuntos destinados a: 


1. Equipamiento. 


1.1 Elaborar una nomenclatura, clasificación, cali- 
ficación y especificaciones comunes que per- 
mitan comparar e intercambiar información en- 
tre ambos países. 


1,2 Confeccionar un catálogo bilateral de equipa- 
miento (electromedicina, tecnología biomédi- 
ca, metalmecánica, electromecánica, nuclear, 
etc.) como mecanismo para favorecer un mer- 
cado bilateral, economías de escala e intercam- 
bios compensados. 


1.3 Capacitar recursos humanos en la selección, 
utilización, conservación y mantenimiento de 
equipos y dispositivos. 


- Producción de insumos y programas de 
estímulo industrial y científico. 


- — Desarrollo tecnológico, especialmente pro- 
gramas de fomento industrial y proyectos 
conjuntos. 


- — Disponibilidad de materias primas y pro- 
ductos manufacturados en ambos países, 
así como precios de compra y sobrefactu- 
ración en los casos de drogas e insumos 
importados. 


2.2 Desarrollar la capacitación especializada so- 
bre control de calidad y fármaco-vigilancia. 


2.3 Perfeccionar los acuerdos alcanzados atinen- 
tes a hemoderivados y relacionados con pro- 
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cesamientos de plasma para la obtención de 
hemoderivados, así como para la capacitación 
técnica necesaria para elevar el nivel de los 
Servicios. 


- Intercambio de aportes educativos y la in- 
corporación de materiales relacionados con 
la transfusión sanguínea. 


- Capacitación de recursos humanos en diag- 
nóstico y clasificación de enfermedades 
transmisibles por hemoderivados en los cen- 
tros nacionales existentes. 


- Estimular ta complementación y comercia- 
lización de los excedentes de producción de 
vacunas y sueros, así como el desarrollo de 
plantas productoras, según las posibilidades 
existentes en ambos países. 


ARTICULO IV 


Las actividades en el área de Recursos Humanos se 
efectuarán mediante la ejecución de programas conjuntos 
destinados a: 


L.. Incrementar el intercambio de experiencias de gru- 
pos de especialistas mediante visitas de coopera- 
ción técnica. 


2. Estructurar planes de intercambio y cooperación 
entre establecimientos de formación y adiestra- 
miento de personal en el campo de la salud, me- 
diante un intercambio de becas. 


3. Ajustar los programas de intercambio y capacita- 
ción del recurso humano a las siguiente normas: 


- Los gastos de traslado de los especialistas o 
becarios del país de origen y su regreso al 
mismo serán sufragados por la Parte que los 
envía o, en su defecto, por los propios intere- 
Sados. 


- Las Partes acordarán antes del 31 de mayo del 
año precedente al de la ejecución de la coope- 
ración, los temas de interés, 


En el caso de becas, el país solicitante seleccionará 
las materias de estudio. 


ARTICULO V 


Las actividades vinculadas a la salud de poblaciones 
fronterizas se ejecutarán mediante la formulación de pro- 
gramas específicos de trabajo para cada país, que permi- 
tan priorizar la cooperación en dichas áreas geográficas y 
asegurar el seguimiento y evaluación de las actividades 
realizadas, así como dinamizar la acción conjunta en caso 
de situaciones de emergencia. 


ARTICULO VI 


Las Partes acuerdan la creación de un Comité Con- 
junto de Coordinación cuyo objetivo será la propuesta de 
decisiones para hacer operativo el presente Convenio. 


El Comité Conjunto se integrará con no menos de 
tres representantes por cada Parte, los que serán designa- 
dos por sus máximos organismos de salud, dentro del 
plazo de sesenta días a partir de la puesta en aplicación 
del presente Convenio. 


El Comité Conjunto de Coordinación dispondrá de 
una Secretaría Ejecutiva bilateral, integrada con un repre- 
sentante de cada Parte, designados de la misma forma. 


El Comité Conjunto de Coordinación sesionará en 
forma alternada en cada país, por lo menos una vez al 
año, pudiendo ser convocado en lapsos menores cuando 
las necesidades así lo requieran. 


Ambas Partes dispondrán la creación de Grupos de 
Trabajo a Nivel Central a efectos de desarrollar las acti- 
vidades previstas en el presente Convenio. 


Los grupos de trabajo se reunirán alternativamente en 
cada uno de los países, por lo menos una vez al año. En 
los lapsos entre cada reunión las comunicaciones se efec- 
tuarán a través de la Secretaría Ejecutiva Bilateral del 
Comité Conjunto Coordinador. 


Ambas Partes acuerdan, con el objeto de dar cumpli- 
miento al artículo V del presente Convenio, la integra- 
ción de Subgrupos de Salud en los Comités de Frontera 
entre los dos países. El Comité Conjunto Coordinador 
estará autorizado a crear otros Subgrupos Fronterizos de 
Salud en caso de estimarse necesario. 


Los Subgrupos Fronterizos de Salud estarán integra- 
dos por dos delegados por cada una de las Partes; en el 
caso de la República Argentina, uno de los delegados 
será por la Nación y otro por la Provincia respectiva. 


Los Subgrupos Fronterizos de Salud efectuarán re- 
uniones por lo menos dos veces por año o en todas aque- 
llas oportunidades en que lo estimen necesario. 


Dichas reuniones, así como lo actuado en ellas, debe- 
rá ser informado a la Secretaría Ejecutiva Bilateral del 
Comité Conjunto de Coordinación; asimismo se efectua- 
rá a través de la Secretaría Ejecutiva Bilateral la comuni- 
cación entre los Grupos de Trabajo a Nivel Central y los 
Grupos de Trabajo Fronterizos. 


ARTICULO VII 


Ambas Partes convendrán la forma en que organiza- 
ciones O instituciones de un tercer país u organismos 
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internacionales o regionales podrán intervenir con apor- 
tes en programas, proyectos u otras formas de coopera- 
ción previstas en el presente Convenio. 


Las Partes, de conformidad con sus respectivas legis- 
laciones, podrán favorecer la participación de organis- 
mos o entidades estatales o privadas de sus respectivos 
países en la ejecución de los programas, proyectos y otras 
formas de cooperación. 


ARTICULO VIII 


El presente Convenio entrará en vigor a partir de la 
fecha en que las Partes se comuniquen el cumplimiento 
de sus respectivos requerimientos legales. 


La vigencia de este Convenio será de cinco años, 
prorrogándose automáticamente por períodos iguales. Las 
Partes podrán denunciar el Convenio en cualquier mo- 
mento, pero sus efectos sólo cesarán seis meses después 
de comunicada la referida denuncia. 


Hecho en Buenos Aires, a los ocho días del mes de 
julio de mil novecientos noventa y uno, en dos ejempla- 
res originales, siendo ambos textos igualmente auténti- 
Cos. 


POR EL GOBIERNO DE LA POR EL GOBIERNO DE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY REPUBLICA ARGENTINA 
CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Asuntos Internacionales 
INFORME 


Al Senado: 


Se recomienda la aprobación del Convenio de Coope- 
ración en materia de Salud entre la República Oriental 
del Uruguay y la República Argentina, cuyo informe se 
transcribe a continuación: 


Por el presente Convenio se establecen las líneas ge- 
nerales en que se fundamentará la relación de intercam- 
bio y cooperación que en la materia, adoptarán las Partes, 
con el objeto de estrechar los lazos de amistad existentes, 
y “teniendo en cuenta los instrumentos internacionales 
vigentes entre ambas Partes, así como las recomendacto- 
nes de la Segunda Reunión de los Ministros de Salud del 
Cono Sur”. 


En particular, se establece en el ARTICULO 1 cuáles 
serán los organismos de aplicación del Convenio, desig- 
nándose a tales efectos el Ministerio de Salud Pública por 
la República Oriental del Uruguay, y el Ministerio de 
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Salud y Acción Social por la República Argentina. A su 
vez el mismo artículo detalla cuáles serán las cuatro áreas 
prioritarias a ser desarrolladas en el ámbito de la salud: 


“*1- Promoción, protección, recuperación y rehabili- 
tación de la salud. 
2- Tecnología médica. 
3- Recursos humanos. 
4- Salud de las poblaciones fronterizas”. 


El ARTICULO 2 especifica los programas conjuntos 
a realizarse en el área de promoción, protección, recupe- 
ración y rehabilitación de la salud: 


“*1- Perfeccionar la vigilancia epidemiológica, preven- 
ción y control del paludismo, dengue y fiebre amarilla, 
otras arbovirosis, rabía, tripanosomiasis americana, equis- 
tosomiasis, leishmaniasis, enfermedades de transmisión 
sexual y SIDA, lepra, hidatidosis, enfermedades preveni- 
bles por vacunación, meningitis meningocóccica, cólera, 
y otras enfermedades de transmisión hídrica e intoxica- 
ción paralítica por moluscos”. 


A continuación se destaca la importancia de desasro- 
llar la concepción de promoción de la salud (artículo 
2.2), intercambiar cooperación, conocimiento e informa- 
ción en materia de SIDA (artículo 2.3); coordinar posi- 
ciones frente a “situaciones de emergencia y calamidad 
pública” mediante la creación de un Comité Operativo 
Bilateral; y elaborar programas que coadyuven a mejorar 
la calidad de vida de la mujer, como por ejemplo mater- 
nidad sin riesgos, situación laboral, etc. 


Seguidamente el ARTICULO 3, se refiere a la Tec- 
notogía Médica, previendo en el área de equipamiento la 
elaboración de una nomenclatura y catálogos comunes, 
sobre electromedicina, tecnología biomédica, metalmecá- 
nica, electromecánica, nuclear, etc., favoreciendo de esta 
manera, un mercado bilateral, economías de escala e in- 
tercambios compensados (literal 1, 1.1., 1.2.). 


La capacitación de recursos humanos, el favorecimien- 
to de la complementación industrial en la fabricación de 
equipos, así como su posible adquisición conjunta y el 
intercambio de información técnica sobre los mismos, 
son propósitos establecidos en los literales 1.3, 1.4 y 1.5. 


A su vez el Convenio faculta a crear una red de intor- 
mación bilateral, como parte de una subregional y sud- 
americana en el campo de los medicamentos y productos 
biológicos, sobre por ejemplo, normas técnico-adminis- 
trativas, sistemas de abastecimiento, distribución, control 
de consumo y estudios estadísticos comparativos, labora- 
torios, producción de insumos, disponibilidad de mate- 
rias primas e insumos importados, precios, etc.; desarro- 
llo de la capacitación en control de calidad, intercambio 
de hemoderivados, y diversos temas relacionados con los 
mismos, así como estimular la complementación en el 
campo de la producción de vacunas y sueros, y la comer- 
cialización de sus excedentes. 
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Acorde con lo expuesto precedentemente, el 
ARTICULO 4, refiere a las actividades en el área de los 
recursos humanos. A tales efectos, insta a las Partes a 
incrementar el intercambio de especialistas, y la co- 
operación entre establecimientos de formación, brin- 
dando las normas para su regulación: el Estado que 
envía, o en su defecto, los propios interesados, tendrán 
a su cargo los costos de traslado y regreso; en el caso 
de becas el país solicitante seleccionará las materias de 
estudio, acordando conjuntamente las Partes los temas 
de interés, 


El propósito de “priorizar la cooperación para la sa- 
lud de la población de frontera, especialmente frente a 
situaciones de emergencia”, está establecido en el AR- 
TICULO 5 del presente Convenio; se prevé a tal fin la 
formulación de programas específicos de trabajo para cada 
país, que permitan priorizar la cooperación en dichas áreas 
geográficas, dinamizar la acción conjunta, esencialmente 
en casos de emergencia, realizando un seguimiento y eva- 
luación continua de tales realizaciones. 


Para la instrumentación del Convenio, el ARTICULO 
6, prevé la creación de un Comité Conjunto de Coordina- 
ción, que dispondrá de una Secretaría Ejecutiva Bilateral, 
y está autorizado para la creación de Subgrupos Fronteri- 
zos de Salud, en caso de estimarlo necesario; asimismo, 
las Partes dispondrán la implementación de Grupos de 
Trabajo a Nivel Central a efectos de desarrollar las acti- 
vidades previstas en el Convenio. 


La integración de los mencionados órganos está igual- 
mente determinada en el mismo artículo; el Comité Con- 
junto de Coordinación contará con no menos de tres re- 
presentantes por cada Parte, siendo éstos designados por 
sus máximos órganos de salud, y la Secretaría Ejecutiva 
Bilateral estará integrada por un representante de cada 
Parte, designados de la misma forma. 


Los organismos se reunirán alternativamente en cada 
uno de los países, por lo menos una vez al año, a excep- 
ción de los Subgrupos Fronterizos que lo harán por lo 
menos bianualmente. Dichas reuniones, así como lo ac- 
tuado en las mismas, deberán comunicarse a la Secreta- 
ría, efectuándose además por su intermedio la comunica- 
ción entre Grupos de Trabajo a nivel central y Grupos de 
Trabajo Fronterizos. 


El ARTICULO 7 por su parte, faculta la interven- 
ción de Organizaciones Internacionales, regionales, o 
bien privadas de las Partes Contratantes, mediante apor- 
tes en programas, proyectos u otras formas de coopera- 
ción, materia que será regulada de común acuerdo por 
las Partes. 


Finalmente, el ARTICULO 8, contiene cláusulas de 
estilo referidas a la entrada en vigor, su vigencia, y la 
posibilidad de denuncia del presente Convenio. 


Entendiéndose que la implementación de este instru- 
mento es beneficiosa para nuestro país, y habrá de contri- 
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buir al desarrollo y bienestar de sus habitantes, la Comi- 
sión de Asuntos Internacionales, considera favorable y 
necesaria su aprobación. 
Sala de la Comisión, 26 de mayo de 1994, 
Julio C. Grenno (Miembro Informante), Alvaro 
Alonso, Hugo Batalla, Juan Carlos Blanco, Leo- 


poldo Bruera, Reinaldo Gargano, Américo Ri- 
caldoni, Alberto Zumarán. Senadores”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 

(Se lee) 

-En discusión general. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

“ARTICULO UNICO, - Apruébase el Convenio de Coope- 
ración en Materia de Salud entre el gobierno de la República 
Oriental del Uruguay y el gobierno de la República Argentina, 
suscrito el día 8 de julio de 1991”. 

-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo para su promulgación. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por ser 
igual al considerado) 


25) CONVENIO DE COOPERACION JUDICIAL EN MA- 
TERIA CIVIL, COMERCIAL, LABORAL Y ADMI- 
NISTRATIVA CON LA REPUBLICA FEDERATIVA 
DEL BRASIL. Aprobación. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto que 
figura en decimocuarto término del orden del día: “Proyecto de. 
ley por el que se aprueba el Convenio de Cooperación Judicial 
en Materia Civil, Comercial, Laboral y Administrativa entre la 
República Oriental del Uruguay y la República Federativa del 
Brasil. (Carp. N” 1119/93 - Rep. N” 814/94)”. 
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(Antecedentes:) 


“Carp. N? 1119/93 
Rep. N* 814/94 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Educación y Cultura 


Montevideo, 4 mayo 1993 
Señor presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración el adjunto 
proyecto de ley por el cual se aprueba el Convenio de 
Cooperación Judicial en materia Civil, Comercial, Labo- 
ral y Administrativa entre la República Oriental del Uru- 
guay y la República Federativa del Brasil, suscrito el 28 
de diciembre de 1992. 


La suscripción del presente Convenio responde a una 
auténtica necesidad de regulación bilateral en el área de 
la cooperación judicial internacional, habida cuenta de 
que se trata de Estados limítrofes entre los que existe un 
importante tráfico jurídico mutuo, 


Brasil no es Parte de los Tratados de Montevideo de 
Derecho Procesal Internacional de 1889 ni de 1940, así 
como tampoco de las Convenciones que fueran suscritas 
en este sector en el ámbito de las CIDIP (Conferencia 
Interamericana Especializada sobre Derecho Internacio- 
nal Privado). 


Esta carencia de previsión normativa ha determinado 
complejidades e inconvenientes demoras en la tramita- 
ción internacional de instancias judiciales, aspectos ya 
adecuadamente resueltos en los diversos instrumentos in- 
ternacionales que nos vinculan con otros países, los que 
en muchos casos están situados a mayor distancia geo- 
gráfica (países europeos) y con los cuales las relaciones 
en este sector son considerablemente menos numerosas e 
importantes. 


El Convenio comprende, por un lado, la cooperación 
judicial en sentido estricto, que tiene lugar durante el 
proceso -ya sea en las etapas iniciales, para permitir su 
comienzo o en instancias ulteriores, para hacer viable su 
prosecución- a los efectos de que el mismo pueda llevar- 
se a cabo, dada la radicación en el extranjero de algunos 
de Jos elementos involucrados; y, por el otro, abarca el 
grado máximo de cooperación jurisdiccional, en las eta- 
pas posteriores a la obtención de la sentencia -o del laudo 
arbitral, en su caso- lo que permite hacerlos valer, en el 
otro Estado Parte, con idénticos efectos que en el país en 
el que fueron dictados. 
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Corresponde destacar la amplitud del objeto del Con- 
venio también desde otra perspectiva, en virtud de que, 
junto a la materia civil y comercial tradicionalmente con- 
templadas, comprende asimismo el área laboral y admi- 
nistrativa. 


El Convenio se desarrolla en ocho capítulos y 28 
artículos, con el objeto de “prestarse asistencia mutua y 
amplia cooperación judicial” en los sectores jurídicos se- 
ñalados (artículo 1). 


En lo que refiere a la cooperación en sentido estricto, 
su objeto se circunscribe a las diligencias de mero trámi- 
te, tales como citaciones, intimaciones, notificaciones u 
otras semejantes, así como a las medidas probatorias. Si- 
milar alcance tiene el ámbito de cooperación previsto en 
las dos Convenciones aprobadas durante la CIDIP 1 (Pa- 
namá, 1975). 


Los artículos 4 y 5 prevén el contenido de los exhor- 
tos, regulando los aspectos de estilo comúnmente recogi- 
dos en los textos internacionales. Su trasmisión habrá de 
ser efectuada a través de las respectivas Autoridades Cen- 
trales, la que para Uruguay será el Ministerio de Educa- 
ción y Cultura y, para Brasil, el Ministerio de Relaciones 
Exteriores (artículo 2). 


Se establecen en forma preceptiva las hipótesis en las 
que la ejecución del exhorto podrá ser denegada -dando 
por descontado, naturalmente, la adecuación formal de la 
rogatoria a lo prescripto en el Convenio- cuando tal eje- 
cución no se encuentre dentro de las facultades de la 
autoridad judicial del Estado requerido o cuando, por su 
naturaleza, atente contra los principios esenciales de or- 
den público, fórmula que reitera textos internacionales en 
vigor. 


Se aclara, asimismo, como también es habitual, que la 
ejecución del exhorto no implica el reconocimiento de la 


¡jurisdicción internacional del juez del cual aquél emana, 


previsión adecuada en virtud de que la competencia in- 
ternacional no se prevé como requisito para dar trámite a 
un exhorto, tanto por la doctrina como por el presente u 
otros Convenios en esta materia (artículo 6). 


El artículo 8 dispone acertadamente que las partes 
interesadas y sus representantes puedan comparecer y ejer- 
cer las facultades contempladas en la legislación del Es- 
tado requerido, a cuyos efectos se deberá informar el 
lugar y la fecha en que la medida solicitada se hará efec- 
tiva, notificación que habrá de efectuarse con la debida 
anticipación por intermedio de las respectivas Autorida- 
des Centrales. 


En lo que hace a la ley aplicable a la ejecución o 
cumplimiento de los exhortos, ella será la del Estado 
requerido, norma que también recoge la solución interna- 
cional de mayor recibo. 
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Se autoriza aquí la aplicación de un procedimiento 
especial, a solicitud de la autoridad requirente, siempre 
que aquél no sea incompatible con el orden público del 
Estado requerido (artículo 9). 


El Convenio brinda una solución razonable en mate- 
ria de aplicación de medidas coercitivas a la ejecución 
del exhorto, en tanto dispone que la autoridad requerida 
aplicará las previstas en su legislación interna, en los 
casos y con el alcance con que deba hacerlo para ejecutar 
una medida similar proveniente de las autoridades de su 
propio Estado. 


La ejecución del exhorto no podrá dar lugar al reem- 
bolso de ningún tipo de gastos; aunque el Estado requeri- 
do tendrá derecho a exigir, del Estado requirente, el pago 
de honorarios de peritos o intérpretes, así como los gas- 
tos resultantes de la aplicación de una formalidad espe- 
cial (artículo 12). 


Según se establece en el artículo 14, los trámites ne- 
cesarios para hacer efectivo el cumplimiento del exhorto 
deberán ser practicados de oficio por la autoridad judicial 
competente del Estado requerido, siendo innecesaria, en 
consecuencia, la intervención de la parte interesada. 


El Capítulo TV regula el reconocimiento y ejecución 
de las sentencias judiciales y laudos arbitrales pronuncia- 
dos en el Estado requirente, abarcando también la mate- 
ria civil, comercial, laboral y administrativa, así como los 
fallos que, en materia civil, sean dictados en sede penal. 
Esta última solución reitera lo dispuesto en el artículo 1* 
de la Convención Interamericana sobre Eficacia Extrate- 
rritorial de las Sentencias y Laudos Arbitrales Extranje- 
ros aprobada durante la CIDIP TI (Montevideo, 1979). 


Los artículos 16 y 17 establecen las condiciones usual- 
mente requeridas para el reconocimiento y la ejecución 
de las sentencias y laudos arbitrales, recogiéndose como 
tales la competencia internacional, los requisitos que ha- 
cen al debido proceso, el carácter de ejecutoriada de la 
decisión en el Estado requirente, así como la no contra- 
dicción manifiesta con los principios esenciales de orden 
público del Estado requerido. Se señala, además, la docu- 
mentación necesaria para la respectiva tramitación. 


El artículo 18 regula Ja denegación del reconoctmien- 
to y ejecución, así como la eficacia extraterritorial par- 
cial, solución ésta también recogida en la prealudida Con- 
vención de 1979. Aquélla se verificará si se alegare y 
probare por la parte interesada que existe sentencia O 
laudo firme, pronunciado anteriormente en el Estado re- 
querido, en un proceso entre las mismas partes, referen- 
tes a los mismos hechos y con idéntico objeto. 


Según se dispone habitualmente en la materia, la ley 
aplicable a los procedimientos, así como a la competen- 
cia de los respectivos Órganos judiciales, habrán de regir- 
se por la ley del Estado requerido. 


Los capítulos Y y VI regulan, respectivamente, la 
fuerza probatoria de los instrumentos públicos y la igual- 
dad de trato procesal. 


A este respecto y en soluciones de obvia utilidad prác- 
tica, se dispone que los instrumentos públicos emanados 
de un Estado Parte tendrán, en el otro, la misma fuerza 
probatoria que en aquel del cual emanan (artículo 20). 


El Convenio recoge asimismo la norma, ya contenida 
en otros tratados, por la que los ciudadanos o residentes 
permanentes de un Estado Parte gozarán en el otro, de las 
mismas condiciones de que gozan los mismos de dicho 
Estado para acceder ante sus órganos judiciales. La dis- 
posición abarca también a las personas jurídicas consti- 
tuidas, autorizadas o inscriptas según las leyes de cual- 
quiera de ambos Estados (artículo 21), a las que no se 
impondrá caución o depósito alguno por el mero hecho 
de su pertenencia -según los términos del Convenio- al 
otro Estado Parte (artículo 22). 


Corresponde destacar que también el beneficio de po- 


breza reconocido en el Estado requirente será admitido 


en el requerido (artículo 25), 


El artículo 23 regula la exención de legalización cuan- 
do los documentos sean tramitados por la Autoridad Cen- 
tral, recogiendo también en este punto la más moderna y 
conveniente solución. También será gratuita la trasmisión 
respectiva de informes entre las Autoridades Centrales en 
las materias que constituyen el objeto del Convenio. Igual 
característica revestirá la remisión por el mismo medio, 
de certificados de actas de los Registros de Estado Civil, 
cuando sus fines sean exclusivamente públicos. 


Como es fácil advertir, constituye éste un instrumento 
internacional de naturaleza imprescindible para hacer via- 
ble un regular funcionamiento de la prestación de justicia 
en ambos países en presencia de un proceso internacio- 
nal, es decir, cuando existan elementos del proceso radi- 
cados en el ótro Estado Parte (domicilio del demandado, 
elementos probatorios, etc.) y sea necesario, en conse- 
cuencia, acudir a las instancias de cooperación interna- 
cional. 


Asimismo, la eficacia extraterritorial de las sentencias 
y laudos arbitrales -en su doble vertiente de reconoci- 
miento y ejecución- complementan las previas etapas de 
cooperación en tanto, a pesar de haber sido pronunciados 
en uno de los Estados Parte, se estiman igualmente váli- 
dos en el otro a todos los efectos. 


Nuestro país es parte de numerosos tratados que con- 
templan una y otra hipótesis. En materia de cooperación 
judicial internacional, constituyen Derecho positivo los 
Tratados de Derecho Procesal Internacional de Montevi- 
deo de 1889 y 1940; la Convención Interamericana sobre 
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Exhortos y Cartas Rogatorias y la Convención Interame- 
ricana sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero de 
Panamá, 1975 (CIDIP ID); el Protocolo Adicional a la 
Convención Interamericana sobre Exhortos y Cartas Ro- 
gatorias de Montevideo, 1979 (CIDIP ID y la Conven- 
ción Interamericana sobre Cumplimiento de Medidas Cau- 
telares de Montevideo, 1979 (CIDIP II). Se encuentra en 
trámite de aprobación parlamentaria el Protocolo adicio- 
nal a la Convención Interamericana sobre Recepción de 
Pruebas en el Extranjero de La Paz, 1984 (CIDIP IID, 


En el ámbito bilateral existen Convenios con la Repú- 
blica Argentina en la materia, sobre Igualdad de Trato 
Procesal y Exhortos (1980) y sobre Cooperación Jurídica 
(1981), así como con Chile con el objeto señalado en 
primer término (1981) y con Perú, sobre Igualdad de 
Trato Procesal (1984). 


En lo que hace a la eficacia extraterritorial de las 
sentencias y laudos arbitrales, pueden citarse los Tratados 
de Montevideo sobre Derecho Procesal Internacional de 
1889 y 1940; la Convención Interamericana sobre Efica- 
cia Extraterritorial de las Sentencias y Laudos Arbitrales 
de Montevideo, 1979 (CIDIP ID); la Convención Intera- 
mericana sobre Arbitraje Comercial Internacional de Pa- 
namá, 1975 (CIDIP D y la Convención sobre el Recono- 
cimiento y Ejecución de las Sentencias arbitrales Extran- 
jeras de Nueva York, 1958. Se encuentra en proceso de 
aprobación parlamentaria la Convención Interamericana 
sobre Competencia en la Esfera Internacional para la Efi- 
cacia Extraterritorial de las Sentencias Extranjeras de La 
Paz, 1984 (CIDIP II). 


Por las razones expuestas, se estima de singular im- 
portancia la entrada en vigor del presente Convenio, por 
lo que se solicita la correspondiente aprobación parla- 
mentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera, PRESIDENTE 
DE LA REPUBLICA, Sergio Abreu, Antonio 
Mercader. 


PROYECTO DE LEY 


Y. - Apruébase el Convenio de Cooperación Judicial 
en Materia Civil, Comercial, Laboral y Administrativa, 
entre la República Oriental del Uruguay y la República 
Federativa del Brasil, suscrito en Montevideo el 28 de 
diciembre de 1992, 


2”. - Comuníquese, etc. 


Sergio Abreu, Antonio Mercader. 
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CONVENIO DE COOPERACION JUDICIAL, EN 
MATERIA CIVIL, 
COMERCIAL, LABORAL Y ADMINISTRATIVA 
ENTRE LA REPUBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA REPUBLICA 
FEDERATIVA DEL BRASIL 


El gobierno de la República Oriental del Uruguay y 
el gobierno de la República Federativa del Brasil (en 
adelante llamados “Partes Contratantes”), deseosos de pro- 
mover la cooperación judicial en materia civil, comercial, 
laboral y administrativa y de contribuir de este modo al 
desarrollo de sus relaciones en base a principios de respe- 
to a la soberanía nacional y la igualdad de derechos e 
intereses recíprocos, 


Acuerdan lo siguiente: 
Capítulo 1 
Cooperación y Asistencia Judicial 
Artículo 1 


Las Partes Contratantes se comprometen a prestarse 
asistencia mutua y amplia cooperación judicial en mate- 
ría civil, comercial, laboral y administrativa. La asisten- 
cia judicial se extenderá a los procedimientos administra- 
tivos en los que se admita recursos ante los tribunales. 


Capítulo HI 
Autoridades Centrales 
Artículo 2 


A los fines del presente Convenio la Autoridad Cen- 
tral de la República Oriental del Uruguay será el Ministe- 
rio de Educación y Cultura, y la Autoridad Central de la 
República Federativa del Brasil será el Ministerio de Re- 
laciones Exteriores. A tal efecto las Autoridades Centra- 
les se comunicarán directamente entre ellas, dando inter- 
vención a las autoridades competentes, cuando sea nece- 
sario. 


Capítulo MI 
Exhortos 
Artículo 3 


Cada Parte Contratante deberá enviar a las autorida- 
des judiciales de la otra Parte Contratante, según la vía 
prevista en el Artículo 2, los exhortos en materia civil, 
comercial, faboral o administrativa, cuando tengan por 
objeto: 


a) diligencias de mero trámite, tales como citaciones, 
intimaciones, notificaciones u otras semejantes; 
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b) medidas de prueba. 
Artículo 4 
Los exhortos deberán contener: 


a) denominación y dirección del órgano judictal re- 
quirente; 


b) individualización del expediente con especifica- 
ción del objeto y naturaleza del juicio y del nombre y 
dirección de las partes; 


c) transcripción de la resolución que ordena la expe- 
dición del exhorto; 


d) nombre y dirección del apoderado de la parte soli- 
citante en el Estado requerido, si lo hubiere; 


e) indicación del objeto del exhorto, precisando el 
nombre y dirección del destinatario de la medida; 


£) información del término de que dispone la persona 
afectada por la medida para cumplirla; 


g) descripción de las formas o procedimientos espe- 
ciales con que ha de cumplirse la solicitud; 


h) cualquier otra información que pueda facilitar el 
cumplimiento del exhorto. 


Artículo 5 


Si se solicita la recepción de pruebas, el exhorto de- 
berá además contener: 


a) una descripción del asunto que facilite la diligencia 
probatoria; 


b) nombre y dirección de testigos u otras personas O 
instituciones que deban intervenir; 


c) texto de los interrogatorios y documentos necesa- 
nos. 


Artículo 6 


La ejecución del exhorto sólo podrá denegarse cuan- 
do no se encuentre dentro de las facultades de la autori- 
dad judicial del Estado requerido o cuando por su natura- 
leza atente contra los principios esenciales de orden pú- 
blico. 


Dicha ejecución no implica un reconocimiento de la 
jurisdicción internacional del juez del cual emana el 
exhorto. 


Artículo 7 


Los exhortos y los documentos que los acompañen 
deberán redactarse en el idioma de la Parte requerida o 
ser acompañados de una traducción a dicho idioma. 


Artículo 8 


La autoridad requerida deberá informar el lugar y la 
fecha en que la medida solicitada se hará efectiva, a fin 
de permitir que las autoridades requirentes, las partes in- 
teresadas y sus respectivos representantes puedan compa- 
recer y ejercer las facultades previstas en la legislación de 
la Parte Contratante requerida, 


Dicha comunicación deberá efectuarse con la debida 
anticipación por intermedio de las Autoridades Centrales 
de las Partes Contratantes. 


Artículo 9 


El cumplimiento de los exhortos se efectuará de acuer- 
do a la ley interna de la Parte Contratante requerida. 


Sin embargo podrá accederse a la solicitud de la auto- 
ridad requirente de aplicar un procedimiento especial, 
siempre que éste no sea incompatible con el orden públi- 
co del Estado requerido, 


La ejecución del exhorto deberá llevarse a cabo sin 
demora. 


Artículo 10 


Al ejecutar el exhorto la autoridad requerida aplicará 
las medidas coercitivas previstas en su legislación interna 
en los casos y con el alcance en que deba hacerlo para 
ejecutar un exhorto de las autoridades de su propio Esta- 
do. 


Artículo 11 


Los documentos en los que conste la ejecución del 
exhorto serán comunicados por intermedio de las Autori- 
dades Centrales. 


Cuando el exhorto no haya sido ejecutado en todo o 
en parte, este hecho, así como las razones que lo determi- 
naron, deberán ser comunicados a la Autoridad requiren- 
te, utilizando el medio señalado en el párrafo precedente. 


Artículo 12 


La ejecución del exhorto no podrá dar lugar al reem- 
bolso de ningún tipo de gastos. 


Sin embargo, la Parte Contratante requerida tendrá 
derecho a exigir de la Parte Contratante requirente el 
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pago de los honorarios de los peritos o intérpretes, como 
usí también el pago de los gastos resultantes de la aplica- 
ción de una formalidad especial solicitada por la Parte 
Contratante requirente. 


Artículo 13 


Cuando los datos relativos al domicilio del destinata- 
rio de la solicitud o de la persona citada a declarar sean 
incompletos o inexactos, la autoridad judicial requerida 
deberá, sin embargo, agotar los medios para satisfacer el 
pedido. Al efecto, podrá solicitar a la Parte requirente los 
datos complementarios que permitan la identificación y 
la búsqueda de la referida persona. 


Artículo 14 


Los trámites necesarios para hacer efectivo el cumpli- 
miento del exhorto no requerirán la intervención de parte 
interesada, debiendo ser practicados de oficio por la auto- 
ridad judicial competente del Estado requerido. 


Capítulo TV 


Reconocimiento y Ejecución de Sentencias 
Judiciales y Laudos Arbitrales 


Artículo 15 


Las disposiciones del presente Capítulo serán aplica- 
hles al reconocimiento y ejecución en el Estado requeri- 
do de las sentencias judiciales y laudos arbitrales pronun- 
ciados en el Estado requirente, en materia civil, comer- 
cial, laboral y administrativa. Las mismas serán ¡gual- 
mente aplicables a las sentencias en materia de repara- 
ción de daños y restitución de bienes pronunciadas en 
jurisdicción penal. 


Artículo 16 


Las sentencias judiciales y laudos arbitrales a que se 
refiere el artículo anterior tendrán eficacia extraterritorial 
en las Partes Contratantes si reúnen las siguientes condi- 
ciones: 


a) que den cumplimiento a las formalidades externas 
necesarias para ser consideradas auténticas en el Estado 
de donde proceden; 


b) que la sentencia o laudo y los documentos anexos 
que fueren necesarios estén debidamente traducidos al 
idioma oficial del Estado en el que se solicita su recono- 
cimiento y ejecución; 


c) que la sentencia o laudo emanen de un órgano 
judicial o arbitral competente según las normas del Esta- 
do requerido sobre jurisdicción internacional; 
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d) que la parte contra la que se pretende ejecutar la 
decisión haya sido debidamente citada y se haya garanti- 
zado el ejercicio de su derecho de defensa; 


e) que la decisión tenga fuerza de cosa juzgada y/o 
ejecutoria en el Estado en el que fue dictada; 


f) que no contrarien manifiestamente los principios 
esenciales de orden público del Estado en el que se soli- 
citan el reconocimiento y/o la ejecución. 


Los requisitos de los incisos a), c), d) y e) deben surgir 
del testimonio de la sentencia judicial o laudo arbitral. 


Artículo 17 


La parte que en un juicio invoque una sentencia judi- 
cial o un laudo arbitral deberá acompañar un testimonio 
del mismo con los requisitos de los incisos a) a e) del 
artículo precedente, 


Artículo 18 


No se reconocerá ni se procederá a la ejecución de 
sentencia o laudo si se alegare y probare por la parte 
interesada que existe sentencia o laudo firme, pronuncia- 
do anteriormente en el Estado requerido, en un proceso 
entre las mismas partes, referente a los mismos hechos y 
con idéntico objeto. 


Si una sentencia o laudo no puede tener eficacia en su 
totalidad, la autoridad judicial competente en el Estado 
requerido podrá admitir su eficacia parcial mediando so- 
licitud de parte interesada. 


Artículo 19 


Los procedimientos, incluso la competencia de los 
respectivos órganos judiciales, a los efectos del reconoci- 
miento y ejecución de la sentencia o laudos arbitrales, se 
regirán por la ley del Estado requerido. 

Capítulo V 
Fuerza Probatoria de los Instrumentos Públicos 


Artículo 20 


Los instrumentos públicos emanados de un Estado 
Parte tendrán en el otro la misma fuerza probatoria que 
sus propios instrumentos públicos. 


Capítulo VI 
Igualdad de Trato Procesal 
Artículo 21 


Las personas físicas que tengan ciudadanía o residen- 
cia permanente en un Estado Parte gozarán en el otro de 
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las mismas condiciones de que gozan los ciudadanos o 
residentes permanentes de dicho Estado Parte para acce- 
der ante los órganos judiciales en defensa de sus dere- 
chos e intereses. 


El parágrafo anterior se aplicará a las personas jurídi- 
cas constituidas, autorizadas o inscriptas de conformidad 
con las leyes de cualquiera de los dos Estados. 


Artículo 22 


Ninguna caución o depósito, cualquiera que sea su 
denominación, podrá ser impuesto en razón de la condi- 
ción de ciudadano o residente permanente del otro Estado, 


El parágrafo anterior se aplicará a las personas jurídi- 
cas constituidas, autorizadas o inscriptas de conformidad 
con las leyes de cualquiera de los dos Estados. 


Capítulo VI 
Disposiciones Generales 


Artículo 23 


Los documentos enviados por las autoridades judicia- 
les de cualquiera de los Estados Parte que sean tramita- 
dos por las Autoridades Centrales quedan exceptuados 
del requisito de la legalización. 


Artículo 24 


Las Autoridades Centrales de los Estados Parte Con- 
tratantes podrán solicitarse recíprocamente pedidos de in- 
formes en materia de derecho civil, comercial, laboral o 
administrativo, sin que éstos irroguen costo alguno. 


Las Autoridades Centrales de las Partes Contratantes 
celebrarán consultas en la oportunidad que convengan 
mutuamente, con el fin de facilitar la aplicación del pre- 
sente Convenio. 


Artículo 25 


El beneficio de pobreza reconocido en el Estado re- 
quirente será admitido en el Estado requerido. 


Artículo 26 


Cada Parte Contratante remitirá, a través de la Autori- 
dad Central, a solicitud de la otra y para fines exclusiva- 
mente públicos, certificados de las actas de los Registros 
de Estado Civil, sin costo. 


Capítulo VII 
Disposiciones Finales 
Artículo 27 


El presente Convenio entrará en vigor en la fecha de 
la última de las notificaciones por la que las Partes Con- 


tratantes se comuniquen por vía diplomática haber dado 
cumplimiento a todos los requisitos legales respectivos. 


Artículo 28 


El presente Convenio podrá ser denunciado mediante 
comunicación escrita, por vía diplomática y surtirá efecto 
seis (6) meses después de la fecha de recepción de la 
notificación por parte de la otra Parte Contratante. 


HECHO en Montevideo, a los veintiocho días del 
mes de diciembre de mil novecientos noventa y dos, en 
dos ejemplares originales, en idiomas español y portu- 
gués, siendo ambos textos igualmente auténticos. 


POR EL GOBIERNO DE LA POR EL GOBIERNO DE LA 
REPÚBLICA ORIENTAL REPUBLICA FEDERATIVA 
DEL URUGUAY DEL BRASIL 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Asuntos Internacionales 
INFORME 
Al Senado: 
CONVENIO DE COOPERACION JUDICIAL EN 
MATERIA CIVIL, COMERCIAL, LABORAL Y 
ADMINISTRATIVA ENTRE LA REPUBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA REPUBLICA 
FEDERATIVA DEL BRASIL 
PLAN: 
1. COOPERACION Y ASISTENCIA JUDICIAL, 
2. AUTORIDADES CENTRALES. 
3, EXHORTOS. 
4. RECONOCIMIENTO Y EJECUCION DE SEN- 
TENCIAS JUDICIALES Y LAUDOS ARBITRA- 
LES. 


5. FUERZA PROBATORIA DE LOS INSTRU- 
MENTOS PUBLICOS. 


6. IGUALDAD DE TRATO PROCESAL. 


7. DISPOSICIONES GENERALES. 


8. ENTRADA EN VIGOR. DENUNCIA. 


La Comisión de Asuntos Internacionales recomienda 
la aprobación del “Convenio de Cooperación Judicial 
en Materia Civil, Comercial, Laboral y Administrati- 
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va entre la República Oriental del Uruguay y la Re- 
pública Federativa del Brasil”, cuyo informe se trans- 
cribe a continuación: 


1. COOPERACION Y ASISTENCIA JUDICIAL. 


Este Convenio, suscrito el 28 de diciembre de 1992, 


se desarrolla en 8 capítulos y 28 artículos, con el objeto * 


de que las Partes se presten asistencia mutua y amplia 
cooperación judicial en materia civil, comercial, laboral y 
administrativa” (Art. 1). Comprende, por un lado, la co- 
operación judicial en sentido estricto, que tiene lugar du- 
rante el proceso (ya sea en las etapas iniciales, para per- 
mitir su comienzo o en instancias ulteriores, para hacer 
viable su prosecución) y que permite que el mismo pueda 
llevarse a cabo, dada la radicación en el extranjero de 
algunos de los elementos involucrados. Por otro lado, 
abarca el grado máximo de cooperación jurisdiccional, 
en las etapas posteriores a la obtención de la sentencia (o 
del laudo arbitral, en su caso) lo que permite hacerlos 
valer, en el otro Estado Parte, con idénticos efectos que 
en el país en que fueron dictados. 


Es importante destacar que Brasil no es Parte de los 
Tratados de Montevideo de Derecho Procesal Internacio- 
nal de 1889 ni de 1940, así como tampoco de las Con- 
venciones referentes a este tema que fueron suscritas en 
el ámbito de las CIDIP (Conferencia Interamericana Es- 
pecializada sobre Derecho Internacional Privado). 


2. AUTORIDADES CENTRALES. 


El Art. 2 establece que “A los fines del presente Con- 
venio la Autoridad Central de la República Oriental del 
Uruguay será el Ministerio de Educación y Cultura, y la 
Autoridad Central de la República Federativa del Brasil 
será el Ministerio de Relaciones Exteriores. A tal efecto 
las Autoridades Centrales se comunicarán directamente 
entre ellas, dando intervención a las autoridades compe- 
tentes, cuando sea necesario”. 


3. EXHORTOS. 


En lo que refiere a la cooperación en sentido estricto, 
cada Parte contratante deberá enviar a las autoridades 
judiciales de la otra, según la vía prevista en el Art. 2, los 
exhortos en materia civil, comercial, laboral o adminis- 
trativa, cuando su objeto se circunscriba a las diligencias 
de mero trámite, tales como citaciones, intimaciones, no- 
tificaciones u otras semejantes, así como a las medidas 
probatorias. 


Los Arts. 4 y $ prevén el contenido de los exhortos, 
regulando los aspectos de estilo comúnmente recogidos 
en los textos internacionales. 


El Art. 4 dispone que: 


” 
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“Los exhortos deberán contener: 


a) denominación y dirección del órgano judicial re- 
quirente; 


b) individualización del expediente con especifica- 
ción del objeto y naturaleza del juicio y del nom- 
bre y dirección de las partes; 


c) transcripción de la resolución que ordena la expe- 
dición del exhorto; 


d) nombre y dirección del apoderado de la parte soli- 
citante en el Estado requerido, si lo hubiere; 


e) indicación del objeto del exhorto, precisando el 
nombre y dirección del destinatario de la medida; 


f) Información del término de que dispone la perso- 
na afectada por la medida para cumplirla; 


8) descripción de las formas o procedimientos espe- 
ciales con que ha de cumplirse la solicitud; 


h) cualquier otra información que pueda facilitar el 
cumplimiento del exhorto”. 


Á su vez, el Art. 5 dispone que: 


. “St se solicita la recepción de pruebas, el exhorto 
p 
deberá además contener: 


a) una descripción del asunto que facilite la diligen- 
cia probatoria; 


b) nombre y dirección de testigos u otras personas o 
instituciones que deban intervenir; 


c) texto de los interrogatorios y documentos necesa- 
rios”, 


Se establecen en forma preceptiva las hipótesis en las 
que la ejecución del exhorto podrá ser denegada, cuando 
tal ejecución no se encuentre dentro de las facultades de 
la autoridad judicial del Estado requerido o cuando por 
su naturaleza, atente contra los principios esenciales de 
orden público, fórmula que reitera textos internacionales 
en vigor. 


Se aclara, asimismo, que la ejecución del exhorto, no 
implica el reconocimiento de la jurisdicción internacional 
del juez del cual aquél emana, previsión adecuada en 
virtud de que la competencia internacional no se prevé 
como requisito para dar trámite a un exhorto, tanto por la 
doctrina como por el presente u otros Conventos en esta 
materia (Art. 6). 
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Los exhortos y los documentos que los acom- 
pañen deberán redactarse en el idioma de la Parte 
requerida o ser acompañados de una traducción a 
dicho idioma (Art. 7). 


El Art. 8 dispone que las partes interesadas y sus 
representantes puedan comparecer y ejercer las faculta- 
des contempladas en la legislación del Estado requerido, 
a cuyos efectos se deberá informar el lugar y la fecha en 
que la medida solicitada se hará efectiva, notificación 
que habrá de efectuarse con la debida anticipación por 
intermedio de las respectivas Autoridades Centrales. 


Con referencia a la ley aplicable a la ejecución o 
cumplimiento de los exhortos, el Art. 9 estipula que: “El 
cumplimiento de los exhortos se efectuará de acuerdo a 
la ley interna de la Parte Contratante requerida. 


Sin embargo podrá accederse a la soticitud de la auto- 
ridad requirente de aplicar un procedimiento especial, 
siempre que éste no sea incompatible con el orden públi- 
co del Estado requerido, 


La ejecución del exhorto deberá llevarse a cabo sin 
demora”. 


El Convenio brinda una solución razonable en mate- 
ria de aplicación de medidas coercitivas a la ejecución 
del exhorto, en tanto dispone que la autoridad requerida 
aplicará las previstas en su legislación interna, en los 
casos y con el alcance con que deba hacerlo para ejecutar 
una medida similar proveniente de las autoridades de su 
propio Estado (Art. 10). 


Asimismo, el Art. 12 establece que: “La ejecución 
del exhorto no podrá dar lugar al reembolso de ningún 
tipo de gastos”. 


Sin embargo, la Parte Contratante requerida tendrá 
derecho a exigir de la Parte Contratante requirente el 
pago de los honorarios de los peritos o intérpretes, como 
así también el pago de los gastos resultantes de la aplica- 
ción de una formalidad especial solicitada por la Parte 
Contratante requirente. 


Por su parte, el Art.. 14 estipula que: “Los trámites 
necesarios para hacer efectivo el cumplimiento del ex- 
horto no requerirán la intervención de parte interesada, 
debiendo ser practicados de oficio por la autoridad judi- 
cial competente del Estado requerido”. 


4. RECONOCIMIENTO Y EJECUCION DE SEN- 
TENCIAS JUDICIALES Y LAUDOS ARBITRALES 


Conforme al Art. 15 las disposiciones del presente 
Capítulo serán aplicables al reconocimiento y ejecución 
en el Estado requerido de las sentencias judiciales y lau- 
dos arbitrales pronunciados en el Estado requirente, en 


materia civil, comercial, laboral y administrativa. Las mis- 
mas serán igualmente aplicables a las sentencias en mate- 
ria de reparación de daños y restitución de bienes pro- 
nunciadas en jurisdicción penal. Las sentencias y laudos 
recién referidos (Art. 16) “tendrán eficacia extraterrito- 
rial en las Partes Contratantes si reúnen las siguientes 
condiciones: 


a) que den cumplimiento a las formalidades externas 
necesarias para ser considerados auténticos en el 
Estado de donde proceden; 


b) que la sentencia o laudo y los documentos anexos 
que fueren necesarios estén debidamente traduci- 
dos al idioma oficial del Estado en el que se soli- 
cita su reconocimiento y ejecución; 


c) que la sentencia o laudo emanen de un órgano 
judicial o arbitral competente según las normas 
del Estado requerido sobre jurisdicción interna- 
cional; 


d) que la parte contra la que se pretende ejecutar la 
decisión haya sido debidamente citada y se haya 
garantizado el ejercicio de su derecho de defensa; 


e) que la decisión tenga fuerza de cosa juzgada y/o 
ejecutoria en el Estado en el que fue dictada; 


f) que no contraríen manifiestamente los principios 
esenciales de orden público del Estado en el que 
se solicitan el reconocimiento y/o ejecución. 


Los requisitos de los incisos a), c), d) y e) deben 
surgir del testimonio de la sentencia judicial o laudo arbi- 
tral.” 


Finalmente, y de acuerdo al Art, 17 “La parte que en 
un juicio invoque una sentencia judicial o un laudo arbi- 
tral deberá acompañar un testimonio del mismo con los 
requisitos de los incisos a) a e) del artículo precedente.” 


El Art. 18 regula la denegación del reconocimiento y 
ejecución, así corno la eftcacia extraterritorial parcial: “No 
se reconocerá ni se procederá a la ejecución de sentencia 
O laudo si se alegare y probare por la parte interesada que 
existe sentencia o laudo firme, pronunciado anteriormen- 
te en el Estado requerido, en un proceso entre las mismas 
partes, referente a los mismos hechos y con idéntico ob- 
jeto. 


Si una sentencia o laudo no puede tener eficacia en su 
totalidad, la autoridad judicial competente en el Estado 
requerido podrá admitir su eficacia parcial mediando so- 
licitud de parte interesada.” 


Según se dispone habitualmente en la materia, los 
procedimientos, así como la competencia de los respecti- 
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vos órganos judiciales, habrán de regirse por la ley del 
Estado requerido (Art. 19). 


5. FUERZA PROBATORIA DE LOS INSTRUMEN- 
TOS PUBLICOS 


El convenio brinda a través del Art. 20) una solución 
de enorme importancia práctica: “los instrumentos públi- 
cos emanados de un Estado Parte tendrán en el otro la 
misma fuerza probatoria que sus propios instrumentos 
públicos”. 


6, IGUALDAD DE TRATO PROCESAL 


Los ciudadanos o residentes permanentes de un Esta- 
do Parte gozarán en el otro, de idénticas condiciones de 
que gozan los mismos de dicho Estado para acceder ante 
sus Órganos judiciales. 


La disposición abarca también a las personas jurídi- 
cas constituidas, autorizadas o inscriptas según las leyes 
de cualquiera de ambos Estados (Art, 21), a las que no se 
impondrá caución o depósito alguno por el mero hecho 
de su pertenencia (según los términos del Convenio) al 
otro Estado Parte (Art. 22). 


7. DISPOSICIONES GENERALES 


El Art, 23 dispone que los documentos enviados por 
las autoridades judiciales de cualquiera de los Estados 
Partes que sean tramitados por las Autoridades Centrales 
quedan exceptuados del requisito de la legalización. 


De igual forma será gratuita la trasmisión respectiva 
de informes entre las Autoridades Centrales en las mate- 
rias que constituyen el objeto del Convenio (Art. 24). 
También será sin costo la remisión efectuada por cada 
Parte Contratante (a través de la Autoridad Central), de 
certificados de las actas de los Registros de Estado Civil, 
para fines exclusivamente públicos (Art. 26). 


El Art. 25 consagra que el beneficio de pobreza reco- 
nocido en el Estado requirente será admitido en el Estado 
requerido. 


8. ENTRADA EN VIGOR. DENUNCIA. 


El Art. 27 establece que “El presente Convenio en- 
trará en vigor en la fecha de la última de las notificacio- 
nes por la que las Partes Contratantes se comuniquen por 
vía diplomática haber dado cumplimiento a todos los re- 
quisitos legales respectivos”. 


Por su parte el Art. 28 dispone: “El presente Acuerdo 
podrá ser denunciado mediante comunicación escrita, por 
vía diplomática y surtirá efecto seis meses después de la 
fecha de recepción de la notificación por parte de la otra 
Parte Contratante”. 
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Como es fácil advertir, este Convenio constituye un 
instrumento internacional de naturaleza imprescindible 
para ser viable un regular funcionamiento de la presta- 
ción de justicia en ambos países en presencia de un pro- 
ceso internacional, es decir, cuando existan elementos del 
proceso radicados en el otro Estado Parte (domicilio del 
demandado, elementos probatorios, etc.) y sea necesario, 
en consecuencia, acudir a las instancias de cooperación 
internacional, 


Asimismo, la eficacia extraterritorial de las sentencias 
y laudos arbitrales (en su doble vertiente de reconoci- 
miento y ejecución) complementan las previas etapas de 
cooperación en tanto, a pesar de haber sido pronunciados 
en uno de los Estados Partes, se estiman igualmente váli- 
dos en el otro a todos los efectos. 


Esta Comisión entiende que las características del pre- 
sente Convenio sorl de singular importancia para nuestro 
país, por lo que se considera favorable y necesaria su 
aprobación. 


Sala de la Comisión, 26 de mayo de 1994, 


Alberto Zumarán (Miembro Informante), Alvaro 
Alonso Tellechea, Hugo Batalla, Juan Carlos 
Blanco, Leopoldo Bruera, Reinaldo Gargano, Ju- 
lio Grenno, Américo Ricaldoni. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador Zu- 
marán. 


SEÑOR ZUMARAN. - Señor presidente: debo decir que 
Brasil no forma parte de los Tratados de Montevideo que, en 
materia de Derecho Internacional Privado, regulan las relaciones 
del país con otras naciones del continente. El hecho de que no 
exista ningún convenio internacional regulatorio en la materia, 
implica un vacío que trae consecuencias importantes, más aun, 
por ser Brasil el principal socio comercial del Uruguay. Ello 
tiene mayor relevancia en relación al MERCOSUR, que segura- 
mente aparejará un conjunto de situaciones jurídicas que nor- 
malmente acompañan al desarrollo del comercio entre dos paí- 
ses. 


Considero que se trata de un instrumento de suma importan- 
cia, que ayudará al correcto entendimiento en las relaciones jurí- 
dicas y entre particulares que comercian y tienen distintos tipos 
de vínculos con el Brasil. 


Este Tratado, a diferencia de los de Montevideo, no regula el 
tema de fondo, es decir, cuál es el Derecho aplicable a la situa- 
ción. De todas formas, sí establece un mecanismo que, a nuestro 
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juicio, es idóneo y conveniente en lo que tiene que ver con la 
colaboración judicial y la asistencia mutua, para que puedan 
aplicarse las sentencias que se dicten en un país y que deban ser 
ejecutadas en otro, Esto no solamente se da en lo que normal- 
mente regulaba el Tratado de Montevideo, o sea, en matería 
civil y comercial sino que, recogiendo lo que es la tendencia de 
los últimos tiempos, se ha ampliado a la materia laboral -debe- 
mos imaginar la importancia que va a tener en la medida en que 
se desarrolle una integración entre ambos países- y también a la 
materia de Derecho Administrativo, en la que seguramente va- 
mos a tener muchos puntos de contacto jurídico entre ambos 


países. 


El Tratado tiene como objeto, facilitar el cumplimiento de 
las sentencias y de las diligencias judiciales previas a la senten- 
cia -de enorme importancia- que se dicten en un país y deban 
cumplirse en otro. La figura central del Tratado es el exhorto 
judicial, cómo se diligencia y cómo debe ser cumplido en el otro 
país. 


Por todas estas razones, señor presidente, nos parece que es 
una disposición de trascendencia, de importancia y que mejora 


sustancialmente los instrumentos jurídicos que regulan las rela- 
ciones entre el Uruguay y la República Federativa del Brasil. 


Muchas gracias, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

“ARTICULO 1”. - Apruébase el Convenio de Cooperación 
Judicial en Materia Civil, Comercial, Laboral y Administrativa, 
entre la República Oriental del Uruguay y la República Federati- 
va del Brasil, suscrito en Montevideo el 28 de diciembre de 
1992”. 

-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por ser 
igual al considerado) 
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26) CONVENIO DE COOPERACION REGIONAL PARA 
LA CREACION Y FUNCIONAMIENTO DEL CEN- 
TRO DE COOPERACION REGIONAL PARA LA 
EDUCACION DE ADULTOS EN AMERICA LATINA 
Y EL CARIBE (CREFAL). Aprobación. Proyecto de 
ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto que 
figura en decimoquinto término del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se aprueba el Convenio de Cooperación Regional 
para la Creación y Funcionamiento del Centro de Cooperación 
Regional para la Educación de Adultos en América Latina y el 
Caribe (CREFAL) (Carp. N” 1183/93 - Rep. N* 815/94).” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N” 1183/93 
Rep. N' 815/94 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Educación y Cultura 


Montevideo, 22 de junio de 1993, 
Señor presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración el adjunto 
proyecto de ley por el cual se aprueba el Convenio de 
Cooperación Regional para la Creación y Funciona- 
miento del Centro de Cooperación Regional para la 
Educación de Adultos en América Latina y el Caribe, 
CREFAL, celebrado entre la Organización de las Nacio- 
nes Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, 
UNESCO, la Secretaría General de la Organización de 
los Estados Americanos, OEA, y los países de América 
Latina y el Caribe, el 19 de octubre de 1990 en la ciudad 
de México. 


La 17a. Reunión de la Conferencia General de la 
UNESCO autorizó al director general de la Organización 
a iniciar negociaciones con los Estados de la región a fin 
de concertar los acuerdos que permitan al ya existente 
Centro Regional para la Formación del Personal y la Pre- 
paración del Material de Educación de Base en América 
Latina conseguir progresivamente su autonomía econó- 
Mica. 


Como consecuencia de ello, el gobierno de México se 
ofreció a contribuir a la creación y funcionamiento de ese 
Centro con sede en su país, con independencia de los 
programas y proyectos desarrollados por la Secretaría Ge- 
neral de la OEA, marco dentro del cual estuvo funcio- 
nando desde 1950, el año de su creación. 
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El texto del Convenio que se remite a ese Cuerpo 
consta de treinta y dos artículos organizados dentro de 
once capítulos. 


Por el artículo primero se crea CREFAL, adjudicán- 
dosele la naturaleza jurídica de un organismo internacio- 
nal regional, dotado de autonomía, así como de persone- 
ría jurídica y patrimonio propios. 


El artículo segundo identifica el objetivo principal del 
Centro, esto es la cooperación regional en educación para 
adultos, meta a lograrse mediante la formación de perso- 
nal especializado, investigación documental y básica, sis- 
tematización, análisis e intercambio de experiencias in- 
novadoras e información especializada y producción e 
intercambio de documentos y materiales resultado de las 
investigaciones realizadas, 


El capítulo Il, “Propósitos y Funciones”, en su artícu- 
lo tercero detalla los múltiples propósitos de CREFAL 
que luego son específicamente desarrollados en los ar- 
tículos cuarto al séptimo inclusive. 


Ellos son: 


1) Organizar actividades de estudio, investigaciones, 
documentación, formación y animación tendientes a pro- 
mover la educación para adultos en América Latina y el 
Caribe. 


2) Recabar y analizar la información para el logro de 
sus objetivos. 


3) Elaborar y organizar planes y programas de traba- 
jo. 


4) Formar recursos humanos especializados en el área 
educativa para adultos. 


5) Cooperar en materia de educación para adultos con 
los países de la Región. 


6) Promover y apoyar procesos de sistematización de 
experiencias innovadoras e información especializada. 


7) Producir y difundir los materiales educativos. 


El capítulo TH del Convenio refiere a los Órganos del 
CREFAL, esto es: el Consejo de Administración, la Di- 
rección General y el Comité Consultivo. 


Los capítulos IV al VI se ocupan de cada uno de los 
órganos en cuestión, la integración y las funciones espe- 
cíficas de los mismos. 


Es así que el capítulo TV, titulado “Del Consejo de 
Administración”, por su artículo noveno, ubica al Conse- 
jo de Administración en la cúspide de Ja organización 
jerárquica institucional del CREFAL. 
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Está integrado por un representante de cada uno de 
los Estados Miembros, así como por un representante del 
director general de la UNESCO y de la Secretaría Gene- 
ral de la OEA, junto a los representantes de todos aque- 
llos organismos intergubernamentales que habiendo sido 
admitidos por el propio Consejo contribuyan de forma 
importante al funcionamiento del Centro. 


Según lo dispuesto por el artículo decimoquinto el 
Consejo dispone de todos los poderes necesarios para el 
funcionamiento y la administración del CREFAL. 


El artículo décimosexto detalla las funciones del Con- 
sejo de Administración, entre las que se encuentran, las 
de proponer y aprobar las modificaciones al Convenio y 
decidir sobre las solicitudes de admisión de nuevos miem- 
bros; designar al director general del centro; designar un 
Comité Consultivo con funciones de asesoramiento, apro- 
bar los aportes de los Estados Miembros; autorizar al 
director general la elaboración y negociación de planes 
de colaboración específica con los Estados Miembros; 
impartir al director general todas las instrucciones que se 
estimen necesarias y aprobar la estructura organizacional 
y los reglamentos del Centro y de los órganos necesarios 
para el mejor funcionamiento del mismo. 


El capítulo V está dedicado a la Dirección General, 
órgano de ejecución y administración del Centro, cuyo 
soporte es el director general designado por el Consejo 
de Administración. 


Las atribuciones del director general son enumeradas 
por el artículo decimoctavo y son las normales asignadas 


al órgano ejecutivo de un organismo internacional. 


El capítulo VI está dedicado al Comité Consultivo, 


- cuyos miembros son designados por el Consejo de Ad- 


ministración de entre personas de reconocido prestigio 
internacional y competencia técnica en el campo de la 
educación de adultos. 


El Comité Consultivo tiene por función asesorar al 
Consejo de Administración y al director general del Cen- 
tro, además de todas aquellas que le sean expresamente 
asignadas por el Reglamento. 


Bajo el título “Revalidación Oficial de Estudios”, el 
capítulo VII establece que los Estados Miembros otorga- 
rán, de conformidad con sus respectivas legislaciones, las 
facilidades necesarias a fin de que sus nacionales, que 
hayan efectuado estudios en el CREFAL, obtengan la 
revalidación oficial de los mismos. 


El capítulo VII fija la sede de CREFAL en la ciudad 
de Pátzcuaro, Michoacán, México, a la vez que se prevé 
la posibilidad de que, con la autorización del Consejo de 
Administración, el director general, gestione el estableci- 
miento de subsedes. 
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Por el capítulo IX denominado “Del Patrimonio” se 
detalla la forma en que se integrará el patrimonio del 
Centro, previéndose las contribuciones de la Secretaría 
General de la OEA y de la UNESCO además de las de 
los Estados Miembros. 


Por el capítulo X, “Del Régimen Jurídico, Privilegios 
e Inmunidades”, se establece que el CREFAL gozará de 
personalidad y plena capacidad jurídica, privilegios e in- 
munidades, en el territorio de cada uno de Jos Estados 
Miembros, 


Los artículos vigesimosexto y vigesimoséptimo del 
capítulo XI, “Disposiciones Finales”, se refieren a la po- 
sibilidad de modificar el Convenio, potestad del Consejo 
de Administración que requiere de la voluntad de por lo 
menos dos terceras partes de sus miembros y convocato- 
na expresa. 


Por el artículo vigesimoctavo se prevé el mecanismo 
de la adhesión para todos aquellos países que no hayan 
suscripto este Convenio. 


El artículo vigesimonoveno designa como depositario 
del Convenio a la Secretaría de Relaciones Exteriores de 
México a la vez que especifica que los instrumentos de 
ratificación deberán ser depositados en poder del director 
general de CREFAL. 


Al tratar la cuestión de la entrada en vigor del Conve- 
nio, el artículo trigésimo dispone que se necesitará por lo 
menos que la mitad más uno de los Estados firmantes del 
mismo hayan depositado los correspondientes instrumen- 
tos de ratificación. 


Respecto a los países adherentes, se prevé que el Con- 
venio entrará en vigor en la fecha en que el director 
general del CREFAL reciba, en depósito, el instrumento 
de adhesión. 


El artículo trigesimosegundo contempla las posibili- 
dades de retiro o denuncia al Convenio, cuya notificación 
por escrito al director general sólo surtirá efecto ciento 
ochenta días después de recibida la comunicación por 
aquél. 


Como complemento alo expresado ut supra respecto 
a lo previsto por el articulado del Convenio, se señala, 
asimismo, que el CREFAL ha desarrollado activamente 
la función de cooperación con instituciones especializa- 
das y con Organismos Internacionales durante más de 38 
años y que, a su vez, ha sido apoyada dentro del marco 
de distintos programas y proyectos desarrollados por la 
Secretaría General de la OEA. 


Por otra parte, se hace innecesario subrayar que los 
problemas de la educación para adultos están estrecha- 
mente vinculados a los del desarrollo de las condiciones 


de vida en la región y que ellos podrían ser mejor con- 
templados dentro de una perspectiva regional, facilitada 
por el apropiado marco legal del Centro previsto por el 
Convenio que es objeto de este Mensaje. 


Es por lo anteriormente expuesto acerca de la impor- 
tancia de la tarea que desarrolla el CREFAL, así como 
por la conveniencia de aprovechar los beneficios que sig- 
nificará para la República la pronta ratificación de este 
Convenio, que el Poder Ejecutivo solicita la correspon- 
diente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera PRESIDEN- 
TE DE LA REPUBLICA, Sergio Abreu, An- 
tonio Mercader. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Apruébase el Convenio de Coopera- 
ción Regional para la Creación y Funcionamiento del 
Centro de Cooperación Regional para la Educación de 
Adultos en América Latina y el Caribe, CREFAL, cele- 
brado entre la Organización de las Naciones Unidas para 
la Educación, la Ciencia y la Cultura, UNESCO, la Se- 
cretaría General de la Organización de los Estados Ame- 
ricanos, OEA, y los países de América Latina y el Cari- 
be, el 19 de octubre de 1990 en la ciudad de México, 
Estados Unidos Mexicanos. 


Art. 2”. - Comuníquese, etc. 
Sergio Abreu, Antonio Mercader. 


CONVENIO DE COOPERACION REGIONAL 
PARA LA CREACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL 
CENTRO DE COOPERACION REGIONAL PARA LA 
EDUCACIÓN DE ADULTOS EN AMERICA LATINA 
Y EL CARIBE, CELEBRADO ENTRE LA 
ORGANIZACION DE LAS NACIONES UNIDAS 
PARA LA EDUCACION, LA CIENCIA Y LA 

CULTURA, EN LO SUCESIVO “UNESCO”, LA 
SECRETARIA GENERAL DE LA 
ORGANIZACION DE LOS ESTADOS 

AMERICANOS, EN ADELANTE LA “SG/OEA” Y 

LOS PAISES DE AMERICA LATINA Y EL CARIBE, 
QUE EN LO SUCESIVO SE DENOMINARAN 
“ESTADOS MIEMBROS”, DE CONFORMIDAD 
CON LOS SIGUIENTES CONSIDERANDOS Y 
ARTICULOS 


CONSIDERANDO 


Que la Conferencia General de la “UNESCO” en su 
Cuarta Reunión encargó al Director General su coopera- 
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ción con los “Estados Miembros” para crear Centros Re- 
gionales destinados a la formación del personal docente y 
de los especialistas, y a la preparación del material de 
educación fundamental, y que en cumplimiento de esta 
resolución fue suscrito el 11 de setiembre de 1950 un 
Acuerdo entre la UNESCO y el Gobierno Mexicano so- 
bre el establecimiento de un Centro Regional para la For- 
mación del Personal y la Preparación del Material de 
Educación de Base en América Latina. 


Que la Conferencia General de la “UNESCO” en su 
17a. Reunión, autorizó al Director General a iniciar ne- 
gociaciones con los Estados de la Región a fin de concer- 
tar los acuerdos que permitan al Centro Regional conse- 
guir progresivamente su autonomía económica, 


Que con tal propósito, el Gobierno de México se 
ofreció a contribuir a la creación y funcionamiento con 
sede en su país, de un Centro Regional de Educación 
de Adultos y Alfabetización Funcional para América 
Latina (CREFAL), por lo que el 21 de octubre de 1974 
suscribió con la “UNESCO” un acuerdo para establecer 
dicho Centro, dejando sin efecto el suscrito el 11 de se- 
tiembre de 1950. 


Que durante más de 38 años el CREFAL ha desarro- 
llado activamente la función de cooperación con Institu- 
ciones especializadas y con Organismos Internacionales. 


Que desde su fundación, la acción del CREFAL se 
vinculó de diversa manera y fue apoyada dentro del mar- 
co de distintos programas y proyectos desarrollados por 
la Secretaría General de la “OEA”. 


Que los problemas de la educación para adultos están 
vinculados a los del desarrollo de las condiciones de vida 
en la Región y presentan, además, rasgos comunes y por 
lo mismo exigen esfuerzos conjuntos de cooperación mul- 
tinacional. 


Que los países de América Latina y el Caribe, en 
especial el “Grupo de Río”, entre los que se encuentran 
Argentina, Brasil, Colombia, Perú, Uruguay y Venezue- 
la, han manifestado su interés en incorporarse al Consejo 
de Administración del Centro, con el fin de constituir el 
marco legal de la Institución dentro de una perspectiva 
regional. 


Que por lo tanto, mediante el presente convenio se 
pretende sustituir los acuerdos anteriores y promover, 
según mandato de la 17a. Conferencia General de la 
“UNESCO”, la integración regional del mayor número 
de países de América Latina y el Caribe a los programas 
que el Centro ha venido desarrollando desde su funda- 
ción. 


Que el CREFAL, desde su creación en el área de la 
educación para adultos, ha formado especialistas y maes- 
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tros, realizado investigaciones documentales y básicas a 
nivel regional, publicado y difundido resultados de in- 
vestigaciones, materiales de actualización y de apoyo a la 
operación de programas y proyectos tanto nacionales como 
regionales, y como actividad constante y de mayor tras- 
cendencia ha brindando asesoría técnica en la planeación, 
administración, operación y evaluación de programas y 
proyectos a la mayoría de los países de la Región. 


Que el CREFAL, de conformidad con el Gobierno 
Mexicano, tiene su sede desde su fundación en la Ciudad 
de Pátzcuaro, Michoacán, México. 


Que la educación para adultos comprende, entre otros, 
los procesos de alfabetización, educación básica, educa- 
ción para el trabajo, formación para la vida familiar, so- 
cial y civil, y que dichas acciones corresponden a las 
actividades propias del CREFAL. 


Que es necesario fortalecer la labor que ha venido 
realizando el CREFAL, modificando su naturaleza jurídi- 
ca y ajustando sus objetivos para la cooperación regional 
en la educación para adultos. 


Por lo anteriormente expuesto los representantes de 
las partes debidamente acreditados para tal efecto han 
decidido suscribir el siguiente: 


CONVENIO POR EL QUE SE CREA EL CENTRO 
DE COOPERACION REGIONAL PARA LA 
EDUCACION DE ADULTOS EN AMERICA 
LATINA Y EL CARIBE (CREFAL) 


CAPITULO 1 
Naturaleza Jurídica y Objetivos 


ARTICULO PRIMERO. Se crea el Centro de Coope- 
ración Regional para la Educación de Adultos en Améri- 
ca Latina y el Caribe (CREFAL), que tendrá el carácter 
de un Organismo Internacional Autónomo con personali- 
dad jurídica y patrimonio propios, al servicio de los paí- 
ses de América Latina y del Caribe. 


ARTICULO SEGUNDO. El CREFAL tendrá como 
objetivos la cooperación regional en educación para adul- 
tos, mediante la formación de personal especializado, in- 
vestigación documental y básica, sistematización, análi- 
sis e intercambio de experiencias innovadoras e informa- 
ción especializada y producción e intercambio de docu- 
mentos y materiales resultado de las investigaciones rea- 
tizadas internamente con la colaboración de especialistas 
de los organismos e instituciones de la región. 


Capítulo II 
Propósitos y Funciones 


ARTICULO TERCERO. El CREFAL, en coordina- 
ción con la “SG/OEA”, la “UNESCO” y los “Estados 
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Miembros”, tendrá como propósitos y funciones los si- 
guientes: 


Organizar actividades de estudio, investigaciones, 
documentación, formación y animación tendien- 
tes a promover la educación para adultos en Amé- 
rica Latina y el Caribe. Las actividades del CRE- 
FAL deberán secundar el esfuerzo realizado por 
el país sede y por fos otros países de América 
Latina y del Caribe. 


Recabar y analizar la información para el logro de 
sus objetivos. 


Elaborar y organizar sus planes y programas de 
trabajo. 


Formar recursos humanos especializados en el área 
educativa para adultos. 


Cooperar en materia de educación para adultos 
con los países de la Región. 


Promover y apoyar procesos de sistematización 
de experiencias innovadoras e información espe- 
cializada. 


Producir y difundir los materiales educativos, pre- 
ferentemente a los “Estados Miembros” dei pre- 
sente Convenio. 


ARTICULO CUARTO. En el campo de la formación 
especializada de recursos humanos, el CREFAL realizará 


las acciones siguientes: 


1. 


Organizar actividades de estudio para la especiali- 
zación del personal que hará la investigación, do- 
cumentación y formación de bases educativas que 
logren sus objetivos institucionales. 


Intercambiar información sobre materias relacio- 
nadas con la educación para adultos. 


Evaluar junto con los responsables de los “Esta- 
dos Miembros” las necesidades de capacitación 
del personal y elaborar los correspondientes pro- 
gramas de formación. 


ARTICULO QUINTO. La investigación que desarro- 
llará el CREFAL será documental y básica. Para ello 
realizará las siguientes actividades: 


1. 


Elaborar junto con los “Estados Miembros” y los 
Organismos Internacionales signatarios del presente 
convenio estudios y diagnósticos de necesidades 
que sirvan de base para la formulación de los pro- 
gramas a desarrollar. 
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Proponer investigaciones sobre aspectos de la edu- 
cación para adultos para desarrollarlas coordina- 
damente con los especialistas y expertos de los 
“Estados Miembros” y de los organismos interna- 
cionales signatarios de este convenio. 


ARTICULO SEXTO. En cuanto a la divulgación de 
la información el Centro producirá, editará y distribuirá 
materiales educativos para la formación y actualización 
en los campos de la educación para adultos. Con este 
propósito efectuará las acciones siguientes: 


l. 


Identificar necesidades específicas de formación 
de recursos humanos y preparar materiales de edu- 
cación para adultos referidos a la Región. 


Cooperar con las autoridades e instituciones de 
los Gobiernos de los “Estados Miembros”, así 
como con los organismos no gubernamentales, en 
la elaboración de materiales de capacitación y for- 
mación de especialistas. 


Realizar investigaciones respecto del material edu- 
cativo para adultos entre la “SG/OEA”, la “UNES- 
CO” y los “Estados Miembros”, así como llevar a 
cabo su aplicación con carácter experimental. 


Coordinar sus actividades con centros subregiona- 


“les o nacionales cuyas actividades se relacionen 


con sus objetivos. 


Difundir los avances logrados en países de otras 
regiones, sobre la producción de material educati- 
vo para adultos. 


ARTICULO SEPTIMO. En cuanto a las actividades 
de cooperación regional el Centro deberá: 


1. 


Fomentar el intercambio entre los “Estados Miem- 
bros” de los resultados de investigación, documen- 
tación y formación de recursos humanos, por me- 
dio de planes regionales y subregionales de co- 
operación. 


Difundir, informar y estudiar el uso apropiado de 
materiales de educación para adultos que se apli- 
quen en la Región. 


Realizar programas de intercambio de resultados 
en la investigación, capacitación y producción de 
materiales de educación entre los “Estados Miem- 
bros”. 


Integrar los avances obtenidos en los países de 
América Latina y el Caribe coadyuvando a su di- 
vulgación y al intercambio de experiencias en la 
materia. 
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CAPITULO MI 
Organos 


ARTICULO OCTAVO. Los órganos del CREFAL 
son el Consejo de Administración, la Dirección General 
y el Comité Consultivo, 


CAPITULO IV 
Del Consejo de Administración 


ARTICULO NOVENO. El Consejo de Administra- 
ción es el Órgano supremo del CREFAL, estará integrado 
por un representante acreditado de cada uno de los “Esta- 
dos Miembros”, que hayan firmado y ratificado o se ha- 
yan adherido al presente convenio; por un representante 
del Director General de la “UNESCO” y del representan- 
te general de la “SG/OEA”, así como por un representan- 
te de cada organismo intergubernamental que aporte una 
contribución importante al funcionamiento del CREFAL 
y que sea admitido por decisión de propio Consejo de 
Administración. 


ARTICULO DECIMO. El Consejo de Administra- 
ción estará presidido por el representante del Gobierno 
Mexicano en su calidad de país sede. El Director General 
del Centro fungirá como Secretario. 


ARTICULO DECIMOPRIMERO. El Consejo de Ad- 
ministración celebrará sesiones ordinarias una vez al año, 
preferentemente en el último trimestre del año calenda- 
rio. La convocatoria se hará por escrito, con una anticipa- 
ción mínima de tres meses. 


ARTICULO DECIMOSEGUNDO. El Consejo de 
Administración podrá celebrar sesiones extraordinarias, 
convocadas por su presidente o, a petición de por lo me- 
nos la mitad de los miembros que lo integran. 


ARTICULO DECIMOTERCERO. Podrán participar 
en las reuniones del Consejo de Administración además 
de los representantes debidamente acreditados, observa- 
dores e invitados especiales a propuesta de las partes que 
suscriben el presente convenio, previa aprobación del pre- 
sidente del Consejo. 


ARTICULO DECIMOCUARTO. El quórum para las 
sesiones del Consejo de Administración se integrará con 
la asistencia de su presidente y la mitad más uno de sus 
miembros. Sus acuerdos serán tomados por mayoría de 
votos. 


La “SG/OEA”, la “UNESCO”, así como los “Estados 
Miembros”, tendrán derecho a voz y a un solo voto. El 
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presidente tendrá voto de calidad. Los observadores y los 
invitados especiales sólo tendrán derecho a voz. 


ARTICULO DECIMOQUINTO. El Consejo de Ad- 
ministración dispondrá de todos los poderes necesarios 
para el funcionamiento y la administración del CREFAL. 


ARTICULO DECIMOSEXTO. Son funciones del 
Consejo de Administración: 


1. Proponer y aprobar, en su caso, las modificacio- 
nes al convenio y decidir sobre las solicitudes de 
admisión de nuevos miembros del Consejo de Ad- 
ministración, 


2. Designar al director general del Centro, según los 
criterios definidos por el propio Consejo de Ad- 
ministración, y autorizarle los permisos y licen- 
cias que procedan. 


3. Designar un Comité Consultivo para el asesora- 
miento del propio Consejo así como del director 
general. 


4. Aprobar las aportaciones de los “Estados Miem- 
bros” y los planes y programas de cooperación 
que se establezcan con los organismos internacio- 
nales signatarios del presente convenio. 


5. Autorizar al director general la elaboración y ne- 
gociación de planes de colaboración específica con 
los “Estados Miembros”, o con otros países y or- 
ganizaciones internacionales, instituciones y fun- 
daciones de carácter regional y subregional, 


6. Autorizar las negociaciones que realice el director 
general para la obtención de recursos. 


7. Considerar, analizar, aprobar o rechazar según pro- 
ceda, los informes anuales de labores y los esta- 
dos financieros que les presente el director gene- 
ral, debidamente auditados, 


8. Estudiar y aprobar, en su caso, el plan de trabajo y 
los presupuestos del centro que presente el direc- 
tor general. 


9. Dar al director general todas las instrucciones que 
se estimen necesarias. 


10. Aprobar la estructura organizacional y los regla- 
mentos del Centro y de los órganos necesarios 
para el mejor funcionamiento del mismo. 


11. Estudiar y resolver todos los demás asuntos de su 
competencia y que se deriven del presente Convenio. 
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CAPITULO V 
De la Dirección General 


ARTICULO DECIMOSEPTIMO. La Dirección Ge- 
neral es el órgano de ejecución y administración del 
CREFAL, estará bajo la responsabifidad de un director 
general que será designado por el Consejo de Adminis- 
tración. 


ARTICULO DECIMOCTAYVO. El director general 
tendrá a su cargo las siguientes atribuciones: 


1. Representar legalmente al Centro. 


2. Dirigir los trabajos del Centro con arreglo a los 
programas aprobados por el Consejo de Adminis- 
tración. 


3. Preparar los proyectos de programas y presupues- 
tos que deban someterse a la consideración del 
Consejo de Administración. 


4. Preparar el orden del día provisional para las re- 
uniones del Consejo de Administración y presen- 
tar las propuestas que estimen necesarias para la 
administración del Centro. 


5. Elaborar y someter al Consejo de Administración 
los informes anuales sobre las actividades realiza- 
das por el Centro. 


6. Seleccionar y contratar al personal necesario para 
el buen funcionamiento del Centro. 


7. Realizar todas las operaciones financieras y mer- 
cantiles para el cumplimiento de los programas 
aprobados por el Consejo de Administración. 


8. Administrar en forma directa los ingresos que le 
son propios del Centro, las donaciones y legados, 
los muebles e inmuebles, subsidios, y todos los 
demás bienes que por cualquier otro título se ad- 
quieran. 


9. Autorizar los permisos y licencias que le soliciten 
los trabajadores y demás personal del Centro de 
conformidad al Reglamento respectivo. 


10. Autorizar los viajes y traslados del personal a los 
países de América Latina y el Caribe o a otros 
para el cumplimiento de las actividades derivadas 
del presente Convenio. 


11. Realizar las gestiones que sean necesarias para 
establecer compromisos de cooperación regional 
ante los gobiernos de los países correspondientes. 


12. Promover la incorporación de los demás países de 
América Latina y el Caribe al CREFAL. 


13. Todas las demás que sean afines a las señaladas y 
que le encomiende el Consejo de Administración. 


CAPITULO VI 
Del Comité Consultivo 


ARTICULO DECIMONOVENO, El CREFAL con- 
tará con un Comité Consultivo compuesto por miembros 
de reconocido prestigio internacional y competencia téc- 
nica en el campo de la Educación de Adultos que serán 
designados por el Consejo de Administración en los tér- 
minos que establezca el Reglamento que se expida al 
efecto. 


ARTICULO VIGESIMO. Son funciones del Comité 
Consultivo: 


1) Asesorar al Consejo de Administración y al direc- 
tor general del CREFAL en todo lo relativo a la 
preparación, ejecución y evaluación del plan de 
trabajo del Centro, 


2) Todas aquellas funciones que se le asignen en el 
Reglamento que se expida al respecto. 


CAPITULO VIH 
Revalidación Oficial de Estudios 


ARTICULO VIGESIMOPRIMERO. De conformidad 
con sus respectivas legislaciones, los “Estados Miembros” 
otorgarán las facilidades necesarias a fin de que sus na- 
cionales, que hayan realizado estudios en el CREFAL, 
obtengan ta revalidación oficial de los mismos. 


CAPITULO VII 
Sede 


ARTICULO VIGESIMOSEGUNDO. La Sede del 
Centro de Cooperación Regional para la Educación de 
¡Adultos en América Latina y el Caribe (CREFAL,) será la 
ciudad de Pátzcuaro, Michoacán, México. 


El gobierno mexicano proporcionará las facilidades 
operacionales y financieras de infraestructura que se re- 
quieran, para ello se suscribirán los instrumentos jurídi- 
cos necesarios. 


Con autorización del Consejo de Administración, el 
director general podrá gestionar el establecimiento de sub- 
sedes del Centro en los “Estados Miembros” de este acuer- 


do que lo soliciten. 
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CAPITULO IX 
Del Patrimonio 


ARTICULO VIGESIMOTERCERO. El patrimonio 
del CREFAL estará constituido por: 


1) Las aportaciones ordinarias de los “Estados Miem- 
bros” que apruebe y determine el Consejo de Ad- 
ministración. Las cuotas anuales ordinarias de los 
“Estados Miembros” podrán ser cubiertas en su 
moneda para el desarrollo de programas específi- 
cos. 


2) Los recursos correspondientes a las actividades que 
se realicen en el marco de los programas de co- 
operación de la “UNESCO” y de la “SG/OEA”. 


(92 
Nx 


Los ingresos presupuestados para programas es- 
pecíficos, los cuales consistirán en: 


a) Aportaciones provenientes de convenios bila- 
terales celebrados con los “Estados Miembros” 
para trabajos y actividades acordadas. 


b) Aportaciones provenientes de otros países, or- 
ganismos internacionales, instituciones y fun- 
daciones, para aplicarse a programas estable- 
cidos. 

4) Los subsidios, donaciones y legados, así como los 
muebles o inmuebles que al efecto se le destinen, 
y los demás bienes que por cualquier otro título 
legal adquiera. 


pa 


Otros recursos materiales que sean aportados por 
los “Estados Miembros” signatarios de este acuer- 
do y por otras entidades, para apoyar las activida- 
des del Centro. 


5 
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ARTICULO VIGESIMOCUARTO. La “SG/OEA” y 
la “UNESCO” contribuirán a las actividades del Centro 
conforme a los programas y presupuestos aprobados por 
cada una de las organizaciones y según los procedimien- 
tos correspondientes para la ejecución de las actividades 
convenidas. 


CAPITULO X 
Del Régimen Jurídico, Privilegios e Inmunidades 


ARTICULO VIGESIMOQUINTO. El! CREFAL, go- 
zará, en el territorio de cada uno de los “Estados Miem- 
bros” de personalidad y plena capacidad jurídicas, privi- 
legios e inmunidades, de acuerdo con la legislación vi- 
gente respectiva y las normas internacionales en vigor. 
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CAPITULO XI 
Disposiciones finales 


ARTÍCULO VIGESIMOSEXTO. El presente conve- 
nio podrá ser modificado por el Consejo de Administra- 
ción mediante acuerdo de por lo menos las dos terceras 
partes del mismo y mediante convocatoria expresa. 


ARTICULO VIGESIMOSEPTIMO. Toda modifica- 
ción acordada por el Consejo de Administración entrará 
en vigor un mes después de que el director general haya 
recibido notificación escrita de su aprobación efectuada 
de conformidad con los respectivos procedimientos cons- 
titucionales o legales de los “Estados Miembros”. 


ARTICULO VIGESIMOCTAVO. Todos aquellos paí- 
ses de América Latina y el Caribe que no hayan partici- 
pado en la firma del presente Convenio, podrán adherirse 
al mismo, y pasar por tanto, a ser parte en el presente 
Convenio como miembro del CREFAL, previa notifica- 
ción a la “UNESCO”, la “OEA” y los “Estados Miem- 
bros” los cuales decidirán dentro del Consejo de Admi- 
nistración sobre su procedencia. 


Los instrumentos de adhesión, se depositarán en po- 
der del director general, en su condición de secretario del 
Consejo de Administración. 


ARTICULO VIGESIMONOVENO. El presente Con- 
venio será ratificado de conformidad con los respectivos 
procedimientos constitucionales o legales de los “Estados 
Miembros”. El original del mismo, cuyos textos en espa- 
ñol, inglés, portugués y francés tendrán la misma validez, 
será depositado en la Secretaría de Relaciones Exterio- 
res de los Estados Unidos Mexicanos. Los instrumen- 
tos de ratificación se depositarán en poder del director 
general del CREFAL, quien notificará a la “UNES- 
CO”, la “SG/OEA” y los “Estados Miembros” cada de- 
pósito que se hubiere efectuado. 


ARTICULO TRIGESIMO. El presente Convenio en- 
trará en vigor una vez que por lo menos la mitad más uno 
de los Estados firmantes del mismo hayan depositado en 
poder del director general del CREFAL, los correspon- 
dientes instrumentos de ratificación. 


ARTICULO TRIGESIMOPRIMERO. Respecto de los 
países que se hayan adherido posteriormente, este Con- 
vento entrará en vigor la fecha en que el director general 
del CREFAL reciba en depósito el correspondiente ins- 
trumento de adhesión. 


ARTICULO TRIGESIMOSEGUNDO. Cualquiera de 
tas Partes podrá retirarse del CREFAL y denunciar el 
presente instrumento en cualquier momento, previa noti- 
ficación por escrito al director general, quien la transmiti- 
rá a la “SG/OEA”, la “UNESCO” y los “Estados Miem- 
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bros”. El retiro y la denuncia surtirán sus efectos ciento 
ochenta días después de recibida la notificación por el 
director general. 


Las Partes del contenido y alcance del presente Con- 
venio, lo firman en la Ciudad de México, Distrito Fede- 
ral, a los diecinueve días del mes de octubre de mil nove- 
cientos noventa. 


Por los Estados Miembros 


República Federativa de Brasil República del Ecuador 
Luis Felipe de Seiras Correa Lic. Raúl Vallejo 
(Rúbrica) (Rúbrica) 
Embajador Director del Programa Nacional 
“Ecuador Estudia” 
Por la UNESCO República de Guatemala 
Dr. Germán Camero Roque Lic. Floridalma Meza Palma 
Por la Secretaría 
General de la DEA 
(Rúbrica) (Rúbrica) 
Dr. José Félix Palma Secretaría Ejecutiva de la Comisión 
Nacional de Alfabetización 
República de Colombia República de Honduras 
Estados Unidos Mexicanos 
Lic. Manuel Bartlett Díaz Lic. Helman Ramón Sabillón Reyes 
(Rúbrica) (Rúbrica) 
Secretario de Educación Pública Ministro Consejero 
de la Embajada 
República del Perú República de Nicaragua 
República Oriental del Uruguay 
Prof. Antonto C, Puentes Ing. Sofonías Cisneros Leiva 
(Rúbrica) (Rúbrica) 
Representante del Ministerio Ministro de Educación 
de Educación 
República de Venezuela República del Paraguay 
Sra, Eva María Zuck Dra. Carmen Quintana de Horak 
(Rúbrica) (Rúbrica) 
Agregada Cultural de la Embajada Subsecretaria de Educación 
República de Chile República de El Salvador 


República de Costa Rica 
Lic. Marvin Herrera Araya Lic. René Hernández Valiente 


(Rúbrica) (Rúbrica) 
Ministro de Educación Ministro de Educación 
República de Cuba República Argentina 
Sr. Eduardo Lara 
(Rúbrica) 


Asesor del Ministro de Educación 


LA PRESENTE FORMA PARTE DEL CONVENIO 
DE COOPERACION REGIONAL PARA LA 
CREACION Y FUNCIONAMIENTO DEL 
CENTRO DE COOPERACION REGIONAL PARA 
LA EDUCACION DE ADULTOS EN AMERICA 
LATINA Y EL CARIBE, SUSCRITO EN LA CIUDAD 
DE MEXICO, DISTRITO FEDERAL, A LOS 
DIECINUEVE DIAS DEL MES DE OCTUBRE DE 
MIL NOVECIENTOS NOVENTA a 


Certifico, asimismo, que el mencionado instrumento 
internacional es copia fiel y completa del Convento de 


Cooperación Regional para la Creación y Funcionamien- 
to del Centro de Cooperación Regional para la Educa- 
ción de Adultos en América Latina y el Caribe, firmado 
en la Ciudad de México, Distrito Federal, el día diecinue- 
ve del mes de octubre del año mil novecientos noventa. 


Extiendo la presente en dieciséis páginas útiles en la 
Ciudad de México, Distrito Federal, a los diecinueve días 
del mes de marzo del año de mil novecientos noventa y 
tres, a fin de que el Gobierno de México, en su carácter 
de Depositario, la proporcione al Centro de Cooperación 
Regional para la Educación de Adultos en América Lati- 
na y el Caribe, sito en Quinta Eréndira, Pátzcuaro, Mi- 
choacán, México. 


INFORME 
Al Senado: 


CONVENIO DE COOPERACION REGIONAL 
PARA LA CREACION Y FUNCIONAMIENTO DEL 
CENTRO DE COOPERACION REGIONAL PARA LA 
EDUCACION DE ADULTOS EN AMERICA LATINA 
Y EL CARIBE, CELEBRADO ENTRE LA 

ORGANIZACION DE LAS NACIONES UNIDAS 
PARA LA EDUCACION, LA CIENCIA Y LA 
CULTURA (UNESCO), LA SECRETARIA 
GENERAL DE LA ORGANIZACION DE LOS 
ESTADOS AMERICANOS (SG/OEA) Y LOS PAISES 
DE AMERICA LATINA Y EL CARIBE. 


1) Preámbulo: La educación de adultos ha sido una 
constante preocupación para el Centro Regional de Edu- 
cación de Adultos y Alfabetización Funcional para Amé- 
rica Latina (CREFAL). Si bien nuestro continente ha lo- 
grado importantes avances en la materia, se deben aún 
profundizar los procesos de alfabetización, educación bá- 
sica, educación para el trabajo, formación para la vida 
familiar, social y civil, etc. 


La Conferencia General de la UNESCO en su 17* 
Reunión autorizó al director general a iniciar negociacio- 
nes con los Estados de la región con el propósito de 
concertar los acuerdos que permitan al Centro Regional 
conseguir progresivamente su autonomía económica. 


Por tal motivo México se ofreció a crear el CREFAL 
el 21 de octubre de 1974. Dicho organismo internacional 
se ha vinculado con la Organización de los Estados Ame- 
ricanos participando en los distintos programas y proyec- 
tos elaborados por aquélla. 


Los países del Grupo de Rio, entre los que se encuen- 
tran Argentina, Brasil, Colombia, Perú, Uruguay y Vene- 
zuela, han manifestado su interés en incorporarse al Con- 
sejo de Administración del Centro. Es por ello que el 
presente Convenio Internacional pretende sustituir los 
acuerdos anteriores y promover la integración regional 
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con el mayor número de países de América Latina y el 
Caribe. 


ID) Análisis del Articulado: 


1) Naturaleza Jurídica y Objetivos: La primera dis- 
posición del Tratado crea el Centro de Cooperación Re- 
gional para la Educación de Adultos en América Latina y 
el Caribe. Este Centro Regional tendrá el carácter de un 
Organismo Internacional Autónomo, personalidad jurídi- 
ca y patrimonio propio. 


De esta manera al crearse una entidad autónoma, se le 
permite al Centro elaborar sus programas con indepen- 
dencia de aquellos puestos en práctica por la OEA. 


El artículo 2” señala el objetivo básico del presente 
Convenio como lo es la cooperación regional en educa- 
ción para adultos. La misma disposición establece ade- 
más aquellos mecanismos que permitirán alcanzar tal ob- 
jetivo, esto es, formación de personal especializado, in- 
vestigación documental, intercambio de experiencias in- 
novadoras, documentos y materiales, etc. 


2) Propósitos y funciones: El CREFAL actuará, en 
la persecución de sus propósitos y en el cumplimiento de 
sus funciones, junto a la Secretaría General de la Organi- 
zación de los Estados Americanos, Organización de las 
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cul- 
tura, y Estados Miembros (artículo 3” del Tratado). 


La Comisión de Asuntos Internacionales entiende con- 
veniente, para una mejor comprensión de los propósitos 
y funciones a desarrollar por los países signatarios del 
presente convenio, clasificarlos por grupos: 


1) - organización de actividades de estudio, investiga- 
ción, documentación, formación y animación tendientes 
a promover la educación para adultos en América Latina 
y el Caribe. 


2) - formación de recursos humanos especializados 
en el área educativa para adultos. 


3) - recabar y analizar la información para el logro de 
sus objetivos. : 


4) - cooperación en la materia, con los países de la 
región. 


El primero de los objetivos es desarrollado con mayor 
profundidad en el artículo 4” de la Convención, en el cual 
se destaca la especialización del personal que hará la 
investigación, documentación y formación de bases edu- 
cativas tendientes al logro de los objetivos institucionales, 


Para la formación de los recursos humanos, el CREFAL, 
tal como lo dispone el artículo en examen, podrá inter- 
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cambiar información sobre materias relacionadas con la 
educación para adultos, y evaluar con los Estados Miem- 
bros las necesidades de capacitación del personal. 


El análisis, recepción y divulgación de la información 
deberá producirse, editarse y distribuirse en materiales 
educativos que permitan la efectiva formación del adulto. 
Los gobiernos de los Estados Miembros, en este caso, 
deberán cooperar en la capacitación de los especialistas 
(artículo 6”). 


Los países de la región según el tenor del artículo 7* 
deberán difundir, informar y estudiar el uso apropiado de 
materiales de educación para adultos que se apliquen en 
la región. 


La cooperación regional entonces, es uno de los pro- 
pósitos sobresalientes de la Convención, pues es fácil 
advertir que todos los objetivos que persigue el presente 
Tratado están sustentados, directa o indirectamente, por 
la cooperación de los países de la región. 


3) Estructura Orgánica; El Capítulo MI del Tratado 
hace referencia a los órganos del CREFAL, vale decir, el 
Consejo de Administración, la Dirección General y el 
Comité Consultivo. 


A) Consejo de Administración: Es el órgano supre- 
mo del CREFAL (artículo 9?) que estará integrado por un 
representante de cada uno de los Estados Miembros, así 
como por un representante del director general de la 
UNESCO y de la Secretaría General de la OEA Es opor- 
tuno destacar que este organismo cúspide podrá estar re- 
presentado incluso, por delegados de aquellas institucio- 
nes gubernamentales que hayan realizado un aporte im- 
portante al funcionamiento del CREFAL. 


Estará presidido por el representante del Gobierno de 
México, distinción que le concede el propio Tratado por 
el hecho de ser el país sede del Centro Regional (artículo 
10). 


Respecto al régimen de votación los representantes de 
la Secretaría General de la OEA, UNESCO y Estados 
Miembros tendrán derecho a voz y a un voto; mientras 
que los observadores e invitados especiales sólo tendrán 
derecho a voto (artículo 14 del Tratado). 


Múltiples son las funciones del Consejo de Adminis- 
tración, destacándose: 


- proponer y aprobar las modificaciones al convenio 
constitutivo, y pronunciarse sobre la admisión de nuevos 
miembros del Consejo; 


- designar al director general del Centro, que tal como 
lo expresa el artículo 10 del Acuerdo, fungirá como se- 
cretario; 
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- aprobación de los aportes de los Estados Miembros 
así como los planes de cooperación que se establezcan 
con los organismos internacionales signatarios del pre- 
sente Convenio, vale decir, la OEA y UNESCO; 


- dar las directivas al director general respecto a las 
negociaciones que éste lleve a cabo; 


- elaborar los reglamentos del Centro para el mejor 
funcionamiento del mismo; 


- por último, el artículo 15 señala que el Consejo 
dispone de todos los poderes necesarios para el funciona- 
miento del Centro. 


b) Dirección General: será el órgano de ejecución y 
administración del CREFAL y estará bajo la responsabt- 
lidad de un director general designado por el Consejo de 
Administración (artículo 17). 


Sus funciones no se distinguen sustancialmente de 
aquellas que desempeña cualquier órgano ejecutivo de un 
organismo internacional, esto es: 


- representar legalmente al CREFAL; 


- preparar los proyectos de presupuestos y programas 
para la consideración posterior del Consejo de Adminis- 


tración; 


- elaboración de los informes anuales sobre las activi- 
dades realizadas por el Centro; 


- administrar los ingresos que son propios del CRE- 
FAL, donaciones, legados, bienes muebles e inmuebles, 
subsidios, etc.; 


- promover la incorporación al Centro de los demás 
países de América Latina y el Caribe (artículo 18 del 
Acuerdo). 


C) Comité Consultivo: será el órgano asesor del Con- 
sejo de Administración y del Director General. 


Según el artículo 19 estará integrado por miembros 
de reconocido prestigio internacional designados por el 
Órgano cúspide del Acuerdo. 


4) Patrimonio: Las aportaciones ordinarias de los 
Estados Miembros, los recursos provenientes de las acti- 
vidades que se realicen en el marco de los programas de 
cooperación de la UNESCO y Secretaría General de la 
OEA, los aportes correspondientes a convenios bilatera- 
les celebrados con los Estados Miembros, los subsidios, 
donaciones, legados y en general, todos aquellos bienes 
que por cualquier otro título legal adquiera el CREFAL 
constituirán el patrimonio del Centro (artículo 23). 


Se prevé además las contribuciones que deberán efec- 
tuar la OEA y UNESCO, según los procedimientos co- 
rrespondientes para la ejecución de las actividades con- 
venidas (artículo 24). 


5) Personería Jurídica, Sede, Privilegios e Inmuni- 
dades: El CREFAL, cuya sede estará en la ciudad de 
Pátzcuaro, Michoacán, México (artículo 22). gozará en el 
territorio de cada uno de los Estados Miembros de perso- 
nalidad y plena capacidad jurídica, así como de los privi- 
legios e inmunidades conforme a las normas internacio- 
nales en vigor (artículo 25 del Acuerdo). 


6) Revalidación Oficial de Estudios: Como resulta 
del tenor del artículo 21, los Estados Miembros concede- 
rán a los nacionales que hayan realizado estudios en el 
Centro Regional, todas las facilidades necesarias para ob- 
tener la revalidación oficial de los mismos. 


7) Disposiciones finales: La eventual modificación 
del Convenio está contemplada en los artículos 26 y 27 
requiriéndose la voluntad de por lo menos las dos terce- 
ras partes de sus miembros. 


La disposición siguiente (artículo 28) permite la ad- 
hesión a todas aquellas naciones de América Latina y el 
Caribe que no hayan suscrito el Acuerdo. 


El artículo 29 del Tratado expresa que la ratificación 
al mismo deberá realizarse conforme a los respectivos 
procedimientos constitucionales o legales de los Estados 
Miembros. 


El régimen de denuncias por su parte, está contem- 
plado en el artículo 32 del Convenio. La desvinculación 
al mismo deberá notificarse por escrito al director gene- 
ral en un plazo de 180 días. 


La importancia de la tarea formativa y educativa del 
CREFAL se hace pues, innecesario subrayarla. Es un 
organismo regional que ha desarrotlado activamente la 
función de cooperación con instituciones especializadas 
y con organismos internacionales durante más de cuatro 
décadas. 


Nuestro país que tiene el privilegio de ser uno de los 
más alfabetizados de la región, debe considerar los bene- 
ficios del presente Acuerdo, pues la educación, en este 
caso a nivel de adultos, está estrechamente vinculada al 
desarrollo del país y de la región. 


Esta Comisión entiende que las disposiciones del pre- 
sente texto legal constituyen un mecanismo efectivo para 
la correcta inserción del país en el proceso de integración 
educativa que viene llevando a cabo el Centro de Coope- 
ración Regional para la Educación de Adultos en Améri- 
ca Latina y el Caribe, por lo que solicita la correspon- 
diente aprobación parlamentaria. 
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Sala de la Comisión, 26 de mayo de 1994. 


Julio C. Grenno (Miembro Informante), Alva- 
ro Alonso Tellechea, Hugo Batalla, Juan Car- 
los Blanco, Leopoldo Bruera, Reinaldo Gar- 
gano, Américo Ricaldoni, Alberto Zumarán. 
Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 

(Se lee) 

-En discusión general. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular, 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 

“ARTICULO 1”. - Aprúebase el Convenio de Cooperación 
Regional para la creación y funcionamiento del Centro de Co- 
operación Regional para la Educación de Adultos en América 
Latina y el Caribe (CREFAL), celebrado entre la Organización 
de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultu- 
ra, UNESCO, la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos, OEA, y los países de América Latina y el 
Caribe, el 19 de octubre de 1990 en la ciudad de México, Esta- 
dos Unidos Mexicanos”. 

-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por ser 
igual al considerado) 


27) ACUERDO DE COOPERACION EN MATERIA AM- 
BIENTAL CON LA REPUBLICA FEDERATIVA DEL 
BRASIL. Aprobación. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto que 
figura en decimosexto término del orden del día: “Proyecto de 
ley por el que se aprueba el Acuerdo entre la República Oriental 
del Uruguay y la República Federativa del Brasil sobre Cooperación 
en Materia Ambiental (Carp. N” 1026/93 - Rep. N* 816/94).” 
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(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1026/93 
Rep. N' 816/94 


PODER EJECUTIVO 
Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento 
Territorial y Medio 
Ambiente 


Montevideo, 2 feb. 1993 
Señor presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración el adjunto 
proyecto de ley por el cual se aprueba el Acuerdo entre la 
República Oriental del Uruguay y la República Federati- 
va del Brasil sobre Cooperación en Materia Ambiental, 
suscrito el 28 de diciembre de 1992. 


Dicho instrumento internacional tiene por objeto pro- 
fundizar la cooperación entre ambos países, tendiente a 
la protección y conservación ambientales, en el marco de 
las acctones de cada uno de ellos dirigidas a la obtención 
de un desarrollo sostenible (Artículo l, inc. 1). 


Las disposiciones del Acuerdo se fundan en los prin- 
cipios estatuidos por instrumentos de carácter multilate- 
ral, como las Declaraciones de Estocolmo de 1972, de 
Canela y de Rio de 1992 sobre Medio Ambiente, y bila- 
teral, como la Declaración Conjunta sobre Medio Am- 
biente de 1991, el Tratado de Amistad, Cooperación y 
Comercio de 1975 y el Acuerdo para la Creación de los 
Comités de Frontera de 1989; así como en los principios 
de amistad, buena vecindad, cooperación y soberanía de 
los Estados en relación a la explotación de sus propios 
recursos en base a sus políticas ambientales y la respon- 
sabilidad de los mismos de asegurar que las actividades 
desarrolladas bajo su jurisdicción no afecten el medio 
ambiente de otros Estados o de áreas ubicadas fuera de la 
citada jurisdicción. 


Entre los objetivos de la cooperación en esta área 
cabe citar la protección, conservación y recuperación del 
medio ambiente; el uso racional del mismo para diversos 
fines; el monitoreo y evaluación del impacto ambiental, 
así como la solución de los problemas relacionados con 
el mismo; el mejoramiento de los niveles de bienestar 
social y económico en la región de frontera; la protección 
de la salud humana y animal y el intercambio de infor- 
mación y colaboración sobre temas de medio ambiente y 
desarrollo (Artículo 1. inc. 2). 


El Artículo 2 define el concepto de “región fronteri- 
za”, caracterizándola como el área comprendida dentro 


431 


434 -CS. CAMARA DE SENADORES 


de una franja de 150 kilómetros a ambos lados de las 
líneas divisorias entre ambos Estados, que será objeto de 
principal atención en la ejecución del Acuerdo. 


Cada una de las Partes Contratantes se compromete a 
prevenir, reducir y combatir los impactos ambientales 
derivados de actividades desarrolladas en las áreas bajo 
su jurisdicción cuyas consecuencias se reflejen en el te- 
rritorio de la otra, siendo a su vez responsable de los 
daños emanados de tal situación (Artículo 3, incs. 1 y 2). 


La determinación de dicha responsabilidad se realiza- 
rá en base a los parámetros cuya definición se pone a 
cargo de la Comisión de Cooperación en Materia Am- 
biental, y los procedimientos para hacer efectiva la mis- 
ma se establecerán en un Protocolo específico, a ser sus- 
crito en un plazo máximo de seis meses a partir de la 
entrada en vigor del Acuerdo (Artículo 3, incs. 3 y 4). 


La citada Comisión de Cooperación en Materia Am- 
biental se establece en el Artículo 4, con el fin de instru- 
mentar la ejecución del Acuerdo. 


Entre sus competencias cabe destacar la elaboración, 
ejecución y evaluación de programas sobre monitoreo 
atmosférico, recursos hídricos y vegetales, zonas fronte- 
rizas, etc.; la armonización legislativa entre ambos países 
en el tema ambiental; el desarrollo de medios de monito- 
reo y evaluación del impacto ambiental, así como las 
medidas para su atenuación y eliminación; etc. 


La Comisión estará conformada por dos delegados de 
cada Parte Contratante, a los cuales se podrán sumar como 
observadores, para temas específicos, representantes de 
instituciones públicas o privadas y de las comunidades 
fronterizas, sin perjuicio de la contribución, para las ta- 
reas de la Comisión, de universidades o centros de inves- 
tigación, públicos o privados, de ambos países. 


Las reuniones de la Comisión tendrán lugar alterna- 
damente en el territorio de una y otra Parte Contratante. 


Si bien el Acuerdo hace especial hincapié en las 
actividades a desarrollarse en las zonas fronterizas, los 
Artículos 6 y 7 prevén el intercambio de informaciones y 
la elaboración de programas y actividades de coopera- 
ción conjuntas, vinculadas a temas que trasciendan dicha 
región, como la prevención de accidentes y catástrofes, la 
desertificación, el tratamiento de desechos, etc., así como 
la colaboración en medidas de carácter internacional re- 
lativas a temas tales como la protección de la capa de 
ozono, la diversidad biológica y los movimientos trans- 
fronterizos de desechos peligrosos. 


Cada Parte Contratante deberá hacerse cargo de los 
costos derivados de su participación en la ejecución del 
Acuerdo, así como facilitar, en base a sus leyes y regla- 
mentos internos, la entrada a su territorio de equipos y 
personal al amparo del mismo (Artículos 8 y 9). 


Surge de lo expuesto que el Acuerdo a estudio tiende 
a establecer mecanismos de cooperación y regulación, 
dirigidos al control de las actividades que puedan produ- 
cir un impacto ambiental cuyos efectos trasciendan las 
fronteras del país en el que se realizan y, en su caso, a la 
reducción o eliminación de dicho impacto ambiental, en- 
tre la República y uno de los Estados con los cuales los 
profundos vínculos geográficos, políticos y económicos 
existentes, tornan más acuciante la necesidad de aplicar 
disposiciones como las del instrumento internacional que 
nos Ocupa. 


Por tal motivo, y a efectos de la pronta entrada en 
vigor del mismo, se solicita la correspondiente aproba- 
ción parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Luis Alberto Lacalle Herrera, PRESIDENTE 
DE LA REPUBLICA, Sergio Abreu, Manuel 
A. Romay. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Aprúebase el Acuerdo entre la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y la República Federativa del 
Brasil sobre Cooperación en Materia Ambiental, suscrito 
el 28 de diciembre de 1992. 


Art. 2”. - Comuníquese, etc. 
Sergio Abreu, Manuel A. Romay. 


ACUERDO ENTRE LA REPUBLICA ORIENTAL 
DEL URUGUAY Y LA REPUBLICA FEDERATIVA 
DEL BRASIL SOBRE COOPERACION EN MATERIA 
AMBIENTAL 


El gobierno de la República Oriental del Uruguay 


y 


el gobierno de la República Federativa del Brasil 
en adelante denominados “Partes Contratantes”. 
Considerando 


La fraterna y tradicional amistad que une a los dos 
países; 


La necesidad de hacer cada vez más efectivos los 
principios de buena vecindad y estrecha cooperación en- 
tre los dos países; 


El espíritu del Tratado de Amistad, Cooperación y 
Comercio, de 12 de junio de 1975; 
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El Acuerdo para la Creación de los Comités de Fron- 
tera, firmado el 14 de diciembre de 1989; 


La Declaración Conjunta sobre Medio Ambiente, fir- 
mada por los presidentes el 16 de setiembre de 1991, que 
consigna la decisión de negociar un Acuerdo relativo a 
las siguientes materias, entre otras: conservación de la 
diversidad biológica y de los recursos hidrobiológicos, 
prevención de accidentes y catástrofes, tratamiento de 
desechos y productos nocivos o peligrosos. desertifica- 
ción, actividad humana y medio ambiente, compatibiliza- 
ción y padronización de legislaciones en las áreas de 
contaminación industrial, insumos agrícolas, saneamien- 
to, residuos sálidos, uso del suelo, medio ambiente urba- 
no, contaminación transfronteriza, educación e información; 


La Declaración de Canela, de 21 de febrero de 1992, 
que establece posiciones comunes de los países del Cono 
Sur sobre medio ambiente y desarrollo: 


Los principios de la Declaración de Estocolmo de 
1972 y de la Declaración de Río sobre Medio Ambiente 
y Desarrotlo de 1992; 


Las acciones de cooperación previstas en la Agenda 
21, aprobada por la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre Medio Ambiente y Desarrollo: 


El derecho soberano de los Estados a explotar sus 
propios recursos según sus políticas de medio ambiente y 
desarrollo, y la responsabilidad de asegurar que activida- 
des bajo su jurisdicción o control no causen daños al 
medio ambiente de otros Estados o en áreas más allá de 
los límites de la jurisdicción nacional; 


Acuerdan lo siguiente: 


Artículo 1 


1. Las Partes Contratantes se comprometen a intensi- 
ficar la cooperación destinada a proteger y conservar el 
medio ambiente, como parte de sus esfuerzos nacionales 
para el desarrollo sostenible. 


2. Los principales objetivos de la cooperación serán 
los siguientes: 


a) la protección, la conservación y la recuperación del 
medio ambiente; 


b) la administración, la conservación y el uso racional 
de los recursos naturales para fines domésticos, urbanos, 
científicos, agropecuarios, industriales, de transporte, tu- 
rísticos y económicos en general; 


c) el establecimiento de los métodos de monitoreo y 
de evaluación de impacto ambiental, así como su perfec- 
cionamiento; 
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d) la solución coordinada en asuntos relacionados a 
los impactos ambientales derivados de actividades desa- 
rrolladas en la región fronteriza, dentro del espíritu de 
amistad prevaleciente entre los dos países; 


e) la protección de la salud humana y animal y la 
elevación de los niveles de bienestar social y económico 
de los habitantes de la región fronteriza; 


f) el intercambio de informaciones y la cooperación 
sobre cuestiones de interés nacional y global relativos a 
medto ambiente y desarrollo. 


Artículo 2 


l. Para los fines del presente Acuerdo, la expresión 
“región fronteriza” designa el área comprendida dentro 
de las ciento cincuenta kilómetros en ambos lados de las 
líneas divisorias terrestres. fluviales y marítimas existen- 
tes entre las Partes Contratantes. 


2. Los asuntos referentes a la región fronteriza serán 
objeto de atención preferente de las Partes Contratantes 
en la aplicación del presente Acuerdo. 


Artículo 3 


l. Cada Parte Contratante adoptará las medidas ade- 
cuadas para prevenir, reducir y combatir los impactos 
ambientales significativos que las actividades desarrolla- 
das en sus territorios puedan producir en el territorio de 
la otra Parte Contratante. 


2. De conformidad con los parámetros de impacto 
ambiental definidos en función del presente acuerdo, cada 
Parte Contratante será responsable por los daños causa- 
dos a la otra Parte Contratante como consecuencia de sus 
propias actividades o de las actividades realizadas por 
personas físicas o jurídicas que se encuentren en territo- 
rio bajo su jurisdicción. 


3. A los efectos de determinar la responsabilidad por 
daños, las partes contratantes definirán parámetros de im- 
pacto ambiental que serán consignados en decisiones de 
la Comisión de Cooperación en Materia Ambiental a que 
se refiere el artículo 4. 


4. Los procedimientos relativos a la responsabilidad 
serán definidos en un Protocolo que las partes contratan- 
tes se comprometen a suscribir en el plazo de 6 meses a 
partir de la fecha de entrada en vigor del presente acuerdo. 


Artículo 4 


l. Las Partes Contratantes constituyen, para la ejecu- 
ción del presente Acuerdo, una Comisión de Coopera- 
ción en materia Ambiental, subordinada a sus respectivas 
Cancillerías, en adelante denominada “Comisión”. 
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2. La Comisión tendrá las competencias siguientes: 


a) elaborar programas sobre monitoreo atmosférico, 
de los recursos hídricos, de los suelos, de la vegetación, 
de la fauna y del medio socio-económico; 


b) promover la armonización de la legislación am- 
biental de ambos países, con particular referencia a pa- 
drones de calidad ambiental y asuntos específicos como 
el uso de fertilizantes y preservadores químicos en el área 
agropecuaria y la interconexión o establecimiento de sis- 
temas comunes de tratamiento de residuos, saneamiento 
y aguas servidas de las ciudades o áreas urbanas fronteri- 
zas contiguas. 


c) definir de común acuerdo los parámetros de im- 
pacto ambiental referidos en los parágrafos 2 y 3 del 
artículo 3 del presente acuerdo y proceder a su revisión 
periódica en función de nuevas circunstancias que lo jus- 
tifiquen. 


d) desarrollar métodos de monitoreo y de evaluación 
del impacto ambiental. 


e) definir medidas de atenuación, reducción y elimi- 
nación de los impactos ambientales identificados: 


f) intercambiar informaciones sobre actividades que 
puedan tener impacto ambiental en la región fronteriza; 


g) elaborar proyectos y programar acciones a ser eje- 
cutadas en la región fronteriza y verificar su ejecución; 


h) estudiar los demás asuntos técnicos, científicos, 
económicos y sociales relacionados con el desarrollo sus- 
tentable de los dos países; 


1) estimular el intercambio técnico, científico y edu- 
cacional. 


j) las demás que le fueren atribuidas en función del 
presente acuerdo o que las partes convengan otorgarle. 


3. En el desempeño de sus funciones, la Comisión 
procurará, cuando ello sea posible, la contribución de 
entidades universitarias y de investigación en los diver- 
sos niveles de los sectores público y privado, 


Artículo 5 


l. Cada parte contratante designará dos representan- 
tes permanentes en la Comisión. 


a) Además de los representantes permanentes, podrán 
participar de las reuniones de la Comisión, conforme a la 
naturaleza de los temas tratados, en carácter ad-hoc y 
como observadores, representantes de organismos de ad- 
ministración pública, así como de entidades de derecho 
privado, según el Reglamento adoptado por la Comisión. 


b) Según los temas considerados en cada caso podrán 
ser invitados para participar en las reuniones de la Comi- 
sión, en carácter ad-hoc y en calidad de observadores, 
representantes de las respectivas comunidades fronteri- 
zas. 


2. Cada parte contratante comunicará a la otra, por 
nota diplomática, la designación de sus representantes 
permanentes en la Comisión. 


3. Las partes contratantes establecerán, de común 
acuerdo, a través de sus Cancillerías, las agendas de las 
reuniones de la Comisión. 


4. La Comisión se reunirá cuando fuera convocada, 
en forma alternada en el territorio de cada Parte Contra- 
tante. 


5. La Comisión establecerá su propio Reglamento. 
Artículo 6 


Las partes contratantes intercambiarán informaciones 
y formularán y aplicarán programas conjuntos sobre asun- 
tos que puedan trascender la región fronteriza, tales como 
prevención de accidentes y catástrofes, tratamiento de 
desechos, productos nocivos o peligrosos y residuos sóli- 
dos, desertificación, medio ambiente urbano, educación e 
información. 


Artículo 7 


Las partes contratantes intercambiarán informaciones 
y cooperarán en la adopción de medidas relacionadas con 
los esfuerzos internacionales de protección de la capa de 
ozono, protección y conservación de la diversidad broló- 
gica, atenuación del cambio climático y control de movi- 
mientos transfronterizos de desechos peligrosos. 


Artículo 8 


Salvo acuerdo en contrario, cada Parte Contratante se 
hará cargo de los costos de su participación en la aplica- 
ción del presente Acuerdo, incluyendo los costos del per- 
sonal que participe de cualesquiera actividades realizadas 
en su ámbito. 


Artículo 9 


Las partes contratantes facilitarán la entrada de equi- 
pos y de personal relacionados con el presente Acuerdo, 
sujeto a las leyes y reglamentos de cada Parte Contratan- 
te. 


Artículo 10 


Cada parte contratante notificará a la otra, por vía 
diplomática, el cumplimiento de las respectivas formali- 
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dades constitucionales necesarias para la vigencia del pre- 
sente Acuerdo, el cual entrará en vigor 30 días después 
de la fecha de la segunda notificación. 


Artículo 11 


El presente Acuerdo podrá ser denunciado por cual- 
quiera de las Partes Contratantes mediante nota diplomá- 
tica. En este caso, la denuncia surtirá efecto un año des- 
pués de la entrada de la referida notificación. 


Hecho en Montevideo, a los veintiocho días del mes 
de diciembre de 1992 en dos ejemplares originales en 
idiomas español y portugués siendo ambos textos igual- 
mente auténticos. 


POR EL GOBIERNO DELA POR EL GOBIERNO DE LA 
REPUBLICA ORIENTAL REPUBLICA FEDERATIVA 
DEL URUGUAY DEL BRASIL 
CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 


Asuntos Internacionales 
INFORME 


Al Senado: 


La Comisión de Asuntos Internacionales de este Cuer- 
po recomienda la aprobación del presente ACUERDO 
ENTRE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
Y LA REPUBLICA FEDERATIVA DEL BRASIL SO- 
BRE COOPERACION EN MATERIA AMBIENTAL, 
suscrito el 28 de diciembre de 1992, en virtud de que el 
mismo recoge el espíritu de cooperación entre ambos 
países plasmado en instrumentos tales como: Tratado de 
Amistad, Cooperación y Comercio del 12 de junio de 
1975, Acuerdo para la Creación de los Comités de Fron- 
tera firmado el 14 de diciembre de 1989, Declaración 
Conjunta sobre Medio Ambiente del 16 de setiembre de 
1991, Declaración de Canela del 21 de febrero de 1992 
-que establece posiciones comunes de los países del Cono 
Sur sobre Medio Ambiente y Desarrolto- los principios 
de la Declaración de Estocolmo de 1972 y de la Dectara- 
ción de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo de 1992 
y finalmente en las acciones de cooperación previstas en 
la Apenda 21 aprobada por la Conferencia de las Nacio- 
nes Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo. 


El Acuerdo consta de 11 Artículos y una considera- 
ción introductoria. 


El Artículo 1 en su inciso 1, sienta el compromiso de 
las Partes Contratantes para reforzar la cooperación rela- 
tiva a la protección y conservación del Medio Ambiente. 
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Seguidamente en el inciso 2 se establecen los principales 
objetivos de dicha cooperación, a saber: “a) la protec- 
ción, la conservación y la recuperación del medio am- 
biente; b) la administración, la conservación y el uso 
racional de los recursos naturales para fines domésticos, 
urbanos, científicos, agropecuarios, industriales, de trans- 
porte, turísticos y económicos en general; c) el estableci- 
miento de los métodos de monitoreo y de evaluación de 
impacto ambiental, así como su perfeccionamiento; d) la 
solución coordinada en asuntos relacionados con los im- 
pactos ambientales derivados de actividades desarrolla- 


«das en la región fronteriza, dentro del espíritu de amistad 


prevaleciente entre los dos países; e) la protección de la 
salud humana y animal y la elevación de tos niveles de 
bienestar social y económico de los habitantes de la re- 
gión fronteriza; f) el intercambio de informaciones y la 
cooperación sobre cuestiones de interés nacional y global 
relativos a medio ambiente y desarrollo.” 


El Artículo 2 por su parte, define en su inciso 1 el 
concepto de “región fronteriza”: “área comprendida den- 
tro de los 150 km en ambos lados de las líneas divisorias 
territoriales, fluviales y marítimas existentes entre las Par- 
tes Contratantes”. El inciso 2 establece que todo asunto 
referido a dicha región fronteriza será de tratamiento prio- 


ritario por parte de las Partes Contratantes. 


En cuanto al Artículo 3, el inciso | indica que cada 
Parte Contratante “adoptará las medidas adecuadas para 
prevenir, reducir y combatir los impactos ambientales 
significativos que las actividades desarrolladas en sus te- 
rritorios puedan producir en el territorio de la otra Parte 
Contratante”. El inciso 2 dispone que cada Parte Contra- 
tante será responsable por los daños causados a la otra 
por actividades realizadas por la propia Parte Contratante 
Oo por personas físicas o jurídicas que se hallen en territo- 
rio bajo jurisdicción de dicha Parte Contratante. La deter- 
minación de la responsabilidad por daños, se hará según 
los parámetros de impacto ambiental consignados en de- 
cisiones de la Comisión de Cooperación en Materia Am- 
biental (inc. 3). Asimismo los procedimientos relativos a 
la responsabilidad se definirán en un Protocolo que se 
suscribirá por las Partes Contratantes dentro de los 6 
(seis) meses posteriores a la entrada en vigor del Acuer- 
do (inc. 4). 


El Artículo 4 señala en el inciso 1 que se constituye 
por las Partes Contratantes una COMISION DE COOPE- 
RACION EN MATERIA AMBIENTAL dependiente de 
las Cancillerías respectivas. Dicha Comisión tendrá como 
competencias (inc. 2) las siguientes: “a) elaborará pro- 
gramas sobre monitoreo atmosférico, de tos recursos hí- 
dricos, de los suelos, de la vegetación, de la fauna y del 
medio socio-económico; b) promover la armonización de 
la legislación ambiental de ambos países, con particular 
referencia a patrones de calidad ambiental y asuntos es- 
pecíficos como el uso de fertilizantes y preservadores 
químicos en el área agropecuaria y la interconexión o 
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establecimiento de sistemas comunes de tratamiento de 
residuos, saneamiento y aguas servidas de las ciudades o 
áreas urbanas fronterizas contiguas; c) definir de común 
acuerdo los parámetros de impacto ambiental referidos 
en los parágrafos 2 y 3 del artículo 3 del presente acuer- 
do y proceder a su revisión periódica en función de nue- 
vas circunstancias que lo justifiquen; d) desarrollar méto- 
dos de monitoreo y de evaluación del impacto ambiental; 
e) definir medidas de atenuación, reducción y elimina- 
ción de los impactos ambientales identificados; f) inter- 
cambiar informaciones sobre actividades que pueden te- 
ner impacto ambiental en la región fronteriza; g) elaborar 
proyectos y programar acciones a ser ejecutadas en la 
región fronteriza y verificar su ejecución; h) estudiar los 
demás asuntos técnicos, científicos, económicos y socia- 
les relacionados con el desarroilo sustentable de los dos 
países; i) estimular el intercambio técnico, científico y 
educacional; j) las demás que le fueren atribuidas en fun- 
ción del presente acuerdo o que las partes convengan 
otorgarle”. Para su funcionamiento, la Comisión procura- 
rá la “contribución de entidades universitarias y de inves- 
tigación en los diversos niveles de los sectores público y 
privado” (inc. 3). 


La Comisión estará integrada por representantes per- 
manentes designados por cada Parte Contratante (cada 
Parte Contratante designará dos representantes) (Artícu- 
lo 5), y además, podrán participar de las reuniones, repre- 
sentantes de la Administración Pública y de entidades de 
Derecho Privado en calidad de observadores y con carác- 
ter ad-hoc, según el Reglamento de la Comisión (lit. a); 
también podrán ser invitados a participar en las reuniones 
de la Comisión en calidad de observadores, representan- 
tes de las respectivas comunidades fronterizas (lit. b). 
Cada Parte Contratante deberá comunicar a la otra por 
nota diplomática la designación de sus representantes per- 
manentes en la Comisión (inc. 2) y entre ambas y de 
común acuerdo a través de sus respectivas Cancillerías, 
establecerán la Agenda de las reuniones de la Comisión 
(inc. 3). La Comisión se reunirá cuando sea convocada, 
en forma alternada en el territorio de cada Parte Contra- 
tante (inc. 4). La Comisión establecerá su propio regla- 
mento (inc. 5). 


El Artículo 6 señala que las Partes Contratantes inter- 
cambiarán informaciones y formularán y aplicarán pro- 
gramas conjuntos sobre asuntos que puedan trascender la 
región fronteriza tales como prevención de accidentes y 
catástrofes, tratamiento de desechos, productos nocivos o 
peligrosos y residuos sólidos, desertificación, medio am- 
biente urbano, educación e información”. En igual forma 
“intercambiarán informaciones y cooperarán en la adop- 
ción de medidas relacionadas con los esfuerzos interna- 


Serán de cargo de cada Parte Contratante los costos 
de participación en la aplicación de este Acuerdo (Ar- 
tículo 8). 


El Artículo 9 indica que las Partes Contratantes debe- 
rán facilitar la entrada de equipos y personal relacionados 
con el Acuerdo, sujeto a las leyes y reglamentos de cada 
Parte Contratante. 


El Artículo 10 dispone que cada Parte Contratante 
notificará a la otra por vía diplomática el cumplimiento 
de las formalidades constitucionales pertinentes para la 
entrada en vigor del Acuerdo, la cual tendrá lugar 30 
(treinta) días después de la fecha de la segunda notifica- 
CIÓN. 


Se prevé que cualquiera de las Partes Contratantes 
podrá denunciar el Acuerdo por medio de una nota diplo- 
mática, la cual surtirá efecto un año después de la entrega 
de la notificación diplomática (Artículo 11). 


En virtud de considerarse beneficiosos los mecanis- 
mos establecidos en el Acuerdo para la cooperación y 
regulación de las actividades factibles de producir un im- 
pacto ambiental, cuyos efectos puedan trascender las 
fronteras de los países involucrados, es que esta Comi- 
sión entiende provechosa su aprobación para nuestra Re- 
pública. 

Sala de la Comisión, 26 de mayo de 1994, 

Julio C, Grenno (Miembro Informante), Alvaro 
Alonso Tellechea, Hugo Batalla, Juan Carlos Blan- 
co, Leopoldo Bruera, Reinaldo Gargano, Améri- 
co Ricaldoni, Alberto Zumarán. Senadores.” 

SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 

(Se lee) 

-En discusión general. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, 

(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa, UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 


Léase el artículo único. 


(Se lee:) 
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cionales de protección de la capa de ozono, protección y “ARTICULO 1*. - Apruébase el Acuerdo entre la República 


conservación de la diversidad biológica, atenuación del Oriental del Uruguay y la República Federativa del Brasil sobre 
cambio climático y conuol Sd OS transfronteri- Cooperación en Materia Ambiental, suscrito el 28 de diciembre 
zos de desechos peligrosas” (Artículo 7). de 1992”. : 
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-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra para fundar el voto. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ZUMARAN. - A mi juicio, este instrumento puede 
tener gran trascendencia para nuestro país. Basta recordar los 
graves problemas que tenemos en los ríos fronterizos con el 
Brasil, debido a la polución y a los efectos sobre el territorio 
nacional de la Central de Candiota. Si a través de este Convenio 
se pudieran encauzar estos dos aspectos, que considero de gran 
importancia, estaríamos dando un paso muy positivo. 


Para ilustrar esto, debo decir que en el río Cuareim he tenido 
oportunidad de presenciar signos inequívocos del deterioro bru- 
tal del medio ambiente, que torna realmente grave la situación 
allí. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Queda aprobado el proyecto de 
ley, que se comunicará a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por ser 
igual al considerado) 


28) FUNCIONARIOS DEL BANCO DE PREVISION SO- 
CIAL, Se declaran beneficiarios del Fondo de Ayuda 
Social. Proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el asunto que 
figura en decimoséptimo término del orden del día: “Proyecto 
de ley por el que se declaran beneficiarios del Fondo de Ayuda 
Social creado por el artículo 277 de la ley N” 13.892, de 19 de 
octubre de 1970, a quienes revistieran la calidad de funciona- 
rios del Banco de Previsión Social entre el 19 de octubre de 
1970 y el 22 de octubre de 1979 o a sus causahabientes. 
(Carp. N* 1466/94 - Rep. N” 320/94)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1466/94 
Rep. N* 820/94 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”. - Decláranse beneficiarios del Fon- 
do de Ayuda Social creado por el artículo 277 de 
la ley N” 13,892, de 19 de octubre de 1970, a quienes 
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revistieran la calidad de funcionarios del Banco de Previ- 
sión Social entre el 19 de octubre de 1970 y el 22 de 
octubre de 1979 o a sus causahabientes. 


Art. 2”. - El derecho sobre ese Fondo de Ayuda So- 
cial será proporcional a los aportes que se hubieren reali- 
zado al mismo. 


Art. 3”, - El crédito que corresponda a cada benefi- 
ciario se constituirá en una cuenta personal, cuya anti- 
giledad se computará a partir de la fecha de la promulga- 
ción de la presente ley, en el Sistema de Ahorro y Présta- 
mo para Vivienda del Banco Hipotecario del Uruguay. 


Art. 4”, - Los beneficiarios del Fondo de Ayuda So- 
cial podrán optar por el retiro en efectivo del dinero acre- 
ditado en su cuenta transcurrido un año de la fecha de 
promulgación de la presente ley. 


Art. 5”. - Los beneficiarios del Fondo de Ayuda So- 
cial que fueren deudores del Banco Hipotecario del Uru- 
guay podrán compensar sus adeudos con el crédito que 
les corresponda de acuerdo a la presente ley. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 10 de mayo de 1994, 


Mario Cantón 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 
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Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social 


INFORME 
Al Senado: 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad So- 
cial ha estudiado el proyecto de ley sancionado por la 
Cámara de Representantes -en sesión del 10 de mayo 
de 1994- por el que se declaran beneficiarios del Fon- 
do de Ayuda Social creado por el artículo 277 de la ley 
N?* 13,892, de 19 de octubre de 1970, a quienes revistie- 
ron la calidad de funcionarios del Banco de Previsión 
Social entre la última fecha indicada y el 22 de octubre 
de 1979. 


El citado artículo 277 de la ley N* 13.892 (Rendición 
de Cuentas del Ejercicio 1969), establecía: 


“Artículo 277. - Se creará el Fondo de Ayuda Social, 
del cual se otorgará a los familiares de los funcionarios 
que fallezcan en actividad una suma igual a seis veces el 
total de la remuneración al cargo. 


Se entregará en forma directa y en el siguiente orden 
que es excluyente: 
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A) Cónyuge supérstite. 


B) Hijos legítimos y naturales, en la misma propor- 
ción. 


C) Padres. 


Las Cajas de Jubilaciones y Pensiones que integran el 
Banco de Previsión Social contribuirán con una cantidad 
igual a la aportación de sus funcionarios. 


Dicho Fondo será administrado por una Comisión Ple- 
naria integrada por un director del Banco, que la presidi- 
rá, un gerente general, un contador y un delegado del 
personal. En caso de empate el presidente tendrá doble 
voto.” 


Durante la vigencia de esta norma legal, el Fondo de 
Ayuda Social de los funcionarios del Banco de Previsión 
Social fue efectivamente creado y los recursos prove- 
nientes de los aportes obreros y patronales se depositaron 
en el Banco Hipotecario del Uruguay, en cuenta especial 
en valores reajustables; a la vez que se sirvió la presta- 
ción estipulada en los casos de deceso de trabajadores en 
situación de actividad. 


Esta prestación -y el Fondo correspondiente- fueron 
derogados por el artículo 31 del llamado acto institucio- 
nal N* 9, de 23 de octubre de 1979, en tanto estableció 
que “las únicas prestaciones o beneficios que se acorda- 
rán a partir de la vigencia de este acto institucional” son 
los de Jubilación, Pensión, Pensión a la Vejez y Subsidio 
para expensas funerarias. La fecha de vigencia de esta 
disposición es el mismo 23 de octubre de 1979 (artículo 
89). 


A partir de la derogación del comentado Fondo de 
Ayuda Social -que estuvo vigente y en aplicación entre el 
19 de octubre de 1970 y el 22 de octubre de 1979- los 
recursos depositados en el Banco Hipotecario del Uru- 
guay se mantienen en una situación jurídica indefinida, 
sin perjuicio del reajuste periódico de ese capital con los 
intereses correspondientes. 


El proyecto a estudio, de aprobarse, terminará con esa 
indefinición, atribuyendo los recursos del ex Fondo de 
Ayuda Social a quienes indudablemente les correspon- 
den: las personas que entre las fechas preindicadas fue- 
ron funcionarios del Banco de Previsión Social y en su 
caso, sus causahabientes; en proporción al tiempo de su 
vinculación funcional durante el referido lapso y a los 
aportes realizados. 


Por los artículos 3", 4? y 5”, se establece que el crédito 
que corresponda a cada beneficiario se constituirá en una 
cuenta personal, con antigúedad a partir de la fecha de 
promulgación de la ley, integrada al Sistema de Ahorro y 
Préstamo para Vivienda del Banco Hipotecario del Uru- 
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guay; sin perjuicio del derecho de cada uno al retiro en 
efectivo del dinero acreditado luego de transcurrido un 
año de la referida fecha de promulgación; o de la posibi- 
lidad de compensar con tal crédito los adeudos que ten- 
gan con el citado Banco, 


La solución que resulta del presente proyecto de 
ley -iniciativa de los señores representantes nacionales 
Juan Carlos Ayala, Heriberto Sosa Acosta, Edison Seda- 
rri Luaces y Ana Lía Piñeyrúa- se estima justa desde todo 
punto de vista, por lo que esta asesora se permite aconse- 
jar al Senado su aprobación. 


Sala de la Comisión, 2 de junio de 1994, 


Jaime Pérez (Miembro Informante), Mariano 
Arana, Carlos Cassina (se abstiene), Wilson 
Elso Goñi, Tabaré Hackenbruch, Pablo Mi- 
llor (se abstiene), Jorge Silveira Zavala. Sena- 
dores”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador Pé- 
rez. 


SEÑOR PEREZ. - Esto responde al artículo 277 de la 
ley N” 13.892, que creó el Fondo de Ayuda Social, del que se 
otorgaba a los familtares de los funcionarios que fallecían estan- 
do en actividad, una suma igual a seis veces el total de la remu- 
neración de su cargo. La ley también explicaba cómo se entrega- 
ba, etcétera. Dicho Fondo fue derogado por el artículo 31 del 
acto institucional N” 9 de 23 de octubre de 1979. Como conse- 
cuencia de ello, a partir de la derogación, los recursos quedaron 
depositados en el Banco Hipotecario del Uruguay en una situa- 
ción jurídica indefinida, sin perjuicio del reajuste periódico de 
ese capital, con los intereses correspondientes. En tal sentido, el 
proyecto de ley aprobado en Comisión termina con esa indefini- 
ción, atribuyendo los recursos del ex Fondo de Ayuda Social a 
quienes indudablemente les corresponden: las personas que en- 
tre las fechas preindicadas fueron funcionarios del Banco de 
Previsión Social y, en su caso, sus causahabientes, en propor- 
ción al tiempo de su vinculación funcional durante el referido 
lapso y a los aportes realizados. Es decir que se les hicieron los 
descuentos, pero luego estos cesaron, quedando un fondo que, 
en opinión de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social, corresponde a las personas a las cuales se le efectuaron 
los descuentos. 


Por estas razones, somos partidarios de que se apruebe este 
proyecto. : 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 
SEÑOR CASSINA. - Debido a que tengo un interés perso- 


nal y directo en este asunto, solicito al Senado que autorice mi 
abstención. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En el Reglamento no existe la . 


abstención; lo que puede hacer la Cámara de Senadores es auto- 
rizarlo para que participe en la discusión y pueda votar. Igual- 
mente, la Mesa señala que no es de estilo. 


: z y 1 a 
Se va a votar si se autoriza al señor senador-Cassina a que 
intervenga en este asunto. , 


(Se vota:) 
-i6en 17. Afirmativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general el 


proyecto de ley. 
(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - Solicito que se suprima la lectura de 
los artículos y que se vote en bloque. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración los artículos 1%, 2”, 3%, 4? y 5%, 


(El texto de los artículos cuya lectura se resolvió suprimir es 
el siguiente: 


“ARTICULO J”. - Decláranse beneficiarios del Fondo de 
Ayuda Social creado por el artículo 277 de la ley N” 13.892, de 
19 de octubre de 1970, a quienes revistieran la calidad de fun- 
cionarios del Banco de Previsión Social entre el 19 de octubre 
de 1970 y el 22 de octubre de 1979 o a sus causahabientes. 


ARTICULO 2”. - El derecho sobre ese Fondo de Ayuda 
Social será proporcional a los aportes que se hubieren realizado 
al mismo. 
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ARTICULO 3". - El crédito que corresponda a cada benefi- 
clario se constituirá en una cuenta personal, cuya antigiiedad se 
computará a partir de la fecha de la promulgación de la presente 
ley, en el Sistema de Ahorro y Préstamo para Vivienda del 
Banco Hipotecario del Uruguay. 


ARTICULO 4”. - Los beneficiarios del Fondo de Ayuda 
Social podrán optar por el retiro en efectivo del dinero acredita- 
do en su cuenta transcurrido un año de la fecha de promulgación 
de la presente ley. 


ARTICULO 5”. - Los beneficiarios del Fondo de Ayuda 
Soctal que fueren deudores del Banco Hipotecario del Uruguay 
podrán compensar sus adeudos con el crédito que les correspon- 
da de acuerdo a la presente ley”.) 


-St no se hace uso de la palabra, se van a votar en bloque los 
artículos 1%, 2%, 3%, 4? y 5%, 


(Se votan:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por ser 
igual al considerado) 


29) GRUPO DE AMISTAD PARLAMENTARIA SUD- 
AFRICA - URUGUAY. Creación, Proyecto de resolu- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a considerar el 19 punto 
del orden del día: “Proyecto de resolución por el que se crea el 
Grupo de Amistad Parlamentaria, entre legisladores de Sudáfri- 
ca y Uruguay. (Carp. N? 1460/94 - Rep. N* 812/94)”, 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1460/94 
Rep. N” 812/94 


PROYECTO DE RESOLUCION 


Artículo único. - Resuélvase crear el grupo de amis- 
tad parlamentaria, entre legisladores de Sudáfrica y Uru- 
guay. El grupo parlamentario de Uruguay se integrará 
con los miembros de la Comisión de Asuntos Internacio- 
nales de la Cámara de Senadores. 


Mariano Arana, Danilo Astori, Leopoldo Brue- 
ra, Reinaldo Gargano, José Korzeniak, Jaime 
Pérez. Senadores. 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


PROYECTO DE RESOLUCION 


Artículo único, - Resuélvase crear el grupo de amis- 
tad parlamentaria, entre legisladores de Sudáfrica y Uru- 
guay. El grupo parlamentario de Uruguay se integrará 
con los miembros de la Comisión de Asuntos Internacio- 
nales de la Cámara de Senadores. 


Sala de la Comisión, 26 de mayo de 1994, 


Alvaro Alonso Tellechea, Hugo Batalla, Juan 
Carlos Blanco, Leopoldo Bruera, Reinaldo 
Gargano, Julio C. Grenno, Américo Ricaldo- 
ni, Alberto Zumarán. Senadores. (Miembros In- 
formantes Verbales)”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se trata de un proyecto de resolu- 
ción y, por lo tanto, tiene una única discusión. 


Léase el proyecto de resolución. 

(Se lee) 

-En discusión. 

SEÑOR PEREZ. - Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 

SEÑOR PEREZ. - Quisiera que algún miembro de la Comi- 
sión me dijera cuál es la razón por la que el punto a considerar 
queda constreñido a la Comisión de Asuntos Internacionales. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Por asuntos fáciles de entender. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR PEREZ. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Debo aclarar al señor senador que es 
norma que los temas de relacionamiento internacional de los 
Parlamentos sean tratados por las Comisiones de Asuntos Inter- 
nacionales, Esto es lo que se hace, naturalmente, aunque puede 
presentarse alguna moción para que en este caso no sea asi. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor senador 
Pérez. 


SEÑOR PEREZ. - No deseo proseguir con la discusión de 
este asunto, pero aclaro que en este proyecto de ley no se hace 
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referencia a las relaciones entre el Senado y Sudáfrica, sino que 
se trata de un grupo de amistad y por ello consulté acerca de por 
qué este asunto se limitaba a la Comisión de Asuntos Internacio- 
nales. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, se 
vaa votar. 


(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD, 
Queda aprobado el proyecto de resolución. 


(No se publica el texto del proyecto de resolución aprobado, 
por ser igual al considerado) 


30) SOLICITUDES DE VENÍA DEL PODER EJECUTI- 
VO PARA DESIGNAR AL GENERAL, EN SITUA- 
CION DE RETIRO, DARDO E. GROSSI, COMO 1N- 
TEGRANTE DEL SUPREMO TRIBUNAL MILITAR 
Y PARA DESTITUIR A DOS FUNCIONARIOS PU- 
BLICOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Corresponde ahora que el Senado 
pase a sesión secreta a fin de considerar la solicitud de venia que 
figura en el punto 20 del orden del día. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR GARGANO. - Solicito al Senado que se postergue 
hasta el día de mañana el tratamiento del asunto que figura en el 
punto 20 del orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar la moción formulada, 


(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Corresponde que el Senado, igual- 
mente, pase a sesión secreta a fin de considerar la solicitud de 
venia que figura en el punto 21 del orden del día. 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR ARANA. - Solicito, asimismo, que el asunto que 
figura en el lugar 21 del orden del día, sea considerado en el día 
de mañana, habida cuenta de que el señor miembro informante 
no se encuentra en sala en este momento y, por lo tanto, no 
podríamos brindar el informe detallado que posiblemente recla- 
men los señores senadores para otorgar las venias de destitución 
que aquí se solicitan. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra. se 
va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 


-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


31) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. - No habiendo más asuntos a consi- 
derar, se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 19 y 37 minutos, presidiendo el doctor 
Santoro y estando presentes los señores senadores Ache, Alon- 
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so Tellechea, Arana, Astori, Besozzi, Bouzas, Cassina, Elso 
Goñi, Gamarra, Gargano, Olascoaga, Pereyra, Pérez, Prio- 
re, Ricaldoni, Silveira Zavala y Zumarán). 
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